N* 45 - TOMO 474 29 DE SETIEMBRE DE 2010 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CÁMARA DE SENADORES 


PRIMER PERÍODO DE LA XLVIla. LEGISLATURA 


44* SESIÓN EXTRAORDINARIA 


PRESIDEN EL SEÑOR DANILO ASTORI 
Presidente 


Y 


EL SEÑOR EBER DA ROSA 
Segundo Vicepresidente 


ACTÚAN EN SECRETARÍA LOS TITULARES HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Y EL PROSECRETARIO MIGUEL SEJAS 


SUMARIO 
Páginas Páginas 
1) Texto dela citación.........occoomoomcnccnnnnnnnn: 10 - El señor Senador Lacalle Herrera pre- 
senta, con exposición de motivos, un 
A E 10 ; ; 
proyecto de ley por el que se financia- 
3) Asuntos entrados 10 rían las escuelas de tiempo completo 


con fondos de la venta del paquete ac- 
4) Proyecto presentado.....oooccconcnccncnonncnonnnos 11 cionario de PLUNA Sociedad Anónima. 


10-C.S. 


- Pasa a la Comisión de Hacienda. 
5) Pedido de Informes.........ccccconoconcnnonnono.. 12 


- El señor Senador Solari solicita se curse 
un pedido de informes al Ministerio de 
Salud Pública, y por su intermedio a la 
Administración de Servicios de Salud del 
Estado, relacionado con los criterios se- 
guidos para la remoción y designación de 
los equipos gerenciales de diversos cen- 
tros asistenciales de Montevideo y del in- 
terior del país. 


- Oportunamente fue tramitado. 


6) Exposición Escrita.......oocoocconconcncnoncnon... 12 


- El señor Senador Chiruchi solicita se 
curse una exposición escrita con desti- 
no al Poder Ejecutivo, a los Ministerios 
de Turismo y Deporte y de Economía 
y Finanzas, a la Administración de las 
Obras Sanitarias del Estado, a la Admi- 
nistración de las Usinas y Trasmisiones 
Eléctricas, a la Organización de Fútbol 
del Interior y a la Asociación Uruguaya 
de Fútbol, referida a la situación actual 
que atraviesa el fútbol en el interior de 
nuestro país. 


- Se procederá de conformidad. 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de setiembre de 2010 


7) Inasistencias anteriores.......coommomm.mmo.o.o. 14 


- Por Secretaría se da cuenta de las 
inasistencias registradas a las últimas 
convocatorias del Cuerpo y de sus 
Comisiones. 


8, 10) y 12) Solicitudes de licencia e integra- 
ción del Cuerpo............ 14, 105 y 115 


- El Senado concede las licencias solicita- 
das por las señoras Senadoras Dalmás, 
Xavier y Moreira y por los señores Se- 
nadores Baráibar, Tajam, Viera, Amorín, 
Larrañaga y Bordaberry. 


- Notas de desistimiento. Las presentan 
los señores Gabriel Frugoni, Carlos Bal- 
dassini, Yamandú Orsi, Daniel Garín, 
Daniel Montiel, Juan José Domínguez, 
Andrés Berterreche, Aníbal Pereyra, 
Eduardo Malaquina, Roberto Conde y 
Gonzalo Fernández. 


9), 11 y 13) Unidad Alimentaria de Monte- 
Vid EO.ioocinonoinncioiacaonns 16, 106 y 116 


- Proyecto de ley por el que se crea dicha 
Unidad como persona de Derecho Público 


no estatal. 


- Aprobado. Se comunicará a la Cámara de 
Representantes. 


14) Levantamiento de la Sesión.................. 127 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 24 de setiembre de 2010. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
Sesión extraordinaria el próximo miércoles 29 de se- 
tiembre, a la hora 9:30, a fin de informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


- Discusión general y particular de un proyecto 
de ley por el que se crea la Unidad Alimentaria de 
Montevideo. 

Carp. N* 165/10 - Rep. N* 153/10 Anexo I 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Agazzi, 
Baráibar, Cardoso, Chiruchi, Couriel, Fernández 
Huidobro, Fonticiella, Gallo, Heber, Lacalle 
Herrera, Larrañaga, Lorier, Martínez, Michelini, 
Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), Nin 
Novoa, Pasquet, Peña, Penadés, Rubio, Sanabria, 
Saravia, Solari, Tajam, Topolansky y Xavier. 


FALTAN: sin aviso, la señora Senadora Alonso; y 
con licencia, los señores Senadores Abreu, Amorín, 
Bordaberry, Dalmás, Gallinal y Viera. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
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(Es la hora 9 y 37 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “El 
Ministerio de Industria, Energía y Minería remite 
respuesta al pedido de informes solicitado por el se- 
ñor Senador Pedro Bordaberry, relacionado con pre- 
suntas intervenciones en sus líneas telefónicas. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADO AL SE- 
ÑOR SENADOR BORDABERRY. 


El señor Senador Luis Alberto Lacalle presenta 
con exposición de motivos un proyecto de ley, rela- 
cionado con la financiación de las escuelas de tiempo 
completo con fondos de la venta del paquete acciona- 
rio de PLUNA Sociedad Anónima propiedad del Ente 
Autónomo PLUNA. 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


El señor Senador Juan Chiruchi, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 172 del Reglamento 
del Senado, solicita se curse una exposición escrita 
con destino al Poder Ejecutivo, Ministerio de Turis- 
mo y Deporte, Ministerio de Economía y Finanzas, 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado, 
Administración de las Usinas y Trasmisiones Eléctri- 
cas, Organización de Fútbol del Interior y Asociación 
Uruguaya de Fútbol, referida a la situación actual 
que atraviesa el fútbol en el interior de nuestro país. 

-HA SIDO REPARTIDA. SE VA A VOTAR UNA VEZ 
FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS EN- 
TRADOS. 


El señor Senador Alfredo Solari, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicita se curse un pedido de 
informes con destino al Ministerio de Salud Pública 
y por su intermedio a la Administración de los Servi- 
cios de Salud del Estado, relacionado con los criterios 
seguidos para la remoción de los equipos gerenciales 
de diversos centros asistenciales de Montevideo y del 
interior del país, así como la designación de nuevos 
jerarcas. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO.” 


4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “El 
señor Senador Luis Alberto Lacalle Herrera presenta, 
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con exposición de motivos, un proyecto de ley rela- 
cionado a la financiación de las escuelas de tiempo 
completo con fondos de la venta del paquete acciona- 
rio de PLUNA Sociedad Anónima, propiedad del Ente 
Autónomo PLUNA.” 

-A LA COMISIÓN DE HACIENDA. 


(Texto del proyecto de ley presentado.) 
“Exposición de Motivos 


El planteo legislativo que concretamos en este 
proyecto de ley es de muy fácil fundamentación. 
Nadie a esta altura de nuestra historia colectiva 
puede creer que entre las finalidades del Estado se 
encuentre la de explotar una línea aérea. La Ley 
N* 11.740 y su aplicación a lo largo de casi vein- 
te años, transitando distintos gobiernos de las tres 
fuerzas políticas principales del país, ha ido dejando 
de lado posiciones ideológicas muy respetables pero 
que han perdido vigencia, por lo menos en este caso 
concreto. Que nuestro Estado sea titular de un 25% 
del capital accionario de PLUNA S.A. solo trae pro- 
blemas y complicaciones al funcionamiento de dicha 
compañía. 


La venta en subasta pública ofrece las mayores 
garantías para la defensa del valor de dicho paquete 
accionario. 


Finalmente, el destino de los recursos, de acuerdo 
con la Ley N* 11.740, luego de satisfechos los crédi- 
tos pendientes, está en consonancia con la voluntad 
unánime de nuestro pueblo en el sentido de fortale- 
cer el sistema público de enseñanza en el sensible 
punto de las escuelas de tiempo completo. 


Proyecto de Ley 


Art.1- De acuerdo con lo dispuesto por el ar- 
tículo 152 de la Ley 17.556 dispónese la venta, en 
subasta pública, del paquete accionario de PLUNA 
S.A. propiedad del Ente Autónomo PLUNA creado 
por Ley N* 11.740 de acuerdo con lo dispuesto por 
esta ley. 


Art. 2”- La subasta se realizará en la Bolsa de 
Valores de Montevideo en fecha a determinar por el 
M.T.O.P dentro del plazo comprendido entre los no- 
venta y cien días siguientes a la promulgación de la 
presente ley. 


Art. 3”- Los recursos obtenidos por la subasta 
serán destinados al rubro inversiones de ANEP para 
construir escuelas de tiempo completo (Art. 29 Ley 
16.211).” 


12-C.S. 


5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedi- 
do de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR PROSECRETARIO (Miguel Sejas).- “El 
señor Senador Alfredo Solari, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se curse un pedido de informes 
con destino al Ministerio de Salud Pública y por su in- 
termedio a la Administración de los Servicios de Sa- 
lud del Estado, relacionado con los criterios seguidos 
para la remoción de los equipos gerenciales de diver- 
sos centros asistenciales de Montevideo y del interior 
del país, así como la designación de nuevos jerarcas.” 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 27 de setiembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Visto la información brindada por distintos medios 
de prensa que denuncian crisis en la Administración 
de Servicios de Salud del Estado y atendiendo a las 
declaraciones efectuadas por distintos jerarcas de la 
salud, que incluso diera lugar a la renuncia del Direc- 
tor del Programa Nacional de Salud Mental, con el fin 
de obtener información sobre las razones y criterios 
seguidos para la remoción de los equipos gerencia- 
les de diversos centros asistenciales de Montevideo e 
Interior del país, así como la designación de nuevos 
jerarcas, solicito se dé curso al siguiente pedido de 
informes con destino al Ministerio de Salud Pública y 
por su intermedio a la Administración de Servicios de 
Salud de Estado, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 118 de la Constitución de la República. 


1. Se informe si existe reglamento interno de fun- 
cionamiento del Directorio de ASSE y si el mismo fue 
aprobado por el Poder Ejecutivo, adjuntándose este. 


2. Razones que fundamentaron el cese de los 
Directores y Sub-Directores de los distintos centros 
asistenciales, especialmente los referidos a los hos- 
pitales y colonias psiquiátricas y del Hospital Hogar 
Luis Piñeyro del Campo. 


3. Si los jerarcas cesados habían firmado compro- 
misos de gestión y grado del cumplimiento o incum- 
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plimiento de los mismos por parte de los cesados. 


4. Razones que determinaron los ceses en cada 
caso. 


5. Nombre de los nuevos jerarcas designados en 
las distintas unidades asistenciales de Montevideo e 
Interior, con detalle de sus currículum vítae donde 
conste: antecedentes funcionales en el ámbito de la 
salud pública y privada con descripción de méritos y 
deméritos si los tuvieren, títulos profesionales que os- 
tenten y si se controló que los mismos no tengan en 
curso procedimientos sumariales. 


6. Criterios tenidos en cuenta para efectuar las 
designaciones: capacitación requerida y competen- 
cias previstas para desempeño del cargo que ocupan. 


7. Si las designaciones se adoptaron por unanimi- 
dad de integrantes del Directorio. Para el caso que 
hubiere mediado votación en contra de la decisión 
adoptada, fundamentos de la oposición. 


8. Descripción de los cargos provistos. 
9. Compromisos de gestión que firmaron. 


10. Si se ha proyectado y elevado al Poder Ejecu- 
tivo para su aprobación el reglamento para la elec- 
ción de los integrantes del Directorio que represen- 
tan a los funcionarios y los usuarios (artículo 2%, Ley 
N* 18.161) y, de ser así, copia de dicho reglamento. 


11. Grado de representatividad que tienen los ac- 
tuales representantes de ambas categorías. 


12. Si el doctor Álvaro Ferrin es abogado de ASSE 
y asesor del Director Alfredo Silva. Vínculo funcional 
que lo une con ASSE y retribución que percibe. 


13. Si es cierta la publicación de El Observador 
de fecha 24 de setiembre p.pdo. titulada: “Asesor de 
un director de ASSE impulsa juicios al organismo”. 
De ser el mismo patrocinante, representante o ase- 
sor de funcionarios del Inciso en reclamos judiciales 
contra ASSE si el hecho era de conocimiento del 
Directorio. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atte. 


Alfredo Solari, Senador.” 


6) EXPOSICIÓN ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde poner a vo- 
tación la remisión de la exposición escrita de la que 
se dio cuenta en los asuntos entrados. 
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Se va a votar si se remite al Poder Ejecutivo, a los 
Ministerios de Turismo y Deporte y de Economía y 
Finanzas, a la Administración de las Obras Sanita- 
rias del Estado, a la Administración de las Usinas y 
Trasmisiones Eléctricas, a la Organización de Fútbol 
del Interior y a la Asociación Uruguaya de Fútbol la 
exposición escrita presentada por el señor Senador 
Chiruchi. 


(Se vota:) 
- 14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita: ) 
“Montevideo, setiembre de 2010. 


Señor Presidente 

Cr. Danilo Astori 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo previsto en el artículo 172 del Re- 
glamento del Cuerpo, solicito a usted se sirva dar curso 
al Poder Ejecutivo, Ministerio de Turismo y Deportes, 
Ministerio de Economía y Finanzas, Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado, Administración de 
las Usinas y Trasmisiones Eléctricas, Organización de 
Fútbol del Interior (OFT) y Asociación Uruguaya de 
Fútbol (AUF) la presente exposición escrita. 


El fútbol en el interior está regido por una organi- 
zación que viene dando batalla para subsistir. Para la 
real comprensión, no tengo otra alternativa que de- 
tenerme en la Organización de Fútbol del Interior y 
estar a la información que ella misma se encarga de 
difundir y que es de su responsabilidad. 


Está integrada por 670 clubes que se agrupan a 
su vez en 70 Ligas. La afiliación es de las Ligas, y a 
través de estas se vinculan los clubes. El fútbol del 
interior tiene 83.000 jugadores afiliados en actividad, 
de los cuales unos 35.000 tienen menos de 20 años 
de edad. En cada departamento las Ligas conforman 
un Sector Capital y un Sector Interior. Los Sectores 
se integran además en tres Confederaciones regiona- 
les: del Litoral, del Sur y del Este, que desde 1922, 
1924 y 1927 respectivamente, organizan anualmente 
sus campeonatos de selecciones. 


Las tres selecciones campeonas de los torneos de 
las confederaciones participan en el Campeonato del 
Interior de Selecciones, al que se le suma la Selec- 
ción campeona del año anterior. Además, organiza 
el Campeonato de Clubes Campeones del Interior, el 
Campeonato Categoría Sub 18 del Interior y el Cam- 
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peonato Categoría Sub 15 del Interior. A partir del 
año 2000, organiza el Campeonato de Clubes de Fút- 
bol Femenino del Interior. 


La infraestructura deportiva de los 18 departa- 
mentos del interior es muy amplia. Las 18 capitales 
departamentales poseen estadios con luz artificial, 
graderías, cabinas de prensa, vestuarios independien- 
tes, valla olímpica y gramilla natural en el campo de 
juego. En el interior existen tres estadios mundialistas 
que fueron sede del Campeonato Sudamericano de 
1995, los de Rivera, de Paysandú y Maldonado. Todos 
ellos tienen capacidad para más de 5.000 personas. 
Otros estadios en ciudades no capitales departamen- 
tales, poseen capacidad para más de 2.000 personas. 


Los 18 departamentos del Interior tienen una po- 
blación de 1.700.000 habitantes, de los cuales el 80% 
se concentra en localidades de más de 5.000 habi- 
tantes. La mitad de los jugadores que intervienen en 
cada etapa de la primera “a” del fútbol profesional, 
son oriundos del Interior. 


También corresponde destacar las diversas fun- 
ciones sociales que se articulan alrededor del fútbol 
del Interior. Constituye el espectáculo deportivo pre- 
ferido por la población del Interior y en la enorme 
mayoría de localidades es el único centro de espar- 
cimiento. Cada fin de semana, 50 Estadios cerrados 
y otras tantas canchas abiertas, congregan más de 
150.000 personas. Los clubes afiliados ofrecen otros 
deportes, como fútbol Sala, basket, volley, gimnasia, 
y cumplen una relevante función de vínculo cultu- 
ral en su medio, constituyéndose en los principales 
centros de sociabilidad a través del fomento de la cul- 
tura física, el intercambio y las relaciones humanas. 
Las jóvenes generaciones del Interior encuentran en 
sus instituciones deportivas, un verdadero agente de 
socialización, de contención, en las que se forman 
como deportistas y como personas. 


Es así que todos los sectores políticos del país, han 
coincidido en que el deporte constituye, junto a la 
educación, un pilar fundamental para la construc- 
ción de jóvenes alejados de las drogas y otros vicios 
sociales. Estos son principal agente de perjuicios difí- 
ciles de revertir y que generan la responsabilidad de 
combatir y tratar con enorme disponibilidad de re- 
cursos humanos y materiales que son solventados por 
la sociedad y son el desvelo cada vez mayor de cada 
periodo de gobierno. 


El fútbol del Interior produce la materia prima, 
desde el futbol infantil hasta las divisiones formati- 
vas, existe un trabajo sin pausa para la formación del 
jugador como tal y como hombre de futuro, del ser 
humano, como hombre de actitud positiva para nues- 
tra sociedad. Cuando la Institución quiere disfrutar 
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de él, se lo llevan a la capital, por sumas irrisorias y 
luego son vendidos por cifras importantes, de las que 
los clubes del Interior en la gran mayoría de los casos 
no ven absolutamente nada. 


Pero esos clubes que luchan por el futbol chacare- 
ro, por tratar de sacar a los niños y jóvenes de la calle, 
para que no caigan en los múltiples vicios que ella 
tiene, se les cobra el agua y la luz eléctrica a tarifa co- 
mercial, como si tuvieran fines de lucro. Esas Institu- 
ciones que muchas veces no pueden cortar el pasto, 
no tienen 20 kilos de cal para marcar la cancha, pero 
pagan las tarifas más caras por los servicios públicos. 


No debe discriminarse al fútbol del Interior. Si se 
decidió apoyar, en forma directa e indirecta a través 
del Estado, a la Asociación Uruguaya de Fútbol, idén- 
ticas razones o aun más poderosas de acuerdo a la 
repercusión social que tiene en el 90% del territorio 
nacional y respecto del 60% de la población que en el 
mismo se afinca, deben ser consideradas para propor- 
cionar apoyos urgentes al futbol del Interior. 


Por todo ello, corresponde incluir a la Organiza- 
ción del Fútbol del Interior al proyecto a través de la 
AUF, para que pueda contar con recursos a ser apor- 
tados por empresas en coordinación con la Corpora- 
ción Nacional para el Desarrollo. 


Saluda a usted muy atentamente, 


Juan A. Chiruchi. Senador.” 


7) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la Sesión extraordinaria del día 21 de setiem- 
bre faltó, con aviso, el señor Senador Solari. 


A la Sesión extraordinaria del 23 de setiembre 
faltaron, con aviso, los señores Senadores Amorín, 
Baráibar, Couriel, Da Rosa, Fernández Huidobro, 
Lacalle, Larrañaga, Martínez, Michelini, Nin Novoa, 
Penadés, Rubio, Sanabria, Solari y las señoras Sena- 
doras Moreira y Topolansky. 


A la Sesión de la Comisión de Educación y Cultura 
del 22 de setiembre faltaron, con aviso, el señor Se- 
nador Lorier y la señora Senadora Moreira. 
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A la Sesión de la Comisión de Transporte y Obra 
Públicas del 22 de setiembre faltaron, con aviso, los 
señores Senadores Fernández Huidobro y Viera. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una soli- 
citud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Baráibar solicita licencia el día 
jueves 30 del corriente mes.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 29 de setiembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Cr. Danilo Astori 

De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo 
se me otorgue licencia por motivos personales por el 
día jueves 30 del corriente mes y se convoque a mi 
suplente correspondiente. 

Sin otro particular, le saluda muy atentamente 


Carlos Baráibar. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

- 13 en 14. Afirmativa. 

En consecuencia, queda convocado el señor Mil- 
ton Antognazza, a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 

Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Tajam solicita licencia desde el 
4 hasta el 6 de octubre.” 


- Léase. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 27 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, para partici- 
par en la 123* Asamblea de la Unión Interparlamen- 
taria, a realizarse en Ginebra, Suiza, desde el 4 hasta 
el 6 de octubre. 


En mi lugar actuará el Diputado Rubén Martínez 
Huelmo. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Héctor Tajam. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 14 en 14. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores suplentes Gabriel 
Frugoni, Carlos Baldassini, Yamandú Orsi, Daniel 
Garín, Daniel Montiel, Juan José Domínguez, Andrés 
Berterreche y Aníbal Pereyra han presentado nota de 
desistimiento, informando que por esta vez no acep- 
tan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocado el señor Rubén Martínez Huelmo, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Dalmás solicita licencia el 
día 29 de setiembre de 2010.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 29 de setiembre de 2010. 
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Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
contador Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que Ud. 
preside, me conceda licencia, al amparo del artículo 
19 de la Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, 
por motivos personales, para el día 29 de setiembre 
de 2010. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Susana Dalmás. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocado el señor José Gallo, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Tabaré Viera solicita licencia por el día 
29 de setiembre de 2010.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 27 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


A través de la presente solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, en virtud de 
obligaciones notorias, inherentes a su representación 
política, por el día 29 de setiembre de 2010. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Tabaré Viera Duarte. Senador.” 
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SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que el señor Eduardo Malaquina ha 
presentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Wilson Sa- 
nabria, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Xavier solicita licencia desde 
el 4 hasta el 7 de octubre.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 28 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia por el período del 
4 al 7 de octubre, amparada en el literal “*C” de la Ley 
N* 17.827 y se convoque al suplente correspondien- 
te. Motiva la misma el hecho de ser parte de la dele- 
gación de nuestro País que va a participar en la 123* 
Asamblea de la Unión Interparlamentaria y Reunio- 
nes Conexas que se desarrollarán en Ginebra - Suiza. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE... Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Roberto Conde y 
Gonzalo Fernández han presentado nota de desisti- 
miento, informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que se con- 
voca al señor Walter Morodo, a quien ya se ha tomado 
la promesa de estilo. 
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Dese cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Amorín solicita licencia por el 
día 29 de setiembre.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 28 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
personales, por el día 29 de setiembre de 2010. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamen 


José Amorín. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 17 en 19. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Eduardo Malaquina, 
a quien oportunamente se le tomará la promesa de 
estilo. 


9) UNIDAD ALIMENTARIA DE MONTEVIDEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del único asunto que figura en el Or- 
den del Día: “Proyecto de ley por el que se crea la 
Unidad Alimentaria de Montevideo. (Carp. N* 165/10 
- Rep. N* 153/10 - Anexo 1)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 165/10 
Rep. N* 153/10 
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Comisión de Constitución y Legislación 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo 1?.- Declárase de interés nacional la pro- 
moción, facilitación e información de las operaciones 
de comercialización y distribución de la producción 
agroalimentaria, para el logro de los siguientes fines: 


A) Promover el mejoramiento de la eficiencia de la 
cadena productiva. 


B) Promover el aumento del valor agregado post 
cosecha y de la calidad e inocuidad de la producción. 


C) Promover aumentos del consumo y la exporta- 
ción, así como la satisfacción de los requerimientos 
de oferta y demanda. 


D) Mejorar la competitividad de los negocios, con 
especial énfasis en aquellos vinculados a los sectores 
más débiles de la cadena productiva. 


E) Preservar fuentes de empleo de gran importan- 
cia socioeconómica. 


Serán de aplicación en lo pertinente las nor- 
mas de las Leyes N” 16.906, de 7 de enero de 1998, 
N* 17.547, de 22 de agosto de 2002 y su reglamen- 
tación. 


Artículo 2*.- Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de “Unidad 
Alimentaria de Montevideo”. En sus relaciones ins- 
titucionales se comunicará con el Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


Artículo 3”.- La Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo tendrá los siguientes cometidos: 


A) Crear y mantener las condiciones jurídicas y 
físicas de infraestructura, equipamientos y servicios, 
para facilitar y desarrollar el comercio, la distribución 
de alimentos y las actividades vinculadas a nivel ma- 
yorista. 


B) Promover la eficiencia de la cadena de acopio, 
distribución y logística para dichos productos, 
realizando las coordinaciones que sean necesarias 
con el área de producción y sus organizaciones 
representativas. 


C) Contemplar los objetivos sociales bajo los prin- 
cipios de servicio público, de garantía de calidad y 
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seguridad alimentaria, así como contribuir en la con- 
solidación de la soberanía alimentaria. 


D) Controlar la calidad higiénico - sanitaria de los 
alimentos que en ella se comercialicen. 


E) Promover el desarrollo de actividades vincu- 
ladas a la producción de alimentos que generen si- 
nergias positivas, agregación de valor, economía de 
escala, menores costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar más amplia coordinación 
entre los gobiernos departamentales que coadyuve a 
tales objetivos. 


F) Proyectar y definir el desarrollo de activida- 
des complementarias a las de comercialización, tales 
como logística, servicios de frío, centros de acopio y 
distribución, envasado de alimentos, plantas de pro- 
cesado de cuarta gama, entre otras. 


G) Instrumentar y llevar a la práctica la informa- 
ción sobre precios y volúmenes de los rubros que se 
comercialicen en el marco de sus actividades. 


H) Promover actividades de capacitación en los 
rubros de comercialización de productos agroalimen- 
tarios y control sanitario de los mismos. 


I) Promover la democratización del acceso a la in- 
formación, tendiendo a mejorar la competitividad y 
productividad de los operadores, a través de la incor- 
poración de nuevas prácticas resultantes del avance 
de las tecnologías de la información y las comunica- 
ciones (TIC). 


J) Recopilar y difundir información sobre flujos de 
oferta, demanda y precios, así como promover el co- 
mercio exterior para equilibrar dichos flujos. 


K) Proyectar y desarrollar planes de capacitación 
e investigación en aéreas científicas vinculadas a las 
actividades de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


L) Promover la capacitación y perfeccionamiento 
de los agentes vinculados al sector en coordinación 
con los organismos nacionales de investigación y asis- 
tencia técnica. 


M) Colaborar en la promoción y difusión de la ali- 
mentación saludable, junto a otros organismos públi- 
cos y privados. 


Artículo 4”.- Para el cumplimiento de sus come- 
tidos la Unidad Alimentaria de Montevideo tendrá las 
siguientes atribuciones: 


A) Administrar, con las más amplias facultades, los 
predios que determine el Gobierno Departamental de 
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Montevideo, con el régimen jurídico que este defina. 
B) Dictar su reglamento de funcionamiento. 


C) Establecer la tipificación y condiciones que de- 
ben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia. 


D) Llevar el registro de operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la Intendencia de 
Montevideo. 


E) Formar el registro de usuarios de Actividades 
Complementarias de la comercialización mayorista 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


F) Ofrecer servicios de administración, manteni- 
miento de instalaciones, higiene y seguridad. 


G) Fijar los precios de las locaciones, arriendos y, 
en general, el costo de los servicios que se presten en 
el cumplimiento de sus cometidos. 


H) Definir las áreas de actividad y la estructura de 
organización interna. 


I) Establecer relaciones de cooperación recíproca 
y convenios con instituciones públicas y privadas, na- 
cionales o extranjeras u organismos internacionales 
o regionales. 


J) Determinar y aplicar las sanciones pertinentes 
por infracciones a las normas regulatorias estable- 
cidas en los reglamentos de funcionamiento de las 
áreas de su competencia. 


K) Ejecutar las sanciones pecuniarias que impon- 
ga, a cuyos efectos los testimonios de las resoluciones 
firmes constituirán título ejecutivo. 


L) Contratar el personal, el cual se regirá por el 
derecho privado. 


M) Formular el reglamento que regirá las relacio- 
nes de trabajo. 


N) Celebrar convenios de pago para el cobro de 
sanciones que aplique, cuando lo considere conve- 
niente. 


O) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 
Artículo 5”.- La Unidad Alimentaria de Monte- 


video estará dirigida por un Directorio y una Mesa 
Ejecutiva. 
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Artículo 6”.- El Directorio estará integrado de la 
siguiente forma: 


A) Dos miembros titulares, Presidente y Secreta- 
rio General, que serán designados directamente por 
el Intendente de Montevideo. 


B) Un miembro designado por el Poder Ejecutivo 
a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 


C) Tres miembros designados por organizaciones 
representativas de productores vinculadas a la activi- 
dad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de las 
regiones en que desarrollan su producción Norte, Sur 
y el Departamento de Montevideo. Las mismas serán 
convocadas por el Intendente de Montevideo para no- 
minar candidatos. 


D) Un miembro designado por las organizaciones 
representativas del comercio mayorista vinculadas a 
la actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos. 


E) Un miembro designado por organizaciones re- 
presentativas del comercio minorista vinculadas a la 
actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos. 


F) Un miembro designado por los trabajadores 
vinculados a la actividad de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo en acuerdo con el PIT-CNT. 


G) Un miembro designado por organizaciones 
representativas de los operadores instalados en la 
zona de actividades complementarias de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Las mismas serán convo- 
cadas por el Intendente de Montevideo para nominar 
candidatos. 


Artículo 7*.- Los Directores de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo serán designados por 5 (cinco) 
años, pudiendo ser reelectos por una única vez por 
igual periodo por parte de la Intendencia de Montevi- 
deo, salvo el del Poder Ejecutivo que será designado 
por este. 


A efectos del procedimiento de designación a que 
refiere el artículo 6” de la presente ley, será de apli- 
cación lo dispuesto por la Ley N* 18.104, de 15 de 
marzo de 2007. 


Conjuntamente con la designación de los miem- 
bros titulares, y por el mismo procedimiento, se 
designará igual número de suplentes, quienes des- 
empeñarán el cargo en ausencia temporal o perma- 
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nente del titular respectivo. 


Artículo 8”.- El Directorio sesionará con un mí- 
nimo de 6 (seis) miembros y adoptará resolución por 
mayoría de presentes. 


El Presidente tendrá doble voto en caso de empa- 
te, aun cuando este se hubiese producido por efecto 
de su propio voto. 


No obstante, las resoluciones referidas a gastos 
o inversión, a la incorporación o cese de personal y 
a aspectos que refieren a la política institucional de 
la empresa, deberán contar con el voto conforme del 
Presidente o del Secretario General si aquel estuviera 
ausente. 


Artículo 9”.- La Mesa Ejecutiva estará integrada 
por el Presidente y el Secretario General del Directo- 
rio y un Director elegido entre los representantes de 
los literales C) a G) del artículo 6” de la presente ley. 
Su función será ejecutar las decisiones del Directorio 
en la administración cotidiana de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo. Adoptará, asimismo, las medidas 
de urgencia que fueran indispensables ante situacio- 
nes graves e imprevistas, dando cuenta de inmediato 
al Directorio. 


Artículo 10.- El Directorio convocará a todas 
las organizaciones vinculadas a las actividades de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo, que estén debi- 
damente acreditadas ante la misma, a conformar un 
Consejo Consultivo por lo menos una vez al año. Tam- 
bién podrán participar del Consejo Consultivo las or- 
ganizaciones sociales de la zona que se acrediten, así 
como el Alcalde y los Concejales correspondientes. 


El Presidente del Directorio de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo pondrá en conocimiento del 
Consejo Consultivo el proyecto de presupuesto, su 
evaluación posterior, los planes de desarrollo, la ela- 
boración o modificaciones del reglamento operativo y 
todos aquellos temas de carácter social, económico y 
productivo de interés para los participantes de dicho 
Consejo. 


El Consejo Consultivo, a propuesta del Directorio 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo aprobará su 
reglamento de funcionamiento. 


El Consejo Consultivo podrá adoptar decisiones 
por mayoría de votos, pero estas no serán vinculantes. 


Artículo 11.- El Presidente de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo recibirá las asignaciones 
mensuales líquidas previstas para los Subsecretarios 
de Estado y, el Secretario, el 85% (ochenta y cinco 
por ciento). 
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Los restantes Directores de la Unidad Alimentaria 
de Montevideo y los integrantes del Consejo Consul- 
tivo serán honorarios, pudiendo percibir solo viáticos 
por las actividades a las que sean convocados o de- 
signados. 


Artículo 12.- Serán recursos de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo: 


A) El producido por concepto de locaciones, con- 
cesiones, tarifas, precios, canon y otras contrapres- 
taciones, por el uso u ocupación de espacios dentro 
o fuera del área de comercialización mayorista, en la 
forma que determine el Directorio. 


B) Todo otro ingreso que se produzca en el marco 
de la prestación de servicios incluidos entre los come- 
tidos de la empresa. 


C) Las herencias, legados y donaciones que acep- 
te el Directorio. 


D) El producido de las multas y sanciones que 
aplique. 


E) Las transferencias que le efectúe la Intenden- 
cia de Montevideo dentro de los 5 (cinco) primeros 
años de creación de la Unidad, que sean requeridas 
y justificadas para nuevas instalaciones y para capital 
de trabajo, estarán sujetas a reintegro en los términos 
establecidos en el artículo 13 de la presente ley. 


F) Los derechos que sobre los predios indicados 
en el literal A) del artículo 4” de la presente ley, le 
otorgue el Gobierno Departamental. 


Sin perjuicio de lo establecido en los literales an- 
teriores, la Unidad Alimentaria de Montevideo podrá 
emitir obligaciones negociables destinadas al finan- 
ciamiento de sus proyectos de inversión, conforme a 
lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley N” 18.627, de 
2 de diciembre de 2009. Asimismo, estará facultada 
para constituir los fideicomisos previstos en la Ley 
N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, según corres- 
ponda. 


Artículo 13.- Las partidas correspondientes a las 
nuevas instalaciones y a las transferencias para capi- 
tal de trabajo que haya efectuado la Intendencia de 
Montevideo dentro de los 5 (cinco) primeros años de 
creación de la Unidad, deberán ser reintegradas en 
los plazos y por los montos que sean acordados entre 
las dos partes. 


Artículo _14.- Contralor Financiero y Conta- 
ble.- La fiscalización de la gestión financiera del or- 
ganismo, se regirá por lo establecido en el artículo 199 
de la Ley N” 16.736, de 5 de enero de 1996, en la re- 
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dacción dada por el artículo 146 de la Ley N* 18.046, 
de 24 de octubre de 2006, en lo pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio económico será 
el 31 de diciembre de cada año. El Directorio fijará la 
forma y fecha de los balances y del cierre del ejercicio 
y su publicidad. 


Al fin de cada ejercicio, la Unidad Alimentaria re- 
mitirá a la Intendencia el balance de ejecución por el 
ejercicio anterior. 


Artículo 15.- Contralor Administrativo.- 
Contra las resoluciones del Directorio procederá el 
recurso de reposición que deberá interponerse den- 
tro de los 10 (diez) días hábiles contados a partir del 
siguiente a la notificación del acto al interesado. Una 
vez interpuesto el recurso el Directorio dispondrá de 
30 (treinta) días hábiles para instruir y resolver el 
asunto. 


Denegado el recurso de reposición, o vencido el 
plazo sin pronunciamiento del Directorio, el recu- 
rrente podrá interponer, únicamente por razones de 
legalidad, demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno correspondiente. 


La interposición de la demanda anulatoria debe- 
rá verificarse en plazo de 20 (veinte) días hábiles si- 
guientes a la denegatoria expresa o ficta. La demanda 
solo podrá ser interpuesta por el titular de un derecho 
subjetivo o de un interés directo personal y legitimo. 
El Tribunal fallará en única instancia. 


En caso de que la resolución emane de una depen- 
dencia del Directorio, corresponderá la interposición 
conjunta del recurso de reposición y el jerárquico en 
subsidio. El órgano inferior contará con el mismo lap- 
so indicado para el Directorio para instruir el asunto. 


Artículo 16.- Los créditos de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo serán inembargables. 


Artículo 17.- Régimen de Transición.- 


A) Habrá un Directorio de Transición de la Uni- 
dad Alimentaria de Montevideo, integrado por tres 
miembros, Presidente, Secretario y Tesorero, desig- 
nados por el Intendente de Montevideo, que se regirá 
por las siguientes normas: 


1) Desde la entrada en vigencia de la presente ley 
hasta la fecha del cese de actividades del Mercado 
Modelo, el Directorio de Transición deberá coordinar 
con la Comisión Administradora del mismo. 


Será responsabilidad del Directorio de Transición 
realizar todas las actividades necesarias con el objeto 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de setiembre de 2010 


de facilitar la integración de las autoridades definidas 
por los artículos 5” y 6” de la presente ley. 


2) A partir de la fecha del cese de actividades de 
la Comisión Administradora del Mercado Modelo, sus 
competencias pasarán automáticamente al Directorio 
de Transición, a los efectos de garantizar la continui- 
dad de los servicios. 


3) Este Directorio de Transición tendrá las mis- 
mas competencias y atribuciones que fueron defini- 
das en los artículos 3? y 4” de la presente ley. 


4) Las decisiones que adopte este Directorio re- 
querirán mayoría simple de sus miembros, debiendo 
contar necesariamente con el voto conforme del Pre- 
sidente. 


B) Las empresas que a la fecha de promulgación 
de la presente ley, estén instaladas en la zona de res- 
tricción y registradas ante la Comisión Administrado- 
ra del Mercado Modelo, tendrán prioridad al momen- 
to de solicitar su radicación en similares instalaciones 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, en las con- 
diciones que esta determine. 


Sala de la Comisión, en Montevideo a los catorce 
días del mes de setiembre del año dos mil diez. 


Rafael Michelini, Miembro Informante; Eber 
Da Rosa, Francisco Gallinal, Eduardo Lorier, 
Carlos Moreira, Constanza Moreira, Rodolfo 
Nin Novoa, Ope Pasquet, Juan Carlos Souza. 


Proyecto de Ley de creación de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo 


Artículo 1”.- Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de “Unidad 
Alimentaria de Montevideo”. En sus relaciones ins- 
titucionales se comunicará con el Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 


Artículo 2%.- Declárase de interés nacional la 
promoción, facilitación e información de las opera- 
ciones de comercialización y distribución de la pro- 
ducción agroalimentaria con la finalidad de inducir 
mejoramientos en la eficiencia de la cadena produc- 
tiva, del valor agregado post cosecha, de la calidad e 
inocuidad de la producción, promover aumentos del 
consumo y la exportación, así como la satisfacción de 
los requerimientos de oferta y demanda, mejorar la 
competitividad de los negocios, con especial énfasis 
en aquellos vinculados a los sectores más débiles de 
la cadena y preservar fuentes de empleo de gran im- 
portancia socioeconómica. 
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Le serán de aplicación en lo pertinente las 
normas de la ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
de la Ley N* 17.547, de 7 de agosto de 2002 y su 
reglamentación. 


Artículo 3.- La Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo tendrá los siguientes cometidos: 


A) Crear y asegurar las condiciones materiales (in- 
fraestructura, equipamientos y servicios) y jurídicas 
para la facilitación y el desarrollo del comercio y la 
distribución de alimentos y conexos a nivel mayorista. 


B) Promover la eficiencia de la cadena de acopio, 
distribución y logística para dichos productos, realizan- 
do las coordinaciones que sean necesarias con el área 
de producción y sus organizaciones representativas. 


C) Contemplar los objetivos sociales bajo los prin- 
cipios de servicio público, de garantía de calidad y 
seguridad alimentaria, así como contribuir en la con- 
solidación de la soberanía alimentaria. 


D) Controlar la calidad higiénico - sanitaria de los 
alimentos que en ella se comercialicen. 


E) Promover el desarrollo de actividades vincu- 
ladas a la producción de alimentos que generen si- 
nergias positivas, agregación de valor, economía de 
escala, menores costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar la más amplia coordi- 
nación entre los gobiernos departamentales que 
coadyuve a tales objetivos. 


F) Proyectar y definir el desarrollo de activida- 
des complementarias a las de comercialización, ta- 
les como packing, empresas de logística, servicios de 
frío, centros de acopio y distribución, envasado de ali- 
mentos, plantas de procesado de cuarta gama, entre 
otras. 


G) Instrumentar y llevar a la práctica la informa- 
ción sobre precios y volúmenes de los rubros que se 
comercialicen en el marco de sus actividades. 


H) Promover actividades de capacitación en los 
rubros de comercialización de productor agroalimen- 
tarios y control sanitario de los mismos. 


I) Promover la democratización del acceso a la in- 
formación, tendiendo a mejorar la competitividad y 
productividad de los operadores, a través de la incor- 
poración de nuevas prácticas resultantes del avance 
de las tecnologías de la información y las comunica- 
ciones (TICS). 


J) Recopilar y difundir información sobre flujos de 
oferta, demanda y precios, así como promover el co- 


CÁMARA DE SENADORES 


21-C.S. 


mercio exterior para equilibrar dichos flujos. 


K) Proyectar y desarrollar planes de capacitación 
e investigación en áreas científicas vinculadas a las 
áreas de actividad de la Unidad Alimentaria. 


L) Promover la capacitación y perfeccionamiento 
de los agentes vinculados al sector en coordinación 
con los organismos nacionales de investigación y asis- 
tencia técnica. 


M) Colaborar en la promoción y difusión de la ali- 
mentación saludable, junto a otros organismos públi- 
cos y privados. 


Artículo 4".- Para el cumplimiento de sus come- 
tidos la Unidad Alimentaria tendrá las siguientes atri- 
buciones: 


A) Administrar, con las más amplias facultades, el 
predio de propiedad municipal y la totalidad de las 
instalaciones delimitado por las calles Luis E. Pérez, 
Camino de las Higueritas, Ruta Nacional No. 5 y Arro- 
yo Pantanoso y cualquier otro predio e instalaciones 
que en el futuro determine la Intendencia Municipal 
de Montevideo. 


B) Dictar su Reglamento de funcionamiento. 


C) Dictar la tipificación y condiciones que deben 
satisfacer las mercaderías que se comercializan a tra- 
vés de la Unidad Alimentaria. 


D) Llevar el registro de Operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la IMM a través 
de la Comisión Administradora del Mercado Modelo. 


E) Formar el registro de usuarios de Actividades 
Complementarias a la comercialización mayorista de 
la Unidad Alimentaria. 


F) Ofrecer servicios de Seguridad, mantenimiento 
de instalaciones, higiene y administración. 


G) Fijar los precios de las locaciones, arriendos y 
en general el costo de los servicios que se presten en 
el cumplimiento de sus cometidos. 


H) Definir las áreas de actividad y la estructura de 
organización interna, sobre la base mínima de la exis- 
tencia de un área física independiente administrativa 
y financieramente, destinada a las actividades propias 
de la comercialización mayorista de frutas y hortali- 
zas frescas y un área física de iguales características 
para actividades complementarias a aquellas. 


ID) Establecer relaciones de cooperación recípro- 
ca y convenio con instituciones públicas y privadas, 
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nacionales o extranjeras, así como con organismos 
internaciones o regionales. 


J) Determinar y aplicar las sanciones pertinentes 
por infracciones a las normas regulatorias estable- 
cidas en los Reglamentos de funcionamiento de las 
áreas de su competencia. 


K) Ejecutar las sanciones que imponga, a cuyos 
efectos los testimonios de las resoluciones firmes 
constituirán título ejecutivo. Son resoluciones 
firmes las consentidas expresa o tácitamente por el 
sancionado. 


L) Contratar el personal, el cual se regirá bajo el 
Derecho Privado. 


M) Formular el reglamento de personal que regirá 
las relaciones de trabajo establecidas. 


N) Celebrar convenios de pago para el cobro de 
sanciones que aplique cuando lo considere conve- 
niente. 


O) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 


Artículo 5%.- La Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo transferirá a la Unidad Alimentaria de Monte- 
video el usufructo del predio de propiedad municipal 
indicado en el literal A) del Art. 4? de la presente ley. 


Artículo 6*.- La Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo estará dirigida por un Directorio y su Mesa Eje- 
cutiva. 


Artículo 7*.- El Directorio estará integrado de la 
siguiente forma: 


A. Dos miembros titulares, designados directa- 
mente por el Intendente Municipal de Montevideo, 
quien nominará de entre ellos al Presidente y al Se- 
cretario General. 


B. Tres miembros representantes de organizacio- 
nes representativas de productores vinculados a la 
actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
teniendo en cuenta las regiones donde desarrollan 
su producción (Norte, Sur y en el Departamento de 
Montevideo) que sean convocadas por el Intendente 
Municipal de Montevideo para nominar candidatos. 


C. Un miembro representante de organizaciones 
representativas del comercio mayorista vinculado a 
la actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
que sean convocadas por el Intendente Municipal de 
Montevideo para nominar candidatos. 


D. Un miembro representante de organizaciones 
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representativas del comercio minorista vinculado a la 
actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
que sean convocadas por el Intendente Municipal de 
Montevideo para nominar candidatos. 


E. Un miembro representante de los trabajadores 
vinculados a la actividad alimentaria en su más am- 
plia expresión, a propuesta del PIT-CNT. 


F) Un miembro representante de organizaciones 
representativas de los operadores instalados en la 
zona de actividades complementarias de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, que sean convocadas por 
el Intendente Municipal de Montevideo para nominar 
candidatos. 


G. Un miembro representante del Poder Ejecutivo. 


Artículo _8%.- Los Directores de la Unidad Ali- 
mentaria, previstos en los literales B a F del artículo 
7%, serán designados por el Intendente de Montevi- 
deo a propuesta de las organizaciones representativas 
convocadas para nominar sus candidatos. 


El Director previsto en el literal G del artículo 7”, 
será designado por Resolución del Poder Ejecutivo, 
a propuesta del Ministro de Ganadería Agricultura y 
Pesca. 


La designación original será por cinco años, pu- 
diendo ser reelectos. Conjuntamente con la designa- 
ción del miembro titular, y por el mismo procedimien- 
to, se designará igual número de suplentes, quienes 
desempeñarán el cargo en ausencia del titular res- 
pectivo. 


Artículo 9%.- El Directorio adoptará resolución 
por mayoría simple. 


El Presidente tendrá doble voto en caso de empa- 
te, aun cuando este se hubiese producido por efecto 
de su propio voto. 


No obstante, las resoluciones referidas a gastos de 
funcionamiento o inversión, a la incorporación o cese 
de personal y a aspectos que refieren a la política ins- 
titucional del Mercado Modelo, deberán contar con el 
voto conforme del Presidente o del Secretario Gene- 
ral si aquel estuviera ausente. 


Artículo 10.- La Mesa Ejecutiva estará integrada 
por el Presidente y el Secretario General del Direc- 
torio y un Director elegido entre los representantes 
de los literales B a F del artículo 7”. Su función será 
ejecutar las decisiones del Directorio. Podrá adoptar 
decisiones ad referéndum del Directorio, informando 
en la siguiente Sesión. 
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Artículo 11.- Habrá un Consejo Consultivo in- 
tegrado por un miembro del Directorio de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo designado por este para 
cada Sesión en atención al Orden del Día, que pre- 
sidirá las sesiones y por representantes de las distin- 
tas organizaciones vinculadas a las actividades de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo acreditadas ante 
el Directorio. 


El Consejo Consultivo entenderá en el presupues- 
to anual, en los planes anuales de desarrollo, en la 
elaboración y modificaciones del reglamento operati- 
vo y en todos aquellos temas de carácter social, eco- 
nómico y productivo que requieran estudio a juicio 
del Directorio. Sus resoluciones no serán vinculantes. 


El Consejo Consultivo será citado por el Directo- 
rio y adoptará sus resoluciones por mayoría simple 
de votos. 


Artículo 12.- La remuneración del Presidente y 
Secretario General será equivalente a los cargos de 
Director de Departamento y de División de la Inten- 
dencia Municipal de Montevideo respectivamente, 
los restantes directores de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo y los integrantes del Consejo Consultivo, 
serán honorarios, pudiendo percibir solo viáticos, por 
las actividades que sean convocados o designados a 
concurrir en representación de la Unidad Alimenta- 
ria de Montevideo. 


Artículo 13.- Serán recursos de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo: 


A. El producido por concepto de locaciones, con- 
cesiones, tarifas, precios, canon y otras contrapres- 
taciones, por el uso u ocupación de espacios dentro 
o fuera del área de comercialización mayorista, en la 
forma que determine el Directorio. 


B. Todo otro ingreso que se produzca en el marco 
de la prestación de servicios incluidos entre los come- 
tidos de la institución. 


C. Las herencias, legados y donaciones que acepte 
el Directorio. 


D. El producido de las multas y sanciones que 
aplique. 


E. Las transferencias que le efectúe la Intenden- 
cia Municipal Montevideo dentro de los cinco prime- 
ros años de creación de la Unidad, que sean reque- 
ridas y justificadas para capital de trabajo y estarán 
sujetas a reintegro en los términos establecidos en el 
inciso D del artículo 14 de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo establecido en los literales an- 
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teriores, la Unidad Alimentaria de Montevideo podrá 
emitir Obligaciones Negociables destinadas al finan- 
ciamiento de sus proyectos de inversión. Esta forma 
de financiamiento se regirá de acuerdo con las nor- 
mas de Regulación del Sistema Financiero y Mercado 
de Valores. 


Artículo 14.- Serán egresos de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo: 


A. Los gastos por concepto de administración, 
pago de salarios, mantenimiento de las instalaciones, 
seguridad, vigilancia, y limpieza de las áreas de uso 
común. 


B. Los gastos de promoción de las actividades a 
su cargo. 


C. Las inversiones en nueva infraestructura. 


D. Las partidas anuales de reintegro del monto 
total compuesto por la parte de la inversión corres- 
pondiente a las nuevas instalaciones y de las transfe- 
rencias para capital de trabajo que haya efectuado la 
IMM dentro de los cinco primeros años de la creación 
de la Unidad. Dichas partidas ascenderán a la déci- 
ma parte de dicho monto total y procederán en forma 
consecutiva, desde el sexto al decimoquinto año de la 
creación de la Unidad. 


Artículo 15.- Contralor Financiero y Conta- 
ble.- La fiscalización de la gestión financiera del or- 
ganismo, se regirá por lo establecido en el Art. 199 
de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 2005 en lo 
pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio económico será 
el 31 de diciembre de cada año. El Directorio fijará la 
forma y fecha de los balances y del cierre del ejercicio 
y su publicidad. 


Asimismo, al fin de cada ejercicio, la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo remitirá a la Intendencia 
Municipal de Montevideo el balance de ejecución por 
el ejercicio anterior, acompañado de un informe de 
auditoría contable y de gestión realizado por profesio- 
nales independientes. 


Artículo 16. Contralor Administrativo.- Con- 
tra las resoluciones del Directorio procederá el recur- 
so de reposición que deberá interponerse dentro de 
los diez días hábiles contados a partir del siguiente a 
la notificación del acto al interesado. Una vez inter- 
puesto el recurso el Directorio dispondrá de treinta 
días hábiles para instruir y resolver el asunto. 


Denegado el recurso de reposición, o vencido el 
plazo sin pronunciamiento del Directorio, el recu- 
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rrente podrá interponer, únicamente por razones de 
legalidad, demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno correspondiente. 


La interposición de la demanda anulatoria deberá 
verificarse en plazo de veinte días hábiles siguientes a 
la denegatoria expresa o ficta. La demanda solo podrá 
ser interpuesta por el titular de un derecho subjetivo 
o de un interés directo personal y legítimo. El Tribu- 
nal fallará en única instancia. 


En caso de que la resolución emane de una depen- 
dencia del Directorio, corresponderá la interposición 
conjunta del recurso de reposición y el jerárquico en 
subsidio. El órgano inferior contará con el mismo lap- 
so indicado para el Directorio para instruir el asunto. 


Artículo 17.- Los créditos de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo serán inembargables, gozando 
del privilegio que establece el numeral 6% del Art. 
1732 del Código de Comercio. 


Artículo 18.- Régimen de transición.- 


A. Habrá un Directorio de Transición que se regirá 
por las siguientes normas: 


1) Desde la entrada en vigencia de la presente ley 
hasta la fecha del cese de actividades del actual Mer- 
cado Modelo, el Directorio de la Unidad Alimentaria 
de Montevideo estará integrado por tres miembros, 
Presidente, Secretario y Tesorero, designados por el 
Intendente Municipal de Montevideo. 


2) La fecha de cese de las actividades del Mercado 
Modelo estará determinada por una Resolución ex- 
presa del Intendente Municipal de Montevideo. 


3) Este Directorio de Transición tendrá, las mis- 
mas competencias y atribuciones que fueron defini- 
das en los Arts. 3% y 4” de la presente ley. 


4) Este Directorio de Transición coordinará con 
la Comisión Administradora del Mercado Modelo 
(CAMM) las actividades pertinentes. 


5) Las decisiones que adopte este Directorio re- 
querirán mayoría simple de sus miembros, debiendo 
contar necesariamente con el voto conforme del Pre- 
sidente. 


B. Las empresas que a la fecha de cese del funcio- 
namiento del Mercado Modelo en su emplazamiento 
actual, estuvieran instaladas en la zona de restric- 
ción, y que estuvieran registradas ante el mismo, ten- 
drán prioridad al momento de solicitar su radicación 
en similares instalaciones de la Unidad Alimentaria, 
en las condiciones que esta determine. 
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C. La Intendencia Municipal de Montevideo, 
podrá transferir a la Unidad Alimentaria los bienes 
muebles asignados al funcionamiento del Mercado 
Modelo. 


D. Declárase vigentes y válidos la totalidad de 
los Convenios firmados suscritos por la Intendencia 
Municipal de Montevideo que tuvieran por objeto las 
actividades relativas al funcionamiento del Mercado 
Modelo administrado por la Comisión Administradora 
creada por Resolución 303/01 del 23/01/01. 


E. Las decisiones adoptadas por la IMM respecto 
del destino de los terrenos del futuro emplazamiento 
de la Unidad Alimentaria, que se materialicen antes 
de la vigencia de la presente ley, así como toda otra 
que involucre medidas tendientes a asegurar el tras- 
lado del actual Mercado Modelo y los operadores o 
empresas que brinden servicios conexos con la activi- 
dad del Mercado Modelo, serán obligatorias respecto 
de las autoridades de la Unidad Alimentaria una vez 
instalada. 


Constanza Moreira, Rafael Michelini, Rodolfo 
Nin Novoa. Senadores. 


Exposición de Motivos 


Con fecha 7 de abril de 2010 entró en el Senado, 
para su consideración, la iniciativa de la Intendencia 
Municipal de Montevideo de crear la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo, a los efectos de una transforma- 
ción total, incluida la personería jurídica, del Merca- 
do Modelo actual. 


A los efectos de analizarlo y darle estado parla- 
mentario, los abajo firmantes acompañamos con 
nuestra rúbrica para posibilitar el estudio de esta tan 
importante propuesta. 


Montevideo, 25 de mayo de 2010. 


Constanza Moreira, Rafael Michelini, Rodolfo 
Nin Novoa. Senadores. 


Disposiciones Citadas 
Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998 


INTERÉS NACIONAL, PROMOCIÓN Y PRO- 
TECCIÓN 


DÍCTANSE NORMAS REFERIDAS A LA DECLA- 
RACIÓN DE LAS INVERSIONES REALIZADAS 
POR INVERSORES NACIONALES Y EXTRANJE- 
ROS EN EL TERRITORIO NACIONAL 
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CAPÍTULO 1 
Principios y Garantías 


Artículo 1”.- (Interés nacional).- Declárase de 
interés nacional la promoción y protección de las in- 
versiones realizadas por inversores nacionales y ex- 
tranjeros en el territorio nacional. 


Artículo 2*.- (Igualdad).- El régimen de admisión 
y tratamiento de las inversiones realizadas por inver- 
sores extranjeros será el mismo que el que se conce- 
de a los inversores nacionales. 


Artículo 3*.- (Requisitos).- Las inversiones serán 
admitidas sin necesidad de autorización previa o re- 
gistro. 


Artículo 4”.- (Tratamiento).- El Estado otorga- 
rá un tratamiento justo a las inversiones, compro- 
metiéndose a no perjudicar su instalación, gestión, 
mantenimiento, uso, goce o disposición a través de 
medidas injustificadas o discriminatorias. 


Artículo 5”.- (Libre transferencia de capitales).- 
El Estado garantiza la libre transferencia al exterior 
de capitales y de utilidades, así como de otras sumas 
vinculadas con la inversión, la que se efectuará en 
moneda de libre convertibilidad. 


CAPÍTULO Il 


ESTÍMULOS DE ORDEN GENERAL PARA LA 
INVERSIÓN 


Sección 1 
Ámbito de aplicación 


Artículo 6*.- (Alcance subjetivo).- Son beneficia- 
rios de las franquicias establecidas en este Capítulo, 
los contribuyentes del Impuesto a las Rentas de la In- 
dustria y Comercio, del Impuesto a las Rentas Agro- 
pecuarias y del Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios, que realicen actividades industriales 
O agropecuarias. 


Los beneficios establecidos en el presente Capí- 
tulo y los que otorgue el Poder Ejecutivo, en aplica- 
ción de las facultades legales que se le confieren en el 
mismo, operarán en forma general y automática para 
todos los sujetos a que refiere el inciso anterior. 


Reglamentado por Decreto N* 59/998. 
Artículo 7*.- (Alcance objetivo).- Se entiende por 


inversión a los efectos de este Capítulo, la adquisición 
de los siguientes bienes destinados a integrar el activo 
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fijo o el activo intangible: 


Bienes muebles destinados directamente al ciclo 
productivo. 


Equipos para el procesamiento electrónico de datos. 


Mejoras fijas afectadas a las actividades industria- 
les y agropecuarias. 


Bienes inmateriales tales como marcas, patentes, 
modelos industriales, privilegios, derechos de autor, 
valores llave, nombres comerciales y concesiones 
otorgadas para la prospección, cultivos, extracción o 
explotación de recursos naturales. 


Otros bienes, procedimientos, invenciones o crea- 
ciones que incorporen innovación tecnológica y su- 
pongan transferencia de tecnología, a criterio del Po- 
der Ejecutivo. 


Reglamentado por Decreto N* 59/998. 
Sección II 
Beneficios fiscales 


Artículo 8”.- (Beneficios fiscales).- Otórgase a los 
sujetos a que refiere el artículo 6”, los siguientes be- 
neficios: 


A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio de 
los bienes de activo fijo comprendidos en los litera- 
les A) y B) del artículo 7*, adquiridos a partir de a la 
vigencia de la presente ley. Los referidos bienes se 
considerarán como activo gravado a los efectos de la 
deducción de pasivos. 


La presente exoneración no operará en el caso de 
que los bienes referidos deban valuarse en forma ficta. 


B) Exoneración de los Impuestos al Valor Agrega- 
do y Específico Interno, correspondientes a la impor- 
tación de los bienes a que refiere el literal anterior, y 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido 
en las adquisiciones en plaza de los mismos. 


Reglamentado por Decreto N* 59/998. 


Artículo 9”.- (Beneficios fiscales).- Facúltase al 
Poder Ejecutivo a otorgar en forma general, para los 
sujetos definidos en el artículo 6”, los siguientes be- 
neficios: 


A) Exoneración del Impuesto al Patrimonio, en las 
condiciones establecidas en el literal A) del artículo 
anterior, a los bienes comprendidos en los literales C>) 
a E) del artículo 7”. 
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B) Establecimiento, a los efectos de los Impuestos 
a las Rentas de la Industria y Comercio, a las Rentas 
Agropecuarias y al Patrimonio, de un régimen de de- 
preciación acelerada, para los bienes comprendidos 
en los literales A) a E) del artículo 7*. 


Reglamentado por Decreto N* 59/998. 


Artículo 10.- Sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 25 de la Ley N* 16.697, de 25 de abril de 
1995, facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir hasta 
tres puntos de la alícuota de aportes patronales a la 
seguridad social a la industria manufacturera. 


Reglamentado por Decreto N* 59/998. 
CAPÍTULO III 


ESTÍMULOS RESPECTO A INVERSIONES ES- 
PECÍFICAS 


Sección I 
Ámbito de aplicación y órganos competentes 


Artículo 11.- (Actividades y empresas promovi- 
das).- Podrán acceder al régimen de beneficios que 
establece este Capítulo, las empresas cuyos proyec- 
tos de inversión sean declarados promovidos por el 
Poder Ejecutivo, de acuerdo con lo dispuesto en la 
presente ley. 


Asimismo, la declaratoria promocional podrá re- 
caer en una actividad sectorial específica, entendién- 
dose por tal, el conjunto de emprendimientos con- 
ducentes a producir, comercializar o prestar, según 
corresponda, determinados bienes o servicios. 


Se tendrán especialmente en cuenta a efectos del 
otorgamiento de los beneficios, aquellas inversiones que: 


A) Incorporen progreso técnico que permita mejo- 
rar la competitividad. 


B) Faciliten el aumento y la diversificación de las 
exportaciones, especialmente aquellas que incorpo- 
ren mayor valor agregado nacional. 


C) Generen empleo productivo directa o indirectamente. 


D) Faciliten la integración productiva, incorporan- 
do valor agregado nacional en los distintos eslabones 
de la cadena productiva. 


E) Fomenten las actividades de las micro, las pe- 
queñas y las medianas empresas, por su capacidad 
efectiva de innovación tecnológica y de generación de 
empleo productivo. 
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F) Contribuyan a la descentralización geográfica y 
se orienten a actividades industriales, agroindustria- 
les y de servicios, con una utilización significativa de 
mano de obra e insumos locales. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 


Artículo 12.- (Asesoramiento).- A los efectos del 
otorgamiento de las franquicias previstas en el pre- 
sente Capítulo, el Poder Ejecutivo actuará asesorado 
por una Comisión de Aplicación, integrada por un re- 
presentante del Ministerio de Economía y Finanzas, 
que la coordinará, así como por representantes del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, del Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca, del Mi- 
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, de la Ofici- 
na de Planeamiento y Presupuesto y de la Comisión 
de Descentralización prevista en el artículo 230 de 
la Constitución de la República, pudiendo, en casos 
especiales, integrarse con miembros de otros Minis- 
terios u organismos con competencia en el sector de 
actividad del solicitante. 


En el caso de proyectos de inversión, los mismos 
se presentarán a la Comisión de Aplicación la que 
determinará cuál será el Ministerio u organismo al 
que corresponda su evaluación, en función de la na- 
turaleza del proyecto y de la actividad al que este 
corresponda. 


La citada evaluación, conjuntamente con un 
informe en el que se detallarán los beneficios que 
se entiende corresponde otorgar, será elevada por el 
Ministerio u organismo designado a la Comisión a 
la que refiere el inciso primero. La reglamentación 
fijará los procedimientos y los plazos máximos en 
los que deberá expedirse el Ministerio y organismo 
referido. 


La Comisión de Aplicación establecerá las corres- 
pondientes recomendaciones respecto al caso de que 
se trate. En la citada recomendación, de correspon- 
der, se expresará además cuál será el Ministerio u or- 
ganismo encargado de seguimiento de otorgamiento, 
total o parcial, de la exoneración establecida en este 
Capítulo. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 


Artículo 13.- (Uniformidad de procedimien- 
tos).- Los procedimientos administrativos previstos 
en el artículo anterior serán, asimismo, aplicables 
a los beneficios que se otorguen en el marco de los 
Decretos-Leyes N* 14.178, de 28 de marzo de 1974, y 
N* 14.335, de 23 de diciembre de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. A tales efectos, fa- 
cúltase al Poder Ejecutivo a modificar los cometidos y 
funciones o a suprimir las Comisiones asesoras crea- 
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das en virtud de las referidas disposiciones. 
Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 


Artículo 14.- (Incumplimiento).- En todos los 
caso, el Poder Ejecutivo podrá requerir las garan- 
tías que entienda pertinentes, en relación al efecti- 
vo cumplimiento por parte de los beneficiarios de las 
obligaciones vinculadas al otorgamiento de las fran- 
quicias, sin perjuicio de la reliquidación de tributos, 
multas y recargos que puedan corresponder en caso 
de verificarse el incumplimiento. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 
Sección II 
Beneficios fiscales 


Artículo 15.- (Beneficios fiscales).- Se entende- 
rán aplicables a las actividades o proyectos de inver- 
sión comprendidos en lo dispuesto por el artículo 11, 
las facultades conferidas al Poder Ejecutivo de otor- 
gar los beneficios fiscales establecidos en el Decreto- 
Ley N* 14.178, de 28 de marzo de 1974, y sus normas 
modificativas y complementarias. 


No se incluye en la citada extensión de facultades, 
el otorgamiento de exoneraciones arancelarias que 
contravengan los compromisos asumidos por el país 
en el marco de los acuerdos del Mercosur. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a exonerar del Im- 
puesto a las Trasmisiones Patrimoniales, creado por 
el artículo 2* de la Ley N* 16.107, de 31 de marzo de 
1990, los actos y hechos gravados por dicha norma 
cuando tuvieren por objeto inmuebles rurales inclui- 
dos en proyectos de inversión en actividades agrope- 
cuarias comprendidas en lo dispuesto en el artículo 
11 precedente. La reglamentación establecerá los 
procedimientos correspondientes a los efectos del 
otorgamiento de este beneficio. 


Fuente: Inciso tercero Ley N* 17.243, de 29 de Ju- 
nio de 2000, art 7”. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998, 295/000 
y 455/007. 


Artículo 16.- (Situaciones especialmente bene- 
ficiadas).- En el caso de proyectos o actividades de- 
claradas promovidas en virtud de la importancia de 
su aporte al proceso de descentralización geográfica 
de la actividad económica, los beneficios a otorgar de 
acuerdo a lo establecido en el artículo anterior serán 
superiores en plazo a cuantía a los otorgados a pro- 
yectos equivalentes o actividades similares localiza- 
dos en el departamento de Montevideo. 


CÁMARA DE SENADORES 27-C.S. 


Asimismo, podrán otorgarse beneficios especiales 
en lo relativo a la determinación de los tributos a exo- 
nerar y al plazo y cuantía de las franquicias a las in- 
versiones que, estando comprendidas en la definición 
del inciso tercero del artículo 11, alcancen un monto 
de $ 500:000.000 (quinientos millones de pesos uru- 
guayos) en el plazo previsto en el plan de inversión 
respectivo. Esta cifra será actualizada anualmente 
por el Poder Ejecutivo en base a la variación operada 
en el Índice de Precios al Consumo que fija el Insti- 
tuto Nacional de Estadística. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 


Artículo 17.- (Impuesto al Patrimonio).- Si por 
aplicación de lo dispuesto en el presente Capítulo, se 
otorgaran exoneraciones del Impuesto al Patrimonio, 
los bienes objeto de la exención se considerarán acti- 
vos gravados a los efectos del cálculo del pasivo com- 
putable para la determinación de patrimonio gravado. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 
Sección III 
Régimen de especialización productiva 


Artículo 18.- Créase un régimen de aceleración 
de la adecuación, destinado a facilitar la reconversión 
de las empresas en el marco del proceso de integra- 
ción regional. 


De acuerdo a dicho régimen, las empresas podrán 
importar exoneradas del Impuesto Aduanero Único a 
la importación y de recargos, bienes originarios de los 
Estados Miembros del Mercosur, de la misma natura- 
leza y con el mismo destino económico que aquellos 
cuya producción discontinúan o reducen. Dicha exo- 
neración estará sujeta al cumplimiento de un progra- 
ma de exportación por parte de las beneficiarias. 


Encomiéndase al Poder Ejecutivo la reglamenta- 
ción del régimen que se crea y el otorgamiento, total 
o parcial, de la exoneración establecida en este artí- 
culo, de acuerdo a las siguientes bases: 


A) El beneficio podrá otorgarse a aquellas empre- 
sas que discontinuando o reduciendo la producción 
de bienes alcanzados por el régimen de adecuación 
a la unión aduanera del Mercosur presenten un pro- 
yecto de aumento de exportaciones de otros bienes 
que produzcan. 
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El Poder Ejecutivo podrá otorgar la exoneración 
parcial o total de los tributos a la importación de bie- 
nes originarios de los Estados parte del Mercosur 
para un bien o bienes de la misma naturaleza y con el 
mismo destino económico que aquellos cuya produc- 
ción se reduce y con monto máximo de importaciones 
determinado por dicha reducción. 


Los industriales beneficiados por esta exoneración 
no podrán, durante la vigencia de la misma, incre- 
mentar el volumen de importaciones de los bienes 
mencionados por el régimen tributario común que 
realicen al 1? de enero de 1998. 


Los beneficiarios de este régimen deberán some- 
ter el Proyecto de Reconversión Productiva a consi- 
deración de la Comisión de Aplicación creada por el 
artículo 12 de la presente ley, la que previa consulta 
con las cámaras del sector empresario dará el aseso- 
ramiento correspondiente al Poder Ejecutivo para su 
aprobación. 


Será tenida especialmente en cuenta a los efectos 
del referido asesoramiento, entre otros criterios, la 
estabilidad en la plantilla de trabajadores. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 
Sección IV 
Estabilidad Jurídica 


Artículo 19.- (Garantía del Estado).- El Estado, 
bajo responsabilidad de daños y perjuicios, asegura a 
los inversores amparados a los regímenes estableci- 
dos en la presente ley y por los plazos establecidos en 
cada caso, las exoneraciones tributarias, beneficios y 
derechos que la presente ley les acuerda. 


Reglamentado por Decretos Nos. 92/998 y 455/007. 

CAPÍTULO IV 

NORMAS DE APLICACIÓN GENERAL 

Sección 1 

Contrato de crédito de uso 

Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 45 de la Ley 
N* 16.072, de 9 de octubre de 1989, con la redacción 
dada por el artículo 5% de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 

“ARTÍCULO 45.- Las contraprestaciones resul- 
tantes de contratos de crédito de uso, estarán exo- 


neradas del Impuesto al Valor Agregado, siempre 
que se cumplan simultáneamente las siguientes 
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condiciones: 


A) Que el contrato tenga un plazo no menor a tres 
años. 


B) Que los bienes objeto del contrato no sean ve- 
hículos no utilitarios, ni bienes muebles destinados a 
la casa-habitación. 


C) Que el usuario sea sujeto pasivo del Impuesto a 
las Rentas de la Industria y Comercio, Impuesto a las 
Rentas Agropecuarias o Impuesto a la Enajenación de 
Bienes Agropecuarios. 


En caso de que no se cumpla alguna de las con- 
diciones establecidas en los apartados anteriores, el 
Impuesto al Valor Agregado se aplicará sobre la amor- 
tización financiera de la colocación, salvo que el bien 
objeto de la operación se encuentre exonerado por 
otras disposiciones. 


La diferencia entre las prestaciones pactadas y la 
amortización financiera de la colocación y los reajus- 
tes de precio estarán exentos del Impuesto al Valor 
Agregado, salvo que la operación estuviera pactada 
con quien no sea sujeto pasivo del Impuesto a las 
Rentas de la Industria y Comercio, del Impuesto a las 
Rentas Agropecuarias o del Impuesto a la Enajena- 
ción de Bienes Agropecuarios.” 


Artículo 21.- Sustitúyese el artículo 46 de la Ley 
N* 16.072, de 9 de octubre de 1989, con la redacción 
dada por el artículo 5% de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 46.- Acuérdase a las instituciones 
acreditantes un crédito por el Impuesto al Valor Agre- 
gado incluido en las adquisiciones de los bienes que 
sean objeto de contratos de crédito de uso, siempre 
que los citados contratos cumplan con las condicio- 
nes establecidas en el inciso primero del artículo an- 
terior. El crédito se anulará cuando el contrato pierda 
la exoneración del Impuesto al Valor Agregado. El Po- 
der Ejecutivo establecerá la forma y condiciones en 
que las instituciones acreditantes harán efectivo el 
crédito anteriormente indicado o su pérdida cuando 
corresponda. 


En caso de cancelaciones anticipadas que reduz- 
can el plazo a menos de tres años, el Impuesto al Va- 
lor Agregado deberá liquidarse de conformidad con 
lo establecido en el artículo 45 de la presente ley. En 
tales casos deberá abonarse dicho impuesto más el 
recargo mensual indemnizatorio a que hace referen- 
cia el inciso segundo del artículo 94 del Código Tri- 
butario. 
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En caso de rescisiones judiciales y homologadas 
judicialmente que signifiquen una reducción del pla- 
zo pactado a períodos de menos de tres años, se man- 
tendrá la exoneración del Impuesto al Valor Agrega- 
do, aplicable a los contratos de más de tres años de 
plazo.” 


Artículo 22.- Sustitúyese el artículo 27 de la Ley 
N* 16.072, de 9 de octubre de 1989, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 27.- La restitución forzada de la cosa 
por falta de pago de las cuotas periódicas estipuladas, 
no podrá requerirse sino cuando el usuario cayere en 
mora en el pago de dos cuotas consecutivas, si fueren 
por períodos no mayores de un mes y de una cuota en 
los demás casos”. 


Artículo 23.- Sustitúyese el artículo 32 de la Ley 
N* 16.072, de 9 de octubre de 1989, con la redacción 
dada por el artículo 4? de la Ley N* 16.205, de 6 de 
setiembre de 1991, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 32.- El procedimiento para obtener 
la restitución forzada en los casos previstos en los ar- 
tículos 27 y 29 de la presente ley, será el del proce- 
so de entrega de la cosa. Solo serán admitidas como 
excepciones: la de falsedad del instrumento en que 
se funda la acción; la falta de algunos de los requisi- 
tos esenciales para la validez de los contratos; pago 
o compensación de crédito líquido y exigible que se 
prueben por escritura pública o por documento pri- 
vado emanado del actor; prescripción; caducidad; es- 
pera o quita concedidas por el demandante que se 
prueben por escritura pública o por documento pri- 
vado emanado del actor y la excepción de haberse 
ejercido válidamente alguna de las opciones previstas 
por el artículo 29 de la presente ley. Las excepciones 
inadmisibles serán rechazadas sin sustanciación (ar- 
tículo 355.2 del Código General del Proceso). 


Si los escritos en que se deduzcan las excepciones 
no van acompañados de los documentos probatorios 
respectivos, se procederá conforme a lo dispuesto en 
el artículo 355.2 del Código General del Proceso.” 


Artículo 24.- Las normas a que refieren los ar- 
tículos 20 a 23, se aplicarán a los contratos que se 
celebren a partir de la vigencia de la presente ley. 


Sección Il 
Disposiciones varias 


Artículo 25.- (Solución de controversias).- Toda 
controversia relativa a la interpretación o aplicación 
de la presente ley que se suscite entre el Estado y 
un inversor que hubiere obtenido del Poder Ejecuti- 
vo la Declaratoria Promocional, podrá ser sometida, a 
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elección de cualquiera de los mismos, a alguno de los 
siguientes procedimientos: 


A) Al del Tribunal competente. 


B) Al del Tribunal Arbitral, que fallará siempre con 
arreglo a derecho, conforme con lo establecido en los 
artículos 480 a 502 del Código General del Proceso. 


Cuando se haya optado por someter la controver- 
sia a uno de los procedimientos previstos precedente- 
mente la elección será definitiva. 


Lo dispuesto en los párrafos precedentes será de 
aplicación con relación a los inversores extranjeros 
en caso de ausencia de tratado, protocolo o conven- 
ción internacional en materia de solución de contro- 
versias, en vigor a la fecha de suscitarse las mismas. 


Artículo 26.- (Fusiones y escisiones).- Facúltase 
al Poder Ejecutivo a exonerar del Impuesto a las Ren- 
tas de la Industria y Comercio, del Impuesto al Valor 
Agregado y del Impuesto a las Trasmisiones Patrimo- 
niales que graven las fusiones, escisiones y transfor- 
maciones de sociedades, siempre que las mismas per- 
mitan expandir o fortalecer a la empresa solicitante. 


En el caso de que el Poder Ejecutivo ejerza la fa- 
cultad a que refiere el inciso anterior, no será exigible 
la escritura pública para la transferencia de bienes, 
derechos, obligaciones o gravámenes comprendidos 
en la trasmisión patrimonial operada como conse- 
cuencia de los referidos actos (artículo 122 de la Ley 
N* 16.060, de 5 de diciembre de 1989). 


Artículo 27.- (Impuesto a las hipotecas).- De- 
rógase el Impuesto a las hipotecas establecido por 
el artículo 7” de la Ley N” 10.976, de 4 de diciem- 
bre de 1947, en su redacción modificada por la Ley 
N* 12.011, de 16 de octubre de 1953, y por el artículo 
200 de la Ley N* 13.728, de 17 de diciembre de 1968. 


Artículo 28.- (Prendas sin desplazamiento).- Las 
prendas sin desplazamiento previstas en las Leyes 
N* 5.649, de 21 de marzo de 1918, N* 8.292, de 24 
de setiembre de 1928, y N” 12.367, de 8 de enero 
de 1957, y en los artículos 58 y siguientes de la Ley 
N* 15.939, de 28 de diciembre de 1987, podrán cons- 
tituirse a favor de cualquier acreedor para garantizar 
todo tipo de obligaciones del propietario del bien que 
se da en prenda o de terceros. 


Artículo 29.- Derogado por: Ley N* 18.091, de 7 
de enero de 2007, artículo 6”. 


Artículo 30.- (Trasmisión de títulos valores y fa- 
cilitación de la circulación de las garantías que les 
acceden).- Agrégase al artículo 10 del Decreto-Ley 


30-C.S. 


N* 14.701, de 12 de setiembre de 1977: 


“Los derechos emergentes de las garantías reales 
o personales que accedan a un título valor, se trans- 
ferirán de pleno derecho por la sola trasmisión del 
título valor en el que conste la garantía que le accede, 
sin necesidad de inscripción alguna. Para la trasmi- 
sión de garantías que respaldan títulos valores objeto 
de oferta pública se estará a lo que disponga la legis- 
lación específica en la materia. 


Las garantías reales que se constituyan para ase- 
gurar el cumplimiento de obligaciones cartulares se 
inscribirán en los Registros Públicos correspondien- 
tes individualizando el título valor garantizado, su 
emisor, objeto, monto, vencimiento y demás elemen- 
tos que correspondan a su naturaleza. A los efectos 
de la referida inscripción registral no será necesario 
identificar a los sucesivos tenedores del título ga- 
rantizado. 


Las garantías se cancelarán por declaración uni- 
lateral del deudor y la exhibición del título valor. En 
defecto de la exhibición del título, para obtener la 
cancelación de la garantía deberá acreditarse ante el 
Registro, o ante el depositario, en su caso, la consig- 
nación judicial de los importes.” 


Artículo 31.- El Poder Ejecutivo informará anual- 
mente a la Asamblea General sobre la aplicación de 
la presente ley. 


Artículo 32.- (Derogaciones).- Deróganse la Ley 
N* 15.837, de 28 de octubre de 1986, y los Decretos- 
Leyes N* 14.179, de 28 de marzo de 1974, y N*14.244, 
de 26 de julio de 1974. 


Ley N* 17.547, de 22 de agosto de 2002 
PARQUES INDUSTRIALES 

CAPÍTULO I 

DE LA DEFINICIÓN 


Artículo-1*”.- (Denominación).- A los efectos de 
la presente ley se denomina parque industrial a una 
fracción de terreno que cuente con la siguiente infra- 
estructura instalada dentro de la misma: 


A) caminería interna, retiros frontales y veredas 
aptas para el destino del predio, igualmente que ca- 
minería de acceso al sistema de transporte nacional 
que permitan un tránsito seguro y fluido; 
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B) energía suficiente y adecuada a las necesidades 
de las industrias que se instalen dentro del parque 
industrial; 


C) agua en cantidad suficiente para las necesida- 
des del parque y para el mantenimiento de la calidad 
del medio ambiente; 


D) sistemas básicos de telecomunicaciones; 


E) sistema de tratamiento y disposición adecuada 
de residuos; 


F) galpones o depósitos de dimensiones apropiadas; 
G) sistema de prevención y combate de incendios; 
H) áreas verdes. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los requisitos 
establecidos en los literales del presente artículo, 
quedando habilitado a agregar otros que considere 
indispensables para proceder a la habilitación de los 
parques industriales. 


CAPÍTULO Il 


DE LA UBICACIÓN 


Artículo 2*.- (Aspectos generales de la misma).- 
Se establecerán en todo el territorio nacional áreas o 
zonas que por sus características generales cumplan 
con la presente ley y con el decreto reglamentario co- 
rrespondiente. 


Artículo 3".- Para la determinación de estas áreas 
o zonas se tendrá en cuenta: 


A) las disposiciones vinculadas al ordenamiento 
territorial y al medio ambiente vigentes, tanto en lo 
nacional como en lo departamental, y las que especí- 
ficamente se establezcan a estos efectos; 


B) la existencia de un centro urbano cercano 
(centro urbano referente) a efectos de facilitar las 
prestaciones de servicios adicionales a los que el par- 
que posea, siempre y cuando no exista perjuicio para 
la calidad de vida en dicho centro; 


C) la radicación familiar por vinculación directa o 
indirecta con las industrias que se instalan. 


Artículo 4”.- (Prioridades).- A efectos de deter- 
minar un ordenamiento entre las zonas a definirse, 
se tendrán en cuenta sus contribuciones a la descen- 
tralización geográfica y a la utilización significativa de 
mano de obra. 
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CAPÍTULO III 
DE LA COMISIÓN ASESORA 


Artículo 5*.- (Comisión asesora).- Crease en la 
Órbita del Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría, una Comisión cuyo cometido será asesorar pre- 
ceptivamente al Poder Ejecutivo sobre la presente ley 
y sus disposiciones reglamentarias. Estará integrada 
por siete miembros: un representante del Ministerio 
de Industria, Energía y Minería que la presidirá; uno 
del Congreso de Intendentes; uno del Ministerio de 
Economía y Finanzas; uno del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; uno de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; uno de la 
Cámara de Industrias del Uruguay y uno del PIT-CNT. 


CAPÍTULO IV 
DE LOS ESTÍMULOS FISCALES 


Artículo 6”. (Estímulos de carácter nacional).- 
Las personas físicas o jurídicas que instalen parques 
industriales dentro del territorio nacional, así como 
las empresas que se radiquen dentro de los mismos, 
podrán estar comprendidas en los beneficios y las 
obligaciones establecidos en la Ley N” 16.906, de 7 
de enero de 1998. 


CAPÍTULO V 
DE LOS PARQUES INDUSTRIALES ESTATALES 


Artículo 7*.- (Parques de carácter nacional).- La 
Corporación Nacional para el Desarrollo podrá ins- 
talar parques industriales debiendo destinar uno de 
ellos o una parte sustancial de uno a las micro y pe- 
queñas empresas. 


Artículo 8*.- (Parques de carácter departamen- 
tal).- Los Gobiernos Departamentales podrán por sí, 
o asociados entre sí, instalar parques industriales en 
el territorio de su jurisdicción. En estas situaciones 
podrán gozar de los mismos estímulos referidos en el 
artículo 6” de la presente ley. 


CAPÍTULO VI 


DE LAS INDUSTRIAS QUE SE INSTALEN EN 
LOS PARQUES INDUSTRIALES 


Artículo 9*.- A los efectos de conceder la co- 
rrespondiente autorización a las empresas que de- 
seen instalarse en parques industriales, se tendrá en 
cuenta sus contribuciones a la creación de puestos de 
trabajo, a la ocupación de mano de obra radicada en 
el centro urbano referente, a la sustitución de impor- 
taciones, al progreso tecnológico, al crecimiento de 
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las exportaciones y a la apertura de nuevos mercados. 


Artículo 10.- (De las parcelas).- Las definiciones 
relativas a tamaño, disposición y servicios específicos 
de las parcelas, tanto como a las formas de tenencia 
y de transmisión de dominio, serán establecidas por 
el estatuto del parque industrial, de acuerdo con lo 
que establezca la reglamentación de la presente ley 
al respecto. 


Artículo 11.-(Destino).- Las construcciones que 
existan dentro de cada parque industrial no podrán 
ser destinadas a casa-habitación, salvo cuando ello se 
requiera para asegurar el funcionamiento y el man- 
tenimiento del parque y de las empresas que allí se 
instalen. 


Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003 
FIDEICOMISO 

CAPÍTULO 1 

Concepto y principios generales 


Artículo 1”.- (Definición).- El fideicomiso es el 
negocio jurídico por medio del cual se constituye la 
propiedad fiduciaria de un conjunto de derechos de 
propiedad u otros derechos reales o personales que 
son transmitidos por el fideicomitente al fiduciario 
para que los administre o ejerza de conformidad con 
las instrucciones contenidas en el fideicomiso, en be- 
neficio de una persona (beneficiario), que es desig- 
nada en el mismo, y la restituya al cumplimiento del 
plazo o condición al fideicomitente o la transmita al 
beneficiario. 


Podrá haber pluralidad de fideicomitentes y de be- 
neficiarios. 


Artículo 2*.- (Constitución).- El fideicomiso pue- 
de ser constituido por acto entre vivos o por testa- 
mento. 


El fideicomiso por acto entre vivos es un contrato 
innominado que deberá otorgarse por escrito so pena 
de nulidad, cualquiera sea el objeto sobre el que re- 
caiga, requiriéndose la escritura pública en los casos 
en que dicha solemnidad es exigida por la ley. La pu- 
blicidad frente a terceros se regirá por lo dispuesto en 
la ley de Registros Públicos. 


El fideicomiso por acto entre vivos es título hábil 
para producir la transferencia de la propiedad o de 
la titularidad de los derechos reales o personales que 
constituyen su objeto. 


El fideicomiso testamentario podrá constituirse 
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por testamento abierto o cerrado. En el certificado 
sucesorio se hará constar la constitución de la propie- 
dad fiduciaria, debiendo inscribirse en los casos que 
así lo disponga la ley de Registros Públicos. 


El fideicomiso testamentario confiere al fiducia- 
rio derecho personal a reclamar de los herederos la 
entrega de los bienes y derechos que constituyan su 
objeto, excepto en caso de recaer sobre una especie 
cierta. En tal caso, el fiduciario adquiere la propiedad 
de la misma desde la muerte del causante, conforme 
a los artículos 937 y 938 del Código Civil. El fiduciario 
heredero sucede conforme a los principios generales. 


Artículo 3".- (Habilitación de inversiones).- 
Cuando el fideicomiso tenga por fin la realización de 
una obra pública municipal, las Intendencias Muni- 
cipales podrán constituirlo mediante la cesión de de- 
rechos de créditos de tributos departamentales, dán- 
dose cuenta a la Junta Departamental. 


La Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de los Profesiona- 
les Universitarios, la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias y las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional podrán invertir en fideicomisos, siempre 
que su objeto refiera a actividades desarrolladas, bie- 
nes situados o derechos utilizados económicamente 
en la Republica, así como créditos originados en ex- 
portaciones realizadas desde el Uruguay. 


Las Administradoras de Fondos de Ahorro Previ- 
sional podrán instrumentar a través de fideicomisos 
las inversiones previstas en el literal E) del artículo 
123 de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 1995, 
y las que realicen en fideicomisos financieros se con- 
siderarán en el literal D) de dicha norma. 


Artículo 4".- (Estipulaciones del instrumento 
constitutivo del fideicomiso).- Sin perjuicio de la in- 
corporación de otras estipulaciones, el instrumento 
de fideicomiso también deberá contener: 


a) La individualización de los bienes objeto del 
fideicomiso. En caso de no resultar posible tal indi- 
vidualización a la fecha de la celebración del fideico- 
miso, constará la descripción de los requisitos y ca- 
racterísticas que deberán reunir los bienes. 


b) La determinación del procedimiento en que los 
bienes podrán ser incorporados al fideicomiso. 


c) El plazo o condición a que se sujeta la propie- 
dad fiduciaria. 


d) El destino de los bienes a la finalización del 
fideicomiso. 
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e) Los derechos y obligaciones del fiduciario y el 
modo de sustituirlo si este cesare. 


Artículo 5*.- (Objeto).- El fideicomiso por acto 
entre vivos puede ser constituido sobre bienes o de- 
rechos de cualquier naturaleza presentes o futuros, 
incluyéndose las universalidades de bienes. 


El fideicomiso testamentario podrá recaer sobre 
toda la herencia o una cuota parte de la misma, o 
sobre bienes, derechos, universalidades de bienes, y 
demás relaciones jurídicas activas que compongan el 
patrimonio sucesorio. 


Artículo 6”.- (Propiedad Fiduciaria).- Los bienes 
y derechos fideicomitidos constituyen un patrimonio 
de afectación, separado e independiente de los patri- 
monios del fideicomitente, del fiduciario y del bene- 
ficiario. 


El conjunto de bienes y derechos fideicomitidos 
deberá individualizarse en el instrumento que los de- 
termine. El mismo deberá ser inscripto en la Direc- 
ción General de Registros del Ministerio de Educa- 
ción y Cultura. 


El Poder Ejecutivo, con el asesoramiento de la Di- 
rección General de Registros del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, determinará las regulaciones que 
organicen la inscripción y demás condiciones regis- 
trales de los fideicomisos, dando cumplimiento a la 
Ley N” 16.871, de 28 de setiembre de 1997, y sus 
modificativas y concordantes. 


Si el fiduciario fuera una persona casada bajo el 
régimen legal de sociedad conyugal, los bienes y de- 
rechos fideicomitidos, no ingresarán a la masa de ga- 
nanciales, rigiéndose a todos los efectos por las nor- 
mas que regulan los bienes propios. La retribución 
que el fiduciario casado perciba por su actividad se 
rige por los principios generales. 


Artículo “7”.- (Derecho de Persecución de los 
Acreedores).- Los bienes fideicomitidos quedarán 
exentos de la acción singular o colectiva de los acree- 
dores del fiduciario. 


Los acreedores del beneficiario no podrán perse- 
guir los bienes fideicomitidos mientras estos se en- 
cuentran en el patrimonio del fiduciario, pero podrán 
perseguir para la satisfacción de sus créditos los fru- 
tos que dichos bienes generen, pudiendo asimismo 
subrogarse en los derechos de aquel. 


Habiéndose constituido el fideicomiso por acto 
entre vivos, los acreedores del fideicomitente no po- 
drán perseguir los bienes fideicomitidos, pudiendo 
ejercer tan solo las acciones por fraude previstas por 
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la ley. A los efectos del ejercicio de la acción pauliana, 
a los acreedores les bastará con acreditar el fraude 
del fideicomitente, salvo en casos en los que deba ex- 
cluirse el ánimo de liberalidad directo o indirecto del 
fideicomitente. 


Si el fideicomiso testamentario diera origen a una 
sucesión a título particular, el fiduciario responde- 
rá frente a los acreedores hereditarios solo con los 
bienes fideicomitidos, en los casos y en la forma en 
que responden los legatarios (artículos 1175 y 1178 
del Código Civil). No obstante ello, si los herederos 
comunicaran personalmente en forma fehaciente o 
por vía judicial al acreedor hereditario su intención 
de cumplir el fideicomiso testamentario, y estos no 
se opusieran al cumplimiento dentro de los diez días 
inmediatos siguientes, hasta tanto no se le pague o 
garantice su crédito, perderán su acción contra los 
bienes fideicomitidos. 


Si el fideicomiso testamentario diera origen a una 
sucesión a título universal, el fiduciario responderá 
con el patrimonio fideicomitido. En todos los casos 
tendrá la carga de realizar un inventario solemne y 
completo del patrimonio o cuota patrimonial fideico- 
mitido, citando a los acreedores hereditarios. 


Decláranse aplicables a la propiedad fiduciaria las 
disposiciones contenidas en los artículos 189, 190 y 
191 de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, 
en lo pertinente. 


El ejercicio de las acciones previstas en los in- 
cisos tercero y sexto del presente artículo no podrá 
afectar los derechos de los titulares adquirentes de 
buena fe de certificados de participación en el do- 
minio fiduciario, de títulos representativos de deuda 
garantizados con bienes que integren el fideicomiso, 
o de títulos que otorguen derechos de crédito y de- 
rechos de participación sobre el remanente, siempre 
que cualesquiera de dichos valores sean o hayan sido 
objeto de oferta pública en los términos previstos en 
el artículo 28 de la presente ley. 


Artículo 8”.- (Alcance de la responsabilidad).- 
Los bienes del fiduciario no responderán por las obli- 
gaciones contraídas en la ejecución del fideicomiso, 
las que solo serán satisfechas con los bienes fideico- 
mitidos. La insuficiencia de los bienes fideicomiti- 
dos para atender a estas obligaciones, no dará lugar 
a la declaración de quiebra, concurso o liquidación 
judicial. En tal supuesto y a falta de otros recursos 
provistos por el fideicomitente o el beneficiario según 
disposiciones contractuales, procederá su liquidación 
privada, la que estará a cargo del fiduciario, quien de- 
berá enajenar los bienes que lo integren y entregará 
el producido a los acreedores conforme al orden de 
privilegios previstos para la quiebra. 
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Si se tratase de fideicomiso financiero regirán en 
lo pertinente las normas de los artículos 31 y 32 de la 
presente ley. En los casos de conflicto entre las partes 
y si se tratare de fideicomiso financiero se recurrirá 
al proceso arbitral previsto en los artículos 472 y si- 
guientes del Código General del Proceso y si se trata- 
se de fideicomiso no financiero, se podrá recurrir al 
proceso arbitral citado o a la vía judicial, siguiéndose 
el trámite del proceso extraordinario previsto en los 
Artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 9”. - (Prohibiciones).- Quedan prohibi- 
dos, siendo absolutamente nulos: 


a) Los fideicomisos testamentarios en los que se 
designen diversos beneficiarios en forma sucesiva, 
procediendo la sustitución a la muerte del beneficia- 
rio anterior. 


b) El fideicomiso en el cual se designe beneficia- 
rio al fiduciario salvo en los casos de fideicomiso en 
garantía constituidos a favor de una entidad de inter- 
mediación financiera. 


Artículo 10.- Los fideicomisos testamentarios no 
afectarán el carácter intangible de la legítima (artícu- 
lo 894 del Código Civil), ni perjudicarán el derecho 
de los restantes asignatarios forzosos. 


Si se vulnerara el derecho de los legitimarios, del 
porcionero, o del beneficiario de los derechos reales 
de habitación y de uso, el asignatario forzoso cuyo 
derecho fuera lesionado podrá ejercer la acción de 
reforma de testamento conforme a los artículos 1006 
y siguientes del Código Civil. 


El heredero forzoso que fuera beneficiario de un 
fideicomiso por acto entre vivos deberá colacionar el 
valor de los bienes que le hayan sido trasmitidos por 
fideicomiso, excepto en caso de haber sido dispensa- 
do de colación (artículos 1100 y siguientes del Código 
Civil). Respecto de los frutos rige el artículo 1111 del 
Código Civil. 


CAPÍTULO II 
Del fiduciario 


Artículo 11.- (Requisitos del Fiduciario).- Podrá 
ser fiduciario cualquier persona física o jurídica. La 
persona física deberá tener la capacidad legal exigida 
para ejercer el comercio. 


Sin perjuicio de los requisitos establecidos para los 
fiduciarios de los fideicomisos financieros en el Capí- 
tulo IV de la presente, ley, las entidades de interme- 
diación financiera y los fiduciarios profesionales solo 
podrán actuar como fiduciarios en forma habitual y 
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profesional. 


Artículo 12.- (Registro Público de Fiduciarios).- 
Créase en el Banco Central del Uruguay un registro 
público de fiduciarios profesionales, personas físicas 
o jurídicas. La información registrada en él será de 
libre acceso para cualquier interesado. El funciona- 
miento del Registro y los mecanismos a través de los 
que los fiduciarios darán cumplimiento a las obliga- 
ciones dispuestas por este artículo serán dispuestos 
por la reglamentación. En los casos en que el fiducia- 
rio no sea una persona física, los socios o accionistas, 
administradores o directores deberán determinarse 
precisamente. Tratándose de sociedades anónimas, 
estas deberán emitir acciones nominativas o escritu- 
rales. En todos los casos se inscribirá la responsabili- 
dad patrimonial de los fiduciarios, sus socios o accio- 
nistas, administradores y directores. Los fiduciarios 
inscriptos deberán actualizar la información propor- 
cionada al registro con la periodicidad que establez- 
ca la reglamentación, así como inmediatamente de 
producida cualquier modificación en la información 
registrada. Los fiduciarios inscriptos serán responsa- 
bles de la información original y las actualizaciones 
proporcionadas. 


El incumplimiento de las obligaciones de registra- 
ción y de información establecidas en este artículo 
será sancionado conforme a lo dispuesto por los ar- 
tículos 20 a 24 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982. 


Artículo 13.- (Actuación sucesiva).- En caso que 
el fideicomitente designe varios fiduciarios para que 
sucesivamente desempeñen el fideicomiso, deberá 
establecer el orden y las condiciones en que hayan 
de sustituirse. 


Artículo 14.- (Sustitución).- En el instrumento 
de fideicomiso, el fideicomitente podrá designar uno 
o más sustitutos para que reemplacen al fiduciario 
que no acepte o cese en sus funciones. Podrá también 
reservarse el fideicomitente, en dicho negocio, esta 
facultad de sustitución para ser ejercida en cualquier 
momento. 


Artículo 15.- (Acciones).- El fiduciario está obli- 
gado a ejercer todas las acciones que correspondan 
para la defensa de los bienes fideicomitidos, tanto 
contra terceros como contra el beneficiario. 


El Juez podrá autorizar al fideicomitente o al be- 
neficiario a ejercer acciones en sustitución del fidu- 
ciario, cuando este no lo hiciere en violación de sus 
obligaciones. 


Artículo 16.- (Responsabilidad interna).- El fi- 
duciario deberá desarrollar sus cometidos y cumplir 
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las obligaciones impuestas por la ley y el negocio de 
fideicomiso, con la prudencia y diligencia del buen 
hombre de negocios que actúa sobre la base de la 
confianza depositada en él. 


Si faltare a sus obligaciones será responsable fren- 
te al fideicomitente y al beneficiario, por los daños y 
perjuicios que resultaren de su acción u omisión. 


En ningún caso podrá exonerarse de responsabili- 
dad al fiduciario por los daños provocados por su dolo 
o culpa grave, así como por aquellos causados por el 
de sus dependientes. 


Artículo 17.- (Relación externa).- El fideicomiso 
que haya sido inscripto en el Registro Público corres- 
pondiente, de conformidad a lo previsto en los artícu- 
los 2? y 6? de la presente ley, será oponible a terceros 
conforme a los principios generales. En consecuen- 
cia, los actos y contratos celebrados por el fiduciario 
en infracción de las restricciones dispuestas o exce- 
diendo sus facultades, serán inoponibles en perjuicio 
del fideicomitente y del beneficiario. 


Tratándose de fideicomisos no inscriptos, las res- 
tricciones a las facultades del fiduciario no serán opo- 
nibles a terceros, salvo que los actos realizados por 
este sean notoriamente extraños a la finalidad del fi- 
deicomiso o que el tercero tenga conocimiento de la 
infracción. 


Cuando el fiduciario celebre un acto que es inopo- 
nible al fideicomitente o al beneficiario en su caso, el 
interesado podrá solicitar ante el juez competente la 
revocación del acto. 


Artículo 18.- (Rendición de Cuentas).- En el 
negocio de fideicomiso no se podrá dispensar al fi- 
duciario de la obligación de rendir cuentas, la que 
podrá ser solicitada por el fideicomitente o el benefi- 
ciario, con las formalidades que se establezcan en el 
instrumento de fideicomiso y en la reglamentación 
respectiva. 


En todos los casos el fiduciario deberá rendir 
cuentas al beneficiario con una periodicidad no ma- 
yor a un año, sin perjuicio de lo dispuesto en el fidei- 
comiso. 


Si no se objetaren las cuentas en el plazo estable- 
cido en el instrumento de fideicomiso y, a falta de ello, 
dentro del plazo de noventa días desde la notificación 
fehaciente, las cuentas se tendrán como tácitamente 
aprobadas, salvo que se hubiera incurrido en falsedad 
u ocultamiento doloso. 


Aprobadas las cuentas en forma expresa o tácita, 
el fiduciario quedará libre de toda responsabilidad, 
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frente a los beneficiarios presentes o futuros y a todos 
los demás ante los que se hubieran rendido cuentas, 
por todos los actos ocurridos durante el período de la 
cuenta y el instrumento de fideicomiso. 


Artículo 19.- (Obligaciones del fiduciario).- Ade- 
más de las previstas en el negocio constitutivo y en los 
artículos precedentes, son obligaciones del fiduciario: 


a) Mantener un inventario y una contabilidad 
separada de los bienes, derechos y obligaciones que 
integran el patrimonio fiduciario. En caso que sea 
fiduciario en varios negocios de fideicomiso, deberá 
llevar contabilidad separada de cada uno de ellos. En 
todos los casos la contabilidad deberá estar basada en 
normas adecuadas. 


b) Transferir los bienes del patrimonio fiduciario 
al fideicomitente o al beneficiario al concluir el fidei- 
comiso o al fiduciario subrogante en caso de sustitu- 
ción o cese. 


Cc) Guardar reserva respecto de las operaciones, 
actos, contratos, documentos e información que se 
relacione con el fideicomiso. 


Artículo 20.- (Prohibiciones del fiduciario).- Es- 
tará prohibido al fiduciario: 


a) Afianzar, avalar o garantizar de algún modo al 
fideicomitente o al beneficiario el resultado del fidei- 
comiso o las operaciones, actos y contratos que reali- 
ce con los bienes fideicomitidos. 


b) Realizar operaciones, actos o contratos con los 
bienes fideicomitidos, en beneficio propio, de sus di- 
rectores o personal superior, de sus parientes directos 
o de las personas jurídicas donde estos tengan una 
posición de dirección o control. 


Cc) Realizar cualquier otro acto o negocio jurídico 
con los bienes fideicomitidos respecto del cual tenga 
un interés propio, salvo autorización conjunta y ex- 
presa del fideicomitente y del beneficiario. 


Artículo 21.- (Derechos del fiduciario).- Salvo 
estipulación en contrario, el fiduciario tendrá dere- 
cho al reembolso de los gastos incurridos en beneficio 
del patrimonio que integra su dominio fiduciario y a 
una remuneración. Si esta no hubiere sido fijada en 
el contrato, la fijará el Juez teniendo en considera- 
ción la naturaleza del fideicomiso encomendado y la 
importancia del patrimonio fiduciario. 


Artículo 22.- (Cese del fiduciario).- El fiduciario 
cesará en el ejercicio de su cargo en los siguientes 
casos: 
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a) Por muerte o incapacidad judicialmente decla- 
rada, así como por la pérdida de alguna de las con- 
diciones exigidas para el ejercicio del comercio. En 
estos casos, la propiedad fiduciaria se transmitirá de 
pleno derecho de acuerdo con lo estipulado en el ins- 
trumento de constitución del fideicomiso. 


b) Por disolución, quiebra, concurso o liquidación 
judicial. 


c) Por remoción por el fideicomitente, cuando 
este se hubiera reservado dicha facultad en el nego- 
cio constitutivo. 


d) Por remoción judicial, a instancia del fideico- 
mitente o del beneficiario, en caso de incumplimien- 
to de las obligaciones impuestas por la ley o por el 
negocio constitutivo. También procederá la remoción 
judicial, por las mismas causales, a instancia de los 
acreedores que representen más del 50% (cincuenta 
por ciento) de los créditos. 


e) Por renuncia, cuando sea autorizada en el ne- 
gocio constitutivo y por las causas en este estableci- 
das. Cuando el negocio constitutivo nada establezca, 
solo podrá renunciar en caso de negativa del benefi- 
ciario a recibir las prestaciones o en caso de insufi- 
ciencia del producto del fideicomiso para el pago de 
su remuneración y siempre que el fideicomitente o el 
beneficiario se nieguen a pagarla. La renuncia tendrá 
efecto después de la transferencia del patrimonio ob- 
jeto del fideicomiso al fiduciario sustituto. 


f) Por la cancelación de la inscripción en el regis- 
tro dispuesta por el Banco Central del Uruguay, de 
acuerdo con lo previsto por el artículo 12 de la pre- 
sente ley. 


Producida una causa de cesación de las enuncia- 
das en esta disposición se procederá conforme lo es- 
tablece el artículo 14 de la presente ley. 


CAPÍTULO IM 
Del beneficiario 


Artículo 23.- (Beneficiario).- El acto constitutivo 
del fideicomiso, deberá designar al beneficiario quien 
podrá ser una persona física o jurídica. 


En caso de fideicomiso testamentario rigen los 
principios del Código Civil (artículos 1038, 835, 841). 


El beneficiario puede ser una persona futura que 
no exista al tiempo del otorgamiento del fideicomi- 
so contractual, en cuyo caso deberá establecerse con 
precisión las características que permitan su identi- 
ficación futura. El fideicomiso contractual quedará 
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en tal caso, sujeto a la condición suspensiva de exis- 
tencia de la persona beneficiaria y quedará sin efecto 
de no verificarse la misma dentro del plazo del año a 
partir del otorgamiento. 


Artículo 24.- (Designación conjunta o sucesiva).- 
Se podrá designar dos o más beneficiarios que gocen 
de sus derechos en forma conjunta o sucesiva, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el literal a) del artículo 9? 
de la presente ley. En caso de designación conjunta, 
salvo disposición en contrario, se repartirán los bene- 
ficios obtenidos por partes iguales. 


Para el caso que alguno de los beneficiarios de- 
signados en forma conjunta no acepte, no llegue a 
existir o no pueda ser determinado, los beneficios que 
estos debieran percibir se repartirán por partes igua- 
les entre los demás beneficiarios, salvo que otra cosa 
se dijere en el instrumento de fideicomiso. 


Pueden también designarse beneficiarios sustitu- 
tos para el caso de no aceptación. 


CAPÍTULO IV 
Fideicomiso financiero 


Artículo 25.- (Concepto).- El fideicomiso finan- 
ciero es aquel negocio de fideicomiso cuyos benefi- 
ciarios sean titulares de certificados de participación 
en el dominio fiduciario, de títulos representativos de 
deuda garantizados con los bienes que integran el fi- 
deicomiso, o de títulos mixtos que otorguen derechos 
de crédito y derechos de participación sobre el rema- 
nente. Los certificados de participación y títulos de 
deuda se regirán por el Decreto-Ley N* 14.701, de 12 
de setiembre de 1977, en lo pertinente. 


El fideicomiso financiero podrá constituirse por 
acto unilateral, en el cual coincidan las personas del 
fideicomitente y del fiduciario, cuando se solicite au- 
torización para ofrecer públicamente (artículo 28 de 
la presente ley) los certificados de participación, los 
títulos representativos de deudas o los títulos mixtos 
a los que refiere el inciso precedente. 


Artículo 26.- (Fiduciarios).- Solamente podrán 
ser fiduciarios en un fideicomiso financiero las enti- 
dades de intermediación financiera o las sociedades 
administradoras de fondos de inversión. De acuerdo 
con los fideicomisos de que se trate y las modalidades 
de sociedades fiduciarias, la reglamentación podrá 
autorizar a estas últimas a actuar como fiduciarios en 
fideicomisos financieros. A los efectos de la presente 
disposición, no regirá la limitación del objeto de las 
sociedades administradoras de fondos de inversión 
dispuesta por la Ley N* 16.774, de 27 de setiembre 
de 1996. Las instituciones de intermediación finan- 
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ciera regidas por el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de 
setiembre de 1982, y sus modificativas, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay y el Banco Hipote- 
cario del Uruguay, podrán constituir o integrar, como 
accionistas, sociedades fiduciarias de acuerdo con el 
régimen de la presente ley. 


Artículo 27.- (Títulos valores).- Los certificados 
de participación y títulos de deuda serán considera- 
dos títulos valores. 


Artículo 28.- (Oferta pública).- La oferta pública 
de los certificados de participación, de los títulos de 
deuda y de los títulos mixtos a los que refiere el artí- 
culo precedente se regirá por las disposiciones de la 
Ley N* 16.749, de 30 de mayo de 1996. 


Artículo 29. (Regulación y sanciones).- La re- 
glamentación podrá dictar normas a las que deberán 
sujetarse el fideicomiso y los fiduciarios financieros. 


También podrá requerir el establecimiento de ga- 
rantías respecto de determinados fideicomisos finan- 
cieros. 


El Banco Central del Uruguay tendrá respecto de 
los fiduciarios financieros las facultades que le con- 
fiere el Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 
1982, y sus modificativas. 


En los casos en que se constaten transgresiones a 
la presente ley por parte de los fiduciarios financieros 
serán de aplicación, en lo pertinente, los artículos 20 
a 24 del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982, y sus modificativas. 


Artículo 30.- (Transferencia de créditos).- En la 
transferencia de créditos que se integren a un fidei- 
comiso financiero, será de aplicación, en lo que co- 
rresponda, lo dispuesto por los artículos 33 y 34 de 
la Ley N* 16.774, de 27 de setiembre de 1996, con 
la redacción dada por la Ley N* 17.202, de 24 de se- 
tiembre de 1999. 


Artículo 31.- (Insuficiencia patrimonial).- En el 
caso de insuficiencia del patrimonio del fideicomiso 
financiero para dar cumplimiento a las obligaciones 
contraídas por el fiduciario frente a terceros, o en el 
caso de otras contingencias que pudieran afectar di- 
cho cumplimiento, el fiduciario citará a los tenedores 
de títulos de deuda a los efectos de que, reunidos en 
asamblea resuelvan sobre la forma de administración 
y liquidación del patrimonio. 


La convocatoria de la asamblea de tenedores de 
títulos de deuda, se regirá por las normas de la Ley 
N* 16.060, de 4 de setiembre de 1989, en cuanto a la 
convocatoria de asambleas de sociedades anónimas, 
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en lo pertinente. 


Artículo 32.- (Facultades de la Asamblea).- La 
asamblea de tenedores de títulos de deuda, por el 
voto conforme de tenedores de esos títulos, que re- 
presenten por lo menos la mayoría absoluta del valor 
nominal de los títulos emitidos y en circulación, po- 
drá resolver: 


a) Transferir el patrimonio fiduciario como unidad 
a otro fiduciario. 


b) Modificar el contrato de emisión, que podrá 
comprender la remisión de parte de las deudas o la 
modificación de los plazos o condiciones iniciales. 


c) Continuar la administración de los bienes fidei- 
comitidos hasta la terminación del fideicomiso. 


d) Consagrar la forma de enajenación de los bie- 
nes del patrimonio fiduciario. 


e) Designar a la persona que tendrá a su cargo la 
enajenación del patrimonio como unidad de los bie- 
nes que lo conforman. 


f) Disponer cualquier otro tema relativo a la ad- 
ministración o liquidación del patrimonio fiduciario. 


g) La extinción del fideicomiso en los casos previs- 
tos en el artículo 31 de la presente ley. 


Lo resuelto por la asamblea de tenedores de títu- 
los de deuda será oponible al fideicomitente, fiducia- 
rio, beneficiario, y a los restantes tenedores de deuda 
que no hubieran adherido a la resolución. 


Las asambleas de tenedores de títulos de deuda se 
regirán por las disposiciones de la Ley N* 16.060, de 
4 de setiembre de 1989, en materia de asambleas de 
accionistas, en lo pertinente. 


CAPÍTULO V 
De la extinción del fideicomiso 


Artículo 33.- (Causas de extinción).- Serán cau- 
sas de extinción del fideicomiso: 


a) El cumplimiento total de sus fines o la imposi- 
bilidad absoluta de cumplirlos. 


b) El cumplimiento del plazo o condición resoluto- 
ria a que se hubiese sometido. En caso de no haberse 
dispuesto plazo alguno, el máximo legal será de 30 
años. Toda condición resolutoria de que penda la res- 
titución de los bienes fideicomitidos que tarde más 
de treinta años en cumplirse, se tendrá por verificada 
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llegado dicho plazo. 


c) El acuerdo entre fideicomitente y beneficiario, 
sin perjuicio de los derechos del fiduciario. 


d) La cesación en el pago de sus obligaciones, sal- 
vo el caso del fideicomiso financiero. 


e) La revocación del fideicomitente si se hubiere 
reservado expresamente esa facultad en el negocio 
de fideicomiso. 


f) Por resolución de la asamblea de tenedores de 
títulos de deuda, adoptada en los términos y condicio- 
nes establecidas en el artículo 32 de la presente ley. 


g) Por muerte o incapacidad judicialmente decla- 
rada del fiduciario, salvo que en el instrumento de 
constitución del fideicomiso se haya designado fidu- 
ciario sustituto. 


h) Por cualquier otra causa establecida expresa- 
mente en el instrumento de fideicomiso. 


Producida la extinción del fideicomiso, el fiducia- 
rio estará obligado a entregar los bienes fideicomiti- 
dos al fideicomitente o a sus sucesores, salvo que otra 
cosa se hubiera establecido en el negocio constituti- 
vo. En el caso de cese del fiduciario y si no se hubiere 
designado sustituto, dicha entrega operará de pleno 
derecho. Queda excluida de esta situación el caso de 
terminación del fideicomiso por cesación de pagos. 


En ningún caso el fiduciario podrá adjudicarse, en 
forma definitiva, los bienes recibidos en fideicomiso. 


Artículo 34.- (Derogación).- Se deroga el artículo 
865 del Código Civil. 


Artículo 35.- Sustitúyese el artículo 866 del Có- 
digo Civil, que quedará redactado en los siguientes 
términos: 


“866.- Serán nulas en la sustitución fideicomisa- 
ria las cláusulas que dispongan: 


1. Declarar inalienable todo o parte de la heren- 
cia. 


2”. Llamar a un tercero al todo o parte de los que 
reste de la herencia al morir el heredero. 


3”. La que, sin cumplir los requisitos previstos por 
la ley de fideicomiso, tenga por objeto dejar a uno el 
todo o parte de los bienes hereditarios, para que los 
aplique o invierta según las instrucciones que le hu- 
biere comunicado el testador (artículo 783)”. 
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CAPÍTULO VI 
Disposiciones tributarias 


Artículo 36.- (Sujeto Pasivo).- El fideicomiso 
será contribuyente de todos los tributos que gravan a 
las sociedades personales, en tanto se verifiquen a su 
respecto los restantes aspectos del hecho generador 
de los respectivos tributos. 


El fideicomiso tendrá asimismo la calidad de res- 
ponsable en iguales condiciones que las sociedades 
personales, siempre que se cumplan las hipótesis que 
dan origen a dicha responsabilidad. 


Artículo 37.- (Igualdad de tratamiento).- Los fi- 
deicomisos del exterior, que no actúen en el país me- 
diante sucursal, agencia o establecimiento, tendrán 
el mismo tratamiento tributario que el aplicable a los 
fideicomisos locales. 


Artículo 38.- (Remuneración de los fiduciarios).- 
Los ingresos que obtengan los fiduciarios como re- 
muneración de su actividad tendrán el mismo tra- 
tamiento tributario que el asignado a las Sociedades 
Administradoras de Fondos de Inversión. 


Artículo 39.- (Fideicomisos financieros).- A los 
efectos de fomentar el crédito destinado a la inver- 
sión, otórgase a los fideicomisos financieros cuyos 
certificados de participación en el dominio fiduciario, 
de deuda o títulos mixtos, se emitan mediante oferta 
pública, los siguientes beneficios: 


a) Exoneración del Impuesto a las Trasmisiones 
Patrimoniales a la parte enajenante y a la parte ad- 
quirente, por las transmisiones de bienes realizadas 
en cumplimiento del fideicomiso. 


b) Exoneración de los Impuestos al Valor Agrega- 
do, de Contribución al Financiamiento de la Seguri- 
dad Social y Específico Interno, a las enajenaciones 
de bienes y derechos realizadas en virtud del referido 
cumplimiento. 


El Poder Ejecutivo establecerá la forma en que ha- 
brá de hacerse efectiva la oferta pública a efectos de 
gozar de la exoneración y de lo dispuesto en el artícu- 
lo 41 de la presente ley. 


Artículo 40.- (Fideicomisos financieros).- Los 
fideicomisos financieros cuyo objeto especifico de in- 
versión consista en conjuntos homogéneos o análogos 
de derechos de crédito cuya titularidad sea transfe- 
rida al fideicomiso, tendrán el tratamiento tributario 
establecido para los fondos de inversión cerrados de 
crédito. 
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El Poder Ejecutivo podrá fijar tasas diferenciales 
del Impuesto a los Activos de las Empresas Bancarias 
en relación a aquellos créditos que no hubieran esta- 
do gravados por dicho impuesto antes de su cesión al 
fideicomiso. 


Artículo 41.- (Certificados de participación y 
títulos de deuda).- Los certificados de participación 
y títulos de deuda emitidos mediante oferta pública 
tendrán a efectos fiscales el mismo tratamiento res- 
pectivamente que las acciones que cotizan en Bolsa 
y que las obligaciones emitidas mediante suscripción 
pública y cotización bursátil. 


Artículo 42.- (Fideicomisos de garantía).- Exo- 
nérase del Impuesto a las Transmisiones Patrimonia- 
les a las transmisiones de bienes gravadas realizadas 
en cumplimiento de un fideicomiso de garantía. 


Dicha exoneración se aplicará a la parte enaje- 
nante y a la parte adquirente, tanto en la transmisión 
original de los bienes al fideicomiso, como en la trans- 
misión posterior al fiduciante. 


Artículo 43.- (Exoneraciones a los fideicomisos 
en general).- No será aplicable a los fideicomisos el 
Impuesto de Control a que refiere el Título 16 del 
Texto Ordenado 1996, ni el Impuesto a las Rentas 
de la Industria y Comercio correspondiente al hecho 
generador a que refiere el literal D) del artículo 2* del 
Título 4 del Texto Ordenado 1996. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a: 


a) Otorgar a los fideicomisos que no cumplan con 
la condición de oferta pública a que refiere el artículo 
39 de la presente ley, los beneficios fiscales estable- 
cidos en los literales a) y b) de dicho artículo. Esta 
facultad será otorgada en relación a actividades pro- 
ductivas por sectores específicos. 


b) Exonerar de tributos a los fideicomisos cuyos 
beneficiarios sean los Fondos de Ahorro Previsional, 
la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones, la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Univer- 
sitarios y la Caja de Jubilaciones y Pensiones Banca- 
rias. En este caso se requerirá que los títulos de parti- 
cipación en el dominio fiduciario, de deuda o mixtos, 
sean nominativos y la exoneración se aplicará duran- 
te el período en que el fondo de ahorro previsional o 
las cajas antes dichas sean titulares de los mismos y 
en la proporción que guarden con el monto total de 
títulos emitidos, de acuerdo con lo que establezca la 
reglamentación. 


c) Exonerar de tributos en iguales condiciones que 
las establecidas en el literal anterior a los fideicomi- 
sos cuyos beneficiarios sean entidades aseguradoras, 
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siempre que los títulos nominativos de participación 
en el dominio fiduciario, de deuda o mixtos, integren 
los activos respaldantes de las obligaciones previsio- 
nales a que refieren los artículos 54 y siguientes de la 
Ley N” 16.713, de 3 de setiembre de 1995. 


Artículo 44.- (Responsabilidad tributaria).- El fi- 
duciario responderá por las obligaciones tributarias 
del fideicomiso, en los términos del artículo 21 del 
Código Tributario. 


Artículo 45.- Se declara que las citas a las dis- 
posiciones del Texto Ordenado 1996 se refieren a las 
normas legales que le dan origen. 


Artículo 46.- La presente ley entrará en vigencia 
a los treinta días de su promulgación. 


En el mismo plazo el Poder Ejecutivo procederá a 
reglamentarla. 


Ley N* 18.046, de 24 de octubre de 2006 
SECCIÓN VI 

ORGANISMOS DEL ARTÍCULO 220 DE LA 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA 


Artículo 146.- Sustitúyese el inciso primero del 
artículo 199 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 
1996, en la redacción dada por el artículo 417 de la 
Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 199.- Las personas públicas no esta- 
tales y los organismos privados que manejan fondos 
públicos o administran bienes del Estado, presenta- 
rán sus estados contables, con dictamen de audito- 
ría externa, ante el Poder Ejecutivo y el Tribunal de 
Cuentas, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 589 
de la Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, con 
las modificaciones introducidas por el artículo 482 de 
la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001, y por el 
artículo 100 de la Ley N*16.134, de 24 de setiembre 
de 1990, en la redacción dada por el artículo 720 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. Auto- 
rízase al Poder Ejecutivo a exonerar del dictamen de 
auditoría externa citado precedentemente.” 


Ley N* 18.104, 15 de marzo de 2007 


IGUALDAD DE DERECHOS Y OPORTUNIDA- 
DES ENTRE HOMBRES Y MUJERES EN LA 
REPÚBLICA 
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CAPÍTULO 1 


PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD DE DERE- 
CHOS Y OPORTUNIDADES ENTRE HOMBRES 
Y MUJERES EN LA REPÚBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY 


Artículo 1*.- Se declaran de interés general las 
actividades orientadas a la igualdad de derechos y 
oportunidades entre hombres y mujeres en la Repú- 
blica Oriental del Uruguay. 


Artículo 2*.- El Estado deberá adoptar todas las 
medidas necesarias para asegurar el diseño, la elabo- 
ración, la ejecución y el seguimiento de las políticas 
públicas de manera que integren la perspectiva de 
género, contando con el marco general y orientador 
de esta ley. 


Artículo 3*.- Encomiéndase al Instituto Nacional 
de las Mujeres (artículo 377 de la Ley N* 17.930, de 
19 de diciembre de 2005), el diseño del Plan Nacio- 
nal de Igualdad de Oportunidades y Derechos que dé 
cumplimiento a los compromisos contraídos por el 
país en los instrumentos ratificados o firmados en el 
ámbito internacional de las Naciones Unidas, Organi- 
zación de los Estados Americanos y Mercado Común 
del Sur, relativos a la no discriminación de las perso- 
nas por razones de género. 


Artículo 4”.- El Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades y Derechos deberá: 


A) Garantizar el respeto y la vigilancia de los dere- 
chos humanos de las mujeres conceptualizados como 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales, aplicando y desarrollando una legislación 
igualitaria. 


B) Promover la ciudadanía plena, garantizando 
el ejercicio igualitario de los derechos; la inclusión 
social, política, económica y cultural de las mujeres, 
así como su participación activa en los procesos de 
desarrollo. 


C) Promover cambios culturales que permitan 
compartir en condiciones de igualdad el trabajo pro- 
ductivo y las relaciones familiares y aseguren el ac- 
ceso equitativo de hombres y mujeres a los procesos 
de innovación, ciencia y tecnología en los planes de 
desarrollo. 


Artículo 5”.- Las acciones propuestas por el Plan 
Nacional de Igualdad de Oportunidades y Derechos se 
implementarán a través de los distintos organismos eje- 
cutores del Estado, de acuerdo a los principios rectores 
establecidos en los artículos precedentes, convocando 
a la más amplia participación de la sociedad civil. 
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Artículo 6”.- El Instituto Nacional de las Mujeres 
deberá promover la coordinación y articulación de las 
instituciones y de las políticas públicas para la apli- 
cación de las políticas de igualdad de oportunidad y 
derechos, basándose en los principios de integralidad, 
descentralización, participación, inclusión y promo- 
ción de los derechos humanos. 


Artículo 7?.- El primer Plan Nacional de Igualdad 
de Oportunidades y Derechos deberá ser elevado al 
Poder Ejecutivo dentro de los ciento ochenta días de 
promulgada esta ley. 


CAPÍTULO Il 


DEL CONSEJO NACIONAL COORDINADOR 
DE POLÍTICAS PÚBLICAS DE IGUALDAD DE 
GÉNERO 


Artículo 8*.- Créase en la órbita del Ministerio 
de Desarrollo Social el Consejo Nacional Coordinador 
de Políticas Públicas de Igualdad de Género, presidi- 
do por un representante del Instituto Nacional de las 
Mujeres, el que estará integrado además por: 


- Un representante de cada Ministerio designado 
por el Ministro respectivo. 


- Un Ministro de la Suprema Corte de Justicia o 
quien esta designe. 


- Dos integrantes del Congreso de Intendentes o 
quienes este designe. 


- Cuatro representantes de la sociedad civil: dos 
designados por las organizaciones de mujeres, uno 
por el Plenario Intersindical de Trabajadores - Con- 
vención Nacional de Trabajadores y uno por las Cá- 
maras Empresariales. 


- Un representante de la Universidad de la Repú- 
blica. 


Para las designaciones, en todos los casos, se se- 
guirá el criterio de la máxima jerarquía. 


Artículo 9*.- Tendrá los siguientes fines: 


1) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de su 
competencia. 


2) Velar por el cumplimiento de esta ley y su re- 
glamentación. 


3) Promover la elaboración de Planes de Igualdad 
de Derechos y Oportunidades a nivel departamental. 


4) Aprobar el plan anual de actuación del organis- 
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mo, que será presentado por el Instituto Nacional de 
las Mujeres. 


5) Aprobar la memoria anual sobre gestión y fun- 
cionamiento del organismo. 


Artículo 10.- Podrá crear Comisiones Departa- 
mentales o Regionales, reglamentando su integración 
y funcionamiento. 


Artículo 11.- Dictará un reglamento interno de 
funcionamiento dentro de un plazo de ciento veinte 
días a partir de su instalación. 


Artículo 12.- Podrá convocar a las sesiones y con- 
sultar a representantes de organismos públicos y a 
personas no estatales que entienda que pueden apor- 
tar en las distintas áreas del Plan. 


Artículo 13.- Será obligatoria la rendición de 
cuentas anual ante la Asamblea General, respecto 
de los avances en la ejecución del Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades y Derechos, a realizarse 
en el marco de las actividades del 8 de marzo, Día 
Internacional de la Mujer. 


Ley N* 18.627, de 2 de diciembre de 2009 
MERCADO DE VALORES 
NORMAS PARA SU REGULACIÓN 


Artículo 1?.- (Ámbito de aplicación).- El mercado 
de valores, todos los agentes que en él participan, las 
bolsas de valores y demás mercados de negociación 
de valores de oferta pública, los valores y los emisores 
de valores de oferta pública, quedarán sometidos a las 
disposiciones de la presente ley, a la reglamentación 
que dicte el Poder Ejecutivo y a las normas generales 
e instrucciones particulares que dicte la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros del Banco Central 
del Uruguay para su ejecución. 


Artículo 2”.- (Definiciones y alcance).- Se en- 
tiende por oferta pública de valores la comunicación 
dirigida al público en general o a ciertos sectores 
o a grupos específicos de este, a efectos de adqui- 
rir, vender o canjear dichos valores. La invitación a 
la compra de valores realizada a los clientes de una 
institución de manera generalizada constituye oferta 
pública aunque no se realice publicidad al respecto. 


Las emisiones privadas quedan excluidas de las 
disposiciones del presente Título. En las emisiones 
privadas de valores se deberá dejar expresa constan- 
cia de su carácter privado, solo podrán colocarse en 
forma directa a personas físicas o jurídicas determi- 
nadas y no se podrán cotizar en Bolsa ni hacer pu- 
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blicidad de su colocación. Quien realice emisiones 
privadas será responsable de aclarar expresamente 
que dichas emisiones no han sido registradas por la 
Superintendencia de Servicios Financieros. 


Artículo 3*.- (Registro de Valores).- Solo podrá 
hacerse oferta pública de valores cuando estos y su 
emisor hayan sido inscriptos en el Registro de Valo- 
res que a esos efectos llevará la Superintendencia de 
Servicios Financieros. 


No requerirán inscripción en el Registro de Valo- 
res el Gobierno Central, el Banco Central del Uru- 
guay, los Gobiernos Departamentales y los valores por 
ellos emitidos. 


Artículo 4”.- (Inscripción en el Registro de Valo- 
res).- La solicitud de inscripción de valores de oferta 
pública en el Registro de Valores deberá ser presenta- 
da por la entidad emisora. 


La Superintendencia de Servicios Financieros po- 
drá prever requisitos diferenciales en atención al tipo 
de valor, de oferta, de inversor al cual va dirigida y 
de emisor de que se trate, asegurando por parte del 
emisor la debida información respecto de la caracte- 
rística de la emisión y del régimen al cual se encuen- 
tra sujeta. 


El prospecto autorizado será el que rija la emisión 
y el único que podrá inscribirse en los mercados de 
negociación de valores de oferta pública. 


Artículo 5”.- (Divulgación de información).- Los 
emisores de valores de oferta pública divulgarán en 
forma veraz, suficiente y oportuna, toda información 
esencial respecto de sí mismos, de los valores ofreci- 
dos y de la oferta. 


La reglamentación del Poder Ejecutivo y las nor- 
mas generales e instrucciones de la Superintendencia 
de Servicios Financieros, establecerán el contenido 
de la información y los requisitos para su divulgación, 
con la finalidad que los potenciales inversores dispon- 
gan de los elementos adecuados a los efectos de su 
decisión. 


Artículo 6”.- (Información reservada y confiden- 
cial).- Se considerará información privilegiada la in- 
formación de un emisor o de los valores que emita 
obtenida en razón del cargo o posición, inclusive la 
transmitida por un cliente en relación a sus propias 
órdenes pendientes, que no se ha hecho pública y 
que de hacerse pública podría influir sensiblemente 
sobre la cotización de los valores emitidos o sus de- 
rivados, así como la que se tiene de las operaciones 
de transmisión de la titularidad a realizar por un in- 
versionista en el mercado de valores a fin de obtener 
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ventajas con la negociación de valores. 


Los agentes intervinientes en el mercado de va- 
lores que revelen o confíen información privilegiada 
antes que la misma se divulgue al mercado, reco- 
mienden la realización de las operaciones con valores 
sobre los que tiene información privilegiada o hagan 
uso indebido y se valgan en beneficio propio o de ter- 
ceros de la información privilegiada serán pasibles de 
las sanciones a que refiere el artículo 118 de la pre- 
sente ley, sin perjuicio de las acciones por daño a que 
ello diere lugar. 


Serán pasibles de iguales sanciones y su conducta 
dará derecho a accionar civilmente por daños y per- 
juicios, los agentes intervinientes en el mercado de 
valores que divulguen información falsa o tendencio- 
sa sobre valores o emisiones con la finalidad de be- 
neficiarse de ello, sin perjuicio de lo dispuesto por la 
legislación penal. 


TÍTULO Il 
REGULACIÓN DEL MERCADO DE VALORES 


Artículo 7*.- (Fines).- Corresponde al Ban- 
co Central del Uruguay velar por la transparencia, 
la competitividad y el funcionamiento ordenado del 
mercado de valores, por la adecuada información a 
los inversionistas y por la reducción del riesgo sisté- 
mico. 


Artículo 8”.- (Regulación y fiscalización).- A los 
fines previstos por la presente ley, la Superintenden- 
cia de Servicios Financieros del Banco Central del 
Uruguay, en el ámbito de su competencia, dictará las 
normas a las cuales deberán ajustarse los mercados 
de valores y las personas físicas o jurídicas que en 
ellos intervengan con las características que se esta- 
blecen en la presente ley para la regulación y super- 
visión de cada tipo de entidad. 


Artículo 9”.- (Atribuciones).- Para el ejercicio de 
las competencias previstas en la presente ley, la Su- 
perintendencia de Servicios Financieros del Banco 
Central del Uruguay tendrá las siguientes atribucio- 
nes: 


1. Dictar normas tendientes a fomentar y preser- 
var un mercado de valores competitivo, ordenado y 
transparente. 


2. Dictar normas que establezcan los códigos de 
conducta a los cuales deben someterse los agentes 
participantes del mercado de valores. 


3. Llevar el registro de entidades y valores autori- 
zados para oferta pública. 
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4. Establecer reglas de carácter general conforme 
a las cuales se precise si una oferta es pública o no, 
de acuerdo con los términos del artículo 2* de la pre- 
sente ley. 


5. Reglamentar las operaciones de toma de con- 
trol de sociedades abiertas a efectos de preservar la 
transparencia del mercado y la protección de los in- 
versores. Á tales efectos, podrá fijar las condiciones 
en las cuales se vuelve obligatoria la oferta pública de 
adquisición de acciones. 


6. Requerir a las personas mencionadas en el ar- 
tículo 8” de la presente ley que brinden información 
con la periodicidad y bajo las formas que la Superin- 
tendencia juzgue necesarias, así como la exhibición 
de registros y documentos. Para el ejercicio de tales 
cometidos no le será oponible el secreto profesional. 


7. Requerir de las personas físicas y jurídicas no 
incluidas en el artículo 8* de la presente ley que brin- 
den información bajo las formas que la Superinten- 
dencia juzgue necesarias, así como la exhibición de 
registros y documentos, en ocasión de la realización 
de investigaciones e inspecciones vinculadas a asun- 
tos del mercado de valores. Para el ejercicio de tales 
cometidos no le será oponible el secreto profesional. 


8. Aprobar la creación de instituciones privadas 
que constituyan nuevos mercados de negociación de 
valores de oferta pública y sus requisitos de funcio- 
namiento. 


9. Dictar normas que establezcan el capital mí- 
nimo y la relación de activos a patrimonio para las 
personas físicas y jurídicas intervinientes en la oferta 
pública de valores. 


10. Dictar las normas contables y de valoración 
de activos aplicables a los agentes sometidos a su vi- 
gilancia. 


11. Dictar las normas para la gestión de riesgos 
dirigidas a los agentes sometidos a su vigilancia. 


12. Aplicar a todas las personas que infrinjan las 
normas las sanciones previstas en el artículo 118 de 
la presente ley, con excepción de aquellas que consti- 
tuyen competencia atribuida al Directorio del Banco 
Central del Uruguay. 


13. Participar en organismos internacionales en la 
materia de su competencia y celebrar convenios con 
dichos organismos, así como con entidades regulado- 
ras de mercados de valores en otros países. 


14. Intercambiar información relevante con los 
organismos indicados en el numeral anterior para 
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la investigación de infracciones o delitos cometidos 
en los mercados de valores. Con esa finalidad podrá, 
además, suscribir memorandos de entendimiento. 
Para este efecto solo se podrá suministrar informa- 
ción protegida por normas de confidencialidad si se 
cumplen los siguientes requisitos: 


A) La información a brindarse deberá ser utilizada 
por el organismo requirente al solo y específico objeto 
de analizar o sancionar los hechos constitutivos de las 
infracciones o delitos. 


B) Respecto a la información y documentación 
que reciban, tanto el organismo requirente como sus 
funcionarios deberán estar sometidos a las mismas 
obligaciones de secreto profesional que rigen para el 
Banco Central del Uruguay y sus funcionarios. 


Los convenios y memorandos de entendimiento 
que la Superintendencia celebre en ejercicio de la 
competencia establecida en los precedentes numera- 
les 13 y 14 deberán ser aprobados por el Directorio 
del Banco Central del Uruguay para poder entrar en 
vigor. 


TÍTULO HI 


COMISIÓN DE PROMOCIÓN DEL MERCADO 
DE VALORES 


Artículo 10.- (Creación, cometido y funciones).- 
Créase la Comisión de Promoción del Mercado de 
Valores, que tendrá como cometido la promoción del 
desarrollo del mercado de valores. 


La Comisión de Promoción del Mercado de Valo- 
res, para el cumplimiento de su cometido tendrá las 
funciones siguientes: 


1. Asesorar al Poder Ejecutivo en todas las mate- 
rias relativas a la promoción y el desarrollo del mer- 
cado de valores. En la consecución de esta función 
podrá asesorar al Poder Ejecutivo en relación a pro- 
yectos regulatorios. 


2. Promover y realizar estudios e investigaciones 
sobre el mercado de valores promoviendo iniciativas 
ante el Poder Ejecutivo y los demás agentes intervi- 
nientes en el mismo para impulsar su funcionamien- 
to y desarrollo. 


3. Promover y proponer políticas y acciones públi- 
cas en la materia de su competencia. 


Artículo 11.- (Organización).- La Comisión de 
Promoción del Mercado de Valores estará integrada 
por un representante designado por el Poder Eje- 
cutivo, dos representantes de las bolsas de valores y 
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demás instituciones existentes que constituyan mer- 
cados de negociación de valores de oferta pública, un 
representante de los emisores de oferta pública y dos 
representantes de las administradoras de fondos de 
ahorro previsional. El Poder Ejecutivo elegirá a los 
dos representantes de las bolsas de valores y demás 
instituciones mencionadas de negociación de valores 
de oferta pública al representante de los emisores así 
como a los representantes de las administradoras de 
fondos de ahorro previsional que integraran la Comi- 
sión de entre una lista que cada una de las citadas 
instituciones y grupos de agentes del mercado pre- 
sentara a estos efectos. Dicha Comisión estará presi- 
dida por el representante del Poder Ejecutivo. 


Artículo 12.- (Reglamentación).- El Poder Eje- 
cutivo reglamentará la forma y oportunidad de pro- 
puesta y elección de los representantes mencionados 
en el artículo anterior asi como la forma de funcio- 
namiento de la Comisión de Promoción del Mercado 
de Valores. 


TÍTULO IV 
VALORES 
CAPÍTULO I 
DEFINICIÓN 


Artículo 13.- (Definición).- Se entenderá por 
valores, a los efectos de la presente ley, los bienes o 
derechos transferibles, incorporados o no a un docu- 
mento, que cumplan con los requisitos que establez- 
can las normas vigentes. Se incluyen en este concep- 
to las acciones, obligaciones negociables, mercado 
de futuros, opciones, cuotas de fondos de inversión, 
títulos valores y, en general, todo derecho de crédito 
o inversión. 


CAPÍTULO II 

DE LOS VALORES ESCRITURALES 
SECCIÓN I 

DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 14.- (Valores escriturales).- Se entende- 
rá por valores escriturales aquellos que sean emitidos 
en serie y representados exclusivamente mediante 
anotaciones en cuenta que cumplan con los requi- 
sitos establecidos en esta ley y en la reglamentación 
que determine el Poder Ejecutivo. 


Las anotaciones en cuenta se efectuarán por la 
entidad registrante en un Registro de Valores Escri- 
turales que podrá ser llevado por medios electrónicos 
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u otros, en las condiciones que establezca la regla- 
mentación. 


Artículo 15.- (Creación).- Para emitir valores 
escriturales el emisor deberá otorgar un documento 
de emisión e inscribir los valores en el Registro de 
Valores Escriturales que a tales efectos establecerá la 
entidad registrante. 


A partir de dicha inscripción se realizarán en las 
cuentas de sus respectivos titulares las anotaciones 
de los valores comprendidos en la emisión. 


Artículo 16.- (Derechos sobre valores escritu- 
rales).- La constitución, modificación, transmisión y 
extinción de cualesquiera clases de derechos sobre 
valores escriturales solo tendrá lugar mediante la re- 
gistración en la cuenta del titular en el Registro de 
Valores Escriturales que llevará la entidad registrante. 


Artículo 17.- (Normas y principios sobre títulos 
valores).- Los principios y normas que rigen los títu- 
los valores se aplicarán a los valores escriturales en 
todo lo no previsto por las normas contenidas en esta 
ley. 


Artículo 18.- (Relaciones de consumo).- Las 
relaciones de los inversores con los intermediarios, 
bolsas de valores, otras instituciones privadas que 
constituyan mercados de negociación de valores de 
oferta pública y las entidades registrantes, en su 
caso, son relaciones de consumo reguladas por la Ley 
N* 17.250, de 11 de agosto de 2000. 


Artículo 19.- (Obligatoriedad. Convertibilidad).- 
Los valores de oferta pública deberán representarse 
mediante anotaciones en cuenta. 


Los valores de oferta privada podrán representar- 
se por medio de anotaciones en cuenta o títulos. No 
se podrán efectuar emisiones que revistan el carácter 
de escriturales y físicas simultáneamente. 


La forma de representación adoptada tendrá el 
carácter de irreversible en cada emisión y se aplicará 
a la totalidad de los valores que la integran. 


Artículo 20.- (Fungibilidad).- Los valores escri- 
turales de una misma emisión, emitidos por una mis- 
ma entidad, que tengan características idénticas de 
acuerdo con lo que establezca la reglamentación, po- 
drán operar como fungibles, sin perjuicio de su iden- 
tificación, especificación o desglose, cuando ello sea 
necesario o conveniente para el ejercicio de derechos 
sobre los mismos. 


44-C.S. 


SECCIÓN II 
DOCUMENTO DE EMISIÓN 


Artículo 21.- (Contenido y forma).- El emisor de- 
berá hacer constar en el documento de emisión en- 
tre otros, la entidad registrante y las características 
y condiciones de los valores a emitir que establezca 
la reglamentación, sin perjuicio de las enunciaciones 
que exijan leyes especiales aplicables a determinados 
valores. 


El documento de emisión se deberá otorgar en 
escritura pública o documento privado cuyas firmas 
serán certificadas por escribano público y se proto- 
colizará. 


La reglamentación establecerá las condiciones 
de registración de los respectivos documentos de 
emisión. 


Artículo 22.- (Publicidad).- Los titulares de valo- 
res escriturales y demás interesados así como el públi- 
co en general tienen derecho a obtener de cualquiera 
de las entidades habilitadas referidas en el artículo 24 
de la presente ley, la exhibición de los documentos de 
emisión registrados. 


El emisor, la entidad registrante y la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros cuando corresponda, 
deberán tener en todo momento los documentos de 
emisión registrados para su exhibición a disposición 
de cualquier interesado o del público en general. 


SECCIÓN II 
REGISTRO DE VALORES ESCRITURALES 


Artículo 23.- (Entidad registrante).- La entidad 
registrante es aquella que llevará las anotaciones en 
cuenta de los valores escriturales. Los códigos que 
utilizarán las anotaciones en cuenta serán aquellos 
reconocidos internacionalmente. 


Artículo 24.- (Entidades habilitadas).- El registro 
de los valores escriturales será atribuido a una única 
entidad por emisión. 


Podrán ser entidades habilitadas aquellas que 
cumplan con las condiciones que establezca la regla- 
mentación. 


El Registro de Valores Escriturales de valores emi- 
tidos por el Estado y regidos por ley nacional estará a 
cargo del Banco Central del Uruguay. 


Artículo 25.- (Efectos).- Todos los actos que 
afecten, constituyan, reconozcan, modifiquen, decla- 
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ren o extingan el dominio, el usufructo y demás de- 
rechos reales o personales sobre valores escriturales 
se realizarán mediante registración en la cuenta del 
titular en el Registro de Valores Escriturales corres- 
pondiente, aun cuando la inscripción se haya realiza- 
do mediante código. 


Tales actos surtirán efectos entre las partes y se- 
rán oponibles a terceros desde el momento de su ins- 
cripción en el Registro correspondiente. 


Artículo 26.- (Principios).- La organización y 
funcionamiento de los Registros de Valores Escritura- 
les, sistemas de identificación y control de los valores 
escriturales, así como las relaciones y comunicacio- 
nes de las entidades registrantes con los emisores, 
bolsas de valores, otras instituciones privadas que 
constituyan mercados de negociación de valores de 
oferta pública, intermediarios de valores e inversores 
se regirán por los principios de protección del inte- 
rés de los inversores y de la confidencialidad de las 
inversiones. 


En especial se deberán tener en cuenta los prin- 
cipios de prioridad de la inscripción y de tracto su- 
cesivo. 


Artículo 27.- (Identificación).- Las entidades re- 
gistrantes llevarán los registros de las cuentas corres- 
pondientes a cada emisión. 


Los intermediarios de valores efectuarán las ano- 
taciones en el registro de las entidades registrantes a 
nombre propio, cuando se trate de valores propios o 
por cuenta y orden de los inversionistas, conforme a 
lo indicado en el artículo siguiente. 


Artículo 28.- (Intermediarios de valores. Regis- 
tro).- Los intermediarios de valores deberán llevar un 
registro completo, claro y preciso de los valores por 
ellos inscriptos en los registros de las entidades re- 
gistrantes por cuenta y orden de los titulares reales 
mediante códigos de forma tal que permita la indivi- 
dualización plena y completa de estos y de sus suce- 
sores en su caso. 


Dichos registros deberán cumplir los mismos prin- 
cipios y requisitos establecidos por las leyes, decretos y 
normas de la Superintendencia de Servicios Financieros 
para los registros llevados por las entidades registrantes. 


Artículo 29.- (Rectificación de inscripciones).- 
Las entidades registrantes únicamente podrán rec- 
tificar las inscripciones inexactas en virtud de re- 
solución judicial o en caso de errores puramente 
materiales que resulten del propio registro o de la 
mera confrontación con el documento por el cual se 
practicó la inscripción. 
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Artículo 30.- (Responsabilidad).- Las entidades 
registrantes, incluidos los intermediarios de valores 
según corresponda, serán responsables frente a quie- 
nes resulten perjudicados por la omisión de realizar 
las correspondientes inscripciones, las inexactitudes, 
errores y retrasos, salvo que la omisión o la inscrip- 
ción inexacta o errónea hubiere sido causada por una 
conducta dolosa o culposa del perjudicado. 


La inobservancia de las normas de organización y 
funcionamiento de los registros y de los sistemas de 
identificación y control de los valores dará lugar a la 
responsabilidad civil de las entidades registrantes y/o 
de los intermediarios de valores, según corresponda, 
frente a quienes resulten perjudicados. 


Todo ello sin perjuicio de las sanciones penales o 
administrativas que también fueren aplicables. 


Artículo 31.- (Fiscalización).- Corresponderá 
a la Superintendencia de Servicios Financieros la 
fiscalización del cumplimiento por las entidades re- 
gistrantes e intermediarios de valores de todas sus 
obligaciones y, en especial, de las relacionadas con 
el cumplimiento y mantenimiento de los estándares 
técnicos y de organización de los registros. 


Artículo 32.- (Contrapartida).- La suma de los 
montos de todos los titulares inscriptos en el Registro 
de Valores Escriturales por cada emisión, deberá ser 
en todo momento la contrapartida exacta del valor 
total del monto circulante de la misma. 


El sistema de registraciones adoptado por las en- 
tidades registrantes deberá ser llevado de manera de 
garantizar a los inversores el cumplimento de lo esta- 
blecido en el inciso anterior. 


En protección de los titulares y demás interesa- 
dos, los emisores, las entidades registrantes e inter- 
mediarios de valores deberán contar con adecuados 
sistemas de registración de los valores que operen 
como fungibles. 


Artículo 33.- (Competencia de las entidades re- 
gistrantes).- Las entidades registrantes, además de 
practicar las inscripciones de la emisión, de la titula- 
ridad de los valores y de los actos que los afecten, po- 
drán brindar los servicios de administración de dichos 
valores, entendiendo por ello el cobro de dividendos, 
intereses o amortizaciones, según corresponda, y el 
pago a sus titulares. 


SECCIÓN IV 
TITULARIDAD, TRANSMISIÓN, DERECHOS 


Artículo 34.- (Titularidad).- Se presumirá titular 
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legítimo a quien figure en el Registro de Valores Es- 
criturales y, tratándose de inscripción realizada por 
intermediarios de valores por cuenta y orden de ter- 
ceros, a quien figure como titular en el registro del 
respectivo intermediario, salvo prueba en contrario. 


Artículo 35.- (Exoneración de responsabilidad).- 
La entidad emisora que cumpla de buena fe la pres- 
tación a favor del titular inscripto no incurre en res- 
ponsabilidad si resulta que este no es el titular real 
del valor. 


Artículo 36.- (Transmisión. Efectos. Excepcio- 
nes).- La transmisión de los valores escriturales ten- 
drá lugar por transferencia contable. La inscripción 
en el Registro de Valores Escriturales de la trans- 
misión a favor del adquirente producirá los mismos 
efectos que la tradición de los títulos. 


La transmisión surtirá efectos entre las partes y 
frente a terceros desde el momento que se haya prac- 
ticado la inscripción en la cuenta respectiva del Re- 
gistro de Valores Escriturales. 


El emisor solo podrá oponer, frente al titular de 
buena fe de los valores escriturales, las excepciones 
que hubiere podido esgrimir en el caso que los valores 
hubiesen estado representados por medio de títulos y 
aquellas que derivan del documento de emisión. 


Artículo 37.- (Copropiedad).- Los cotitulares de 
derechos sobre valores escriturales deberán designar 
un representante común para ejercer los derechos 
inherentes a los mismos. En su defecto, cualquier 
cotitular podrá solicitar la designación judicial de 
representante común a cuyos efectos se aplicará el 
procedimiento previsto por los artículos 346 y 347 del 
Código General del Proceso. 


Artículo 38.- (Terceros. Efectos).- Las transmi- 
siones de los valores escriturales a título oneroso o 
gratuito de dación en pago, permuta, fideicomiso, por 
ejecución forzada y cualquier otro título o modo, no 
surtirán efecto entre partes ni frente a terceros, has- 
ta que se proceda a su inscripción en el Registro de 
Valores Escriturales. 


A tales efectos el o los nuevos titulares deberán 
presentar ante el Registro de Valores Escriturales el 
documento público o privado que acredite su derecho 
como nuevo titular. 


Artículo 39.- (Transmisión por causa de muer- 
te).- En caso de transmisión por causa de muerte, la 
entidad registrante anotará a los sucesores quienes 
deberán acreditar su calidad de tales por medio de 
testimonio de la declaratoria de herederos. 
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Artículo 40.- (Derechos reales. Otros).- La cons- 
titución, modificación y extinción de derechos perso- 
nales, gravámenes, prendas u otros derechos reales, 
prohibición de innovar, anotación de la litis, embargos 
u otras medidas cautelares sobre valores escriturales, 
tendrá lugar mediante inscripción en la cuenta del 
titular en el correspondiente Registro de Valores Es- 
criturales. 


A tales efectos, los intermediarios de valores ten- 
drán la obligación de informar a la entidad registran- 
te lo que corresponda para su efectivización. 


La inscripción de prendas, prohibición de inno- 
var, anotación de la litis, embargos u otras medidas 
cautelares sobre valores escriturales producirán la 
oponibilidad frente a terceros del gravamen o medida 
inscripta y su consecuente prioridad frente a inscrip- 
ciones ulteriores. 


En ningún caso corresponderá la inscripción de 
las prendas en el Registro de Prendas sin Despla- 
zamiento al que se refiere el artículo 4” de la Ley 
N* 17.228, de 7 de enero de 2000, con las modifi- 
caciones introducidas por el artículo 301 de la Ley 
N* 17.296, de 21 de febrero de 2001. 


Las entidades registrantes deberán informar a los 
respectivos inversores, a las bolsas de valores, a otras 
instituciones privadas que constituyan mercados de 
negociación de valores de oferta pública y a los inter- 
mediarios de valores que intervengan en su comer- 
cialización los actos registrados al amparo del inciso 
primero del presente artículo. 


SECCIÓN V 
CERTIFICADO DE LEGITIMACIÓN 


Artículo 41.- (Prueba, legitimación e inmovili- 
zación).- La legitimación para el ejercicio de los de- 
rechos emergentes de los valores escriturales podrá 
acreditarse mediante certificados que serán expedi- 
dos a tales efectos por la entidad registrante y, ade- 
más, por los respectivos intermediarios de valores en 
el caso de valores inscriptos por estos. 


Los certificados de legitimación no conferirán más 
derechos que los relativos a la legitimación y no serán 
negociables. Serán nulos los actos de disposición que 
tengan por objeto los mismos. 


El plazo, el contenido y otras condiciones de emi- 
sión de los valores, serán fijados por la reglamenta- 
ción. 


Solo tienen legitimación para solicitar la expedi- 
ción de certificados los titulares de derechos sobre 
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los valores escriturales o sus representantes legales, 
voluntarios o estatutarios. 


Las entidades registrantes y los intermediarios de 
valores, en su caso, podrán expedir más de un certi- 
ficado de legitimación para los mismos valores y para 
ejercer los mismos derechos solo en caso de pérdida, 
destrucción o sustracción probada por los procedi- 
mientos que fije la reglamentación. 


Los valores respecto de los cuales se hayan expe- 
dido certificados de legitimación quedarán inmovili- 
zados por el plazo de su vigencia. 


Las entidades registrantes y los intermediarios de 
valores no podrán practicar inscripciones hasta que 
el titular no haya restituido los certificados expedidos 
a su favor, salvo que se trate de transmisiones que 
deriven de ejecuciones forzadas o que el certificado 
haya quedado privado de valor. 


Artículo 42.- (Devolución).- El usufructuario, 
acreedor prendario o titular de gravámenes u otros 
derechos, sin perjuicio de que pueda solicitar y ob- 
tener la expedición de uno nuevo, deberá restituir el 
certificado de legitimación que tenga expedido a su 
favor, dentro del día hábil siguiente en que le sea no- 
tificada la transmisión de valores. Vencido dicho pla- 
zo los referidos certificados caducarán. 


Artículo 43.- (Caducidad).- Los certificados de 
legitimación caducarán: 


1. Por el vencimiento del plazo de su vigencia o 
por el referido en las causales establecidas en la res- 
pectiva reglamentación. 


2. Por la transmisión de valores operada por la eje- 
cución forzada. 


3. Por la modificación de titularidad ordenada por 
sentencia judicial ejecutoriada. 


SECCIÓN VI 


DE LOS MEDIOS DE ALMACENAMIENTO Y 
TRANSMISIÓN DE DATOS 


Artículo 44.- (Medios electrónicos. Otros).- Las 
entidades registrantes y los intermediarios de valores 
podrán utilizar, para organizar los registros, archivos 
y demás documentos necesarios para el cumplimien- 
to de sus funciones así como para recibir y enviar 
información de todos los sujetos participantes en el 
mercado de valores, medios electrónicos y magnéti- 
cos sin perjuicio de otros que autorice el Banco Cen- 
tral del Uruguay. 
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Artículo 45.- (Sistemas de seguridad).- Las en- 
tidades registrantes y los intermediarios de valores 
deberán contar con sistemas de seguridad adecuados 
para prevenir y cubrir los riesgos operativos que de 
ellos dependan, así como implementar planes de con- 
tingencia para la inmediata recuperación de su capa- 
cidad operativa en caso de verse afectados por causas 
que les sean o no imputables. 


Artículo 46.- (Condiciones).- Las entidades re- 
gistrantes y los intermediarios de valores deberán or- 
ganizar sus registros con un sistema tecnológico, in- 
formático, electrónico o de cualquier naturaleza que 
reúna las condiciones de seguridad, disponibilidad, 
adaptabilidad e integridad, a cuyos efectos deberán 
contar con los elementos mínimos que fije la regla- 
mentación. 


Artículo 47.- (Prueba).- Todo registro relativo a 
valores escriturales en medio electrónico proveniente 
de emisiones públicas o privadas de oferta pública o 
privada, constituye documentación auténtica y como 
tal será válida y admisible como medio de prueba ha- 
ciendo plena fe a todos los efectos, de acuerdo con el 
artículo 4% de la Ley N” 18.600, de 21 de setiembre 
de 2009, siempre que esté debidamente autenticada. 


Artículo 48.- (Firmas).- Se considerará debida- 
mente autenticado todo documento en medio elec- 
trónico relacionado con valores escriturales de emi- 
sores públicos o privados, de oferta pública o privada, 
cuyo contenido esté validado por una o más firmas 
electrónicas o digitales mediante códigos u otras téc- 
nicas seguras, de conformidad con el artículo 6* de la 
Ley N* 18.600, de 21 de setiembre de 2009. 


Artículo 49.- (Firma digital).- Es de aplicación 
a todo registro electrónico de valores escriturales de 
emisores públicos o privados, de oferta pública o pri- 
vada, el régimen establecido en la Ley N* 18.600, de 
21 de setiembre de 2009, para la certificación elec- 
trónica. 


SECCIÓN VII 
OTRAS DISPOSICIONES 


Artículo 50.- (Derecho de voto).- El derecho de 
voto que acuerdan a sus titulares determinados va- 
lores será ejercido directamente por estos o por las 
personas que designen a tales efectos, mediante do- 
cumento escrito con firma notarialmente certificada. 


Artículo 51.- (Comprobantes. Constancias).- La 
entidad que lleve el Registro de los Valores Escritura- 
les debe otorgar al suscriptor de dichos valores com- 
probantes de la apertura de su cuenta y de todo mo- 
vimiento que se inscriba en ella. Asimismo, el titular 
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tendrá derecho a que se le entregue constancia del 
saldo, del estado de la cuenta y detalle total o parcial 
de los movimientos efectuados en la misma. 


Los intermediarios deben entregar a los inverso- 
res copia del documento de emisión y comprobantes 
de todas las operaciones que por su cuenta realicen 
con valores escriturales. 


A los efectos de la presente ley, constancia y com- 
probante son expresiones equivalentes. 


Artículo 52.- (Título suficiente. Título ejecu- 
tivo). - En todo caso de incumplimiento, las cons- 
tancias que emita la entidad registrante serán titulo 
suficiente para reclamar los derechos que cada una 
de ellas acrediten. Tendrán el carácter de título eje- 
cutivo pare reclamar el pago de toda cantidad líquida 
y exigible que corresponda a cualquier título así como 
para ejecutar toda clase de garantías otorgadas. En el 
caso que se trate de un titular inscripto en el registro 
que lleva el intermediario, el título se conformará con 
la constancia expedida por este a nombre del titular 
más la que la entidad registrante expida a nombre del 
intermediario en relación a la inversión que el mismo 
realizara por cuenta y orden de su cliente. 


Las acciones para reclamar la propiedad del va- 
lor escritural se tramitarán por el procedimiento de 
entrega de la cosa establecido en el artículo 364 del 
Código General del Proceso. 


Artículo 53.- (Insolvencia).- Los valores escritu- 
rales integran el patrimonio de sus titulares legítimos. 


Las entidades registrantes deberán contar con 
adecuados sistemas de identificación y separación de 
los valores de los diferentes inversores o titulares en- 
tre sí, incluso en los casos que aquellos valores ope- 
ren como fungibles. 


Igual obligación tendrán los intermediarios de va- 
lores quienes, además, deberán contar con adecua- 
dos sistemas de separación respecto de los valores de 
su propiedad. 


Las sumas entregadas por los inversores destina- 
das a la adquisición de valores escriturales continua- 
rán en el patrimonio de los inversores hasta que se 
efectúe la inscripción en la entidad registrante, de 
acuerdo con las instrucciones impartidas por los in- 
versores. 


Artículo 54.- (Secreto profesional).- Las entida- 
des registrantes y los intermediarios de valores están 
comprendidos en la obligación de secreto profesio- 
nal, en los términos del artículo 25 del Decreto-Ley 
N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, el que no 
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será oponible al Banco Central del Uruguay. 


Artículo 55.- (Secreto profesional. Dependien- 
te).- Toda persona que participe en cualquier con- 
cepto en la dirección, gestión, control o auditoría de 
la entidad registrante del emisor o de los intermedia- 
rios de valores intervinientes así como toda persona 
empleada o contratada por cualquiera de esos sujetos 
de derecho y que tenga conocimiento en el marco de 
su actividad profesional de informaciones relaciona- 
das con los valores escriturales y sus titulares, tam- 
bién está obligada a guardar secreto profesional en los 
términos previstos en el artículo 25 del Decreto-Ley 
N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, el cual no 
será oponible al Banco Central del Uruguay. 


SECCION VIII 
RESPONSABILIDAD - SANCIONES 


Artículo 56.- (Responsabilidad. Sanciones).- Sin 
perjuicio del régimen de responsabilidad y sanciones 
regulado por esta ley y por las normas aplicables dic- 
tadas por la Superintendencia de Servicios Financie- 
ros, los emisores, las entidades registrantes, las bolsas 
de valores, otras instituciones privadas que constitu- 
yan mercados de negociación de valores de oferta 
pública y los intermediarios de valores, serán res- 
ponsables por el funcionamiento seguro, continuo y 
confiable de la operativa con valores escriturales que 
cada uno realice y, en especial, por la conservación 
e inviolabilidad del Registro de Valores Escriturales 
bajo su responsabilidad. 


Cada uno de los agentes mencionados en el inciso 
precedente será responsable de todo y cualquier per- 
juicio que se irrogue a los inversores por las deficien- 
cias que les sean atribuibles en el cumplimiento de lo 
establecido en el inciso anterior. 


CAPÍTULO III 
DE LOS VALORES FÍSICOS 


Artículo 57.- (Valores físicos).- Se entenderá por 
valores físicos aquellos valores donde los derechos 
que otorgan estén asentados en un documento que 
tiene materialidad física. 


Artículo 58.- (De la custodia de valores físicos).- 
Los intermediarios de valores podrán custodiar valo- 
res físicos de sus clientes. En todos los casos, se debe- 
rá entregar al cliente constancia de la constitución de 
la custodia, identificando el valor y el cliente. 


Rige, en lo pertinente, lo dispuesto en el Capítulo 
II del presente Título. 
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CAPÍTULO IV 


DE LAS ENTIDADES DE CUSTODIA, COMPEN- 
SACIÓN Y LIQUIDACIÓN DE VALORES 


Artículo 59.- (Autorización).- Las entidades cuyo 
objeto sea prestar servicios de custodia, liquidación 
y compensación de valores requerirán autorización 
para operar y estarán sujetas al control del Banco 
Central del Uruguay, quien determinará los requisi- 
tos para su funcionamiento. 


Artículo 60.- (Funciones).- Las entidades de cus- 
todia, compensación y liquidación de valores podrán: 


1. Recibir depósitos de valores físicos y encargarse 
de su conservación y custodia hasta la restitución a 
quien corresponda. A todos los efectos, los valores fí- 
sicos que custodien se consideran fungibles. 


2. Llevar a nombre de los emisores los registros 
de acciones, obligaciones negociables y otros valores 
y los libros de accionistas y efectuar el registro de 
transferencias, así como la liquidación y compensa- 
ción de los valores depositados que se negocien en 
bolsa y en el mercado extrabursátil. 


3. Administrar los cobros y pagos de intereses, di- 
videndos y reajustes y amortizaciones de los valores 
que se encuentren custodiando. 


4. Extender las certificaciones que les fueren so- 
licitadas. En los casos que las leyes o reglamentos 
exijan títulos, bastará el certificado conferido por el 
depósito centralizado de compensación y liquidación 
de valores. 


Artículo 61.- (Prohibiciones).- A las entidades de 
custodia, compensación y liquidación de valores les 
está prohibido: 


1. Ejercer derecho alguno sobre los valores regis- 
trados en él o disponer de tales valores. 


Efectuar transferencias encomendadas por per- 
sonas no habilitadas a actuar en su ámbito, con las 
excepciones que determine el Banco Central del 
Uruguay. 


Salvo los casos establecidos en el artículo 25 del 
Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, 
proporcionar información sobre los datos que aparez- 
can en sus registros. Exclúyese de esta prohibición la 
información que requiriesen los emisores de valores 
respecto de valores por ellos emitidos, los intermedia- 
rios de valores respecto de los valores por ellos entre- 
gados y al Banco Central del Uruguay. 
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Artículo 62.- (Normas para la compensación y 
liquidación).- El Banco Central del Uruguay dictará 
las normas por las cuales deben regirse los procesos 
de compensación y liquidación de los valores deposi- 
tados, pudiendo prever la existencia de la compensa- 
ción multilateral a efectos que los procesos de liqui- 
dación se realicen sobre una base neta. 


TÍTULO V 


OBLIGACIONES NEGOCIABLES Y TÍTULOS 
DE DEUDA 


CAPÍTULO I 
ÁMBITO DE APLICACIÓN 


Artículo 63.- (Entidades comprendidas).- Las 
sociedades comerciales, nacionales o extranjeras, las 
cooperativas, los entes autónomos y servicios descen- 
tralizados del dominio industrial y comercial del Es- 
tado y las personas públicas no estatales con actividad 
industrial o comercial podrán emitir obligaciones ne- 
gociables conforme a las disposiciones de la presente 
ley. Todo título de deuda, cualquiera sea su denomi- 
nación, que por su naturaleza sea asimilable a una 
obligación negociable, se regirá por las disposiciones 
de la presente ley. 


Las emisiones de los entes autónomos y los ser- 
vicios descentralizados del dominio industrial y co- 
mercial del Estado, así como las personas públicas no 
estatales deberán contar con autorización del Poder 
Ejecutivo con informe previo del Banco Central del 
Uruguay. 


CAPÍTULO Il 
TIPOS DE OBLIGACIONES NEGOCIABLES 


Artículo _64.- (Clases de obligaciones). -Podrán 
emitirse diversas clases de obligaciones negociables 
con derechos diferentes. Dentro de cada clase se 
otorgarán los mismos derechos. 


La emisión podrá dividirse en series. No podrán 
emitirse nuevas series de la misma clase mientras las 
anteriores no estén totalmente suscritas o no se hu- 
biere cancelado el saldo no colocado. 


Artículo 65.- (Obligaciones convertibles).- Las 
sociedades por acciones podrán emitir obligaciones 
negociables convertibles en acciones de la sociedad 
emisora, de acuerdo con las condiciones establecidas 
en el título valor o en el contrato de emisión y con las 
disposiciones legales vigentes. 
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CAPÍTULO HI 
EMISIÓN DE OBLIGACIONES NEGOCIABLES 


Artículo 66.- (Documento de emisión).- El docu- 
mento de emisión deberá contener: 


A) La denominación del título. 


B) Lugar y fecha de su emisión así como la de su 
vencimiento. 


C) El nombre y el domicilio del emisor, así como el 
lugar de pago, si no fuera el mismo que el domicilio. 


D) El número de serie y de orden de cada título, 
así como el valor nominal que representa. 


E) El monto y la moneda de la emisión. 
F) El plazo. 
G) La naturaleza de la garantía, si la hubiere. 


H) Las condiciones y la oportunidad en que se 
efectuará la conversión en acciones, si la hubiere. 


D Las condiciones de amortización. 


J) El interés y la forma de reajuste o actualización 
del valor del capital, si correspondiere. 


K) Las mayorías necesarias para la modificación 
de términos y condiciones deberá representar por lo 
menos el 75% (setenta y cinco por ciento) del monto 
total circulante de la emisión. 


Artículo 67.- (Normas supletorias). - A las obli- 
gaciones negociables se les aplicarán, supletoriamen- 
te, las disposiciones sobre acciones y títulos valores 
en lo que corresponda. 


Artículo 68.- (Efecto jurídico de la adquisición 
de obligaciones negociables).-La adquisición de obli- 
gaciones negociables importará la aceptación y la ra- 
tificación de todas las estipulaciones, las normas y las 
condiciones de la emisión y del contrato del fiducia- 
rio, si lo hubiere. 


CAPÍTULO IV 


OBLIGACIONES NEGOCIABLES CONVERTI- 
BLES EN ACCIONES 


Artículo 69.- (Derechos de preferencia).- Los ac- 
cionistas que tengan los derechos de preferencia y de 
acrecer en la suscripción de nuevas acciones podrán 
ejercerlos en la suscripción de obligaciones negocia- 
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bles convertibles. 


Se aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto en los 
artículos 326 a 330 de la Ley N” 16.060, de 4 de se- 
tiembre de 1989. 


Artículo 70.- (Aumento de capital).- La reso- 
lución sobre la emisión de obligaciones negociables 
convertibles debe incluir, asimismo, la decisión de 
aumentar el capital social en la cantidad necesaria 
para atender las eventuales solicitudes de conversión. 


Artículo 71.- (Cambio de calidad jurídica).- El 
tenedor que ejerza la opción de conversión será con- 
siderado accionista desde que la sociedad sea notifi- 
cada de su decisión. Esta deberá entregar las accio- 
nes que le correspondan o certificados provisorios de 
las mismas dentro de los treinta días de verificada la 
opción. 


Artículo 72.- (Derecho de acrecer).- Cuando la 
sociedad celebre un convenio de colocación en firme 
de obligaciones negociables convertibles en acciones 
con un agente intermediario, para su posterior distri- 
bución entre el público, la asamblea extraordinaria 
de accionistas puede suprimir el derecho de acrecer 
y reducir a no menos de quince días el plazo para 
ejercer la preferencia. 


CAPÍTULO V 
REPRESENTANTES 


Artículo 73.- (Designación de representantes de 
los titulares de los valores).-El emisor deberá, cuando 
se trate de una colocación de oferta pública, celebrar 
con una institución de intermediación financiera, 
con intermediarios de valores u otras entidades espe- 
cializadas autorizadas a tales efectos por la Superin- 
tendencia de Servicios Financieros, un convenio por 
el que estas tomen a su cargo la representación de 
los titulares de los valores durante la vigencia de la 
emisión y hasta su cancelación total. 


Será de aplicación, en lo pertinente, lo dispuesto 
por los artículos 456, 457 y 464 de la Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989. 


El contrato otorgado en la designación de este 
representante deberá contener disposiciones que 
permitan a una mayoría especial de titulares de obli- 
gaciones negociables o de valores que establezcan 
derechos de crédito que representen más del 75% 
(setenta y cinco por ciento) del total de la emisión, 
salvo que el contrato estableciera un porcentaje ma- 
yor, la sustitución de la institución que los representa 
o la modificación de las condiciones de emisión que 
impliquen el otorgamiento de quitas, esperas, modifi- 
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caciones de las fechas de pago del capital o intereses, 
modificación de la moneda de pago y otras que el con- 
trato establezca. Las resoluciones de dicha mayoría 
especial serán oponibles a la totalidad de tenedores 
de las obligaciones negociables o de valores de la mis- 
ma serie. 


Lo establecido en el inciso precedente es sin per- 
juicio del derecho de cada titular de los valores de 
ejercer individualmente acciones para el cobro de lo 
adeudado. 


Artículo "74. - (Asamblea de obligacionistas). 
- Las asambleas de obligacionistas se regirán en 
cuanto a su constitución, funcionamiento y mayorías 
para adoptar resoluciones por lo estipulado en los tér- 
minos y condiciones de las obligaciones negociables y, 
en caso de inexistencia de precisiones, por las dispo- 
siciones que rigen las asambleas extraordinarias de 
accionistas. 


“« 


CAPÍTULO VI 
GARANTÍAS 


Artículo 75.- (Garantías admitidas).- Pueden 
emitirse obligaciones negociables con cualquier tipo 
de garantía real o personal, cumpliendo con los requi- 
sitos formales que para cada tipo exija la ley y con las 
estipulaciones contenidas en este Capítulo. 


Las garantías se otorgarán antes de la fecha de 
emisión de las obligaciones o simultáneamente con 
dicha emisión. 


Las garantías podrán constituirse válidamente en 
favor de los futuros titulares con la firma del emisor y 
con la del otorgante si fuere un tercero. 


Para su inscripción en los registros públicos co- 
rrespondientes, las garantías reales solamente indi- 
vidualizarán al emisor y a las obligaciones negocia- 
bles a ser garantizadas, con indicación de su monto, 
fecha de vencimiento y demás condiciones que indi- 
que la reglamentación, sin necesidad de identificar 
a los titulares. 


En los casos de oferta pública y previo a la ins- 
cripción de la emisión, se deberá depositar en la Su- 
perintendencia de los Servicios Financieros o ante 
quien esta determine, copia auténtica del documen- 
to constitutivo de la garantía, en el que conste feha- 
cientemente su inscripción en el registro público co- 
rrespondiente, si fuere el caso. Tratándose de oferta 
privada, lo anterior podrá cumplirse ante cualquier 
entidad financiera de plaza. Los depositarios solo en- 
tregarán el referido documento para su cancelación 
al Juzgado competente en caso de acción judicial. 
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Si la garantía consistiera en prenda con despla- 
zamiento, la entrega de la cosa prendada se hará al 
representante de los titulares de los valores o a un 
depositario designado por el emisor, quien actuará 
en representación de los titulares y será responsable 
ante estos conforme a derecho. 


Artículo 76.- (Transferencia y cancelación de ga- 
rantías).- Los derechos emergentes de las garantías, 
sean reales o personales, se transferirán de pleno de- 
recho por la sola transmisión de la obligación nego- 
ciable o de los cupones correspondientes, no siendo 
necesario realizar inscripción alguna. 


Para los títulos de oferta pública, en la cancela- 
ción de garantías, cuando no concurra un represen- 
tante de los titulares de los valores o no se obtuviere 
la conformidad unánime de los titulares, la sociedad 
emisora deberá acreditar ante la Superintendencia 
de Servicios Financieros el pago o el rescate total de 
las obligaciones negociables o la consignación de los 
importes ante el mismo Banco, sin requerirse previa 
oblación. La Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros emitirá una constancia de cancelación de la 
emisión para su presentación ante el depositario para 
la restitución de la cosa. 


La consignación de los importes de las obligacio- 
nes por oferta privada deberá realizarse judicialmen- 
te. 


Artículo 77.- (Acción ejecutiva).- Los títulos re- 
presentativos de las obligaciones negociables otorgan 
acción ejecutiva a sus tenedores para reclamar el ca- 
pital, los intereses y cualquier otra suma que pudiese 
ser exigible al emisor de acuerdo con los términos y 
condiciones de la emisión, así como para ejecutar las 
garantías otorgadas. 


La acción de cobro prescribe a los cuatro años 
contados a partir del vencimiento. 


Artículo 78.- (Prohibición a la sociedad emiso- 
ra).- La sociedad emisora no podrá distribuir utilida- 
des si se encontrare en mora en el pago de intereses 
o amortizaciones de las obligaciones negociables que 
hubiera emitido o en el pago de cualquier otra suma 
que fuese debida a los titulares de tales valores, de 
acuerdo con los términos y condiciones de la emisión. 


Artículo 79.- (Caducidad del plazo por disolución 
de la sociedad).- Cuando la sociedad emisora de obli- 
gaciones se disuelva antes de que venza el plazo con- 
venido para su pago, aquellas serán exigibles desde el 
día en que se haya resuelto o declarado la disolución. 
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TÍTULO VI 
GOBIERNO CORPORATIVO 


Artículo 80.- (Gobierno corporativo).- Las bolsas 
de valores, otras instituciones privadas que consti- 
tuyan mercados de negociación de valores de oferta 
pública y los emisores de valores de oferta pública 
deberán adoptar las prácticas de gobierno corporativo 
establecidas en la presente ley y su reglamentación de 
forma de asegurar procesos adecuados de supervisión 
y control de la gestión de su dirección y el trato justo 
e igualitario de los accionistas, en caso de haberlos. 


En relación a los emisores, la reglamentación es- 
tablecerá como mínimo su obligación de: 


Divulgar en forma completa, puntual y exacta los 
resultados financieros y demás información relevante 
para los inversores. 


Adoptar las normas de contabilidad y auditoría 
conforme a los estándares internacionales. 


La Superintendencia de Servicios Financieros po- 
drá adoptar normas para requerir la incorporación de 
compromisos de práctica de gobierno corporativo por 
parte de los emisores en sus prospectos, así como es- 
tablecer una calificación de estas prácticas. 


Artículo 81.- (Estructura del Directorio, Comité 
de Auditoría y de Vigilancia).- Las bolsas de valores, 
otras instituciones privadas que constituyan merca- 
dos de negociación de valores de oferta pública y los 
emisores de valores de oferta pública que tengan un 
patrimonio mayor al que determine la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros a tales efectos, de- 
berán adecuar el funcionamiento de su directiva a lo 
que establezca la reglamentación. 


Artículo 82.- (Obligación de lealtad de directo- 
res).- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 83 
de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, los 
directores de entidades que realicen oferta pública de 
valores deberán hacer prevalecer el interés social por 
sobre cualquier otro interés personal o de un tercero, 
incluso el del accionista controlante, absteniéndose 
de procurar cualquier beneficio personal a cargo de la 
sociedad que no sea la propia retribución. 


En el cumplimiento de sus funciones no podrán: 

1. Presentar a los accionistas o público en general 
informaciones falsas u ocultar información que estén 
obligados a divulgar conforme a la ley o la reglamen- 


tación aplicable. 


2. Tomar en préstamo dinero o bienes de la socie- 
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dad o usar en provecho propio o de personas relacio- 
nadas, los bienes, servicios o créditos de la sociedad. 


3. Usar en beneficio propio o de personas relacio- 
nadas las oportunidades comerciales de que tuvieren 
conocimiento en razón de su cargo con perjuicio para 
la sociedad. 


4. Usar de su cargo para obtener ventajas indebi- 
das para sí o para personas relacionadas, en perjuicio 
de la sociedad. 


5. Impedir u obstaculizar las investigaciones des- 
tinadas a establecer su propia responsabilidad o la de 
los empleados de la sociedad. 


A los efectos de esta ley, las personas físicas o ju- 
rídicas beneficiarias reales de parte del patrimonio 
social bajo cuya dirección o instrucciones suelan ac- 
tuar los directores de una sociedad tendrán las mis- 
mas responsabilidades de los directores en cuanto sea 
aplicable. 


La reglamentación de esta ley podrá extender al- 
gunas o todas las disposiciones establecidas en este 
artículo, así como en el artículo siguiente, a los ac- 
cionistas controlantes de la entidad que realice oferta 
pública de valores. 


Artículo 83.- (Contratación de directores con 
la sociedad).- Los administradores y directores de 
entidades que realicen oferta pública de valores no 
podrán celebrar contratos con la sociedad que se re- 
lacionen con la actividad propia del giro si los mismos 
no son aprobados previamente por el directorio, quien 
deberá solicitar a dichos efectos la opinión del comi- 
té de auditoría y vigilancia de existencia preceptiva 
en toda entidad que realice oferta pública de valores. 
Si el director que pretenda celebrar contrato con la 
sociedad en tales circunstancias fuera miembro del 
comité de auditoría y vigilancia, deberá abstenerse de 
dar opinión en casos que lo involucren. 


Los contratos que no se relacionen con la acti- 
vidad propia del giro deberán ser aprobados previa- 
mente por la asamblea de accionistas o contar con el 
consentimiento igual o superior al 60% (sesenta por 
ciento) del capital social de la sociedad. 


Artículo 84.- (Retribución de directores).- Cual- 
quier tipo de retribución a los directores de entidades 
que realicen oferta pública de valores requerirá un 
consentimiento igual o superior al 60% (sesenta por 
ciento) del capital social de la sociedad representado 
en la asamblea de accionistas. 


Artículo 85.- (Obligación de información de la 
participación en el capital).- Los directores de enti- 
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dades que realicen oferta pública de valores deberán 
informar a la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros y a las bolsas de valores donde coticen sus va- 
lores, las participaciones de capital que mantienen 
en la sociedad. 


Igual obligación tendrán las personas físicas o jurí- 
dicas que, directamente o por intermedio de otros su- 
jetos de derecho, sean titulares de más de 10% (diez 
por ciento) del capital con derecho a voto. 


Las entidades que realicen oferta pública debe- 
rán informar a la Superintendencia de Servicios Fi- 
nancieros y a las bolsas de valores donde coticen sus 
valores, el porcentaje de capital que los directores y 
demás personas comprendidas en lo previsto en el 
presente artículo mantienen en la sociedad. 


Artículo 86.- (Información complementaria de 
memoria).- La memoria anual de las entidades que 
realicen oferta pública de valores deberá contener, 
además de la información que surge del artículo 92 
de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, in- 
formación relativa a la adopción de prácticas de go- 
bierno corporativo, los mecanismos de retribución de 
los directores y toda información relevante que pueda 
afectar la transparencia de la emisión conforme a lo 
que establezca la reglamentación. 


TÍTULO VII 
MERCADOS E INTERMEDIARIOS 
CAPÍTULO 1 


BOLSAS DE VALORES Y OTRAS INSTITUCIO- 
NES QUE CONSTITUYAN 


MERCADOS DE NEGOCIACIÓN DE VALORES 
DE OFERTA PÚBLICA 


Artículo 87.- (Definición).- Las bolsas de valo- 
res y demás instituciones que constituyan mercados 
de negociación de valores de oferta pública, son en- 
tidades que tienen por objeto proveer a sus miem- 
bros los medios necesarios para que puedan realizar 
eficazmente las transacciones de valores mediante 
mecanismos de subasta pública y para que puedan 
efectuar las demás actividades de intermediación 
de valores que procedan de acuerdo con la ley y con 
la reglamentación que dicte la Superintendencia de 
Servicios Financieros. 


Podrán realizar las actividades conexas de cambio 
y mesa de dinero que realizan a la fecha de promulga- 
ción de esta ley. Asimismo, podrán realizar las activi- 
dades que sean necesarias para el adecuado desarro- 
llo del mercado de valores, las que serán previamente 
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autorizadas por la Superintendencia de Servicios Fi- 
nancieros. 


Artículo 88.- (Regulación y fiscalización).- Las 
bolsas de valores y demás instituciones privadas que 
constituyan mercados de negociación de valores de 
oferta pública están sujetas a la regulación y fiscaliza- 
ción de la Superintendencia de Servicios Financieros. 


En el ámbito de sus competencias, las bolsas de 
valores y demás instituciones que constituyan mer- 
cados de negociación de valores de oferta pública de- 
berán reglamentar su actividad, vigilando el estricto 
cumplimiento de dichos reglamentos, de manera de 
asegurar la existencia de un mercado competitivo, or- 
denado y transparente, sin perjuicio de las facultades 
de regulación de la Superintendencia de Servicios 
Financieros. 


Artículo 89.- (Requisitos).- Las bolsas de valores 
deberán: 


1. Adoptar preceptivamente la forma jurídica de 
sociedad anónima por acciones nominativas. Las bol- 
sas de valores que a la fecha de la promulgación de 
esta ley no tengan dicha forma jurídica podrán con- 
servar la forma jurídica adoptada con anticipación a 
la presente ley. 


2. Incluir en su nombre la expresión “bolsa de va- 
lores”. 


3. Tener por objeto exclusivo el indicado en el ar- 
tículo 87 de la presente ley, pudiendo efectuar las de- 
más actividades conexas que la Superintendencia de 
Servicios Financieros les autorice o exija de acuerdo 
con sus facultades. 


4. Tener el capital mínimo y constituir las garan- 
tías que determine la Superintendencia de Servicios 
Financieros. 


5. Cumplir con los demás requisitos que contem- 
plen sus estatutos y reglamentos internos, autoriza- 
dos por la Superintendencia de Servicios Financieros. 


Artículo 90.- (Autorización previa).- Cada bolsa 
de valores requerirá para funcionar autorización pre- 
via de la Superintendencia de Servicios Financieros, 
acreditando haber cumplido los requisitos indicados 
en este artículo y en el precedente y aquellos que la 
Superintendencia de Servicios Financieros establez- 
ca mediante normas de carácter general. 


Deberá acreditar, como mínimo, a satisfacción de 
la Superintendencia de Servicios Financieros que: 


1. Se encuentra organizada y tiene la capacidad 
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necesaria para realizar las funciones de una bolsa de 
valores. 


2. Ha adoptado la reglamentación interna exigida 
por esta ley. 


3. Tiene la capacidad necesaria para cumplir y ha- 
cer cumplir a sus miembros, las disposiciones de sus 
estatutos y reglamentación interna. 


4. Cuenta con los medios necesarios y con los pro- 
cedimientos adecuados que permitan la mejor ejecu- 
ción de las órdenes de los inversores. 


Artículo 91.- (Desarrollo del objeto).- Para el 
desarrollo de su objeto, las bolsas de valores, como 
mínimo, deberán: 


1. Establecer instalaciones y sistemas que permi- 
tan el encuentro ordenado de las ofertas de compra 
y venta de valores y la ejecución de las transacciones 
correspondientes. 


2. Proporcionar y mantener a disposición del pú- 
blico información sobre los valores cotizados y transa- 
dos en bolsa, sus emisores, intermediarios y las ope- 
raciones bursátiles. 


3. Velar por el estricto cumplimiento por parte de 
sus miembros de los más elevados principios éticos 
y de todas las disposiciones legales y reglamentarias 
que les sean aplicables. 


4. Informar y certificar las cotizaciones y transac- 
ciones de bolsa y proporcionar diariamente amplia in- 
formación sobre dichas cotizaciones y transacciones. 


Artículo 92.- (Normativa interna).- En la regla- 
mentación de sus propias actividades las bolsas de va- 
lores deberán incluir normas tendientes a promover 
principios justos y equitativos en las transacciones de 
bolsa estableciendo los derechos y obligaciones de los 
operadores en relación a las operaciones que realizan 
y, en especial, normas que establezcan la prioridad, 
paridad y precedencia de las órdenes, de modo de 
garantizar mercados justos y ordenados, para que el 
inversor pueda obtener la más conveniente ejecución 
de sus instrucciones. 


Asimismo, las normas deberán contener obligacio- 
nes de los operadores con sus clientes, incluyendo 
aquellas derivadas de las recomendaciones de inver- 
siones que hagan estos y los mecanismos para dife- 
renciar las transacciones realizadas por los interme- 
diarios de valores por cuenta propia de las realizadas 
por cuenta de terceros. 


Se deberá propender a la protección de los inver- 


54-C.S. 


sores contra fraudes y otras prácticas ilegítimas. 


Toda la normativa interna que adopten las bolsas 
de valores deberá ser previamente aprobada por la 
Superintendencia de Servicios Financieros. 


Artículo 93.- (Operadores de bolsa).- Las bolsas 
de valores podrán admitir que participen en su ámbi- 
to inversores especializados autorizados expresamen- 
te por la Superintendencia de Servicios Financieros. 


El hecho que un inversor especializado sea opera- 
dor de una bolsa de valores no lo convierte en inter- 
mediario de valores. Sin perjuicio de lo expresado, a 
los efectos de operar en una bolsa de valores, deberá 
cumplir las normas generales e instrucciones parti- 
culares que dicte la bolsa respectiva y la Superinten- 
dencia de Servicios Financieros. 


CAPÍTULO Il 
INTERMEDIARIOS DE VALORES 


Artículo 94.- (Concepto y tipo de intermedia- 
rios).- Se consideran intermediarios de valores aque- 
llas personas físicas o jurídicas que realizan en forma 
profesional y habitual operaciones de intermediación 
entre oferentes y demandantes de valores de oferta 
pública o privada. 


Los intermediarios de valores que actúan como 
miembros de una bolsa de valores u otra institución 
que constituya un mercado de negociación de valores 
de oferta pública se denominan corredores de bolsa 
y aquellos que operan fuera de dichos mercados se 
denominan agentes de valores. 


Artículo 95.- (Regulación y fiscalización).- Los 
intermediarios de valores, tanto en su actividad en la 
oferta pública como privada de valores, están sujetos 
a la regulación y fiscalización de la Superintendencia 
de Servicios Financieros. 


Artículo 96.- (Autorización).- Los intermediarios 
de valores requerirán autorización de la Superin- 
tendencia de Servicios Financieros para actuar. Los 
requisitos que fije la Superintendencia de Servicios 
Financieros podrán ser diferenciados, en función de 
que el intermediario actúe únicamente por cuenta de 
terceros o por cuenta propia y de terceros, que sean 
corredores de bolsa, agentes de valores u otras cir- 
cunstancias que estime apropiadas. 


Al considerar la solicitud de autorización se ten- 
drán en cuenta razones de legalidad, oportunidad y 


conveniencia. 


Las bolsas de valores podrán establecer requisitos 
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adicionales para aquellos intermediarios que actúen 
en su ámbito. 


Artículo 97.- (Requisitos de inscripción).- Para 
ser autorizados e inscriptos en el Registro de Inter- 
mediarios de Valores que lleva la Superintendencia 
de Servicios Financieros, deberán acreditar, a satis- 
facción de esta institución, los siguientes requisitos: 


1. Fijar domicilio comercial para desarrollar las 
actividades de intermediación. 


2. Incluir en su nombre la expresión “corredor de 
bolsa” o “agente de valores” respectivamente. 


3. Ser sociedad comercial bajo cualquiera de los 
tipos sociales previstos en la Ley N” 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989, debiendo ser los socios personas 
físicas. En el caso de sociedades anónimas, sus accio- 
nes deberán ser nominativas y pertenecer a personas 
físicas o acreditarse la cadena de accionistas hasta 
identificar al sujeto de derecho que ejerce el efectivo 
control sobre la misma. Las personas físicas que a la 
fecha de la sanción de la presente ley actúen como 
intermediarios de valores deberán adecuarse a esta 
disposición en el plazo de un año. 


4. Tener el capital mínimo y constituir las garan- 
tías que determine la Superintendencia de Servicios 
Financieros. 


5. Mantener una estructura de administración, 
organización y controles internos adecuados. 


6. Acreditar ante la Superintendencia de Servicios 
Financieros respecto de los miembros de su Directo- 
rio, integrantes de la Comisión Fiscal si la hubiere 
y su personal superior, capacidad legal, ausencia de 
inhibiciones legales, no haber sido condenados por 
delitos vinculados al sistema financiero, no haber sido 
declarados en quiebra y cumplir con los demás requi- 
sitos que establezca la reglamentación. 


Artículo 98.- (Objeto).- Los intermediarios de va- 
lores, con excepción de las instituciones de interme- 
diación financiera, tendrán como objeto exclusivo la 
actividad referida en el artículo 94 de la presente ley. 


Artículo 99.- (Transmisión y emisión de acciones 
y certificados provisorios).- La emisión y la transmi- 
sión de las acciones o de certificados provisorios de 
acciones de los intermediarios de valores deberán ser 
autorizadas por la Superintendencia de Servicios Fi- 
nancieros. 


Artículo 100.- (Requisitos de funcionamien- 
to).- Los intermediarios de valores deberán cumplir, 
en todo momento, con los requisitos patrimoniales y 
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de garantía, organización interna y de conducta, es- 
tándares de aptitud, rectitud comercial y profesional, 
deberes de información y exigencias prudenciales y 
otros requisitos que establezca la Superintendencia 
de Servicios Financieros. 


Dichos requisitos podrán ser diferenciados, en 
función de que el intermediario actúe solo por cuenta 
propia o por cuenta propia y de terceros, que sean co- 
rredores de bolsa, agentes de valores o asesores de in- 
versión u otras circunstancias que estime apropiadas. 


Artículo 101. (Garantía).- Los intermediarios 
de valores deberán constituir una garantía en forma 
previa a su autorización como tales para asegurar el 
correcto y cabal cumplimiento de sus obligaciones, 
en beneficio de los acreedores que tengan o llegaren 
a tener en razón de su actividad de intermediación. 


La Superintendencia de Servicios Financieros es- 
tablecerá el monto y forma de constitución de la ga- 
rantía inicial y su mantenimiento, considerando, en- 
tre otros, el volumen y naturaleza de las operaciones 
del intermediario, si además de actuar por cuenta de 
terceros actúan o no por cuenta propia u otras cir- 
cunstancias semejantes. 


La garantía deberá mantenerse hasta el año pos- 
terior a la pérdida de la calidad de intermediario de 
valores o hasta que se resuelvan por sentencia ejecu- 
toriada las acciones judiciales que se hayan entablado 
en su contra, dentro de dicho plazo. 


Artículo 102.- (Responsabilidad y prueba).- Los 
intermediarios de valores deben verificar la identidad 
y capacidad legal de las personas que contraten por 
su intermedio y la autenticidad de los valores que ne- 
gocien. 


Los intermediarios de valores quedan obligados a 
pagar el precio de la compra o a hacer la entrega de 
los valores vendidos según las condiciones pactadas, 
así como del debido registro de la transacción. 


Los comprobantes, las minutas o las constancias 
que entreguen a sus clientes y las que se dieren recí- 
procamente hacen prueba en contra del intermedia- 
rio de valores que las emite. 


Artículo 103.- (Valores de terceros).- Los inter- 
mediarios de valores que custodien valores por cuen- 
ta de terceros, pero a nombre propio, deberán anotar 
separadamente en su contabilidad estos valores e ins- 
cribir en un registro especial, con la individualización 
completa de la o las personas por cuenta de quien los 
mantiene, conforme a las instrucciones que dicte la 
Superintendencia de Servicios Financieros. 
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Artículo 104.- (Inaplicabilidades).- No serán 
aplicables a los intermediarios de valores las disposi- 
ciones de la Ley N” 16.497, de 15 de junio de 1994, 
ni los artículos 89 a 112 inclusive del Código de Co- 
mercio. 


Artículo 105.- (Cancelación de la inscripción).- 
El retiro de la autorización y la cancelación de la ins- 
cripción de un intermediario de valores opera a su 
solicitud o de oficio, al solicitarse la liquidación judi- 
cial de la empresa o sancionarse con cancelación de 
actividades. 


De tratarse de solicitud por parte del intermedia- 
rio, previo a adoptar decisión, será necesario poner 
en conocimiento del público, por los medios que la 
Superintendencia de Servicios Financieros estime 
pertinentes, que se ha iniciado el proceso de cance- 
lación. 


CAPÍTULO III 


DE LA INTERVENCIÓN Y LA LIQUIDACIÓN 
ADMINISTRATIVA DE LAS BOLSAS DE 
VALORES, OTRAS INSTITUCIONES QUE 
CONSTITUYAN MERCADOS DE VALORES DE 
OFERTA PÚBLICA Y DE LOS INTERMEDIARIOS 
DE VALORES 


Artículo 106.- (Requisitos para la interven- 
ción).- El Directorio del Banco Central del Uruguay 
podrá adoptar medidas preventivas, que pueden lle- 
gar a la intervención o la inmediata suspensión de 
actividades de las bolsas de valores y demás institu- 
ciones que constituyan mercados de valores de ofer- 
ta pública y de los intermediarios de valores, con 
excepción de las instituciones de intermediación fi- 
nanciera que se rigen al respecto por las disposicio- 
nes del Decreto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre 
de 1982 y sus leyes modificativas, cuando entienda 
que se encuentran en situación de riesgo los intere- 
ses de terceros. Para las actuaciones de esta índole 
podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública, si ello 
fuera necesario. 


La intervención podrá ir acompañada de la susti- 
tución total o parcial de las autoridades. Cuando esta 
vaya acompañada de la sustitución total de autorida- 
des implicará la caducidad de todas las comisiones o 
mandatos otorgados por ellas y la suspensión durante 
veinte días hábiles, de todo tipo de plazo que pueda 
correrle a la empresa intervenida. 


En la intervención, el Banco Central del Uruguay 
dispondrá de plenos poderes de gestión. 


Facúltase al Banco Central del Uruguay a tomar 
otras medidas, tales como la restricción en las activi- 
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dades de las instituciones referidas en el inciso pri- 
mero, un monitoreo más estricto de su capital o la so- 
licitud de requisitos adicionales de capital, seguros o 
garantías, de forma de minimizar el riesgo sistémico. 


También podrá instruirlas a reducir su exposición 
al riesgo o incrementar sus márgenes en caso de que 
mantengan o controlen grandes posiciones en uno o 
más activos financieros. 


En todos los casos, el Banco Central del Uruguay 
adoptará las medidas necesarias para asegurar que 
los activos de terceros sean debidamente cautelados. 


Artículo 107.- (Cese de la intervención).- En 
caso que se haya subsanado la situación que diera 
origen a la intervención, el Banco Central del Uru- 
guay está facultado a reincorporarla a sus titulares, 
pudiendo exigir las cautelas y garantías que estime 
necesarias. 


Artículo 108.- (Liquidación).- El Banco Central 
del Uruguay será liquidador, en sede administrativa, 
de las entidades indicadas en el artículo 106 de la 
presente ley que se encuentren en situación de in- 
solvencia, pudiendo facultar a un tercero para que 
practique dicha liquidación. 


La disolución de las sociedades y empresas y el 
consiguiente estado de liquidación serán dispuestos 
por el Banco Central del Uruguay. 


El Banco Central del Uruguay dispondrá de los 
más amplios poderes de administración y disposición, 
sin limitaciones de especie alguna sobre los bienes, 
acciones, derechos y obligaciones de la liquidada. Las 
resoluciones del Banco Central del Uruguay en su 
carácter de liquidador serán recurribles en la forma 
prevista en el artículo 14 de la Ley N* 17.613, de 27 
de diciembre de 2002. 


En lo no previsto por esta ley, será de aplicación 
lo que dispongan las normas que rigen la liquidación 
administrativa de las instituciones de intermediación 
financiera y subsidiariamente las normas generales 
que rigen en materia de concursos de sociedades 
anónimas o de los comerciantes, según corresponda. 


Artículo 109.- (De los valores y fondos de ter- 
ceros).- El dinero y los valores que los intermedia- 
rios de valores adquieran o mantengan en custodia 
por cuenta de los clientes, no podrán ser embargados 
por deudas del intermediario ni podrán ser objeto de 
otras medidas preventivas o de ejecución que pudie- 
ran promoverse para asegurar el cobro de tales deu- 
das. En caso de liquidación por insolvencia del inter- 
mediario de valores, el dinero y los valores que este 
hubiese adquirido o tuviese en custodia por cuenta 
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de sus clientes no integrarán la masa activa de la li- 
quidación. 


Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará 
asimismo, al dinero y a los valores de clientes que las 
bolsas de valores u otras instituciones que constitu- 
yan mercados de valores de oferta pública pudiesen 
mantener en custodia por cuenta de los intermedia- 
rios, y que no podrán verse afectados por medida cau- 
telar o de ejecución alguna que pudiese promoverse 
por deudas de la institución custodiante ni formarán 
parte de la masa activa de su liquidación, para el caso 
de que esta fuera declarada. 


Artículo 110.- (Liquidación de obligaciones en 
cajas de valores y en sistemas de compensación y li- 
quidación de valores).- La suspensión de actividades 
o la liquidación por insolvencia de los intermediarios 
de valores no impedirá el estricto cumplimiento de 
las obligaciones por ellos asumidas en el ámbito de 
una caja de valores o en los sistemas de compensa- 
ción y liquidación de valores. Tales obligaciones serán 
liquidadas en las formas previstas reglamentariamen- 
te, pudiendo a tal efecto ser realizados los bienes que 
el intermediario hubiese afectado en garantía, con 
independencia de la medida de suspensión o liqui- 
dación que hubiese sido dispuesta y sin necesidad 
de recurrir a procedimiento judicial alguno. Si de la 
imputación del producido de dichos bienes a las refe- 
ridas obligaciones surgiere un remanente a favor del 
intermediario, el mismo integrará la masa activa de la 
liquidación, debiendo ser puesto por el administrador 
del respectivo sistema a disposición del liquidador. 


CAPÍTULO IV 


DISPOSICIONES GENERALES Y TRANSITO- 
RIAS 


Artículo 111.- (Confidencialidad).- Los inter- 
mediarios de valores no podrán dar a conocer infor- 
maciones sobre operaciones realizadas por cuenta de 
clientes ni las posiciones en valores de los mismos 
u otras informaciones confidenciales que reciben de 
sus clientes o sobre sus clientes, obligación esta que 
no es oponible al Banco Central del Uruguay. 


Artículo 112.- (Denominación).- El uso de las 
denominaciones “bolsa de valores”, “corredor de bol- 
sa”, “agente de valores”, “intermediario de valores” u 
otras semejantes que determine la Superintendencia 
de Servicios Financieros queda reservado exclusiva- 
mente para aquellas personas autorizadas a actuar 


como tales por dicha institución. 
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TÍTULO VIII 


OTROS PARTICIPANTES DEL MERCADO DE 
VALORES 


Artículo 113.- (Designación de auditores exter- 
nos).- Las entidades que realicen oferta pública de 
valores, las administradoras de fondos de ahorro pre- 
visional y de fondos de inversión, las empresas asegu- 
radoras, las entidades de intermediación financiera y 
toda otra entidad supervisada por la Superintenden- 
cia de Servicios Financieros deberán designar audi- 
tores externos, de entre los inscriptos en el registro 
de auditores externos que, para este fin, lleva dicha 
Superintendencia. Dichos auditores deberán aplicar 
las normas internacionales de auditoría. 


En el caso de las entidades que realicen oferta 
pública de valores, será competencia de la asamblea 
de accionistas designar a los auditores externos, la 
que tendrá facultades para revocar la designación en 
cualquier momento. 


Cuando por el tipo social no exista la asamblea de 
accionistas, a efectos de la designación y revocación 
de los auditores externos, será preciso contar con el 
consentimiento mayoritario de los socios. En todos 
los casos de revocación del auditor externo el emisor 
deberá dar cuenta a la Superintendencia de Servicios 
Financieros de las razones que lo motivaron. 


Artículo 114.- (Actividad de auditores externos en 
entidades supervisadas).-La Superintendencia de Ser- 
vicios Financieros podrá reglamentar y controlar la acti- 
vidad de los auditores externos cuando ejerzan sus fun- 
ciones en las entidades referidas en el artículo anterior. 


Artículo 115.- (Designación de calificadoras de 
riesgo).- Las entidades que realicen oferta pública de 
valores, las administradoras de fondos de inversión, 
las entidades de intermediación financiera y toda 
otra entidad supervisada por la Superintendencia de 
Servicios Financieros que esta considere conveniente 
incluir mediante la regulación de esta norma, cuan- 
do deban designar calificadoras de riesgo, deberán 
hacerlo de entre las inscriptas en el registro de ca- 
lificadoras de riesgo que, para este fin, lleva dicha 
Superintendencia. 


En el caso de las entidades que realicen oferta 
pública de valores, será competencia de la asamblea 
de accionistas designar a las calificadoras de riesgo, 
la que tendrá facultades para revocar la designación 
en cualquier momento. Cuando por el tipo social no 
exista la asamblea de accionistas, a efectos de la de- 
signación y revocación de la designación de las califi- 
cadoras de riesgo, será preciso contar con el consen- 
timiento mayoritario de los socios. En todos los casos 
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de revocación de la calificadora de riesgos el emisor 
deberá dar cuenta a la Superintendencia de Servicios 
Financieros de las razones que lo motivaron. 


Artículo 116.- (Actividad de calificadoras de 
riesgo en entidades supervisadas).- La Superinten- 
dencia de Servicios Financieros podrá reglamentar y 
controlar la actividad de las entidades calificadoras 
de riesgo cuando califiquen entidades o valores regis- 
trados en dicha Superintendencia. 


Artículo 117.- (Asesores de inversión y otros 
participantes del mercado).- Se consideran asesores 
de inversión las personas físicas o jurídicas que, en 
forma profesional y habitual, aconsejan a terceros 
respecto de la inversión, compra o venta de valores 
objeto de oferta pública, o canalizan las órdenes que 
reciban de sus clientes hacia intermediarios radica- 
dos en el país o en el exterior y que no se encuentren 
alcanzados por otra figura supervisada por la Super- 
intendencia de Servicios Financieros. 


Con el propósito de salvaguardar la transparencia 
del mercado y la adecuada información a los inversores, 
la Superintendencia de Servicios Financieros podrá re- 
glamentar y supervisar la actividad de los asesores de 
inversión y otros participantes del mercado de valores. 


Si los asesores de inversión custodian valores de 
terceros deberán cumplir con los mismos requisitos 
generales que los agentes de valores. 


TÍTULO IX 
RÉGIMEN SANCIONATORIO 
CAPÍTULO 1 


Artículo 118.- (Facultades sancionatorias del 
Banco Central del Uruguay).- El Banco Central del 
Uruguay, respecto a las personas físicas o jurídicas in- 
tervinientes en la oferta pública o privada de valores, 
incluyendo a los emisores de oferta pública, las bolsas 
de valores y demás instituciones privadas que consti- 
tuyan mercados de negociación de valores de oferta 
pública, los intermediarios de valores, los asesores de 
inversión, las instituciones registrantes, custodios, cali- 
ficadores, auditores externos, representantes de titula- 
res de valores de oferta pública, agentes de pago y todo 
otro agente interviniente, que infrinja las leyes y decre- 
tos que regulen dicha materia o las normas generales 
o instrucciones particulares dictadas por el mismo, po- 
drán aplicar las siguientes sanciones, en lo pertinente, 
sin perjuicio de la denuncia penal si correspondiere: 


1. Observación. 


2. Apercibimiento. 
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Multas cuyo límite máximo será: 


A) Para los bancos: el 50% (cincuenta por ciento) 
de la responsabilidad patrimonial básica establecida 
para su funcionamiento. 


B) Para los demás intervinientes en el mercado de 
valores a los que se exija capital mínimo regulatorio: 
el mayor importe entre el 50% (cincuenta por ciento) 
del capital mínimo requerido al infractor de acuerdo 
con la naturaleza de su actividad y el 10% (diez por 
ciento) de la responsabilidad patrimonial básica esta- 
blecida para el funcionamiento de los bancos. 


C) Para los agentes intervinientes en el mercado 
que no posean requisito de capital mínimo regulato- 
rio: el 10% (diez por ciento) de la responsabilidad pa- 
trimonial básica establecida para el funcionamiento 
de los bancos. 


4. Suspensión o cancelación de la cotización de 
los valores. 


5. Suspensión o cancelación de la habilitación 
para realizar oferta pública. 


6. Suspensión o cancelación de actividades. 


Lo estipulado en el numeral 6 anterior no será 
aplicable a los emisores de valores de oferta pública 
ni a las instituciones de intermediación financiera. 


Solo podrán aplicarse acumulativamente a una 
misma persona y por un mismo caso la multa y la 
suspensión o cancelación de actividades. 


Las sanciones previstas en los numerales 1 y 2 
del presente artículo serán aplicadas por la Super- 
intendencia de Servicios Financieros, quien también 
aplicará las multas cuando el monto de las mismas 
no supere el 10% (diez por ciento) de la responsabi- 
lidad patrimonial básica de los bancos. Las restantes 
sanciones serán aplicadas por el Directorio de la Ins- 
titución. 


Las sanciones antedichas podrán recaer, además, 
en los miembros del Directorio, síndicos, integran- 
tes de la Comisión Fiscal, la Comisión de Auditoría o 
personal gerencial de la entidad que hubiese tenido 
participación en la infracción o hubiese incurrido en 
omisiones en el cumplimiento de sus funciones con 
vinculación causal en relación a la infracción impu- 
tada a la entidad. Si la entidad fuere pasible de las 
sanciones indicadas en los numerales 4, 5 y 6, y las 
personas antedichas hubieren tenido participación, 
los antecedentes respectivos serán puestos en cono- 
cimiento de todos los servicios del Banco Central del 
Uruguay. 
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Las sanciones dispuestas por el Banco Central del 
Uruguay deberán ser publicadas. Para ello, la Super- 
intendencia de Servicios Financieros definirá los me- 
dios de publicidad que estime pertinentes. 


CAPÍTULO Il 
INTERMEDIARIOS DE VALORES 


Artículo 119.- (Causales graves).- Son causales 
de las.sanciones de suspensión o cancelación de ac- 
tividades de los agentes intervinientes en el mercado 
de valores, entre otras, las siguientes: 


1. Dejar de cumplir con los requisitos de inscrip- 
ción o funcionamiento. 


2. Incurrir en graves violaciones a las obligaciones 
que impone esta ley, sus normas modificativas o com- 
plementarias u otras disposiciones que los rijan. 


3. Tomar parte en forma culpable o dolosa en 
transacciones no compatibles con las sanas prácticas 
de los mercados de valores. 


4. Realizar o participar en actos o efectuar ope- 
raciones ficticias o que tengan por objeto o efecto 
afectar la libre formación de precios del mercado de 
valores, manipular la liquidez de un valor, aparentar 
ofertas o demandas de valores, manipular o fijar arti- 
ficialmente precios o cotizaciones, ofertas o deman- 
das, obstaculizar la libre concurrencia, así como di- 
vulgar por cualquier medio, directa o indirectamente, 
información falsa, tendenciosa o privilegiada. 


5. Dejar de cumplir, por razones que le son im- 
putables, obligaciones originadas en transacciones de 
valores en que hayan tomado parte. 


6. Utilizar dineros o valores de sus comitentes 
para cumplir operaciones pendientes o propias, o de 
otros comitentes. 


7. Salvo en el caso de las instituciones de interme- 
diación financiera registradas en la Superintendencia 
de Servicios Financieros, realizar actividades de in- 
termediación financiera. 


8. Garantizar rendimientos. 


9. Obstruir las actuaciones de inspección y fisca- 
lización de la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros. 


Artículo 120.- (Debido proceso).- Las sanciones 
a recaer en aplicación de lo dispuesto en la presente 
ley se determinarán para las distintas actividades, en 
función de la gravedad de la falta. 
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El procedimiento para la aplicación de sanciones 
deberá observar necesariamente y en todos los ca- 
sos, las garantías del debido proceso, dándose vista 
de las respectivas actuaciones y posibilitándose un 
pleno ejercicio del derecho de defensa con articu- 
lación de descargos por parte del o de los afectados 
por la medida. 


TÍTULOX 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 121.- (Jurisdicción).- En la emisión de 
valores en la que se deje expresa constancia de su 
oferta internacional, sean o no objeto de oferta pú- 
blica, la entidad emisora podrá establecer libremente 
la ley y jurisdicción aplicables a aquellos cumpliendo 
con lo establecido en la presente ley para su registro, 
si correspondiere. 


Ello no obstará al derecho de los titulares de los 
valores a elegir en todo caso la jurisdicción del domi- 
cilio del emisor. 


Practicada la elección de jurisdicción, en uno u 
otro sentido, a través de la comparecencia ante los 
tribunales correspondientes, no podrá ser luego mo- 
dificada. 


Artículo 122.- (Inversión en valores).- Las em- 
presas comprendidas en los artículos 1% y 2% del De- 
creto-Ley N* 15.322, de 17 de setiembre de 1982, con 
las modificaciones introducidas por la Ley N*16.327, 
de 11 de noviembre de 1992, que realicen actividades 
de intermediación financiera, podrán efectuar inver- 
siones en valores de oferta pública. 


La Superintendencia de Servicios Financieros, 
sin perjuicio de lo dispuesto por el decreto-ley citado, 
limitará y controlará dichas inversiones en las condi- 
ciones que determine la reglamentación. 


Artículo 123.- (Inversión en valores de oferta 
pública por otros Institutos).- Las Cajas Paraestatales 
de Jubilaciones y Pensiones y los Fondos Complemen- 
tarios, creados por el Decreto-Ley N* 15.611, de 10 
de agosto de 1984, podrán invertir parte de sus fon- 
dos en valores objeto de la oferta pública y emitidos 
por empresas radicadas en el país, en las condiciones 
y límites que establezca la reglamentación del Poder 
Ejecutivo. 


Artículo 124.- (Aumento obligatorio).- Modi- 
fícase el artículo 288 de la Ley N” 16.060, de 4 de 
setiembre de 1989, el cual quedará redactado de la 
siguiente forma: 


“ARTÍCULO 288. (Aumento obligatorio).- Una vez 
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aprobado el balance general de la sociedad, cuando el 
capital social represente menos del 50% (cincuenta 
por ciento) del capital integrado más las reservas y 
los ajustes al patrimonio (revaluaciones del activo) la 
sociedad deberá capitalizar esas reservas y los montos 
resultantes de los referidos ajustes o revaluaciones 
hasta alcanzar por lo menos aquel porcentaje. 


El aumento del capital social resultante será dis- 
puesto por el órgano de administración dentro de los 
treinta días de aprobado el balance y no requerirá con- 
formidad administrativa La resolución del órgano de 
administración disponiendo el aumento se comunica- 
rá al Registro Público de Comercio y se publicará”. 


Artículo 125.- (Obligación de reserva).- Modifí- 
case el artículo 419 de la Ley N” 16.060, de 4 de se- 
tiembre de 1989, en la redacción dada por el artículo 
59 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, el 
cual quedará redactado de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 419. (Obligación de reserva).- El ór- 
gano estatal de control guardará reserva sobre todos 
los actos que intervenga y cuya publicación no sea de- 
terminada por la ley. No obstante, suministrará infor- 
mación de la documentación que posea en el marco 
de su actuación, a los titulares de un interés directo, 
personal y legítimo, así como a todos los organismos 
del Estado, los cuales deberán guardar la debida con- 
fidencialidad. También podrá proporcionarla de oficio. 


En todos los casos los requerimientos se efectua- 
rán por escrito y en forma fundada. De la resolución 
favorable se remitirá copia a la sociedad involucrada. 


La obligación de guardar reserva se extenderá a 
los funcionarios del órgano estatal de control, bajo 
pena de destitución y sin perjuicio de las responsabi- 
lidades que correspondan. 


El juez competente, atendiendo a las circunstan- 
cias del caso, podrá liberar de la obligación de reserve”. 


Artículo 126.- (Caracterización de las accio- 
nes).- Modifícase el artículo 304 de la Ley N* 16.060, 
de 4 de setiembre de 1989, el cual quedará redactado 
de la siguiente forma: 


“ARTÍCULO 304. (Caracterización de las accio- 
nes).- Las acciones podrán ser al portador o nomina- 
tivas y en este último caso, endosables o no. También 
podrán ser escriturales, representándose mediante 
anotaciones en cuenta”. 


Artículo 127.- Las competencias atribuidas por 
esta ley a la Superintendencia de Servicios Finan- 
cieros del Banco Central del Uruguay no obstan al 
ejercicio por parte del Directorio de esa Institución 
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del poder de avocación, revocación de oficio y modifi- 
cación que le atribuye el inciso tercero del artículo 36 
de la Ley N” 16.696, de 30 de marzo de 1995, en la 
redacción dada por el artículo 9? de la Ley N” 18.401, 
de 24 de octubre de 2008. 


TÍTULO XI 


DISPOSICIONES TRIBUTARIAS DE PROMO- 
CIÓN AL MERCADO DE VALORES 


Artículo 128.- (Tasas).- Agrégase el siguiente in- 
ciso al artículo 26 del Título 7 del Texto Ordenado 
1996: 


“Rentas de certificados de participación emitidos 
por fideicomisos financieros mediante suscripción 
pública y cotización bursátil a plazos de más de 3 
años, 3%”. 


Artículo 129.- (Exoneración).- Agrégase el si- 
guiente texto al primer inciso del literal C) del artícu- 
lo 27 del Título 7 del Texto Ordenado 1996: 


“Asimismo estarán exentos los dividendos pagados 
o acreditados por los contribuyentes del Impuesto a la 
Renta de las Actividades Económicas y del Impuesto 
a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, en tanto 
las acciones que dan lugar al pago o crédito de los 
mismos coticen en bolsa de valores”. 


Artículo 130.- (Tasas).- Agrégase el siguiente in- 
ciso al artículo 14 del Título 8 del Texto Ordenado 
1996: 


“Rentas de certificados de participación emitidos 
por fideicomisos financieros mediante suscripción 
pública y cotización bursátil a plazos de más de 3 
años, 3%”. 


Artículo 131. (Exoneración).- Agrégase el si- 
guiente texto al primer inciso del literal C) del artícu- 
lo 15 del Título 8 del Texto Ordenado 1996: 


“Asimismo estarán exentos los dividendos pagados 
o acreditados por los contribuyentes del Impuesto a la 
Renta de las Actividades Económicas y del Impuesto 
a la Enajenación de Bienes Agropecuarios, en tanto 
las acciones que dan lugar al pago a crédito de los 
mismos coticen en bolsa de valores”. 


Artículo 132. (Exoneración).- Sustitúyese el lite- 
ral A) del numeral 2) del artículo 19 del Título 10 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


“A) Intereses de valores públicos y privados, de de- 
pósitos bancarios y warrants”. 
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Artículo 133. (Exoneración).- Agrégase el si- 
guiente inciso al literal E) del numeral 2) del artículo 
19 del Título 10 del Texto Ordenado 1996: 


“Quedan exonerados de este impuesto las opera- 
ciones de descuentos de documentos realizadas a tra- 
vés de la Bolsa de Valores por los contribuyentes del 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
(IRAE) o del Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios (IMEBA)”. 


Artículo 134. (Exoneración).- Sustitúyese el lite- 
ral [) del numeral 2) del artículo 19 del Título 10 del 
Texto Ordenado 1996, por el siguiente: 


“D Las comisiones derivadas por la intervención 
en la compraventa de valores públicos y privados emi- 
tidos en nuestro país”. 


Artículo 135. (Abatimiento).- Agrégase como in- 
ciso segundo al artículo 47 del Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, lo siguiente: 


“El abatimiento se aplicará también para las socie- 
dades que coticen en Bolsa”. 


Artículo 136.- Facúltase al Poder Ejecutivo a 
otorgar a los warrants el mismo tratamiento que el 
correspondiente a las obligaciones y debentures, en lo 
relativo a los impuestos a las Rentas de las Activida- 
des Económicas, a la Renta de las Personas Físicas, a 
las Rentas de los No Residentes, al Valor Agregado y al 
Patrimonio. Dicha facultad podrá ejercerse siempre 
que su emisión se haya efectuado mediante suscrip- 
ción pública y que dichos papeles tengan cotización 
bursátil. 


Artículo _137.- Agrégase al Título 14 del Texto 
Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


“ARTÍCULO 41 bis.- Facúltase al Poder Ejecutivo 
a exonerar total o parcialmente del Impuesto al Patri- 
monio, el patrimonio de las sociedades que realicen 
suscripciones públicas de acciones en bolsa. Dicha 
exoneración podrá otorgarse hasta por cinco ejerci- 
cios fiscales. 


En caso de ejercerse la facultad a que refiere el 
inciso anterior y durante el período que se aplique la 
exoneración, la tenencia de tales acciones se conside- 
rará activo gravado a los efectos del cálculo del pasi- 
vo computable para la determinación del patrimonio 
gravado”. 


Artículo 138. (Derogaciones).- Deróganse la Ley 
N* 16.749, de 30 de mayo de 1996, los artículos 303 y 
334 de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre de 1989, 
el último inciso del artículo 6” de la Ley N* 16.774, 
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de 27 de setiembre de 1996 y las demás normas que 
se opongan a la presente ley. 


Ley N* 18.387, de 23 de octubre de 2008 


DECLARACIÓN JUDICIAL DEL CONCURSO Y 
REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL 


TÍTULO XM 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPE- 
CIALES 


Artículo 256.- (Derogaciones).- A partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, quedarán 
derogadas las siguientes disposiciones: el Libro IV, 
del Concordato Preventivo y de las Quiebras, artí- 
culos 1523 a 1781, inclusive, el Título XIX, de las 
Moratorias, artículos 1764 a 1785, inclusive, anti- 
gua numeración, y el numeral 2) del artículo 29, 
el primer inciso del artículo 69, los artículos 113 y 
131, el inciso cuarto del artículo 246, el numeral 
2) del artículo 384, el inciso primero del artículo 
385 y el artículo 670 del Código de Comercio; los 
Títulos XVII, XVIII y XIX de la Parte II del Libro IV, 
artículos 2359 a 2389, inclusive (excepto el primer 
inciso del artículo 2372), y el numeral 6) del artícu- 
lo 2086 del Código Civil; los artículos 13 a 41 y 45 
a 75, inclusive, de la Ley N* 2.230, de 2 de junio de 
1893; la Ley N* 5.548, de 29 de diciembre de 1916; 
la Ley N* 7.334, de 23 de diciembre de 1920; la Ley 
N* 7.566, de 12 de abril de 1923; la Ley N* 8.045, de 
11 de noviembre de 1926; el artículo 11 del Decre- 
to-Ley N” 14.188, de 5 de abril de 1974; el numeral 
3) del artículo 24 del Decreto-Ley N” 14.827, de 20 
de setiembre de 1978; el Decreto-Ley N* 15.119, de 
8 de abril de 1981; el artículo 56 del Decreto-Ley 
N* 15.645, de 17 de octubre de 1984; los artícu- 
los 31 y 32 del Decreto-Ley N” 15.646, de 11 de 
octubre de 1984; los artículos 213 y 214 de la Ley 
N* 15.851, de 24 de diciembre de 1986; los artícu- 
los 114 y 396 de la Ley N” 16.060, de 4 de setiembre 
de 1989; el inciso segundo del artículo 57 de la Ley 
N* 16.074, de 10 de octubre de 1989; el artículo 
264 de la Ley N” 16.462, de 11 de enero de 1994; 
el inciso segundo del artículo 12 y los artículos 13, 
14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 28 y 
29 de la Ley N” 17.292, de 25 de enero de 2001, y 
toda otra disposición que se oponga a lo dispuesto 
por la presente ley. 


Decreto N”* 455/007, de 26 de noviembre 
de 2007 


VISTO: la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
de Promoción y Protección de Inversiones. 


RESULTANDO: I que el Capítulo III de dicha 
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disposición regula los beneficios tributarios a otorgar 
a proyectos de inversión y a actividades sectoriales 
específicas. 


ID que tales beneficios están claramente vincu- 
lados al cumplimiento de objetivos en materia de 
progreso técnico, aumento y diversificación de las 
exportaciones, generación de empleo productivo fa- 
cilitación de la integración, fomento de las pequeñas 
y medianas empresas, mejora del proceso de descen- 
tralización, y utilización de tecnologías limpias. 


CONSIDERANDO: ID que el crecimiento de la 
inversión constituye la piedra angular para consoli- 
dar el proceso de desarrollo del sistema productivo, 
lo que habrá de generar una mejora sustancial en el 
empleo tanto en la cantidad de las personas ocupadas 
como en sus retribuciones. 


ID que a tal fin es necesario adoptar todas aque- 
llas medidas que permitan estimular dicho proceso, 
tanto por la vía del mejoramiento de los aspectos 
institucionales de atención al inversor, como por el 
establecimiento de un sistema de exoneraciones ca- 
racterizado por la aplicación de criterios objetivos, ex- 
plícitos y compatibles con los fines establecidos en el 
texto legal referido. 


TID) que en lo que respecta a los aspectos de rela- 
cionamiento con el inversor, el presente decreto ra- 
cionaliza los trámites de solicitudes de exoneraciones, 
estableciendo plazos perentorios de pronunciamiento 
por parte de la Comap, regulando en forma precisa 
los requisitos que habrán de solicitarse en las distin- 
tas etapas de ejecución y operación de los proyectos, 
y designado a la Oficina de Atención al Inversor del 
Ministerio de Economía y Finanzas como entidad de 
enlace y facilitación de dichos trámites. 


IV) que en lo atinente al alcance de los benefi- 
cios a otorgar, la nueva reglamentación se orienta al 
cumplimiento estricto de lo dispuesto por la ley es- 
tableciendo una segmentación de los proyectos de 
inversión en función de su magnitud, disponiendo 
un régimen simplificado para los proyectos peque- 
ños y favoreciendo la aplicación de los beneficios a 
las pequeñas y medianas empresas, lo que resultaba 
inaccesible hasta el presente, dados los costos propios 
de la formulación de los proyectos. En el caso de los 
proyectos medianos y grandes, se establece la incor- 
poración de una matriz de indicadores que permitirá 
cuantificar el cumplimiento de los objetivos estable- 
cidos en la ley. En función de dicha matriz, y del pun- 
taje específico que logre el proyecto, se determinarán 
los beneficios tributarios aplicables. Debe destacar- 
se asimismo la ampliación del ámbito objetivo de las 
exoneraciones beneficiadas, ya que se incorpora a las 
destinadas a las actividades comerciales y de servi- 
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cios, de modo de consolidar el proceso de equidad 
intersectorial iniciado en la Reforma Tributaria. 


ATENTO: a lo expuesto 
El Presidente de la República 
DECRETA: 


Artículo 1”.- (Beneficiarios).- Podrán acceder a 
los beneficios previstos en la Sección 1 del Capítulo 
III de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, las 
empresas cuyos proyectos de inversión o la actividad 
del sector en que desarrollan su giro, sean declarados 
promovidos por el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo 
dispuesto por la ley citada, la presente reglamenta- 
ción y, en su caso, la normativa interna e instructivos 
que dicte la Comisión de Aplicación. 


Artículo 2".- (Declaratoria promocional).- Co- 
rresponderá al Poder Ejecutivo declarar promovidas 
las actividades sectoriales específicas. 


Las empresas que proyecten realizar inversiones 
con destino a su giro podrán solicitar se las considere 
a los efectos de obtener los beneficios de la declarato- 
ria promocional presentándose a tal fin a la Comisión 
de Aplicación a través de la Oficina de Atención al In- 
versor. Quedan comprendidas en la previsión de este 
artículo las empresas que desarrollan su actividad en 
un sector que ya haya sido declarado promovido por 
el Poder Ejecutivo, para la obtención de beneficios 
complementarios a los ya otorgados a dicho sector. 


Artículo 3*.- (Alcance objetivo).- Se entenderá 
por inversión, a los efectos de lo dispuesto en la pre- 
sente reglamentación, la adquisición de los siguientes 
bienes destinados a integrar el activo fijo o intangible: 


Bienes corporales muebles destinados directa- 
mente a la actividad de la empresa. Quedan exclui- 
dos los vehículos no utilitarios y los bienes muebles 
destinados a la casa habitación. 


Mejoras fijas, excluidas las destinadas a casa ha- 
bitación. 


Bienes incorporales que determine el Poder Eje- 
cutivo. 


Artículo 4".- (Proyectos promovidos: clasifica- 
ción).- A los efectos de la presentación de la solicitud 
de declaratoria promocional y de los beneficios a apli- 
car, los proyectos se clasificarán en: 


a) Pequeños: con una inversión menor a U.I. 
3:500.000 (tres millones quinientas mil unidades in- 
dexadas). 
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b) Medianos Tramo 1: con una inversión igual o 
mayor a U.I. 3:500.000 (tres millones quinientas mil 
unidades indexadas) y menor a U.I. 14:000.000 (ca- 
torce millones de unidades indexadas). 


c) Medianos Tramo 2: con una inversión igual o 
mayor a U.I. 14:000.000 (catorce millones de unida- 
des indexadas) y menor a U.I. 70:000.000 (setenta 
millones de unidades indexadas). 


d) Grandes Tramo 1: con una inversión igual o 
mayor a U.I. 70:000.000 (setenta millones de unida- 
des indexadas) y menor a U.I. 140:000.000 (ciento 
cuarenta millones de unidades indexadas). 


e) Grandes Tramo 2: con una inversión igual o 
mayor de U.I. 140:000.000 (ciento cuarenta millones 
de unidades indexadas) y menor a U.I. 500:000.000 
(quinientos millones de unidades indexadas). 


f) Grandes Tramo 3: con una inversión igual o ma- 
yor a U.I. 500:000.000 (quinientos millones de uni- 
dades indexadas) y menor a U.I. 7.000:000.000 (siete 
mil millones de unidades indexadas). 


Para determinar los montos de inversión a que re- 
fieren los literales anteriores y el artículo 19 del pre- 
sente decreto, se aplicará la cotización de la unidad 
indexada del último día del mes anterior al momento 
en que se presenta el proyecto. 


Fuente: inciso segundo redacción dada por Decreto 
N* 443, de 17 de setiembre de 2008, artículo 1”. 


Artículo 5".- (Criterios pare otorgar los benefi- 
cios).- Al realizar la recomendación a que refiere el 
último inciso del artículo 12 de la Ley N* 16.906, de 
7 de enero de 1998, la Comisión de Aplicación debe- 
rá tener en cuenta los criterios establecidos en los 
artículos 11 y 15 de la citada Ley. 


A tal fin, dictará los correspondientes instructivos 
y demás normativa interna tendientes a establecer 
una metodología de evaluación que permita ponde- 
rar adecuadamente el cumplimiento de los objetivos 
establecidos en dichas normas, adecuándolos a la di- 
mensión y naturaleza de los proyectos. 


Para los proyectos de inversión definidos en los 
literales a) a f) del artículo 4%, la reglamentación es- 
tablecerá una matriz de indicadores para cada uno 
de los tipos de proyectos, ponderando la participación 
de los objetivos referidos en el artículo 11 de la Ley 
N* 16.906, de 7 de enero de 1998, y asignando, a 
partir de dicha matriz un puntaje a los solicitantes en 
función de los resultados esperados del proyecto. En 
virtud de la clasificación del proyecto, y del puntaje 
asignado al mismo sobre el total de puntaje máximo 
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obtenible, se determinarán los beneficios a otorgar, 
de acuerdo a los criterios generales previamente es- 
tablecidos y a lo que se establece en el artículo 15 del 
presente decreto. 


Fuente: redacción dada por Decreto N* 443, de 17 
de setiembre de 2008, Artículo 2*. 


Artículo 6”.- (Requisitos para la solicitud).- Las 
empresas que deseen obtener la declaratoria promo- 
cional deberán presentar ante la Oficina de la Aten- 
ción al Inversor los siguientes elementos: 


a) Los datos identificatorios de la empresa y sus 
titulares y los antecedentes de la firma. 


b) La información contable y económica necesaria 
para la evaluación del proyecto de inversión. 


c) Una carta compromiso, que tendrá carácter de 
declaración jurada, en la que el solicitante se com- 
prometerá a cumplir con las condiciones que den mé- 
rito al otorgamiento de los beneficios tributarios. 


d) Los datos identificatorios de las empresas que 
pertenecen al mismo grupo económico. 


La Comisión de Aplicación reglamentará en sus 
instructivos lo dispuesto en el presente artículo, esta- 
bleciendo los diversos requisitos de documentación e 
información contable y económica que deberán sumi- 
nistrar los solicitantes en función de la categorización 
a que refiere el artículo 4”. 


En el caso de que la declaratoria promocional re- 
caiga sobre fusiones, escisiones o transformaciones 
de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley 
N* 16.906, la empresa deberá justificar el cumplimien- 
to de las condiciones establecidas en dicha norma. 


Artículo 7*.- (Oficina de Atención al Inversor).- 
La Oficina de Atención al Inversor actuará como en- 
lace entre los solicitantes y la Comisión de Aplicación 
a efectos de gestionar las solicitudes de declaratoria 
promocional. 


Artículo 8”.- (Procedimiento).- La Comisión de 
Aplicación propenderá a la simplicidad y transparen- 
cia de los procedimientos. 


Los beneficiarios presentarán ante la Oficina de 
Atención al Inversor la solicitud acompañada de la 
documentación a que refiere el artículo 5” a efectos 
de su remisión a la Comisión de Aplicación. 


Una vez recibida dicha documentación, la Comi- 
sión de Aplicación efectuará al Poder Ejecutivo la 
correspondiente recomendación, para que este, si 
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resultare procedente, emita la Resolución estable- 
ciendo la Declaración de Proyecto Promovido, espe- 
cificando la finalidad del mismo, los criterios, montos 
máximos y plazos de los beneficios fiscales otorgados. 


Artículo 9*.- (Plazos).- Para efectuar la reco- 
mendación a que refiere el artículo anterior, la Comi- 
sión de Aplicación dispondrá de los siguientes plazos, 
contados a partir de la fecha en que la Oficina de 
Atención al Inversor le remita la documentación co- 
rrespondiente: 


a) Treinta días en el caso de los proyectos 
comprendidos en el literal a) del artículo 4” (proyectos 
pequeños), 


b) Cuarenta y cinco días en el caso de los proyec- 
tos comprendidos en los literales b) y c) (proyectos 
medianos), 


c) Sesenta días para los proyectos comprendidos 
en los literales d), e) y f) (proyectos grandes). 


Los plazos podrán ser suspendidos para solicitar 
ampliación de información. Dicha suspensión no po- 
drá superar los treinta días en el caso de los proyectos 
a que refiere el literal a) del presente artículo, cua- 
renta y cinco días para los del literal b) y sesenta días 
para los del literal c). 


Artículo 10.- (Aprobación ficta y desistimien- 
to).- Si vencido los plazos a que refiere el artícu- 
lo anterior la Comisión no se hubiera expedido, se 
entenderá que esta recomienda al Poder Ejecutivo 
el otorgamiento de los beneficios establecidos en el 
instructivo de dicho órgano para el proyecto objeto 
de análisis. 


Del mismo modo, si el solicitante no suministrara 
en plazo la ampliación de información que la Comi- 
sión le requiera, se entenderá por desistida la solici- 
tud de los beneficios. 


Artículo 11.- (Seguimiento).- Una vez aprobada 
la inversión, y dictada la Resolución respectiva, los 
beneficiarios deberán presentar a la Comap dentro 
de los cuatro meses del cierre de cada ejercicio eco- 
nómico, sus Estados Contables con informe de Audi- 
toría para los contribuyentes incluidos en la División 
de Grandes Contribuyentes de la Dirección General 
Impositiva, de Revisión Limitada para los contribu- 
yentes del Sector CEDE del citado organismo y de 
compilación para los restantes. 


En el caso de los contribuyentes comprendidos en 
los literales b) a f) del artículo 4” (proyectos medianos 
y grandes), deberán además presentar en el plazo a 
que refiere el inciso anterior, una declaración jurada 
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complementaria en la que conste toda la información 
no incluida en los estados contables que sirva de base 
para el análisis del cumplimiento de los indicadores 
para la aplicación de los beneficios, de acuerdo a la 
reglamentación que dicte la Comisión de Aplicación. 


Artículo 12.- (Pérdida de los beneficios).- La 
Comisión de Aplicación realizará el contralor de la 
efectiva ejecución de los proyectos y del cumplimien- 
to de los compromisos asumidos por los beneficiarios. 
Dicho control podrá efectuarse en cualquier momen- 
to del proceso de ejecución y operación del proyecto. 


Si se verificara el incumplimiento de las obliga- 
ciones asumidas por los beneficiarios, tanto en el su- 
ministro de información como en los aspectos sus- 
tanciales de ejecución y operación del proyecto se 
procederá a reliquidar los tributos exonerados. 


A tales efectos: 


a) El incumplimiento de la entrega de informa- 
ción a la Comap necesaria para el seguimiento del 
proyecto, se considerará configurado cuando trans- 
curran treinta días hábiles desde el vencimiento de 
los plazos otorgados a tal fin por las disposiciones ge- 
nerales o por las particulares dictadas por el Poder 
Ejecutivo o la Comap. Mediando resolución fundada, 
la Comap podrá extender el referido plazo. 


b) El incumplimiento en la ejecución de la inver- 
sión se considerará configurado al vencimiento del 
plazo otorgado por la Resolución del Poder Ejecutivo 
para su efectiva realización o de la respectiva prórro- 
ga si es que la misma se hubiera otorgado. 


c) El incumplimiento en la obtención de las metas 
comprometidas en la operación del proyecto de in- 
versión se controlara cada dos años, y se considerará 
configurado al final del segundo año. 


En el caso de los incumplimientos a que refiere 
el literal a), los beneficiarios deberán reliquidar los 
tributos exonerados, más las multas y recargos co- 
rrespondientes. 


Para los incumplimientos a que refiere el literal 
b), los beneficiarios deberán reliquidar los tributos 
exonerados, de acuerdo al siguiente procedimiento: 


i) Cuando el contribuyente no haya invertido el 
monto correspondiente a la inversión elegible que da 
origen a los beneficios contenidos en la resolución, 
pero haya ejecutado la totalidad de la inversión, cum- 
pliendo los objetivos sustanciales de ejecución y ope- 
ración del proyecto, deberán reliquidarse los tributos, 
si corresponde, y abonar los importes indebidamente 
exonerados, actualizados por la evolución de la uni- 
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dad indexada entre la fecha de vencimiento de la 
obligación tributaria y la de pago. La Dirección Ge- 
neral Impositiva establecerá el plazo para el pago de 
tales obligaciones. 


ii) Cuando el contribuyente cumpla parcialmente 
con los objetivos sustanciales de ejecución y opera- 
ción del proyecto, deberá comparecer ante la Comi- 
sión de Aplicación a efectos de la reformulación del 
mismo. 


Los impuestos exonerados indebidamente debe- 
rán reliquidarse, y abonarse las multas y recargos co- 
rrespondientes. 


Si el incumplimiento en la ejecución de la in- 
versión implica que el contribuyente no alcance el 
monto mínimo de inversión necesario para quedar 
comprendido en la categoría en la que había sido in- 
cluido, el proyecto deberá ser recategorizado y se re- 
liquidarán los impuestos de acuerdo a la exoneración 
que le hubiera correspondido en el momento de la 
presentación del proyecto, en función de la categoría 
que corresponda al monto efectivamente invertido. 
Los impuestos indebidamente exonerados deberán 
reliquidarse y abonarse las multas y recargos corres- 
pondientes. 


Lo dispuesto en el presente apartado no será de 
aplicación para los contribuyentes que hicieron uso 
de la opción de ser evaluados por la matriz de peque- 
ños proyectos. 


iii) Cuando el contribuyente no cumpla totalmen- 
te con los objetivos sustanciales de ejecución y opera- 
ción del proyecto, la resolución que otorgó los benefi- 
cios se considerará revocada. 


Si el beneficiario no informara a la Comisión de 
Aplicación la situación de incumplimiento a que re- 
fiere el inciso anterior, se considerará que el proyecto 
no cumplió en su totalidad con los objetivos propues- 
tos, debiendo reliquidar el total de los tributos inde- 
bidamente exonerados y abonar las multas y recar- 
gos correspondientes. El plazo para presentar dicha 
información será el establecido en artículo anterior. 
Sin perjuicio de la reliquidación correspondiente, 
exceptúase de la obligación de informar establecida 
precedentemente, a los casos incluidos en el numeral 
i) cuyo grado de incumplimiento no supere el 15% 
(quince por ciento). 


En el caso de los incumplimientos a que refiere 
el literal c), los beneficiarios deberán reliquidar los 
tributos exonerados, actualizados por la evolución de 
la unidad indexada entre la fecha de su acaecimiento 
y la de la configuración del incumplimiento. La Di- 
rección General Impositiva establecerá el plazo para 


29 de setiembre de 2010 


el pago de tales obligaciones. 


Si la empresa beneficiaria perteneciera a un mis- 
mo grupo económico la Comisión de Aplicación con- 
trolará que los resultados esperados del proyecto que 
dieron lugar al otorgamiento de los beneficios no se 
relacionen con resultados de signo contrario origina- 
dos en actividades similares a las que son objeto del 
beneficio desarrolladas por otras empresas integran- 
tes del mismo grupo económico. Si se verificara que 
los resultados positivos del proyecto se relacionan con 
resultados de signo contrario en otras empresas del 
mismo grupo económico se procederá a reliquidar los 
beneficios. A los efectos de determinar los criterios de 
vinculación a que refiere el presente inciso, se aplica- 
rán las normas del Banco Central del Uruguay. 


La Comisión de Aplicación tendrá la facultad de 
realizar la auditoría de la información suministrada 
y comunicar a la Dirección General Impositiva, me- 
diante resolución, los eventuales incumplimientos a 
efectos de la reliquidación de los tributos. Sin perjui- 
cio de ello, las empresas beneficiarias tendrán la obli- 
gación de dejar de aplicar los beneficios y proceder 
a su reliquidación, si se verificaran las condiciones 
objetivas del incumplimiento, con independencia del 
pronunciamiento de la Comisión. 


Fuente: Redacción dada por Decreto N* 29, de 22 
de enero de 2010, artículo 1”. 


Artículo _13.- (Márgenes de tolerancia).- En el 
caso de los proyectos comprendidos en los literales a), 
b) y c) del artículo 4”, se admitirá durante el período 
de ejecución y operación del proyecto establecido en 
la Resolución respectiva, un margen de tolerancia del 
30% (treinta por ciento) respecto a la obtención del 
puntaje proyectado de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 5”. 


En el caso de los proyectos grandes, se podrán 
establecer márgenes de tolerancia variables y decre- 
cientes en función del período de ejecución y ope- 
ración del proyecto. Dichos márgenes no podrán ser 
superiores al 30% (treinta por ciento) para los prime- 
ros dos años, 40% (cuarenta por ciento) para los tres 
años subsiguientes y 50% (cincuenta por ciento) para 
el resto del período. 


Los márgenes de tolerancia se calcularán en rela- 
ción con el puntaje total de la matriz de indicadores, 
por lo que podrán existir márgenes mayores para cada 
uno de los indicadores considerados individualmente. 


En todos los casos, razones ajenas a la empresa 
debidamente fundadas como excepcionales y por tan- 
to no previsibles a la hora de presentación del pro- 
yecto podrán dar mérito a establecer un período de 
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suspensión en el cronograma de cumplimiento de los 
resultados del proyecto y por tanto de reliquidación 
de los plazos y beneficios. 


Artículo 14.- (Recategorización).- En caso de 
que el inversor demuestre que ha cumplido los requi- 
sitos exigidos para una categoría o puntaje superior, 
podrá solicitar que se le otorguen las exoneraciones 
correspondientes a dicha categoría o puntaje. 


Del mismo modo, en caso de incumplimiento por 
encima de los márgenes de tolerancia a que refiere 
el artículo anterior, podrá solicitarse el amparo de los 
beneficios aplicables a la categoría o puntaje que se 
cumpla efectivamente, sin perjuicio de las reliquida- 
ciones de tributos que correspondan. 


Artículo 15.- (Exoneración de Impuesto a la 
Renta).- Las empresas cuyos proyectos de inversión 
hayan sido declarados promovidos al amparo de la 
presente reglamentación, gozarán de una exonera- 
ción de los Impuestos a las Rentas de la Industria y 
Comercio, y a las Rentas de las Actividades Econó- 
Micas. 


El impuesto exonerado no podrá exceder los si- 
guientes porcentajes del monto efectivamente inver- 
tido en los activos fijos o intangibles comprendidos en 
la declaratoria promocional: 


a) 60% (sesenta por ciento) del monto invertido 
en el caso de los proyectos comprendidos en el literal 
a) del artículo 4” del presente decreto. 


b) 70% (setenta por ciento) en el caso de los pro- 
yectos comprendidos en el literal b). 


c) 80% (ochenta por ciento) en el caso de los pro- 
yectos comprendidos en el literal c). 


d) 90% (noventa por ciento) en el caso de los pro- 
yectos comprendidos en los literales d) y e). 


e) 100% (cien por ciento) en el caso de los proyec- 
tos comprendidos en el literal f). 


Para determinar el monto efectivamente inverti- 
do, no se tendrán en cuenta aquellas inversiones que 
se amparen en otros beneficios promocionales por los 
que se otorguen exoneraciones de los Impuestos a las 
Rentas de las Actividades Económicas, a las Rentas de 
la Industria y Comercio y a las Rentas Agropecuarias. 


A efectos de la comparación, las inversiones, se 
convertirán a unidades indexadas considerando la 
cotización de la unidad indexada vigente el último 
día del mes anterior al momento en que se realice la 
inversión. 
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Las inversiones realizadas en el período com- 
prendido entre el 1” de enero y el 31 de diciembre de 
2009, se computarán por el 120% (ciento veinte por 
ciento) del monto invertido, a los efectos del cómputo 
del monto exonerado del impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas. El referido cómputo adicio- 
nal no se deducirá del impuesto total exonerado. 


Fuente: Redacción dada por Decreto N” 4483, de 
17 de setiembre de 2008, artículo 3%, incisos 3* y 4", 
agregados por Decreto N* 779, de 22 de diciembre de 
2008, artículo 1”. 


Artículo15-BIS.- (Criterios técnicos aplicables).- 
En cualquier estado del proceso de determinación 
tributaria por parte de la Dirección General Impositi- 
va, y hasta que quede firme la resolución respectiva, 
el contribuyente podrá solicitar el pronunciamiento 
expreso de la Comisión de Aplicación en lo referente 
a criterios técnicos aplicables a las exoneraciones tri- 
butarias a que refiere el presente decreto. 


La Comisión de Aplicación contará con un plazo 
de 60 (sesenta) días para emitir el informe respecti- 
vo. En todos los casos se estará a lo que resuelva la 
Dirección General Impositiva. 


Fuente: agregado por Decreto N* 29, de 22 de enero 
de 2010, artículo 2*. 


Artículo 16.- (Plazos).- Los plazos máximos para 
la aplicación de las exoneraciones a que refiere el ar- 
tículo 15 del presente decreto variarán en virtud de la 
categorización a que refiere el artículo 4” y del pun- 
taje otorgado. A tal fin, el plazo de la exoneración a 
cada proyecto resultará de aplicar la relación del pun- 
taje obtenido por el proyecto respecto al puntaje total 
posible en la matriz de indicadores utilizada para los 
proyectos comprendidos en el literal f) del artículo 4”, 
al plazo máximo de exoneración. 


El plazo se computará a partir del ejercicio en que 
se obtenga renta fiscal, incluyendo a este último en 
dicho cómputo, siempre que no hayan transcurrido 
cuatro ejercicios de la declaratoria promocional. En 
este caso, el referido plazo máximo se incrementará 
en cuatro años y se computará desde el ejercicio en 
que se haya dictado la citada declaratoria. 


En el caso de inversiones realizadas por las em- 
presas que revistan la calidad de usuarios de parques 
industriales, el plazo máximo a que refiere el inciso 
anterior podrá extenderse hasta cinco años. 


La exoneración no podrá superar los siguientes 
porcentajes del impuesto a pagar: 


a) 90% (noventa por ciento) del impuesto a pagar, 
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para los ejercicios comprendidos en el primer 50% 
(cincuenta por ciento) del plazo máximo otorgado. 


b) 80% (ochenta por ciento) para los ejercicios 
subsiguientes correspondientes al 10% (diez por 
ciento) del plazo máximo. 


c) 60% (sesenta por ciento) para los ejercicios sub- 
siguientes correspondientes al 10% (diez por ciento) 
del plazo máximo. 


d) 40% (cuarenta por ciento) para los ejercicios 
subsiguientes correspondientes al 10% (diez por 
ciento) del plazo máximo. 


e) 20% (veinte por ciento) para los ejercicios sub- 
siguientes correspondientes al 10% (diez por ciento) 
del plazo máximo. 


f) 10% (diez por ciento) para los ejercicios subsi- 
guientes correspondientes al 10% (diez por ciento) 
del plazo máximo. 


Si la aplicación del plazo máximo a que refieren 
los literales anteriores diera como resultado períodos 
que incluyesen ejercicios fraccionados, la Comisión 
de Aplicación adecuará mediante prorrateo los por- 
centajes máximos de impuesto exonerado en dichos 
períodos. 


Fuente: Redacción dada por Decreto N* 443, de 17 
de setiembre de 2008, artículo 3*. 


Artículo 17.- (Nuevas inversiones dentro de los 
plazos).- Las nuevas inversiones que realicen las em- 
presas en los períodos en los que estén gozando de los 
beneficios establecidos en el artículo 16, se evaluarán 
como incrementales de forma que el recálculo de la 
matriz podrá dar lugar a recategorización y extensión 
de plazos en las condiciones establecidas en los artí- 
culos 5%, 15 y 16. 


Artículo 18.- (Sector Turismo).- Los proyectos 
de inversión referidos a hoteles y complejos turísti- 
cos podrán aplicar a los beneficios establecidos en el 
presente decreto de acuerdo a las condiciones esta- 
blecidas. 


Los proyectos de inversión referidos a hoteles y 
complejos turísticos que alcancen de acuerdo a lo es- 
tablecido en el artículo 5% del presente decreto un 
puntaje superior al 60% del puntaje total posible en 
la matriz de indicadores utilizadas para los proyec- 
tos comprendidos en el literal e) del artículo 4*, po- 
drán solicitar la autorización para que operen salas 
de Casinos del Estado en dichos hoteles o complejos 
turísticos en la medida que la viabilidad de la inver- 
sión proyectada se relacione con tal autorización. El 
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Ministerio de Economía y Finanzas tomará en cuenta 
los impactos esperados del proyecto sobre los objeti- 
vos de desarrollo a los efectos de proceder a tal auto- 
rización. 


Artículo 19.- (Inversiones de gran significación 
económica).- En el caso de los proyectos de inversión 
por montos iguales o superiores a Ul 7.000:000.000 
(siete mil millones de unidades indexadas), se otorga- 
rá una exoneración del Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas de hasta el 100% del monto 
efectivamente invertido por un período máximo de 25 
años de acuerdo al puntaje obtenido en la matriz de 
indicadores correspondiente a este tramo. 


La reglamentación establecerá una matriz de indi- 
cadores para este tramo, ponderando la participación 
de los objetivos del artículo 11 de la Ley N* 16.906 
de 7 de enero de 1998, y asignando, a partir de dicha 
matriz un puntaje a los solicitantes en función de los 
resultados esperados del proyecto. 


Fuente: Redacción dada por Decreto N* 448, de 17 
de setiembre de 2008, artículo 4". 


Artículo 20.- (Régimen opcional).- Las empresas 
que hayan presentado o presenten en el futuro pro- 
yectos de inversión solicitando la declaración promo- 
cional prevista en la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 
1998, podrán optar por el nuevo régimen establecido 
en la presente reglamentación o por el último vigente 
antes de la aprobación de aquel. Dicha opción regirá 
para los proyectos de inversión presentados entre el 
día 20 de diciembre de 2006 y el día 28 de febrero de 
2009. 


Las empresas que hayan presentado proyectos 
luego del 20 de diciembre de 2006 y hayan obtenido 
la declaración promocional antes del 30 de junio de 
2008, podrán solicitar se adecuen los beneficios otor- 
gados a las disposiciones del nuevo régimen. 


Para hacer uso de la opción a que hace referen- 
cia el inciso anterior, las empresas deberán presentar 
una nota a la Comisión de Aplicación y la documen- 
tación que esta solicite a tales efectos. 


Las empresas que hayan utilizado, a efectos de la 
liquidación del Impuesto a las Rentas de la Industria 
y Comercio, Impuesto a las Rentas Agropecuarias e 
Impuesto a las Rentas de las Actividades Económi- 
cas, los beneficios de Canalización del Ahorro, Auto 
- canalización del Ahorro y Exoneración por Inversio- 
nes, y opten, dentro de los límites establecidos en el 
presente artículo, por computar las inversiones com- 
prendidas en dichos beneficios en el nuevo régimen 
establecido en el presente decreto, podrán reliquidar 
los referidos tributos sin multas ni recargos, dentro 
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de los plazos y condiciones que establezca la Direc- 
ción General Impositiva. 


Fuente: Redacción dada por Decreto N* 442, de 17 
de setiembre de 2008, artículo 5*. Inciso final agrega- 
do por Decreto N* 779, de 22 de diciembre de 2008, 
artículo 2”. 


Artículo 21.- Comuníquese, publíquese, etc. 


Decreto N* 295/000, de 11 de octubre de 
2000 


VISTO: lo dispuesto en la Ley N* 17.243, de 29 de 
junio de 2000, en su Capítulo II, artículos 5*, 7? y 9%; 
en su Capítulo VI, artículo 18; en su Capítulo VIII, 
Sección 3*, artículo 27 y Sección 9*, Artículo 45.- 


CONSIDERANDO: conveniente reglamentar las 
mencionadas normas a los efectos de su aplicación y 
conforme a la Ley mencionada. 


ATENTO: a lo precedentemente expuesto y a lo 
preceptuado por el artículo 168 numeral 4” de la 
Constitución de la República. 


EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1”.- (Contribución Patronal Rural).- Re- 
dúcese en un 49,60% (cuarenta y nueve con sesenta 
por ciento), de acuerdo a las facultades conferidas 
por el artículo 5% de la Ley que se reglamenta, el 
aporte mínimo establecido en el artículo 3* de la Ley 
N* 15.852, de 24 de diciembre de 1986, desde el 1? 
enero al 31 de diciembre de 2000, para todos los em- 
presarios rurales que deban realizar sus aportes por 
el citado mínimo. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 5". 


Artículo 2*.- A partir del 1” de enero de 2001, 
dicha reducción será de 23,8% (veintitrés con ocho 
por ciento). 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 5". 


Artículo 3*.- En todos los casos, los porcentajes 
mínimos referidos precedentemente operarán sobre el 
montepío del peón especializado plenamente ocupado, 
calculado sobre el salario vigente a la fecha del mes 
comprendido en la respectiva liquidación del tributo. .- 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 5". 
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Artículo 4”.- (Exoneración del Impuesto a las 
Transmisiones Patrimoniales).- De acuerdo al artí- 
culo 7” de la Ley que se reglamenta, se establece que 
el procedimiento para el otorgamiento del beneficio 
de exoneración del Impuesto a las Transmisiones 
Patrimoniales a los actos y hechos que tengan por 
objeto inmuebles rurales, incluidos en proyectos de 
inversión en actividades agropecuarias, será el pre- 
visto por el Capítulo I del Decreto N* 92/998, de 21 
de abril de 1998. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 7”. 


Artículo 5*.- La exoneración del Impuesto a las 
Transmisiones Patrimoniales a quienes enajenen 
inmuebles, al amparo de lo dispuesto por el artí- 
culo 45 de la Ley que se reglamenta, comprende 
a los hechos imponibles previstos en los apartados 
A), B) y C) del artículo 1* del Título 19 del Texto 
Ordenado 1996. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 45. 


Artículo 6”.- En las enajenaciones a que refie- 
re el artículo anterior, el escribano interviniente 
efectuará retención y el correspondiente pago del 
Impuesto a las Transmisiones Patrimoniales, de 
acuerdo al régimen general, salvo que las citadas 
enajenaciones y la cancelación del pasivo que da 
origen a la exoneración, se realicen en un solo acto. 
En tal hipótesis, el escribano interviniente dejara 
constancia de tales extremos en el propio documen- 
to, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 2* del 
Decreto N* 252/998 de 16 de setiembre de 1998. En 
los demás casos, la franquicia se hará efectiva me- 
diante el otorgamiento de certificados de crédito, en 
las condiciones que establezca la Dirección General 
Impositiva. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 45. 


Artículo 7".- (Proyectos de Inversión Agrope- 
cuarios).- Se considerarán nuevas tecnologías a los 
efectos del artículo 9” de la Ley que se reglamenta, 
las que tengan tal carácter en relación al titular del 
proyecto, aunque ya fueren utilizadas por otras em- 
presas nacionales. 


A efectos de evaluar los proyectos considerados 
por la norma legal citada, se tendrán como parte de 
la inversión, las existencias y bienes del activo fijo 
preexistentes que se destinen o afecten al proyecto, 
los que podrán ser objeto de los beneficios previstos 
por la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998. 
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Cuando se presenten proyectos conforme al Ca- 
pítulo 111 de la mencionada Ley al amparo de lo es- 
tablecido en el artículo que se reglamenta, deberá 
especificarse en los mismos, a efectos de evaluar la 
procedencia de los beneficios para el inversor así 
como para los usuarios del proyecto, lo siguiente: 


a) la relación jurídica contractual entre inversor 
y usuarios; 


b) la descripción de la operativa en que se concre- 
tara la relación referida; 


c) la proyección de los resultados del emprendi- 
miento, incluyendo la estimación de los bienes afecta- 
dos y los servicios prestados en relación a los usuarios 
con respecto a la totalidad del proyecto; los beneficios 
previstos para el inversor como para los usuarios en 
la ejecución del proyecto y la duración de la relación 
contractual. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 9”. 


Artículo 8”.- (Devolución del IVA computadoras 
personales).- Otórgase a los institutos de enseñanza a 
que refiere el artículo 18 de la Ley que se reglamenta, 
un crédito por el Impuesto al Valor Agregado incluido 
en las adquisiciones en plaza de computadoras perso- 
nales e impresoras que se destinen exclusivamente a 
las tareas educativas. El referido crédito se hará efec- 
tivo mediante certificados de crédito para el pago de 
sus impuestos o para su cesión a otros contribuyentes 
en las condiciones que establezca la Dirección Gene- 
ral Impositiva. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 18. 


Artículo 9”.- (Constancia de disponibilidad de 
crédito).- La constancia exigida por el artículo 27 de 
la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000, deberá ser 
firmada por el Ordenador del Gasto competente y 
por el Gerente Financiero del Inciso respectivo, o por 
quienes hagan sus veces. 


Los Contadores Centrales no intervendrán las 
obligaciones correspondientes a los gastos que no 
cumplan con lo establecido precedentemente. 


Las contrataciones que contravengan esta dispo- 
sición son nulas, de conformidad con lo establecido 
en el citado artículo 27 de la Ley N* 17.243, de 29 de 
junio de 2000. 


Fuente: reglamentario de la Ley N* 17.243, de 29 
de junio de 2000, artículo 27. 


29 de setiembre de 2010 


Artículo 10.- Las compras directas amparadas en 
lo dispuesto por el numeral 2) inciso 2” del artícu- 
lo 33 del TOCAF 1996, podrán realizarse a crédito, 
siempre que cuenten con la constancia de disponibi- 
lidad de crédito respaldante dispuesta por el artículo 
27 de la Ley N* 17.243, de 29 de junio de 2000. 


Fuente: este artículo dio nueva redacción al Decre- 
to N*172 de 9 de junio de 2000 artículo 1*. 


Artículo 11.- (Responsabilidades).- Los funcio- 
narios públicos que, en el ejercicio de sus funciones, 
verifiquen el incumplimiento de las disposiciones 
de este decreto, deberán ponerlo en conocimiento 
del jerarca respectivo y del Ministerio de Economía 
y Finanzas, por escrito y en forma inmediata. Dicha 
Secretaría de Estado, previa constatación del incum- 
plimiento, sin perjuicio de las decisiones que dicho 
jerarca adopte en el ámbito de sus competencias, dará 
cuenta al Poder Ejecutivo a los efectos de la adopción 
de las medidas correspondientes, en el marco de lo 
dispuesto por el Título VI “de la Responsabilidad” del 
TOCAF 1996. 


Comprometer gastos sin la existencia de crédito 
presupuestal suficiente o desafectar créditos sin la 
anulación de la respectiva constancia por parte de los 
Gerentes Financieros o los Ordenadores de Gastos o 
de quienes hagan sus veces, será considerado falta 
grave, causal de destitución. 


Fuente: este artículo dio nueva redacción al 
Decreto N* 90 de 3 de marzo de 2000, artículo 15 
inciso 29). 


Artículo 12.- Derógase el artículo 9” del Decreto 
N? 90/000 de 3 de marzo de 2000. 


Artículo 13.- Dése cuenta en forma fundada a la 
Asamblea General. 


Decreto N* 92/998, de 21 de abril de 1998 


VISTO: la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
que establece el marco jurídico para la promoción y 
protección de las inversiones que se realicen en el 
territorio nacional. 


RESULTANDO: [ que por Decreto N* 59/998, de 
4 de marzo de 1998, se ha reglamentado el Capítulo 
II de la Ley precitada. 


ID) que deben ser reglamentadas otras disposicio- 
nes de la mencionada Ley, particularmente su Capí- 
tulo III en lo que concierne a la declaratoria promo- 
cional de los proyectos de inversión y de los planes de 
reconversión. 
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CONSIDERANDO: que corresponde proceder a la 
reglamentación de las normas referidas, de conformi- 
dad a lo establecido por el numeral 4” del artículo 168 
de la Constitución de la República. 


ATENTO: a lo expuesto 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: 

CAPÍTULO 1 - DECLARATORIA PROMOCIONAL 
COMISIÓN DE APLICACIÓN - PROCEDIMIENTOS 


Artículo 1?.- Podrán acceder a los beneficios de 
la Sección 1 del Capítulo Ill de la Ley N* 16.906, de 
7 de enero de 1998, las empresas cuyos proyectos de 
inversión o la actividad del sector en el que desarro- 
llan su giro, se declaren promovidos por el Poder Eje- 
cutivo de acuerdo a lo dispuesto por la Ley citada, la 
presente reglamentación y, en su caso, la normativa 
interna e instructivos que dicte la Comisión de Apli- 
cación. 


Artículo 2”.- Corresponderá al Poder Ejecutivo 
declarar promovidas las actividades sectoriales espe- 
cíficas. 


Las empresas que proyecten realizar inversiones 
con destino a su giro, podrán solicitar se las considere 
a los efectos de obtener los beneficios de la declara- 
toria promocional, presentándose a tal fin a la Comi- 
sión de Aplicación. Quedan comprendidas en la pre- 
visión de este artículo las empresas que desarrollan 
su actividad en un sector que ya haya sido declarado 
promovido por el Poder Ejecutivo, para la obtención 
de beneficios complementarios a los ya otorgados a 
dicho sector. 


Artículo 3”.- Las solicitantes se presentarán a la 
Comisión de Aplicación explicitando y adjuntando los 
siguientes elementos: 


a) El proyecto de inversión, que incluye el análisis 
de su factibilidad, así como el estudio de la viabilidad 
de la empresa, detallando la actividad que realiza o 
proyecta realizar y los demás elementos que establez- 
ca la normativa técnica e instructivos que dicte la Co- 
misión de Aplicación. 


b) Las circunstancias previstas en el artículo 11 
párrafo 3 o en el artículo 16 de la Ley N” 16.906, fun- 
damentándolas en la documentación que acompañe 
la presentación. 
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c) Si el proyecto de inversión implicara operacio- 
nes de fusiones, escisiones y transformaciones res- 
pecto de las que se solicitara el amparo al régimen 
del artículo 26” de la Ley N* 16.906, tales elementos 
deberán señalarse y justificarse en la presentación y 
documentación que la acompañe. 


Artículo 4.”- A los efectos del otorgamiento de la 
declaratoria promocional serán consideradas las in- 
versiones previstas en el artículo 7” de la Ley que se 
reglamenta. 


Artículo 5”.- La Comisión de Aplicación dispon- 
drá de un plazo de 30 días desde la fecha de desig- 
nación de sus miembros para dictar las normas de 
funcionamiento e instructivos que correspondan para 
regular su actividad de asesoramiento al Poder Eje- 
cutivo de conformidad a lo dispuesto por los artículos 
12 y siguientes de la Ley N* 16.906, de acuerdo a las 
siguientes bases: 


a) Se propenderá a la simplicidad y transparencia 
de los procedimientos. 


b) Para la evaluación de un proyecto de inversión 
la Comisión de Aplicación dispondrá de un plazo 
máximo de 5 días hábiles a partir de la recepción del 
mismo para derivarlo al Ministerio u organismo que 
corresponda. Dicha entidad, a su vez, dispondrá de 
un plazo máximo de 60 días para realizar la evalua- 
ción y remitirla a la Comisión de Aplicación adjuntan- 
do, de corresponder, su recomendación en relación a 
los beneficios a otorgar y al seguimiento del proyecto. 
La mencionada Comisión, a su vez, deberá formu- 
lar y elevar su dictamen al Poder Ejecutivo dentro de 
los 10 días hábiles desde la fecha de recepción de la 
evaluación del proyecto y de la recomendación en su 
caso. 


c) Para la evaluación de los proyectos de inversión 
los solicitantes podrán optar por la contratación de 
personas con notoria idoneidad en la materia de que 
se trate, seleccionando un consultor del Registro de 
Consultores que llevará la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. En caso de ser necesario, la Comisión 
de Aplicación podrá utilizar el mismo procedimien- 
to para evaluar la puesta en práctica de un proyecto 
declarado promovido en cuyo seguimiento participe 
la referida Comisión. Los aspectos técnicos centra- 
les que deban ser analizados en la evaluación de los 
proyectos podrán ser delineados por la Comisión de 
Aplicación. La administración del Registro de Con- 
sultores será de cargo de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. La mencionada Oficina reglamentará 
los aspectos referentes al funcionamiento del Regis- 
tro referido; los requisitos para la inscripción, modi- 
ficación y actualización de la información y los pro- 
cedimientos para la formulación de los dictámenes 
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de los evaluadores y para realizar el seguimiento de 
los proyectos. En caso que la solicitante optara por 
la contratación de un consultor, conforme a lo pre- 
visto precedentemente, el costo de la evaluación del 
respectivo proyecto de inversión será abonado por la 
empresa que solicita los beneficios de la declaratoria 
promocional. 


d) En todos los casos en que la Comisión de Apli- 
cación deba expedirse asesorando al Poder Ejecutivo, 
tal dictamen deberá emitirse y elevarse en un plazo 
máximo de 10 días hábiles contados desde que se ha- 
yan suministrado y completado todos los anteceden- 
tes y elementos respaldatorios de la solicitud, incluso 
la evaluación del proyecto. 


e) La Comisión de Aplicación establecerá los sis- 
temas de coordinación que correspondan con las Co- 
misiones Asesoras existentes para la aplicación de los 
regímenes de promoción de inversiones vigentes en 
el país. 


f) La Comisión de Aplicación registrará sus reco- 
mendaciones y las resoluciones que dicte el Poder 
Ejecutivo respecto de los proyectos considerados. 


Las solicitantes presentarán los antecedentes y 
elementos requeridos en este Decreto en la forma 
que la Comisión de Aplicación especifique en la nor- 
mativa que dicte. 


Artículo 6”.- A los efectos del seguimiento del 
proyecto que se declare promovido, la Comisión de 
Aplicación podrá recomendar que en la declaratoria 
promocional se establezca la obligación, de cargo de 
la empresa que ejecuta dicho proyecto, de presentar 
periódicamente informes técnicos de su puesta en 
marcha. Tales informes se entregarán al Ministerio 
u organismo designado para el seguimiento y a la Co- 
misión de Aplicación. La resolución de declaratoria 
promocional necesariamente contendrá la obligación 
de la empresa amparada de presentar los informes 
técnicos aquí referidos periódicamente, cuando se 
otorguen beneficios especiales de conformidad al in- 
ciso final del artículo 16 de la Ley N* 16.906. 


CAPÍTULO II - RÉGIMEN DE ESPECIALIZA- 
CIÓN PRODUCTIVA 


Artículo 7*.- Podrán acceder a los beneficios del 
régimen de aceleración de la adecuación para facili- 
tar la reconversión de las empresas en el marco del 
proceso de integración regional, establecido por la 
Sección III del Capítulo III de la Ley N* 16.906, las 
empresas que presenten programas de reconversión 
que la Comisión de Aplicación califique como viables 
en su asesoramiento al Poder Ejecutivo y que se en- 
cuentren al día en el pago de los tributos nacionales. 
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Artículo 8*.- El programa de reconversión es- 
tará orientado a adecuar la situación de la empresa 
a la nueva situación impuesta por los Acuerdos del 
Mercosur. Dicho programa contemplará la especiali- 
zación de la producción para atender la demanda del 
mercado ampliado. 


El referido programa incluirá el compromiso de 
aumentar las exportaciones y de discontinuar parcial 
o totalmente la producción de otros bienes, a partir 
del cual se otorgará el beneficio de la desgravación 
arancelaria de las importaciones incrementales de los 
bienes cuya producción se discontinúa, según se es- 
pecifica en el artículo siguiente. 


Artículo 9”.- El beneficio consistirá en la re- 
ducción hasta el cero por ciento de los gravámenes 
vigentes para los bienes incluidos en el régimen de 
adecuación uruguayo a la Unión Aduanera y que sean 
originarios de los Estados Parte del Mercosur, que se 
introduzcan al país de conformidad al compromiso 
incluido en el programa de reconversión referido en 
el artículo precedente. La desgravación aquí dispues- 
ta se aplicará respecto de los aranceles pagados por 
las importaciones incrementales de un bien que el 
beneficiario produce y efectivamente comercializa 
siempre que discontinúe total o parcialmente su pro- 
ducción, a la vez que aumente las exportaciones de 
otros bienes en los cuales proyecte su especialización. 


El monto de importaciones pasibles de beneficio 
no podrá superar la menor de las siguientes dos can- 
tidades: el incremento de exportaciones alcanzado o 
el monto de la reducción de la producción del bien 
en cuestión. 


Las exportaciones cursadas por las empresas 
al amparo del Decreto N* 316/992, de 7 de julio de 
1992, con las modificaciones dispuestas por el De- 
creto N* 340/996, de 28 de agosto de 1996, no podrán 
aplicarse simultáneamente para obtener la desgrava- 
ción explicitada en el presente artículo. 


Artículo 10.- Los solicitantes de los referidos be- 
neficios deberán presentar el programa de reconver- 
sión productiva a la Comisión de Aplicación, quien 
actuará asesorando al Poder Ejecutivo, acompañán- 
dolo de los siguientes elementos: 


a) La conformidad de la cámara empresarial que 
agrupe al sector específico de actividad al que perte- 
nezca la solicitante. 


b) Justificación de la viabilidad del programa de 
reconversión. 


c) Los antecedentes de exportación, producción 
e importación que fundamentan el compromiso 


CÁMARA DE SENADORES 71-C.S. 


de exportaciones e importaciones incrementales 
planteado. En el caso de que, al momento de su 
presentación la solicitante aún no contara con la 
conformidad de la cámara empresarial que agrupe a 
su sector de actividad, documentando haber gestio- 
nado la misma, la Comisión de Aplicación recabará 
la respuesta fundada de dicha cámara. Transcurri- 
do un plazo de 15 días desde la formulación de la 
consulta sin que se reciba el pronunciamiento de 
la cámara referida, se entenderá que la misma se 
manifiesta de conformidad al planteo efectuado por 
la solicitante. En el caso de que la cámara empresa- 
rial se expresara en contra de la solicitud formulada 
por la empresa, la Comisión de Aplicación valorará 
los fundamentos esgrimidos por aquella para emitir 
su propio pronunciamiento. El incremento de las 
exportaciones e importaciones de la solicitante así 
como la reducción de la producción de los bienes 
que efectivamente se comercializan y que se dis- 
continúan, se cuantificará a partir de las operacio- 
nes, producción y comercialización registradas en 
los últimos 18 meses previos a la presentación del 
programa. 


El programa de reconversión presentado contem- 
plará metas trimestrales para las exportaciones e im- 
portaciones incrementales, así como para la reduc- 
ción de la producción correspondiente. 


Artículo 11.- Para el estudio de los planes de 
reconversión, se solicitará el asesoramiento del Mi- 
nisterio u organismo sectorial que corresponda. Sin 
perjuicio de lo anterior, la Comisión de Aplicación 
podrá contratar la evaluación de los mencionados 
programas de reconversión, seleccionando un téc- 
nico con notoria idoneidad en la materia de que se 
trate de entre aquellos que estén inscriptos en el 
Registro de Consultores que llevará la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto (artículo 5” del presen- 
te decreto). 


La Comisión de Aplicación deberá emitir su dicta- 
men de asesoramiento al Poder Ejecutivo en un pla- 
zo máximo de 10 días hábiles contados desde que se 
haya realizado la evaluación del plan por la Comisión 
de Aplicación o por el técnico contratado al efecto y 
se hayan suministrado los antecedentes y elementos 
respaldatorios del plan de reconversión que haya re- 
querido la referida Comisión de acuerdo al artículo 
10 del presente decreto. 


En lo no previsto en el presente artículo, la forma 
de actuación y plazos que regirán a la Comisión de 
Aplicación serán los que esta disponga de conformi- 
dad a las bases previstas en el artículo 5” del presente 
decreto. 


Artículo 12.- No serán computadas a los efec- 
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tos de la determinación de exportaciones totales a los 
efectos de este régimen, las destinadas a zona franca 
u otros enclaves aduaneros. 


Artículo 13.- Para la aprobación de los benefi- 
cios, el Poder Ejecutivo tendrá en cuenta que el pro- 
grama de reconversión sea consistente y que coloque 
a la empresa en condiciones competitivas en el marco 
previsto para la Unión Aduanera. 


Artículo 14.- Será de cargo de la Comisión de 
Aplicación el análisis de la documentación de expor- 
taciones e importaciones a los efectos de la exten- 
sión de los certificados de crédito fiscal por efecto del 
arancel diferencial según las exportaciones realmen- 
te realizadas. 


La Comisión de Aplicación, trimestralmente y 
contra la presentación de la información de las im- 
portaciones y exportaciones cumplidas por el benefi- 
ciario en el período, expedirá una constancia para la 
Dirección General Impositiva para la emisión de los 
certificados de crédito que correspondan. 


Los certificados de crédito fiscal por derecho a la 
importación con arancel diferencial serán otorgados 
por la Dirección General Impositiva trimestralmente, 
contra la justificación del cumplimiento del programa 
en la forma prevista en el inciso precedente. 


Artículo 15.- Si las metas parciales trimestrales 
del programa comprometido se vieran superadas, la 
Comisión de Aplicación podrá proponer el otorga- 
miento de certificados por montos mayores a los pla- 
nificados para ese trimestre y a lo sumo iguales a los 
de las operaciones realizadas en ese mismo período, 
siempre que el total de los certificados de crédito que 
se emitan no supere los montos totales previstos en el 
plan de reconversión aprobado. 


A fin de cada año la Comisión de Aplicación veri- 
ficará que el beneficio fiscal otorgado sea compatible 
con la restricción del artículo 9”, inciso 2 del presente 
decreto, de forma de ajustar el beneficio ya otorgado 
a lo que efectivamente corresponda. 


Concluido el período total por el que se otorga el 
beneficio, la Comisión de Aplicación verificará que 
las importaciones incrementales que realizara la 
empresa, con o sin el beneficio fiscal que confiere el 
presente régimen, no superen el monto de la reduc- 
ción de la producción del mismo bien en ese período. 
De no cumplirse esta restricción, caerán retroacti- 
vamente los beneficios que se le otorgaran, dándose 
cuenta de esta circunstancia a la Dirección Nacional 
de Aduanas para la reliquidación de los aranceles que 
hubieran correspondido, actualizando los importes 
así liquidados. No se calcularán multas ni recargos. 
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Artículo 16.- La Comisión de Aplicación podrá 
recabar asistencia a los Ministerios y organismos es- 
pecializados a todos los efectos previstos en el presen- 
te Capítulo. 


CAPÍTULO III - NORMAS GENERALES 


Artículo _17.- La previsión contenida en los in- 
cisos 3 y 4 agregados al artículo 10 del Decreto-Ley 
N* 14.701, de 12 de setiembre de 1977, por el artí- 
culo 30 de la ley que se reglamenta, no será aplica- 
ble a las garantías reales o personales que accedan a 
una línea de crédito que cubra diversas operaciones, 
siempre que esta circunstancia se haga constar en el 
documento de la respectiva garantía. 


Artículo 18.- Comuníquese, publíquese, etc. 
Decreto N* 59/998, de 4 de marzo de 1998 

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 
DECRETA: 


Artículo 1*.- Alcance subjetivo.- Son beneficia- 
rios de las franquicias establecidas en el Capítulo II 
de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998: 


a) los contribuyentes del Impuesto a la Renta de 
la Industria y el Comercio que realicen actividades 
manufactureras y extractivas. 


b) los contribuyentes del Impuesto a las Rentas 
Agropecuarias e Impuesto a la Enajenación de Bienes 
Agropecuarios que realicen actividades agropecuarias 
destinadas a obtener productos primarios, vegetales 
o animales tales como cría o engorde de ganado, pro- 
ducción de lanas, cueros, leche, avicultura, apicultu- 
ra, cunicultura, producción agrícola, frutícola, hortí- 
cola y floricultura. 


Artículo 2*.- Alcance objetivo.- A los efectos de 
las franquicias establecidas en el Capítulo II de la 
Ley N” 16.906, de 7 de enero de 1998, se entiende 
que un bien mueble ha sido adquirido cuando, como 
consecuencia de un contrato de compraventa o de 
permuta, aquel haya sido recibido en forma real o 
ficta, o cuando hubiera sido construido por la propia 
empresa. El beneficio se hará efectivo en el ejercicio 
en el cual se adquiera o se termine la construcción 
del bien. 


Artículo 3”.- Bienes muebles.- Los bienes mue- 
bles destinados directamente al ciclo productivo, am- 
parados al beneficio referido en el artículo anterior 
serán: 
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a) Máquinas industriales, entendiéndose por tales 
las utilizadas para realizar la manufactura, la extrac- 
ción, la conservación, envasado y acondicionamiento 
de bienes. 


b) Instalaciones industriales, que comprenderá las 
que sean necesarias para poder realizar un ciclo pro- 
ductivo, que incluirá desde la recepción de la materia 
prima o la extracción, hasta la entrega del producto 
manufacturado, extraído o conservado, realizada por 
la empresa industrial. 


c) Maquinaria agrícola, que comprenderá la uti- 
lizada por los establecimientos agropecuarios para la 
producción de bienes primarios. 


d) Vehículos utilitarios. Se entenderá por tales los 
chasis para camiones, camiones, tractores para re- 
molque, remolques y zorras. 


Artículo 4”.- Equipos para el procesamiento 
electrónico de datos.- Los equipos para el procesa- 
miento electrónico de datos amparados al beneficio 
referido en el artículo 2% comprenderán todos los 
bienes muebles necesarios para su funcionamiento 
integral. Exclúyese a tales efectos, la programación 
(software). 


Artículo _5*.- Exoneración de IVA e IMESI. La 
exoneración de los Impuestos al Valor Agregado y Es- 
pecífico Interno, correspondiente a la importación de 
los bienes a que refiere el literal B) del artículo 8 de 
la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, se hará 
efectiva mediante un certificado de exoneración que 
expedirá la Dirección General Impositiva. 


Cuando se trate de los bienes establecidos en los 
literales a) y b) del artículo 3 de este Decreto, los 
interesados deberán obtener, previo a la solicitud del 
referido certificado una constancia del Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, la cual deberá estar 
conformada por la Dirección General Impositiva, y 
en la que se establecerá: 


a) la actividad de la empresa solicitante. 
b) que el bien importado o adquirido en plaza es 
de utilización específica y normal en la rama de acti- 


vidad de que se trata. 


Fuente: Redacción dada por el Decreto N” 386 de 
15 de octubre de 2007, Artículo 1*. 


Artículo 6*.-Derogado por Decreto N* 220, de 12 
de agosto de 1998, Artículo 168. 
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Artículo 7?.- Derogado por Decreto N* 220, de 12 
de agosto de 1998, Artículo 168. 


Artículo 8”.- Derogado por Decreto N* 220, de 12 
de agosto de 1998, Artículo 168. 


Artículo 9”.- Comuníquese, publíquese, etc. 
Decreto N* 524/005, de 19 de diciembre de 2005 


Reglamentario/a de: Ley N* 17.547, de 22 de agos- 
to de 2002. 


VISTO: La Ley N* 17.547, de 7 de agosto de 2002 
relativa a parques industriales y la Ley N* 16.906, de 
7 de enero de 1998, sobre promoción de inversiones. 


RESULTANDO: 1) la necesidad de reglamentar la 
actividad de los referidos parques industriales en lo 
relacionado con los procedimientos para su habilita- 
ción, funcionamiento y controles pertinentes. 


ID que es oportuno, concomitantemente, utilizar 
los mecanismos previstos en la citada ley de inversio- 
nes a efectos de lograr la descentralización, objetivo 
ya anunciado, de la totalidad de las inversiones que 
se realicen dentro del territorio aduanero nacional. 


CONSIDERANDO: D que corresponde, declarar 
promovida la actividad de explotación de parques in- 
dustriales como sector específico. 


ID que, resulta oportuno graduar, los beneficios 
que se otorguen por Ley de Inversiones en el marco 
de la Ley N” 16.906 citada con miras al cumplimiento 
del objetivo de descentralización, para la totalidad de 
las inversiones dentro del territorio aduanero nacio- 
nal, siendo de estricta legalidad y conveniencia, no 
discriminar en los beneficios a otorgar a las inversio- 
nes, salvo en lo que tenga relación con la radicación 
en función de zonas geográficas, previa y convenien- 
temente definidas. 


TIT) que es adecuado prolongar el período máximo 
en el cual se pueda deducir, a los efectos del Impues- 
to a las Rentas de la Industria y Comercio, el monto 
de las inversiones realizadas, así como aumentar el 
porcentaje máximo deducible. 


ATENTO: a lo expuesto 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 


DECRETA: 
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CAPÍTULO I 


DE LA PROMOCIÓN Y DEFINICIÓN DE PAR- 
QUES INDUSTRIALES 


Artículo 1”.- Declárase de Interés Nacional la 
promoción y el desarrollo de parques industriales, en 
los términos de la Ley N* 17.547, de 7 de agosto de 
2002 y de la presente reglamentación, con el propó- 
sito de estimular el crecimiento de la industria na- 
cional, el incremento de la inversión, la creación de 
puestos de trabajo, la sustitución de importaciones, 
el crecimiento de las exportaciones, la apertura de 
nuevos mercados, el progreso tecnológico y la descen- 
tralización geográfica. 


Artículo 2*.- Se entiende por parque industrial una 
fracción de terreno de propiedad pública o privada, ur- 
banizada y subdividida en parcelas conforme a un plan 
general, dotada de servicios públicos y privados e insta- 
laciones comunes, con fines de instalación y explotación 
de establecimientos productivos y servicios conexos. 


Artículo 3*.- El área habilitada como parque indus- 
trial deberá estar delimitada y amojonada en sus límites. 


Artículo 4”.- Los parques industriales deberán 
contar con la infraestructura referida en el artículo 
1? de la Ley N* 17.547, la que deberá cumplir los 
siguientes requisitos: 


a) la caminería interna deberá tener una resisten- 
cia suficiente para soportar el tránsito de camiones 
de por lo menos diez toneladas por eje y con un ancho 
mínimo de siete metros; 


b) la energía eléctrica deberá ser prevista en el 
proyecto de creación del parque industrial, atendien- 
do los potenciales requerimientos de las instalaciones 
industriales a radicarse y las posibilidades reales de 
conexión de la carga; 


c) el suministro de agua requerido para el uso hu- 
mano, seguridad, riego e industria, deberá cumplir 
con las normativas vigentes en los organismos com- 
petentes: Obras Sanitarias del Estado (OSE), Direc- 
ción General de Bomberos e Intendencias Municipa- 
les respectivas; 


d) los sistemas básicos de telecomunicaciones de- 
berán permitir que las instalaciones industriales y de 
servicios del parque tengan acceso a discado directo 
internacional y conexión a Internet; 


e) el sistema de tratamiento y disposición de re- 
siduos deberá ser aprobado por la Dirección Nacio- 
nal de Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y por la 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de setiembre de 2010 


Intendencia Municipal respectiva; 


f) los galpones y los depósitos deberán tener di- 
mensiones apropiadas a sus fines específicos; 


g) el sistema de prevención y combate de incen- 
dios deberá contar con la previa aprobación de la Di- 
rección Nacional de Bomberos, que tendrá en cuenta 
los riesgos de los productos y procesos industriales a 
utilizarse en el parque; 


h) las áreas verdes deberán ocupar no menos de 
un 20% (veinte por ciento) de la superficie total del 
predio del parque industrial; 


i) el funcionamiento de un servicio de emergencia 
médico permanente; 


j) una inserción en el entorno urbano o suburbano 
inmediato, acorde con las normas y las directrices esta- 
blecidas o a establecer por el Gobierno Departamental; 


k) condiciones de accesibilidad, mediante una co- 
nexión directa, existente o a crear con cargo al pro- 
yecto, con el sistema viario principal de la ciudad o 
las rutas nacionales; 


1) una adecuada red de iluminación nocturna den- 
tro del parque y de su perímetro que deberá ser supe- 
rior a veinte lúmenes. 


Los requisitos establecidos en el presente artículo 
se podrán adaptar a la naturaleza de las actividades 
que se desarrollan en los respectivos parques, a la 
infraestructura preexistente y a su ejecución gradual 
en el tiempo, de acuerdo con el cronograma previsto 
en la habilitación otorgada. 


Artículo 5*.- Los tenedores a cualquier título de 
predios en los que se instalen parques industriales 
deberán constituir sobre ellos, en beneficio de los 
usuarios de esos parques, derechos de uso, de tránsi- 
to de personas y de paso de instalaciones, tanto en el 
caso de los lotes afectados a la explotación como en el 
caso de los lotes afectados al uso productivo. 


Estos derechos se estipularán en los respectivos 
estatutos de los parques industriales, sin perjuicio de 
su inclusión en los respectivos contratos entre explo- 
tadores y usuarios. 


Artículo 6”.- Además de operaciones industriales 
podrán realizarse operaciones de almacenaje, acon- 
dicionamiento, selección, clasificación, fracciona- 
miento, armado, desarmado, manipulación o mezcla 
de mercaderías o materias primas, siempre que estén 
exclusivamente asociadas a las actividades industria- 
les instaladas en los parques. 
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Artículo 7*.- Queda prohibido a las industrias 
que se instalen, el comercio al por menor dentro de 
los parques industriales amparados por la presente 
reglamentación, salvo aquel destinado al funciona- 
miento de los propios parques. 


CAPÍTULO 11 


DE LA MACROLOCALIZACIÓN DE PARQUES 
INDUSTRIALES 


Artículo 8?.- A los efectos de ampararse en la Ley 
N* 17.547 que se reglamenta, los parques industria- 
les y sus empresas deberán localizarse en ciudades 
que por sus características faciliten la prestación 
de servicios adicionales a los que el parque posea o 
localizarse en microrregiones productivas, en áreas 
urbanas o suburbanas potencialmente urbanizables 
previstas por el Gobierno Departamental. 


Las microrregiones serán determinadas por el Po- 
der Ejecutivo, previa consulta con el Gobierno De- 
partamental e informe de la Comisión Asesora a que 
refiere el Capítulo III. 


Artículo 9”.- En cumplimiento del artículo 4” de 
la Ley N* 17.547, que requiere diferenciar zonas de 
acuerdo con su contribución a la descentralización 
geográfica y a la utilización significativa de mano de 
obra, se determinan las siguientes zonas según el si- 
guiente orden de prioridad: 


zona Norte, Este y Centro: Artigas, Rivera, Tacua- 
rembó, Cerro Largo, Treinta y Tres, Rocha, Lavalleja, 
Flores, Florida, Durazno; 


zona Litoral Oeste: Soriano, Río Negro, Paysandú, 
Salto; 


zona Sur: Colonia, San José (excluida zona metro- 
politana), Canelones (excluida zona metropolitana) y 
Maldonado; 


zona Metropolitana: Montevideo, zona metropoli- 
tana de Canelones, Rincón de la Bolsa de San José. 


CAPÍTULO III 
DE LA COMISIÓN ASESORA 


Artículo 10.- La Comisión Asesora creada por el 
artículo 5” de la Ley N” 17.547 que se reglamenta 
funcionará en la órbita del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, por medio del cual se comunicará 
con el Poder Ejecutivo, con las atribuciones que le 
confiere la ley. 


Dicho Ministerio proveerá a la Comisión los recur- 
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sos humanos, técnicos y materiales que requiera para 
el cumplimiento de sus objetivos. 


Artículo 11.- La Comisión Asesora dictará su re- 
glamento interno de funcionamiento. Sus decisiones 
se adoptarán conforme al voto de la mayoría simple 
de sus componentes. 


CAPÍTULO IV 
DE LOS BENEFICIOS FISCALES 


Artículo 12.- Declárase promovida, en el marco 
de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, la activi- 
dad de las personas físicas y jurídicas contribuyentes 
del Impuesto a las Rentas de la Industria y Comercio, 
así como en lo pertinente las actividades de la Cor- 
poración Nacional para el Desarrollo y los Gobiernos 
Departamentales de la República, que al amparo de 
la presente reglamentación instalen parques indus- 
triales dentro del territorio nacional. 


Artículo 13.- Una vez que hayan obtenido la au- 
torización, de acuerdo con el procedimiento estable- 
cido en el artículo 26 del presente Decreto, los usua- 
rios de parques industriales de la Ley N* 17.547 que 
se reglamenta podrán solicitar para sus emprendi- 
mientos, los beneficios previstos en la Ley N* 16.906 
y su reglamentación. 


Aquellos que soliciten los beneficios menciona- 
dos en el inciso anterior, cuyos ingresos anuales es- 
timados no superen las UI 3:000.000,00 (unidades 
indexadas tres millones), solo deberán proyectar, a los 
efectos pertinentes, la siguiente información anual 
por el período de ejecución de la inversión y, como 
mínimo, por 5 (cinco) años: 


a) ingresos totales, discriminando los de naturale- 
Za Operativa; 


b) remuneraciones y cargas sociales de producción; 
c) adquisiciones de materias primas por tipo; 

d) gastos de producción; 

e) gastos de distribución; 

f) gastos de administración; 

g) utilidad estimada. 


Además deberán presentar, con referencia al pe- 
ríodo de ejecución de la inversión: 


a) cronograma de implantación del proyecto, in- 
cluyendo maquinarias, equipos e instalaciones indus- 
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triales; bienes inmuebles, discriminando las mejoras 
a realizar; obras de infraestructura, y capital de tra- 
bajo estimado; 


b) modalidad prevista de financiamiento para 
cada concepto de los establecidos en el precedente 
literal a); 


c) estimación anual de ingresos y egresos. 


La Dirección Nacional de Industrias deberá eva- 
cuar todas las consultas referentes a la presentación 
de la información referida antes. 


En los casos de empresas preexistentes que am- 
plíen sus actividades instalándose en parques in- 
dustriales, el cálculo de sus ingresos operativos se 
efectuará teniendo en cuenta conjuntamente las ac- 
tividades previa y proyectada. 


La calificación de empresa comprendida en el 
tramo de ingresos operativos habilitante a los efectos 
del procedimiento establecido precedentemente, será 
realizada en cada caso específico por el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería. 


Artículo 14.- Elévase hasta 6 (seis) ejercicios 
el plazo establecido en el artículo 1? del Decreto 
N* 508/003, de 10 de diciembre de 2003, a efectos de 
estimular el proceso de descentralización geográfica 
en virtud de la facultad conferida por el inciso prime- 
ro del artículo 16 de la Ley N* 16.906. El incremento 
de dicho plazo beneficiará a las inversiones en fun- 
ción de su localización de acuerdo con el siguiente 
detalle: 


a) zona norte, este y centro 6 (seis) años 
b) zona litoral oeste 5 (cinco) años 

c) zona sur 4 (cuatro) años 

d) zona metropolitana 3 (tres) años. 


Asimismo, auméntase hasta 75% (setenta y cinco 
por ciento) el porcentaje a exonerar sobre la inver- 
sión efectivamente realizada, financiada con fondos 
propios o utilidades del mismo proyecto, establecido 
en el literal a) del artículo 2” del mencionado Decreto 
N* 508/003, de 10 de diciembre de 2003, determi- 
nándose a los efectos de su aplicación las siguientes 
proporciones por zona: 


a) zona norte, este y centro 75% (setenta y cinco 
por ciento) 


b) zona litoral oeste 68,75 % (sesenta y ocho con 
setenta y cinco por ciento) 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de setiembre de 2010 


c) zona sur 62,50 % (sesenta y dos con cincuenta 
por ciento) 


d) zona metropolitana 56,25 % (cincuenta y seis 
con veinticinco por ciento). 


El diferimiento de imputación previsto en el lite- 
ral b) del artículo referido precedentemente solo se 
aplicará a proyectos promovidos antes de la vigencia 
del presente Decreto. 


Artículo 15.- Otórgase a los instaladores de par- 
ques industriales, de acuerdo con el artículo 11 inci- 
so segundo de la Ley 16.906 y en mérito a la decla- 
ratoria promocional establecida en el artículo 12 del 
presente Decreto, que sean habilitados de acuerdo 
con los procedimientos previstos en los artículos 16 a 
25 del mismo, los siguientes beneficios: 


a) exoneración por un plazo de 7 (siete) años del 
impuesto al patrimonio respecto de los bienes de ac- 
tivo fijo instalados o utilizados exclusivamente en el 
parque, incluyendo maquinarias y equipos, obras ci- 
viles e instalaciones. Estos bienes se considerarán en 
la liquidación de este impuesto como activo gravado a 
los efectos de la deducción de pasivos; 


b) al solo efecto de la liquidación del impuesto a 
las Rentas de la Industria y Comercio, las inversiones 
podrán ser amortizadas de acuerdo con su ubicación 
y su naturaleza en los siguientes plazos: 


Obras Civiles Equipamiento 


Zonas centro, norte y este 9 (nueve) años 2 (dos) 
años 


Zona litoral oeste 11 (once) años 3 (tres) años 
Zona sur 13 (trece) años 4 (cuatro) años 


Zona metropolitana 15 (quince) años 5 (cinco) 
años. 


Esta exoneración será excluyente de todo otro be- 
neficio del contribuyente sobre Impuesto a las Rentas 
de la Industria y Comercio en relación al emprendi- 
miento en cuestión, al amparo de la Ley N* 16.906; 


c) exoneración total de tributos cuya aplicación 
corresponda en ocasión de la importación de maqui- 
narias y equipos, así como los bienes de activo fijo 
destinados a incorporarse a la obra civil, no competi- 
tivos con la industria nacional, destinados a parques 
industriales; 


d) crédito por el Impuesto al Valor Agregado in- 
cluido en la compra de materiales y servicios a apli- 
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car en la construcción de obras civiles, maquinarias 
y equipos destinados al cumplimiento del proyecto de 
instalación inicial respectivo. Dicho crédito se hará 
efectivo mediante el mismo sistema que rige para las 
exportaciones; 


e) crédito por el Impuesto al Valor Agregado in- 
cluido en la compra de equipos para el procesamiento 
electrónico de datos a ser utilizados en los parques 
industriales. Dicho crédito se hará efectivo mediante 
el mismo sistema que rige para las exportaciones; 


f) crédito por el Impuesto al Valor Agregado inclui- 
do en la compra de bienes y servicios que requiera la 
operativa de los parques industriales a que refiere el 
artículo 12 del presente Decreto, cuando se trate de 
emprendimientos de los Gobiernos Departamentales 
no comprendidos por tales actividades en el Título 
X del Texto Ordenado 1996. Dicho crédito se hará 
efectivo mediante el mismo sistema que rige para las 
exportaciones. 


g) consideración de los bienes de activo fijo y los 
materiales necesarios para su construcción como bie- 
nes de capital a los efectos de la aplicación del artí- 
culo 79, Título X del Texto Ordenado de 1996, en el 
caso de los Gobiernos Departamentales a que refiere 
el artículo 12 del presente Decreto. Otórgase en di- 
cho caso un crédito por el impuesto al Valor Agregado 
incluido en su adquisición para la explotación de par- 
ques industriales. 


Dicho crédito se hará efectivo mediante el mismo 
sistema que rige para las exportaciones. 


Para obtener los beneficios que anteceden deberá 
cumplirse con lo establecido en los literales b), c), d) 
y e) del artículo 2* del Decreto N” 154/003, de 11 de 
abril de 2003. 


CAPÍTULO V 


DE LA HABILITACIÓN DE PARQUES INDUS- 
TRIALES 


Artículo 16.- La iniciativa para la habilitación de 
parques industriales corresponderá indistintamente 
a los sujetos de derecho privado, a la Corporación Na- 
cional para el Desarrollo, de acuerdo con el artículo 
7? de la Ley N* 17.547 que se reglamenta, y a los Go- 
biernos Departamentales, de acuerdo con el artículo 
8” de la misma Ley. 


Artículo 17.- La habilitación de parques indus- 
triales en las zonas definidas por el artículo 9” de esta 
reglamentación corresponderá en todos los casos al 
Poder Ejecutivo mediante resolución fundada, previo 
informe de la Comisión Asesora creada por el artícu- 
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lo 5? de la Ley N” 17.547 que se reglamenta, con la 
conformidad del Gobierno Departamental respectivo. 


La Comisión Asesora tendrá en cuenta la contri- 
bución que los parques industriales en análisis pue- 
den realizar para lograr el cumplimiento de los obje- 
tivos definidos en el artículo 1” del presente Decreto. 


Artículo 18.- La Dirección Nacional de Arte- 
sanías, Pequeñas y Medianas Empresas asesorará al 
Poder Ejecutivo en la toma de decisiones a que refie- 
re el primer inciso del artículo 17 del presente De- 
creto, en cuanto a políticas de promoción regional de 
parques industriales en los que se radiquen pequeñas 
y medianas empresas. 


Asimismo, en cumplimiento del literal f) del artí- 
culo 3? de la Ley N” 16.170, de 28 de diciembre de 
1990, promoverá la instalación de parques industria- 
les en el interior del país para la radicación de peque- 
ñas y medianas empresas de su competencia. 


Artículo 19.- La solicitud de habilitación de par- 
ques industriales deberá presentarse ante el Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería, que la trasladará 
a la Comisión Asesora creada por el artículo 5” de 
la Ley N” 17.547 que se reglamenta. Junto a la mis- 
ma deberá presentarse el Estatuto y el Reglamento 
de Operaciones previstos para el parque industrial, 
así como un proyecto de inversión que refiera a los 
aspectos técnicos, financieros, económicos, sociales y 
ambientales del emprendimiento. 


La Comisión Asesora podrá sugerir al interesado 
las modificaciones al Estatuto y al Reglamento de 
Operaciones que estime convenientes. 

La Dirección Nacional de Industrias tomará regis- 
tro notarial del Estatuto y el Reglamento de Operacio- 
nes aprobados una vez habilitado el parque industrial 


de que se trate. 


Artículo 20.- El Estatuto deberá contener, al me- 
nos, las siguientes previsiones: 


a) plaza del emprendimiento; 


b) forma de administración, votos y funciones del 
Órgano rector; 


c) integración, mandato, organización y funciones 
del órgano de administración; 


d) órgano de control; 
e) órgano de solución de controversias; 


f) régimen de tenencia de parcelas y mejoras (pro- 
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piedad, arriendo, arriendo con opción a compra); 


g) régimen de transferencia de parcelas, mejoras 
e instalaciones; 


h) requisitos para integración al parque industrial; 
i) derechos y obligaciones de los usuarios; 


j) servicios mínimos a proveer, comunes y no co- 
munes, adicionales a los servicios públicos previstos; 


k) forma de contribución a los gastos comunes del 
parque industrial; 


l) sanciones; derechos de uso, tránsito y paso so- 
bre lote de explotación y lotes de usuarios. 


Artículo 21.- El proyecto de inversión deberá 
contener, como mínimo, los siguientes aspectos: 


a) antecedentes jurídicos de la empresa a través 
de la cual se realizará la instalación y la explotación 
del parque industrial; 

b) localización, dimensión y metraje del área don- 
de se propone la instalación, así como las piezas grá- 
ficas necesarias para la completa comprensión del 
proyecto y la memoria descriptiva; 

c) justificación de la propiedad del predio asiento 
del parque industrial y el título al que se posee en los 
casos en que corresponda; 

d) justificación ambiental de su emplazamiento; 

e) disponibilidad de agua y recursos energéticos; 

f) proyectos sobre tratamiento de efluentes; 

g) posibilidades de expansión futura; 


h) servicios que se propone suministrar; 


i) monto de la inversión, fuentes de financiamien- 
to, estimación del personal a utilizar y su nacionalidad; 


j) descripción de las inversiones en infraestructura; 
k) cronograma de implementación del proyecto; 


1) plazo por el cual se solicita la habilitación como 
parque industrial; 


m) habilitaciones correspondientes (Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, Gobierno Departamen- 
tal, Dirección Nacional de Bomberos); 
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n) estudio de ordenamiento territorial, indicando 
los impactos de su emplazamiento para el desarrollo 
urbano y el ajuste a la planificación vigente. 


Artículo 22.- Los informes técnicos de evalua- 
ción de los correspondientes proyectos de inversión 
se emitirán en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días 
por la Dirección Nacional de Industrias del Minis- 
terio de Industria, Energía y Minería, que podrá co- 
municarse directamente, si fuera necesario, con los 
organismos involucrados. 


Artículo 23.- En caso de revocación de la habili- 
tación, el Poder Ejecutivo podrá llamar a interesados 
para la explotación de parques industriales por el pla- 
zo remanente de la habilitación concedida. 


Artículo 24.- Las personas jurídicas de derecho 
privado que pretendan explotar parques industriales 
bajo el régimen de la Ley N* 17.547 que se reglamen- 
ta, deberán tener objeto único y exclusivo referido a 
dicha actividad. 


Artículo 25.- Las habilitaciones de ampliaciones 
de parques industriales deberán cumplir, en lo perti- 
nente, con los requisitos de los artículos anteriores. 


CAPÍTULO VI 


DE LA HABILITACIÓN DE RADICACIÓN DE 
EMPRESAS EN PARQUES INDUSTRIALES 


Artículo 26.- La autorización para radicación 
de empresas en parques industriales prevista en el 
artículo 9” de la Ley N* 17.547 que se reglamenta, 
corresponderá al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. La misma se resolverá previo informe pre- 
ceptivo de la Comisión Asesora creada por el artículo 
5” de la Ley N* 17.547. La solicitud de autorización, 
junto con el proyecto o las proyecciones previstas en 
el artículo 13 para las microempresas y las pequeñas 
empresas, deberán presentarse en el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería, que le dará traslado a 
la Comisión Asesora para que informe sobre si dicho 
emprendimiento cumple con los objetivos estableci- 
dos en el artículo 1? de este Decreto y a efectos de la 
procedencia del otorgamiento por parte del Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería de la mencionada 
autorización pare radicarse en el parque industrial. 


Artículo 27.- Deberá remitirse a la Dirección Na- 
cional de Industrias copia fehaciente de los contra- 
tos suscritos de radicación de usuarios, a los efectos 
de su registro, controlando previamente que dichos 
contratos se ajusten al estatuto del parque de que se 
trate. 


Artículo 28.- La instalación y la explotación de 
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parques industriales, así como la realización en ellos 
de actividades industriales están sujetas al régimen 
general y particular que las normas nacionales y de- 
partamentales establecen respectivamente pare di- 
chas actividades. 


Artículo 29.- Las habilitaciones de ampliaciones 
de inversiones en parques industriales deberán cum- 
plir, en lo pertinente, con los requisitos de los artícu- 
los anteriores. 


CAPÍTULO VII 
DEL ASESORAMIENTO 


Artículo 30.- La Dirección Nacional de Arte- 
sanías, Pequeñas y Medianas Empresas asesorará a 
las empresas de su competencia sobre el régimen es- 
tablecido en la presente reglamentación. 


Asimismo, asesorará a las unidades artesanales, 
microempresas y pequeñas empresas definidas por 
los Decretos N* 54/992, de 7 de febrero de 1992 y 
N* 266/995, de 19 de julio de 1995, acerca de los 
estatutos, reglamento de operaciones y contratos de 
radicación en parques industriales de su interés. 


CAPÍTULO VIII 
DEL DESTINO DE LAS CONSTRUCCIONES 


Artículo 31.- Las construcciones que existan 
dentro de cada parque industrial no podrán ser desti- 
nadas a casa habitación, salvo cuando ello se requiera 
pare asegurar el funcionamiento, el mantenimiento y 
la seguridad del parque industrial y de las empresas 
que allí se instalen. 


CAPÍTULO IX 
DE LA SUPERVISIÓN Y CONTROL 


Artículo 32.- La supervisión y el control de la 
instalación y el funcionamiento de los parques in- 
dustriales, estará a cargo del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería a través de la Dirección Nacional 
de Industrias, sin perjuicio de otras potestades nacio- 
nales y municipales en la materia. 


Artículo 33.- La Dirección Nacional de Indus- 
trias, actuando conjuntamente con la Dirección Ge- 
neral Impositiva, determinará con alcance general 
los recaudos previos, concomitantes y posteriores, 
exigibles a instaladores y usuarios de parques indus- 
triales, a efectos del contralor por la Dirección Na- 
cional de Industrias, del uso de las franquicias fisca- 
les que se otorguen al amparo de la Ley N* 17.547 
que se reglamenta. 
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Lo dispuesto precedentemente será sin perjuicio 
de los cometidos propios de gestión y contralor de la 
Dirección General Impositiva en relación a los con- 
tribuyentes instaladores y usuarios de parques indus- 
triales, para lo que podrá recabar la colaboración de 
la Dirección Nacional de Industrias. 


Artículo 34.- Cuando la Dirección Nacional de 
Industrias constate la existencia de situaciones irre- 
gulares que afecten o puedan afectar el normal fun- 
cionamiento de un parque industrial o de las acti- 
vidades en que él se desarrollan, podrán intimar la 
adopción de las medidas que estime necesarias o ade- 
cuadas a los efectos de que cesen o se corrijan dichas 
situaciones. 


Esa Dirección vigilará el cumplimiento de las 
obligaciones legales, reglamentarias, estatutarias y 
contractuales relativas a parques industriales, propo- 
niendo las medidas necesarias en caso de incumpli- 
miento. 


Estas medidas podrán alcanzar al retiro de los be- 
neficios promocionales otorgados oportunamente y a 
las reliquidaciones correspondientes. 


A los fines indicados, dicha Dirección podrá co- 
municarse directamente con cualquier autoridad na- 
cional o departamental. 


CAPÍTULO X 
DE LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR 


Artículo 35.- Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 34 del presente Decreto, las personas físicas 
o jurídicas, de derecho privado o público, que se aco- 
jan a este régimen de parques industriales, deberán 
suministrar anualmente a la Dirección Nacional de 
Industrias, o cuando esta lo disponga, datos relevan- 
tes acerca de su actividad: avance de inversiones, si- 
tuación económico-financiera, niveles de producción, 
ventas, ocupación y estímulos fiscales usufructuados. 


La reiteración del incumplimiento de esta obliga- 
ción podrá dar lugar al retiro de los beneficios promo- 
cionales otorgados oportunamente y a las reliquida- 
ciones correspondientes. 


Artículo 36.- El presente Decreto regirá desde su 
publicación en el Diario Oficial. 


Artículo 37.- Comuníquese, publíquese, etc. 
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Comisión de Constitución y Legislación 
ACTA N* 19 


En Montevideo, el día catorce de setiembre del 
año dos mil diez, a la hora catorce y diez minutos, se 
reúne la Comisión de Constitución y Legislación de la 
Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Constan- 
za Moreira y señores Senadores Francisco Gallinal, 
Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Carlos Moreira, 
Rodolfo Nin Novoa, Ope Pasquet y Juan Carlos Souza. 

Falta con aviso el señor Senador Eber Da Rosa. 

Preside el señor Senador Rafael Michelini, Presi- 
dente de la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, 
señora Teresa Paredes y las Prosecretarias, señoras 
Ana Veríssimo y María Rinaldi. 

Asuntos Entrados: Se da cuenta de los siguientes: 

- Nota remitida por el doctor José A. Siniscalco, de 
fecha 2 de setiembre de 2010, solicitando audiencia 
para poner en conocimiento la situación de cuatro fun- 
cionarios de la Dirección General de Casinos, que re- 
vistaban en la Sala de Minas y que fueran destituidos. 

El señor Presidente sugiere que se comunique al 
solicitante que corresponde, por la temática de que 
se trata, que se dirija a la Comisión de Asuntos Labo- 
rales y Seguridad Social. Los señores Senadores pre- 
sentes manifiestan su acuerdo. 

- Nota remitida por la doctora Pilar Elhordoy en 
representación del Grupo de Familiares de Inter- 
nos Varones del Centro Nacional de Rehabilitación 
(CNR), de 9 de setiembre de 2010, relacionada con 
los últimos sucesos acaecidos en el Centro respecto al 
traslado de 14 internos y el suicidio de uno de ellos. 

- Nota de la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca de la Cámara de Senadores por la que adjunta 
el Distribuido N* 202/10, con informe elaborado por 
su Presidente el señor Senador Ernesto Agazzi, que 
fuera solicitado por esta Asesora, relacionado con el 
proyecto de ley por el que se regula la utilización de 
agentes químicos, físicos o biológicos de uso agrope- 
cuario no permitidos por las disposiciones sanitarias 
vigentes. Carpeta N* 95/10. 

ORDEN DEL DÍA 

- El señor Presidente dispone que se incluya en 
el Orden del Día de la próxima Sesión la Carpeta 
N* 332/10, proyecto de ley por el que se interpretan 
el artículo 15 del Código Penal y el artículo 7* del Có- 
digo del Proceso Penal, en relación a la potestad legis- 
lativa en materia de derecho transitorio. Proyecto de 
ley presentado por los señores Senadores integran- 
tes de la Bancada del Partido Nacional. (Distribuido 
N* 349/10). Los señores Senadores manifiestan su 
acuerdo. 
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- El señor Senador Gallinal propone que se incor- 
pore al Orden del Día el proyecto de ley, presentado 
por el señor Senador Sergio Abreu, por el que se mo- 
difica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 2009 
de abreviación de los procesos laborales. (Carpeta 
N* 223/10 - Distribuido N* 183/10.) Así lo acuerdan 
los señores Senadores. 

1% Carpeta N* 165/10. UNIDAD ALIMENTARIA 
DE MONTEVIDEO. Proyecto de ley con exposición 
de motivos presentado por la señora Senadora Cons- 
tanza Moreira y los señores Senadores Rafael Miche- 
lini y Rodolfo Nin Novoa. Distribuido N* 111/10. 

El señor Presidente informa que ya se aprobó en 
la pasada Sesión el acápite y el literal A) y pone en 
consideración el literal B) en la redacción sustitutiva 
propuesta en Comisión. 

Artículo 17. Literal B) sustitutivo. Se vota: 4 en 6. 
Afirmativa. 

El señor Senador Gallinal expresa que realizará 
consultas sobre el texto del artículo aprobado. 

En consideración el literal C)>. 

Artículo 17. Literal C) sustitutivo. Se vota: O en 6. 
Suprimido. 

El señor Senador Pasquet deja constancia que la 
intención de la supresión es porque se considera in- 
necesaria la disposición. 

El señor Presidente informa que hay una redac- 
ción sustitutiva del inciso final del artículo 12 ya 
aprobado. 

Se pone a votación la reconsideración del artícu- 
lo 12. Se reconsidera: 6 en 6. Afirmativa. UNANI- 
MIDAD. 

Artículo 12 sustitutivo. Se vota: 6 en 6. Afirmati- 
va. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2% oportunamente 
aplazado, que pasa a ubicarse como artículo 1%. 

Artículo 2” (que pasa a ser 1%). Se vota sin modifi- 
caciones: 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

A propuesta del señor Senador Lorier, se designa 
Miembro Informante (verbal) al señor Senador Ra- 
fael Michelini. Se vota: 6 en 7. Afirmativa. 

Ingresa a Sala el señor Senador Carlos Moreira 
quien se excusa y manifiesta su voluntad de acompa- 
ñar el proyecto de ley recién aprobado. 

Queda aprobado el proyecto de ley, cuyo texto se 
transcribe a continuación: 

“Artículo 1%.- Declárase de interés nacional la 
promoción, facilitación e información de las opera- 
ciones de comercialización y distribución de la pro- 
ducción agroalimentaria, para el logro de los siguien- 
tes fines: 

A) Promover el mejoramiento de la eficiencia de la 
cadena productiva. 

B) Promover el aumento del valor agregado post 
cosecha y de la calidad e inocuidad de la producción. 

C) Promover aumentos del consumo y la exporta- 
ción, así como la satisfacción de los requerimientos 
de oferta y demanda. 
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D) Mejorar la competitividad de los negocios, con 
especial énfasis en aquellos vinculados a los sectores 
más débiles de la cadena productiva. 

E) Preservar fuentes de empleo de gran importan- 
cia socio económica. 

Serán de aplicación en lo pertinente las nor- 
mas de las Leyes N* 16.906, de 7 de enero de 1998, 
N* 17.547, de 22 de agosto de 2002 y su reglamen- 
tación. 

Artículo 2%.- Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de “Unidad 
Alimentaria de Montevideo”. En sus relaciones ins- 
titucionales se comunicará con el Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 

Artículo 3*.- La Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo tendrá los siguientes cometidos: 

A) Crear y mantener las condiciones jurídicas y 
físicas de infraestructura, equipamientos y servicios, 
para facilitar y desarrollar el comercio, la distribución 
de alimentos y las actividades vinculadas a nivel ma- 
yorista. 

B) Promover la eficiencia de la cadena de acopio, 
distribución y logística para dichos productos, reali- 
zando las coordinaciones que sean necesarias con el 
área de producción y sus organizaciones representa- 
tivas. 

C) Contemplar los objetivos sociales bajo los prin- 
cipios de servicio público, de garantía de calidad y 
seguridad alimentaria, así como contribuir en la con- 
solidación de la soberanía alimentaria. 

D) Controlar la calidad higiénico - sanitaria de los 
alimentos que en ella se comercialicen. 

E) Promover el desarrollo de actividades vincu- 
ladas a la producción de alimentos que generen si- 
nergias positivas, agregación de valor, economía de 
escala, menores costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar la más amplia coordi- 
nación entre los gobiernos departamentales que 
coadyuve a tales objetivos. 

F) Proyectar y definir el desarrollo de activida- 
des complementarias a las de comercialización, tales 
como logística, servicios de frío, centros de acopio y 
distribución, envasado de alimentos, plantas de pro- 
cesado de cuarta gama, entre otras. 

G) Instrumentar y llevar a la práctica la informa- 
ción sobre precios y volúmenes de los rubros que se 
comercialicen en el marco de sus actividades. 

H) Promover actividades de capacitación en los 
rubros de comercialización de productos agroalimen- 
tarios y control sanitario de los mismos. 

I) Promover la democratización del acceso a la in- 
formación, tendiendo a mejorar la competitividad y 
productividad de los operadores, a través de la incor- 
poración de nuevas prácticas resultantes del avance 
de las tecnologías de la información y las comunica- 
ciones, (TIC). 

J) Recopilar y difundir información sobre flujos de 
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oferta, demanda y precios, así como promover el co- 
mercio exterior para equilibrar dichos flujos. 

K) Proyectar y desarrollar planes de capacitación 
e investigación en áreas científicas vinculadas a las 
actividades de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 

L) Promover la capacitación y perfeccionamiento 
de los agentes vinculados al sector en coordinación 
con los organismos nacionales de investigación y asis- 
tencia técnica. 

M) Colaborar en la promoción y difusión de la ali- 
mentación saludable, junto a otros organismos públi- 
cos y privados. 

Artículo 4*.- Para el cumplimiento de sus come- 
tidos la Unidad Alimentaria de Montevideo tendrá las 
siguientes atribuciones: 

A) Administrar, con las más amplias facultades, los 
predios que determine el Gobierno Departamental de 
Montevideo, con el régimen jurídico que Este defina. 

B) Dictar su reglamento de funcionamiento. 

C) Establecer la tipificación y condiciones que de- 
ben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia. 

D) Llevar el registro de operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la Intendencia de 
Montevideo. 

E) Formar el registro de usuarios de Actividades 
Complementarias de la comercialización mayorista 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 

F) Ofrecer servicios de administración, manteni- 
miento de instalaciones, higiene y seguridad. 

G) Fijar los precios de las locaciones, arriendos y, 
en general, el costo de los servicios que se presten en 
el cumplimiento de sus cometidos. 

H) Definir las áreas de actividad y la estructura de 
organización interna. 

I) Establecer relaciones de cooperación recíproca 
y convenios con instituciones públicas y privadas, na- 
cionales o extranjeras u organismos internacionales 
o regionales. 

J) Determinar y aplicar las sanciones pertinentes 
por infracciones a las normas regulatorias estable- 
cidas en los reglamentos de funcionamiento de las 
áreas de su competencia. 

K) Ejecutar las sanciones pecuniarias que impon- 
ga, a cuyos efectos los testimonios de las resoluciones 
firmes constituirán título ejecutivo. 

L) Contratar el personal, el cual se regirá por el 
derecho privado. 

M) Formular el reglamento que regirá las relacio- 
nes de trabajo. 

N)> Celebrar convenios de pago para el cobro de 
sanciones que aplique, cuando lo considere conve- 
niente. 

O) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bie- 
nes. 

Artículo 5%.- La Unidad Alimentaria de Monte- 
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video estará dirigida por un Directorio y una Mesa 
Ejecutiva. 

Artículo 6*.- El Directorio estará integrado de la 
siguiente forma: 

A) Dos miembros titulares, Presidente y Secreta- 
rio General, que serán designados directamente por 
el Intendente de Montevideo. 

B) Un miembro designado por el Poder Ejecutivo 
a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 

C) Tres miembros designados por organizaciones 
representativas de productores vinculadas a la activi- 
dad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de las 
regiones en que desarrollan su producción Norte, Sur 
y el Departamento de Montevideo. Las mismas serán 
convocadas por el Intendente de Montevideo para no- 
minar candidatos 

D) Un miembro designado por las organizaciones 
representativas del comercio mayorista vinculadas a 
la actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos. 

E) Un miembro designado por organizaciones re- 
presentativas del comercio minorista vinculadas a la 
actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos 

F) Un miembro designado por los trabajadores 
vinculados a la actividad de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo en acuerdo con el PIT-CNT. 

G) Un miembro designado por organizaciones 
representativas de los operadores instalados en la 
zona de actividades complementarias de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Las mismas serán convo- 
cadas por el Intendente de Montevideo para nominar 
candidatos. 

Artículo '7*%.- Los Directores de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo serán designados por 5 (cin- 
co) años, pudiendo ser reelectos por una única vez 
por igual período por parte de la Intendencia de Mon- 
tevideo, salvo el del Poder Ejecutivo que será desig- 
nado por este. 

A efectos del procedimiento de designación a que 
refiere el artículo 6” de la presente ley, será de apli- 
cación lo dispuesto por la Ley N” 18.104, de 15 de 
marzo de 2007. 

Conjuntamente con la designación de los miem- 
bros titulares, y por el mismo procedimiento, se desig- 
nará igual número de suplentes, quienes desempeña- 
rán el cargo en ausencia temporal o permanente del 
titular respectivo. 

Artículo 8.- El Directorio sesionará con un mí- 
nimo de 6 (seis) miembros y adoptará resolución por 
mayoría de presentes. 

El Presidente tendrá doble voto en caso de empa- 
te, aun cuando este se hubiese producido por efecto 
de su propio voto. 

No obstante, las resoluciones referidas a gastos 
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o inversión, a la incorporación o cese de personal y 
a aspectos que refieren a la política institucional de 
la empresa, deberán contar con el voto conforme del 
Presidente o del Secretario General si aquel estuviera 
ausente. 

Artículo 9*.- La Mesa Ejecutiva estará integrada 
por el Presidente y el Secretario General del Directo- 
rio y un Director elegido entre los representantes de 
los literales C) a G) del artículo 6” de la presente ley. 
Su función será ejecutar las decisiones del Directorio 
en la administración cotidiana de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo. Adoptará, asimismo, las medidas 
de urgencia que fueran indispensables ante situacio- 
nes graves e imprevistas, dando cuenta de inmediato 
al Directorio. 

Artículo 10.- El Directorio convocará a todas 
las organizaciones vinculadas a las actividades de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo, que estén debi- 
damente acreditadas ante la misma, a conformar un 
Consejo Consultivo por lo menos una vez al año. Tam- 
bién podrán participar del Consejo Consultivo las or- 
ganizaciones sociales de la zona que se acrediten, así 
como el Alcalde y los Concejales correspondientes. 

El Presidente del Directorio de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo pondrá en conocimiento del 
Consejo Consultivo el proyecto de presupuesto, su 
evaluación posterior, los planes de desarrollo, la ela- 
boración o modificaciones del reglamento operativo y 
todos aquellos temas de carácter social, económico y 
productivo de interés para los participantes de dicho 
Consejo. 

El Consejo Consultivo, a propuesta del Directorio 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo aprobará su 
reglamento de funcionamiento. 

El Consejo Consultivo podrá adoptar decisiones 
por mayoría de votos, pero estas no serán vinculantes. 

Artículo 11.- El Presidente de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo recibirá las asignaciones men- 
suales líquidas previstas para los Subsecretarios de 
Estado y, el Secretario, el 85% (ochenta y cinco por 
ciento). 

Los restantes Directores de la Unidad Alimentaria 
de Montevideo y los integrantes del Consejo Consul- 
tivo serán honorarios, pudiendo percibir solo viáticos 
por las actividades a las que sean convocados o de- 
signados. 

Artículo 12.- Serán recursos de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo: 

A) El producido por concepto de locaciones, con- 
cesiones, tarifas, precios, canon y otras contrapres- 
taciones, por el uso u ocupación de espacios dentro 
o fuera del área de comercialización mayorista, en la 
forma que determine el Directorio. 

B) Todo otro ingreso que se produzca en el marco 
de la prestación de servicios incluidos entre los come- 
tidos de la empresa. 

C) Las herencias, legados y donaciones que acep- 
te el Directorio. 
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D) El producido de las multas y sanciones que 
aplique. 

E) Las transferencias que le efectúe la Intenden- 
cia de Montevideo dentro de los 5 (cinco) primeros 
años de creación de la Unidad, que sean requeridas 
y justificadas para nuevas instalaciones y para capital 
de trabajo, estarán sujetas a reintegro en los términos 
establecidos en el artículo 13 de la presente ley. 

F) Los derechos que sobre los predios indicados 
en el literal A) del artículo 4% de la presente ley, le 
otorgue el Gobierno Departamental. 

Sin perjuicio de lo establecido en los literales an- 
teriores, la Unidad Alimentaria de Montevideo podrá 
emitir obligaciones negociables destinadas al finan- 
ciamiento de sus proyectos de inversión, conforme a 
lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley N” 18.627, de 
2 de diciembre de 2009. Asimismo, estará facultada 
para constituir los fideicomisos previstos en la Ley 
N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, según corres- 
ponda. 

Artículo 13.- Las partidas correspondientes a las 
nuevas instalaciones y a las transferencias para capi- 
tal de trabajo que haya efectuado la Intendencia de 
Montevideo dentro de los 5 (cinco) primeros años de 
creación de la Unidad, deberán ser reintegradas en 
los plazos y por los montos que sean acordados entre 
las dos partes. 

Artículo 14. Contralor Financiero y Contable.- 
La fiscalización de la gestión financiera del organis- 
mo, se regirá por lo establecido en el artículo 199 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redac- 
ción dada por el artículo 146 de la Ley N* 18.046, de 
24 de octubre de 2006, en lo pertinente. 

La fecha de cierre de su ejercicio económico será 
el 31 de diciembre de cada año. El Directorio fijará la 
forma y fecha de los balances y del cierre del ejercicio 
y su publicidad. 

Al fin de cada ejercicio, la Unidad Alimentaria re- 
mitirá a la Intendencia el balance de ejecución por el 
ejercicio anterior. 

Artículo 15. Contralor Administrativo.- Contra 
las resoluciones del Directorio procederá el recurso 
de reposición que deberá interponerse dentro de los 
10 (diez) días hábiles contados a partir del siguien- 
te a la notificación del acto al interesado. Una vez 
interpuesto el recurso el Directorio dispondrá de 30 
(treinta) días hábiles para instruir y resolver el asun- 
to. 

Denegado el recurso de reposición, o vencido el 
plazo sin pronunciamiento del Directorio, el recu- 
rrente podrá interponer, únicamente por razones de 
legalidad, demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno correspondiente. 

La interposición de la demanda anulatoria debe- 
rá verificarse en plazo de 20 (veinte) días hábiles si- 
guientes a la denegatoria expresa o ficta. La demanda 
solo podrá ser interpuesta por el titular de un derecho 
subjetivo o de un interés directo personal y legítimo. 
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El Tribunal fallará en única instancia. 

En caso de que la resolución emane de una depen- 
dencia del Directorio, corresponderá la interposición 
conjunta del recurso de reposición y el jerárquico en 
subsidio. El órgano inferior contará con el mismo lap- 
so indicado para el Directorio para instruir el asunto. 

Artículo 16.- Los créditos de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo serán inembargables. 

Artículo 17. Régimen de Transición. 

A) Habrá un Directorio de Transición de la Uni- 
dad Alimentaria de Montevideo, integrado por tres 
miembros, Presidente, Secretario y Tesorero, desig- 
nados por el Intendente de Montevideo, que se regirá 
por las siguientes normas: 

1) Desde la entrada en vigencia de la presente ley 
hasta la fecha del cese de actividades del Mercado 
Modelo, el Directorio de Transición deberá coordinar 
con la Comisión Administradora del mismo. 

Será responsabilidad del Directorio de Transición 
realizar todas las actividades necesarias con el objeto 
de facilitar la integración de las autoridades definidas 
por los artículos 5” y 6” de la presente ley. 

2) A partir de la fecha del cese de actividades de 
la Comisión Administradora del Mercado Modelo, sus 
competencias pasarán automáticamente al Directorio 
de Transición, a los efectos de garantizar la continui- 
dad de los servicios. 

3) Este Directorio de Transición tendrá las mis- 
mas competencias y atribuciones que fueron defini- 
das en los artículos 3 y 4” de la presente ley. 

4) Las decisiones que adopte este Directorio re- 
querirán mayoría simple de sus miembros, debiendo 
contar necesariamente con el voto conforme del Pre- 
sidente. 

B) Las empresas que a la fecha de promulgación 
de la presente ley, estén instaladas en la zona de res- 
tricción y registradas ante la Comisión Administrado- 
ra del Mercado Modelo, tendrán prioridad al momen- 
to de solicitar su radicación en similares instalaciones 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, en las con- 
diciones que esta determine. 

2%) ARMAS QUÍMICAS, SUSTANCIAS QUÍMI- 
CAS TÓXICAS O SUS PRECURSORES. Se tipifica 
el delito de producción, adquisición, conservación, 
desarrollo, transferencia, importación, exportación, 
negociación a cualquier título y su empleo de cual- 
quier modo. Mensaje y proyecto de ley reiterado por 
el Poder Ejecutivo con fecha 12 de julio de 2010. 

Los señores Senadores resuelven postergar su 
consideración. 

3%) Carpeta N* 95/10. AGENTES QUÍMICOS, FÍ- 
SICOS O BIOLÓGICOS DE USO AGROPECUARIO 
NO PERMITIDOS POR LAS DISPOSICIONES SA- 
NITARIAS VIGENTES. Se regula su utilización. Se 
sustituye el artículo 223 y se agrega el artículo 223 bis 
del Código Penal. Proyecto de ley con exposición de 
motivos presentado por el señor Senador Julio Lara. 

A propuesta del señor Senador Nin Novoa, se 
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vota su pase al Archivo. Se vota: 7 en 7. Afirmativa. 
UNANIMIDAD. 

El señor Senador Gallinal deja constancia que la 
figura delictiva que prevé el proyecto de ley ya existe 
en la normativa penal vigente y que si bien es nece- 
sario regular el tema debe hacerse al momento de 
considerar las modificaciones al Código Penal. 

4%) Carpeta N% 107/10. PROCESO DE HÁBEAS 
CORPUS. Normas. Proyecto de ley con exposición de 
motivos presentado por el señor Senador Francisco 
Gallinal. 

El señor Presidente consulta sobre el trabajo en- 
comendado a la Subcomisión. El señor Senador Galli- 
nal informa que está en condiciones de presentar un 
texto para la próxima Sesión. 

RESOLUCIONES: 

1%) Incluir como primer punto del Orden del Día 
de la próxima Sesión la Carpeta N* 332/10, proyecto 
de ley por el que se interpretan el artículo 15 del Có- 
digo Penal y el artículo 7” del Código del Proceso Pe- 
nal, en relación a la potestad legislativa en materia de 
derecho transitorio. Proyecto de ley presentado por 
los señores Senadores integrantes de la Bancada del 
Partido Nacional. (Distribuido N* 349/10). 

2%) Incluir como segundo punto del Orden del 
Día de la próxima Sesión el proyecto de ley, presen- 
tado por el señor Senador Sergio Abreu, por el que 
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se modifica la Ley N* 18.572, de 13 de setiembre de 
2009 de abreviación de los procesos laborales. (Car- 
peta N* 223/10 - Distribuido N* 183/10). Invitar al 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Eduar- 
do Brenta, para la Sesión del próximo martes 21 de 
setiembre, a la hora 14:00. 

3%) Carpeta N* 258/10. ARMAS QUÍMICAS, SUS- 
TANCIAS QUÍMICAS TÓXICAS O SUS PRECURSO- 
RES. Se tipifica el delito de producción, adquisición, 
conservación, desarrollo, transferencia, importación, 
exportación, negociación a cualquier título y su em- 
pleo de cualquier modo. Mensaje y proyecto de ley 
reiterado por el Poder Ejecutivo con fecha 12 de julio 
de 2010. Distribuido N* 281/10. 

A la hora catorce y cincuenta minutos, se levanta 
la Sesión. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica que 
luce en el Distribuido N* 362/10, que forma parte de 
la presente. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Rafael Michelini, Presidente; Teresa Paredes, 
Secretaria.” 
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Anexo l 


Proyecto de ley presentado por la señora 
Senadora Constanza Moreira y los señores 
Senadores Rafael Michelini y Rodolfo 


Nin Novoa 


Artículo 2”.- Declárase de interés nacional la 


promoción, facilitación e información de las 


operaciones de comercialización y 


distribución de la producción agroalimentaria 
con la finalidad de inducir mejoramientos en 
la eficiencia de la cadena productiva, del valor 
agregado post cosecha, de la calidad e 
inocuidad de la producción, promover 
aumentos del consumo y la exportación, así 
como la satisfacción de los requerimientos de 
oferta y demanda, mejorar la competitividad 
de los negocios, con especial énfasis en 
aquellos vinculados a los sectores más débiles 
de la cadena y preservar fuentes de empleo de 


gran importancia socio económica. 


Le serán de aplicación en lo pertinente las 
normas de la Ley N” 16.906, de 7 de enero de 
1998, de la Ley N* 17.547, de 7 de agosto de 


2002 y su reglamentación. 


Artículo 1”.-. Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de 
“Unidad Alimentaria de Montevideo”. En sus 
relaciones institucionales se comunicará con 
el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 


Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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Proyecto de ley sustitutivo 
aprobado por la Comisión 


Artículo 1%.-. Declárase de interés nacional la 
promoción, facilitación e información de las 
operaciones de comercialización y distribución 
de la producción agroalimentaria, para el logro 
delos siguientes fines: 

A) Promover el mejoramiento de la eficiencia 
de la cadena productiva. 

B) Promover el aumento del valor agregado 
post cosecha y de la calidad e inocuidad de 
la producción. 

Promover aumentos del consumo y la 
exportación, así como la satisfacción de los 
requerimientos de oferta y demanda. 

D) Mejorar la competitividad de los negocios, 
con especial énfasis en aquellos vinculados 
a los sectores más débiles de la cadena 
productiva. 

Preservar fuentes de empleo de gran 


importancia socio económica. 


Serán de aplicación en lo pertinente las 
normas de las Leyes N* 16.906, de 7 de enero 
de 1998, N* 17.547, de 22 de agosto de 2002 y 


su reglamentación. 


Artículo 2%.- Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de 
“Unidad Alimentaria de Montevideo”. En sus 
relaciones institucionales se comunicará con el 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 


Ganadería, Agricultura y Pesca. 
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Artículo 3%.- La Unidad Alimentaria de Artículo 3%.- La Unidad Alimentaria de 


Montevideo tendrá los siguientes cometidos: 


Montevideo tendrá los siguientes 


A) Crear y asegurar las condiciones materiales cometidos: 
(infraestructura, equipamientos y A) Crear y mantener las condiciones jurídicas 


servicios) y jurídicas para la facilitación y el 
desarrollo del comercio y la distribución de 
alimentos y conexos a nivel mayorista. 


B) Promover la eficiencia de la cadena de 


y físicas de infraestructura, equipamientos 
y servicios, para facilitar y desarrollar el 
comercio, la distribución de alimentos y las 


actividades vinculadas a nivel mayorista. 


acopio, distribución y logística para dichos B) Promover la eficiencia de la cadena de 


productos, realizando las coordinaciones 
que sean necesarias con el área de 


producción y sus organizaciones 


acopio, distribución y logística para dichos 
productos, realizando las coordinaciones 


que sean necesarias con el área de 


representativas. producción y sus organizaciones 
C) Contemplar los objetivos sociales bajo los representativas. 
principios de servicio público, de garantía C) Contemplar los objetivos sociales bajo los 


de calidad y seguridad alimentaria, así 
como contribuir en la consolidación de la 


soberanía alimentaria. 


D) Controlar la calidad higiénico - sanitaria de 


principios de servicio público, de garantía 
de calidad y seguridad alimentaria, así 
como contribuir en la consolidación de la 


soberanía alimentaria. 


los alimentos que en ella se comercialicen. D) Controlar la calidad higiénico - sanitaria de 


E) Promover el desarrollo de actividades 


los alimentos que en ella se comercialicen. 


vinculadas a la producción de alimentos E) Promover el desarrollo de actividades 


que generen sinergias positivas, agregación 
de valor, economía de escala, menores 
costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar la más amplia 
coordinación entre los gobiernos 


departamentales que coadyuve a tales 


vinculadas a la producción de alimentos 
que generen sinergias positivas, agregación 
de valor, economía de escala, menores 
costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar la más amplia 


coordinación entre los gobiernos 


objetivos. departamentales que coadyuve a tales 
F) Proyectar y definir el desarrollo de objetivos. 
actividades complementarias a las de F) Proyectar y definir el desarrollo de 


comercialización, tales como packing, 


actividades complementarias a las de 
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empresas de logística, servicios de frío, comercialización, tales como logística, 
centros de acopio y distribución, envasado servicios de frío, centros de acopio y 
de alimentos, plantas de procesado de distribución, envasado de alimentos, 
cuarta gama, entre otras plantas de procesado de cuarta gama, 
G) Instrumentar y llevar a la práctica la entre otras. 
información sobre precios y volúmenes de G) Instrumentar y llevar a la práctica la 
los rubros que se comercialicen en el marco información sobre precios y volúmenes de 
de sus actividades. los rubros que se comercialicen en el 
H) Promover actividades de capacitación en los marco de sus actividades. 
rubros de comercialización de productos H) Promover actividades de capacitación en 
agroalimentarios y control sanitario de los los rubros de comercialización de 
mismos. productos agroalimentarios y control 
I) Promover la democratización del acceso a la sanitario de los mismos. 
información, tendiendo a mejorar la D) Promover la democratización del acceso a 
competitividad y productividad de los la información, tendiendo a mejorar la 
operadores, a través de la incorporación de competitividad y productividad de los 
nuevas prácticas resultantes del avance de operadores, a través de la incorporación 
las tecnologías de la información y las de nuevas prácticas resultantes del 
comunicaciones, (TICs). avance de las tecnologías de la 


J) Recopilar y difundir información sobre información y las comunicaciones, (TIC). 


flujos de oferta, demanda y precios, así 


como promover el comercio exterior para J) Recopilar y difundir información sobre 
equilibrar dichos flujos. flujos de oferta, demanda y precios, así 
K) Proyectar y desarrollar planes de como promover el comercio exterior para 
capacitación e investigación en áreas equilibrar dichos flujos. 
científicas vinculadas a las áreas de K) Proyectar y desarrollar planes de 
actividad de la Unidad Alimentaria. capacitación e investigación en áreas 
L Promover la capacitación y científicas vinculadas a las actividades de 
perfeccionamiento de los agentes la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
vinculados al sector en coordinación con los L)Promover la capacitación y 
organismos nacionales de investigación y perfeccionamiento de los agentes 


asistencia técnica. vinculados al sector en coordinación con 
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M) Colaborar en la promoción y difusión de la 
alimentación saludable, junto a otros 


organismos públicos y privados. 


Artículo 4%.- Para el cumplimiento de sus 
cometidos la Unidad Alimentaria tendrá las 


siguientes atribuciones: 


A)Administrar, con las más amplias 
facultades, el predio ropi 
municipal y la totali las instalaciones 

limitado por las calles Luis E. Pérez 


Jamino las Higueritas, R Nacional 


No. 5 y Arroyo Pantanoso y cualquier otro 
predio e instalaciones que en el futuro 
determine la Intendencia Municipal de 
Montevideo. 


B) Dictar su Reglamento de funcionamiento. 


C)Dictar la tipificación y condiciones que 


deben satisfacer las mercaderías que se 
comercializan a través de la Unidad 


Alimentaria. 


D) Llevar el registro de Operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la 
Intendencia Municipal de Montevideo a 
través de la Comisión Administradora del 


Mercado Modelo. 


los organismos nacionales de investigación 
y asistencia técnica. 

M) Colaborar en la promoción y difusión de la 
alimentación saludable, junto a otros 


organismos públicos y privados. 


Artículo 4%.- Para el cumplimiento de sus 
cometidos la Unidad Alimentaria de 
Montevideo tendrá las siguientes 


atribuciones: 


A) Administrar, con las más amplias 
facultades, los predios que determine el 
Gobierno Departamental de Montevideo, 
con el régimen jurídico que este defina. 


B) Dictar su reglamento de funcionamiento. 

C) Establecer la tipificación y condiciones que 
deben satisfacer las mercaderías que se 
comercializan a través de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, de acuerdo con 
la normativa nacional y departamental en 
la materia. 

D) Llevar el registro de operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la 


Intendencia de Montevideo. 
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E) Formar el registro de usuarios de Actividades 
Complementarias a la comercialización 


mayorista de la Unidad Alimentaria. 


F)Ofrecer servicios de Seguridad, 
mantenimiento de instalaciones, higiene y 
administración. 

G)Fijar los precios de las locaciones, arriendos 
y en general el costo de los servicios que se 
presten en el cumplimiento de sus 


cometidos. 


H) Definir las áreas de actividad y la estructura 
de organización interna, sobre la base 
mínima de la existencia de un área física 
independiente administrativa y 
financieramente, destinada a las actividades 
propias de la comercialización mayorista de 
frutas y hortalizas frescas y un área física de 
iguales r rísticas r ividades 
complementarias a aquellas. 

l) Establecer relaciones de cooperación 
recíproca y convenio con instituciones 
públicas y privadas, nacionales o 
extranjeras, así como con organismos 


internacionales o regionales. 


J) Determinar y aplicar las sanciones 


pertinentes por infracciones a las normas 
regulatorias establecidas en los Reglamentos 
de funcionamiento de las áreas de su 


competencia. 
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E)Formar el registro de usuarios de 
Actividades Complementarias de la 
comercialización mayorista de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. 

F) Ofrecer servicios de administración, 
mantenimiento de instalaciones, higiene y 
seguridad. 

G) Fijar los precios de las locaciones, arriendos 
y, en general, el costo de los servicios que se 
presten en el cumplimiento de sus 


cometidos. 


H) Definir las áreas de actividad y la estructura 


de organización interna. 


D) Establecer relaciones de cooperación 
recíproca y convenios con instituciones 
públicas y privadas, nacionales o 
extranjeras u organismos internacionales o 
regionales. 

J) Determinar y aplicar las sanciones 
pertinentes por infracciones a las normas 
regulatorias establecidas en los 
reglamentos de funcionamiento de las 


áreas de su competencia. 
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K) Ejecutar las sanciones que imponga, a 
cuyos efectos los testimonios de las 
resoluciones firmes constituirán título 
ejecutivo. Son resoluciones firmes las 
consentidas expresa o tácitamente por el 
sancionado, 

L) Contratar el personal, el cual se regirá bajo 
el Derecho Privado. 

M)Formular el reglamento de personal que 
regirá las relaciones de trabajo 
establecidas, 

N)Celebrar convenios de pago para el cobro 
de sanciones que aplique cuando lo 
considere conveniente. 

O) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de 


bienes. 


Artículo 5%.- La Intendencia Municipal de 
Montevideo 


Alimentari 


ni 
o del 
do en el 


ransferir 1 
Montevideo el usufr 


ropiedad municipal indi 


l artículo 4* de l 


redio 


literal A resente ley. 


Artículo 6”.- La Unidad Alimentaria de 
Montevideo estará dirigida por un Directorio y 


su Mesa Ejecutiva. 


Artículo 7”.- El Directorio estará integrado de la 


siguiente forma: 


CÁMARA DE SENADORES 


c/Mod. 
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K) Ejecutar las sanciones pecuniarias que 
imponga, a cuyos efectos los testimonios de 
las resoluciones firmes constituirán título 


ejecutivo. 


L) Contratar el personal, el cual se regirá por el 
derecho privado. 
M)Formular el reglamento que regirá las 


relaciones de trabajo. 


N) Celebrar convenios de pago para el cobro de 
sanciones que aplique, cuando lo considere 
conveniente. 

O)Adquirir, gravar y enajenar toda clase de 


bienes. 


Artículo 5”.- La Unidad Alimentaria de 
Montevideo estará dirigida por un Directorio y 


una Mesa Ejecutiva. 


Artículo 6”.- El Directorio estará integrado de 


la siguiente forma: 


29 de setiembre de 2010 


A)Dos miembros titulares, designados 


directamente por el Intendente Municipal 
de Montevideo, quien nominará de entre 


ellos al Presidente y al Secretario General. 


G)Un miembro representante del Poder 


Ejecutivo. 


B)Tres miembros representantes de 


organizaciones representativas de 
productores vinculados a la actividad de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo, 
teniendo en cuenta las regiones donde 
desarrollan su producción (Norte, Sur y en 
el Departamento de Montevideo) que sean 
convocadas por el Intendente Municipal de 


Montevideo para nominar candidatos. 


C)Un miembro representante de 


organizaciones representativas del 


comercio mayorista vinculado a la actividad 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
que sean convocadas por el Intendente 
Municipal de Montevideo para nominar 


candidatos. 


D)Un miembro representante de 


organizaciones representativas del 
comercio minorista vinculado a la actividad 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
que sean convocadas por el Intendente 
Municipal de Montevideo para nominar 


candidatos. 
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A) Dos miembros titulares, Presidente y 


Secretario General, que serán designados 
directamente por el Intendente de 


Montevideo. 


B)Un miembro designado por el Poder 


Ejecutivo a propuesta del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


C)Tres miembros designados por 


organizaciones representativas de 
productores vinculadas a la actividad de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo, de las 
regiones en que desarrollan su producción 
Norte, Sur y el Departamento de 
Montevideo. Las mismas serán convocadas 
por el Intendente de Montevideo para 


nominar candidatos. 


D) Un miembro designado por las 


organizaciones representativas del 
comercio mayorista vinculadas a la actividad 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el 
Intendente de Montevideo para nominar 


candidatos. 


E) Un miembro designado por organizaciones 


representativas del comercio minorista 
vinculadas a la actividad de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Las mismas 
serán convocadas por el Intendente de 


Montevideo para nominar candidatos. 
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E)Un miembro representante de los 
trabajadores vinculados a la actividad 


propuesta del PIT-CNT. 


F)Un miembro representante de 
organizaciones representativas de los 
operadores instalados en la zona de 
actividades complementarias de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, que sean 
convocadas por el Intendente Municipal de 


Montevideo para nominar candidatos. 


Artículo 8%.- Los Directores de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, previstos en los 
literales B) a EF) del artículo 7%, serán 
designados por el Intendente Munici 


Montevideo a propuesta de las organizaciones 


representativas convocadas para nominar sus 


l Director previsto en el literal G) del 


artículo 7%, será designado por Resolución del 


Poder Ej ivo ropuesta del Ministro 


Ganadería, Agricultura y Pesca. 


La designación original será por cinco 


ños ¡endo ser reelectos. 


Conjuntamente con la designación del 
miembro titular, y por el mismo 
procedimiento, se designará igual número de 
suplentes, quienes desempeñarán el cargo en 


ausencia del titular respectivo. 
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F) Un miembro designado por los trabajadores 
vinculados a la actividad de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo en acuerdo con 
el PIT-CNT. 


G) Un miembro designado por organizaciones 
representativas de los operadores instalados 
en la zona de actividades complementarias 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el 
Intendente de Montevideo para nominar 


candidatos. 


Artículo 7”.- Los Directores de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo serán designados 
por 5 (cinco) años, pudiendo ser reelectos por 
una única vez por igual período por parte de la 
Intendencia de Montevideo, salvo el del Poder 


Ejecutivo que será designado por este. 


A efectos del procedimiento de 
designación a que refiere el artículo 6” de la 
presente ley, será de aplicación lo dispuesto 


por la Ley N* 18.104, de 15 de marzo de 2007. 


Conjuntamente con la designación de los 
miembros titulares, y por el mismo 
procedimiento, se designará igual número de 
suplentes, quienes desempeñarán el cargo en 
ausencia temporal o permanente del titular 
respectivo, 
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Artículo 9%.- El Directorio adoptará resolución 


por mayoría simple. 


El Presidente tendrá doble voto en caso de 


empate, aún cuando este se hubiese producido 


por efecto de su propio voto, 


No obstante, las resoluciones referidas a 
gastos de funcionamiento o inversión, a la 
incorporación o cese de personal y a aspectos 
que refieren a la política institucional del 
Mercado Modelo, deberán contar con el voto 
conforme del Presidente o del Secretario 


General si aquel estuviera ausente. 


Artículo 10.- La Mesa Ejecutiva estará 

integrada por el Presidente y el Secretario 

General del Directorio y un Director elegido 

entre los representantes de los literales B) a F) 

del artículo 7”. Su función será ejecutar las 

decisiones del Directorio. Podrá adoptar 
isiones 


(0) 0) 
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Artículo 8”.- El Directorio sesionará con un 
mínimo de 6 (seis) miembros y adoptará 


resolución por mayoría de presentes. 


El Presidente tendrá doble voto en caso de 
empate, aún cuando este se hubiese 


producido por efecto de su propio voto. 


No obstante, las resoluciones referidas a 
gastos o inversión, a la incorporación o cese de 
personal y a aspectos que refieren a la política 
institucional de la empresa, deberán contar 
con el voto conforme del Presidente o del 


Secretario General si aquel estuviera ausente. 


Artículo 9%.- La Mesa Ejecutiva estará 
integrada por el Presidente y el Secretario 
General del Directorio y un Director elegido 
entre los representantes de los literales C) a G) 
del artículo 6* de la presente ley. Su función 
será ejecutar las decisiones del Directorio en la 
administración cotidiana de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Adoptará, 
asimismo, las medidas de urgencia que fueran 
indispensables ante situaciones graves e 
imprevistas, dando cuenta de inmediato al 


Directorio. 
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Artículo 11.- Habrá un Consejo Consultivo 
integrado por un miembro del Directorio de la 


Unidad Alimentaria de Montevideo designado 


por este para cada Sesión en atención al Orden 
del Día, que presidirá las sesiones y por 
representantes de las distintas organizaciones 


vinculadas a las actividades de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo acreditadas ante el 


Directorio. 


El Consejo Consultivo entenderá en el 


anual, en los planes anuales 
n la elaboración y modificaciones 
mento operativo y en todos aquellos 


temas de carácter social, económico 


productivo que requieran estudio a juicio del 


Directorio. Sus resoluciones no serán 


vinculantes. 


El Consejo Consultivo será citado por el 
Directorio y adoptará sus resoluciones por 
mayoría simple de votos. 
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Artículo 10.- El Directorio convocará a todas 
las organizaciones vinculadas a las actividades 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, que 
estén debidamente acreditadas ante la misma, 
a conformar un Consejo Consultivo por lo 
menos una vez al año. También podrán 
participar del Consejo Consultivo las 
organizaciones sociales de la zona que se 
acrediten, así como el Alcalde y los Concejales 


correspondientes. 


El Presidente del Directorio de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo pondrá en 
conocimiento del Consejo Consultivo el 
proyecto de presupuesto, su evaluación 
posterior, los planes de desarrollo, la 
elaboración o modificaciones del reglamento 
operativo y todos aquellos temas de carácter 
social, económico y productivo de interés para 


los participantes de dicho Consejo. 


El Consejo Consultivo, a propuesta del 
Directorio de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo aprobará su reglamento de 


funcionamiento. 


El Consejo Consultivo podrá adoptar 
decisiones por mayoría de votos, pero estas no 
serán vinculantes. 
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Artículo 12.- La remuneración del Presidente y 
Secretario General será equivalente a los 
cargos de Director de Departamento y de 
División de la Intendencia Municipal de 
Montevideo respectivamente, los restantes 


Directores de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo y los integrantes del Consejo 
Consultivo, serán honorarios, pudiendo 
percibir solo viáticos, por las actividades que 
sean convocados o designados a concurrir en 


representación de la Unidad Alimentaria de 


Montevideo. 


Artículo 13.- Serán recursos de la Unidad 


Alimentaria de Montevideo: 


A) El producido por concepto de locaciones, 
concesiones, tarifas, precios, canon y otras 
contraprestaciones, por el uso u ocupación 
de espacios dentro o fuera del área de 
comercialización mayorista, en la forma 


que determine el Directorio. 


B) Todo otro ingreso que se produzca en el 


marco de la prestación de servicios 
incluidos entre los cometidos de la 


institución. 


C) Las herencias, legados y donaciones que 
acepte el Directorio. 
D) El producido de las multas y sanciones que 


aplique. 
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Artículo 11.- El Presidente de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo recibirá las 
asignaciones mensuales líquidas previstas 
para los Subsecretarios de Estado y, el 
Secretario, el 85% (ochenta y cinco por 


ciento). 


Los restantes Directores de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo y los integrantes 
del Consejo Consultivo serán honorarios, 
pudiendo percibir solo viáticos por las 
actividades a las que sean convocados o 


designados. 


Artículo 12.- Serán recursos de la Unidad 


Alimentaria de Montevideo: 


A) El producido por concepto de locaciones, 
concesiones, tarifas, precios, canon y otras 
contraprestaciones, por el uso u ocupación 
de espacios dentro o fuera del área de 
comercialización mayorista, en la forma 


que determine el Directorio. 


B 


A 


Todo otro ingreso que se produzca en el 
marco de la prestación de servicios 
incluidos entre los cometidos de la 


empresa. 


C) Las herencias, legados y donaciones que 
acepte el Directorio. 
D) El producido de las multas y sanciones que 


aplique. 
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E) Las transferencias que le efectúe la 
Intendencia Municipal de Montevideo 
dentro de los cinco primeros años de 
creación de la Unidad, que sean requeridas 
y justificadas para capital de trabajo y 
estarán sujetas a reintegro en los términos 
establecidos en el literal D) del artículo 14 


de la presente ley. 


Sin perjuicio de lo establecido en los literales 


anteriores, la Unidad Alimentaria de 


Montevideo podrá emitir Obligaciones 


Negociables destinadas al financiamiento de 


sus proyectos de inversión. Esta forma de 


Artículo 14.- Serán egresos de la Unidad 


Alimentaria de Montevideo: 


A) Los gastos por con o dministración 


pago de salarios, mantenimiento de las 


B) Los gastos romoción 
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E) Las transferencias que le efectúe la 
Intendencia de Montevideo dentro de los 
cinco primeros años de creación de la 
Unidad, que sean requeridas y justificadas 
para nuevas instalaciones y para capital de 
trabajo, estarán sujetas a reintegro en los 
términos establecidos en el artículo 13 de la 
presente ley. 

F) Los derechos que sobre los predios 
indicados en el literal A) del artículo 4" de la 
presente ley, le otorgue el Gobierno 


Departamental. 


Sin perjuicio de lo establecido en los literales 
anteriores, la Unidad Alimentaria de 
Montevideo podrá emitir obligaciones 
negociables destinadas al financiamiento de 
sus proyectos de inversión, conforme a lo 
dispuesto por el artículo 63 de la Ley 
N* 18.627, de 2 de diciembre de 2009. 
Asimismo, estará facultada para constituir los 
fideicomisos previstos en la Ley N* 17.703, de 
15 de octubre de 2003, según corresponda. 


Artículo 13.- Las partidas correspondientes a 
las nuevas instalaciones y a las transferencias 
para capital de trabajo que haya efectuado la 
Intendencia de Montevideo dentro de los 5 
(cinco) primeros años de creación de la 
Unidad, deberán ser reintegradas en los plazos 
y por los montos que sean acordados entre las 


dos partes. 
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su cargo. 

C) Las inversiones en nueva infraestructura. 

D) Las partidas anuales de reintegro del monto 
total compuesto por la parte de la inversión 
correspondiente a las nuevas instalaciones y 
de las transferencias para capital de trabajo 
que haya efectuado la Intendencia Municipal 
de Montevideo dentro de los cinco primeros 
años de la creación de la Unidad. Dichas 
partidas ascenderán a la décima parte de 
dicho monto total y procederán en forma 
consecutiva, desde el sexto al decimoquinto 


año de la creación de la Unidad. 


Artículo 15. Contralor Financiero y Contable. - 
La fiscalización de la gestión financiera del 
organismo, se regirá por lo establecido en el 
artículo 199 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero 
de 2005 en lo pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio 
económico será el 31 de diciembre de cada año. 
El Directorio fijará la forma y fecha de los 


balances y del cierre del ejercicio y su publicidad. 


Asimismo, al fin de cada ejercicio, la 


Unidad Alimentaria de Montevideo remitirá a 


la Intendencia Municipal de Montevideo el 


balance de ejecución por el ejercicio anterior, 
acompañado de un informe de auditoría 
ontabl stión realizado por 


profesionales independientes. 
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Artículo 14.- Contralor Financiero y 
Contable.- La fiscalización de la gestión 
financiera del organismo, se regirá por lo 
establecido en el artículo 199 de la Ley N* 
16.736, de 5 de enero de 1996, en la redacción 
dada por el artículo 146 de la Ley N* 18.046, 
de 24 de octubre de 2006, en lo pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio 
económico será el 31 de diciembre de cada 
año. El Directorio fijará la forma y fecha de los 
balances y del cierre del ejercicio y su 


publicidad. 


Al fin de cada ejercicio, la Unidad 
Alimentaria remitirá a la Intendencia el 


balance de ejecución por el ejercicio anterior. 


97-C.S. 


98-C.S. 


Artículo 16. Contralor Administrativo.- Contra 
las resoluciones del Directorio procederá el 
recurso de reposición que deberá interponerse 
dentro de los diez días hábiles contados a partir 
del siguiente a la notificación del acto al 
interesado. Una vez interpuesto el recurso el 
Directorio dispondrá de treinta días hábiles 


para instruir y resolver el asunto. 


Denegado el recurso de reposición, o 
vencido el plazo sin pronunciamiento del 
Directorio, el recurrente podrá interponer, 
únicamente por razones de legalidad, 
demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno 


correspondiente. 


La interposición de la demanda 
anulatoria deberá verificarse en plazo de 
veinte días hábiles siguientes a la denegatoria 
expresa o ficta. La demanda solo podrá ser 


interpuesta por el titular de un derecho 


subjetivo o de un interés directo personal y 


legítimo. El Tribunal fallará en única instancia 


En caso de que la resolución emane de 
una dependencia del Directorio, 
corresponderá la interposición conjunta del 
recurso de reposición y el jerárquico en 
subsidio. El órgano inferior contará con el 
mismo lapso indicado para el Directorio para 


instruir el asunto. 
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Artículo 15.- Contralor Administrativo.- Contra 
las resoluciones del Directorio procederá el 
recurso de reposición que deberá interponerse 
dentro de los 10 (diez) días hábiles contados a 
partir del siguiente a la notificación del acto al 
interesado. Una vez interpuesto el recurso el 
Directorio dispondrá de 30 (treinta) días 


hábiles para instruir y resolver el asunto. 


Denegado el recurso de reposición, o 
vencido el plazo sin pronunciamiento del 
Directorio, el recurrente podrá interponer, 
únicamente por razones de legalidad, 
demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno 


correspondiente. 


La interposición de la demanda 
anulatoria deberá verificarse en plazo de 20 
(veinte) días hábiles siguientes a la denegatoria 
expresa o ficta. La demanda solo podrá ser 
interpuesta por el titular de un derecho 
subjetivo o de un interés directo personal y 


legítimo. El Tribunal fallará en única instancia. 


En caso de que la resolución emane de una 
dependencia del Directorio, corresponderá la 
interposición conjunta del recurso de 
reposición y el jerárquico en subsidio. El 
órgano inferior contará con el mismo lapso 
indicado para el Directorio para instruir el 


asunto. 
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Artículo 17.- Los créditos de la Unidad Artículo 16.- Los créditos de la Unidad 


Alimentaria de Montevideo serán Alimentaria de Montevideo serán 


inembargables, gozando del privilegio que inembargables. 
establece el numeral 6? del artículo 1732 del 


igo omercio. 


Artículo 18. Régimen de Transición.- Artículo 17.-. Régimen de Transición.- 


A) Habrá un Directorio de Transición que se A) Habrá un Directorio de Transición de la 
regirá por las siguientes normas: Unidad Alimentaria de Montevideo, 
1) Desde la entr n vigencia de | integrado por tres miembros, Presidente, 
ley hasta la fecha del ces ivi Secretario y Tesorero, designados por el 

| Mercado Modelo, el Directorio de | Intendente de Montevideo, que se regirá 


Unidad Alimentaria de Montevideo estará por las siguientes normas: 


integrado por tres miembros, Presidente, 


Secretario y Tesorero, designados por el 


Intendente Municipal de Montevideo. 


4) Este Directorio de Transición coordinará 1) Desde la entrada en vigencia de la presente 
con la Comisión Administradora del ley hasta la fecha del cese de actividades 
Mercado Modelo_(CAMM) las actividades del Mercado Modelo, el Directorio de 
pertinentes. Transición deberá coordinar con la 


Comisión Administradora del mismo. 


Será responsabilidad del Directorio de 
Transición realizar todas las actividades 
necesarias con el objeto de facilitar la 
integración de las autoridades definidas 


por los artículos 5” y 6” de la presente ley. 
2) La fecha de cese de las actividades del 


Mercado Modelo estará determinada por 2) A partir de la fecha del cese de actividades 


n solución expres |_Intenden de la Comisión Administradora del 


po 
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Municipal de Montevideo. 


3) Este Directorio de Transición tendrá las 
mismas competencias y atribuciones que 
fueron definidas en los artículos 3" y 4? de la 
presente ley. 

5) Las decisiones que adopte este Directorio 
requerirán mayoría simple de sus miembros, 
debiendo contar necesariamente con el voto 


conforme del Presidente. 


B) Las empresas que a la fecha de cese del 
ncionamiento del Mercado Modelo en s 

emplazamiento actual, estuvieran instaladas 
en la zona de restricción y que estuvieran 
registradas ante el mismo, tendrán prioridad 
al momento de solicitar su radicación en 
similares instalaciones de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, en las 
condiciones que esta determine. 

C) La Intendencia Municipal de Montevideo, 


podrá transferir a la Unidad Alimentaria los 


bienes muebles asignados al funcionamiento 


del Mercado Modelo. 


D) Declárense vigentes y válidos la totalidad de 


los Convenios firmados suscritos por la 
Intendencia Municipal de Montevideo que 
vieran por objeto las activi s relativas al 


funcionamiento del Mercado Modelo 
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Mercado Modelo, sus competencias 
pasarán automáticamente al Directorio de 
Transición, a los efectos de garantizar la 
continuidad de los servicios. 

3) Este Directorio de Transición tendrá las 
mismas competencias y atribuciones que 
fueron definidas en los artículos 3* y 4? de la 
presente ley. 

4) Las decisiones que adopte este Directorio 
requerirán mayoría simple de sus 
miembros, debiendo contar 
necesariamente con el voto conforme del 
Presidente. 

B) Las empresas que a la fecha de 
promulgación de la presente ley, estén 
instaladas en la zona de restricción y 
registradas ante la Comisión 
Administradora del Mercado Modelo, 
tendrán prioridad al momento de solicitar 
su radicación en similares instalaciones de 
la Unidad Alimentaria de Montevideo, en 


las condiciones que esta determine. 
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E)Las decisiones adoptadas por la 
Intendencia Municipal de Montevideo 
res o del destino los terrenos del 


futuro emplazamiento de la Unidad 


Alimentaria, que se materialicen antes de 
la vigenci la presente ley, así como to 


otra que involucre medidas tendientes a 


S l_ traslado del l_Mercado 


Modelo y los operadores o empresas que 


rinden servicios conexos con l ivi 


del Mercado Modelo, serán obligatorias 
respecto de las autoridades de la Unidad 


Alimentari Montevideo una vez 


instalada. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: antes de 
comenzar con el tratamiento de este proyecto de ley 
que ha dado tanto trabajo, quiero agradecer a la Se- 
cretaría de la Comisión de Constitución y Legislación 
y, en especial, a la señora Teresa Paredes, por la labor 
realizada. Digo esto porque, si ha un habido proyecto 
complejo, difícil y engorroso ha sido este y, justamen- 
te, la Secretaría de la Comisión ha permitido que la 
tarea fuera más prolija, así como también que pudié- 
ramos cumplir con los tiempos en plazos más cortos 
de lo que pensábamos. 


El segundo aspecto a destacar refiere a que este 
no es un proyecto del Poder Ejecutivo o del Parla- 
mento -que son los poderes habilitados para legislar 
por nuestra Constitución- sino que se trata de uno 
trabajado inicialmente en la Intendencia Municipal 
de Montevideo, con el asesoramiento del Gobierno y 
de otros organismos y con la participación de los inte- 
resados. El fin de este proyecto de ley apunta a darle 
un marco distinto al Mercado Modelo. En principio, 
la idea era trabajar la globalidad y darle carácter ge- 
neral y de ley a la nueva instalación del Mercado Mo- 
delo. Así lo hizo saber el Intendente Ehrlich en su 
momento, luego de tres años de arduo trabajo. Tam- 
bién se contó con la participación de integrantes de 
este Senado que entonces estaban ocupando cargos 
en el Poder Ejecutivo y de técnicos que trabajaron 
para que este proyecto estuviera pronto. Y así fue que 
luego se lo elevó al Poder Ejecutivo -el Presidente de 
la República era el doctor Tabaré Vázquez- y este lo 
envió al Parlamento al final de la Legislatura pasada, 
por lo que no se pudo considerar; en el mejor de los 
casos, habría sido tratado por una sola Cámara. Si 
mal no recuerdo, el proyecto ingresó al Parlamento 
en enero de 2010, momentos en que estaba finali- 
zando la Legislatura y el propio Gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez. 


Las nuevas autoridades de la Intendencia -en 
una primera instancia, la señora Hyara Rodríguez, 
actuando en calidad de suplente y, luego, como ti- 
tular de la Comuna dado que el doctor Ehrlich esta- 
ba ocupando el Ministerio de Educación y Cultura, y 
en una segunda instancia, la Intendenta electa, se- 
ñora Ana Olivera- plantearon la necesidad de llevar 
adelante este proyecto de ley. Fue así que la señora 
Senadora Constanza Moreira, el señor Senador Nin 
Novoa y quien habla, integrantes de la Comisión de 
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Constitución y Legislación, lo presentamos para dar- 
le estado parlamentario. Como verán, estamos ante 
un proyecto muy profundo, que cuenta con una bre- 
ve Exposición de Motivos porque lo que se preten- 
día era, repito, darle estado parlamentario, y así se 
lo hicimos saber a los integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio y también a los de la Comisión. Reitero 
que estamos dándole estado parlamentario a este pro- 
yecto que viene de la propia Intendencia Municipal 
de Montevideo. 


A diferencia de otras iniciativas, este proyecto 
de ley arranca sin un convencimiento, sin un estu- 
dio particular y profundo de los Legisladores que le 
damos ahora estado parlamentario, a fin de que sea 
discutido en las Bancadas, en la propia Comisión de 
Constitución y Legislación y en el Senado. 


Como ya manifesté, la Intendenta Hyara Rodrí- 
guez en su oportunidad, y luego la Intendenta Ana 
Olivera -también participaron integrantes del equipo 
asesor de la Intendencia, con el señor Polakof a la 
cabeza- presentaron una serie de informaciones, con- 
tenidos, explicaciones y fundamentos acerca de por 
qué había que llevar adelante este proyecto de ley en 
el Parlamento. 


La primera discusión en Comisión sobre el proyec- 
to se centró en resolver si esta iniciativa significaba 
solo un cambio jurídico del Mercado Modelo o si tenía 
que llevarse adelante un estudio sobre las diferen- 
tes competencias que se le estaban dando. Nosotros 
transmitimos la idea de que se trataba de un cam- 
bio de marco jurídico más abarcativo, más amplio, 
porque ahora la Unidad Alimentaria de Montevideo 
tendrá otras potestades adicionales a las que tiene el 
Mercado Modelo, en la medida que se apruebe esta 
iniciativa. Nos pareció que era enredar la discusión 
si, además de centrarnos en el marco jurídico, en las 
competencias y objetivos, entrábamos a analizar dón- 
de se iba a localizar, cuál iba a ser la transferencia de 
los predios y cuál el patrimonio a llevar adelante. Na- 
turalmente se establecían en términos generales las 
entradas y salidas de esta Unidad Alimentaria como 
persona pública no estatal, pero su patrimonio y su 
localización era competencia de las autoridades que 
se iban a nombrar y de las normas que se establecie- 
ran. No íbamos a entrar en temas más complejos y 
ríspidos, pues no hacen a la competencia del Senado. 
Por tanto, si la Unidad Alimentaria se iba a ubicar 
en un predio a determinar o donde hoy se localiza el 
Mercado Modelo o si iba a tener en el futuro, dentro 
de diez o quince años, otra localización en el interior 
del país, no era potestad del Senado fijarlo, porque 
el Parlamento no puede prever qué va a pasar con 
la Unidad Alimentaria en el futuro. Estamos elabo- 
rando una ley que regule determinadas actividades 
hacia el futuro, por lo que no era lógico que luego 
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volviera un proyecto al Parlamento pidiendo permiso 
para darle otra localización. Naturalmente, existirán 
los controles correspondientes de parte del Estado 
uruguayo para la compra de bienes, la venta o ena- 
jenación de inmuebles -si los hubiere- y sobre las de- 
más potestades que se dan. Como decía, esa fue la 
primera discusión que tuvimos con las autoridades 
de la Intendencia, porque estas pensaban que se de- 
bía establecer un marco general -a modo de solución 
para el Mercado Modelo- que incluyera todo en la ley, 
con un efecto abarcativo, global y universal. Los Le- 
gisladores de la Bancada del Frente Amplio, así como 
los de otras agrupaciones, entendimos que debíamos 
abocarnos solo al marco legal; y que no podía suceder 
que en futuras instancias se le tuviera que pedir per- 
miso al Parlamento hasta para comprar una lapicera. 
Obviamente, estoy exagerando y haciendo un razona- 
miento por el absurdo. 


La Ley N* 18.093, que es la que autoriza a los 
Gobiernos Departamentales a presentar proyectos 
mediante una serie de mecanismos internos, adolece 
de un problema y es cómo se presentan estos en el 
Parlamento. Ese es un problema constitucional insal- 
vable. En una primera oportunidad, la Intendencia 
de Montevideo lo hizo a través del Poder Ejecutivo 
y, en una segunda instancia, a través de Legislado- 
res del Frente Amplio, integrantes de la Comisión de 
Constitución y Legislación, quienes le dimos el mar- 
co necesario, ingresando así en una discusión entre 
los Legisladores de todos los partidos y la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo. En esto hubo mucho 
esfuerzo y varias consultas al Poder Ejecutivo, por 
ejemplo con relación al artículo 12, que refiere a los 
recursos de la Unidad Alimentaria y a la posibilidad 
de financiamiento por medio de proyectos de inver- 
sión, fideicomisos y otras herramientas, como la emi- 
sión de obligaciones. En realidad, la emisión de obli- 
gaciones ya estaba autorizada por ley -esto es, que las 
personas públicas no estatales están habilitadas para 
hacerlo-, pero lo incluimos en el proyecto para que no 
hubiera ninguna duda sobre el marco en que la Uni- 
dad Alimentaria se puede mover. Si bien en ningún 
momento la Intendencia pretendía saltearse el orden 
jurídico, en la medida en que se incluía un artículo 
que expresamente hablaba de la emisión de obligacio- 
nes, se podía entender que esta ley, para este fin es- 
pecífico, habilitaba una emisión de obligaciones que 
no tenía que respetar la legislación correspondiente. 
A la vez, si eliminábamos la referencia en el proyecto 
de ley, alguien podía entender que los Legisladores 
expresamente no quisimos autorizar el instrumento, 
más allá de que, insisto, aunque no se hubiera inclui- 
do esto en el articulado y en la exposición de moti- 
vos, igualmente la Unidad Alimentaria podía realizar 
este tipo de emisiones. Esto implicó consultas con el 
Poder Ejecutivo y con el Ministerio de Economía y 
Finanzas para encontrar una redacción que dejara 
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claro que esto se puede hacer dentro del marco le- 
gal vigente. Algunos Legisladores, con razón, decían 
que este último inciso del artículo 12 sobreabundaba, 
mientras que nosotros pensábamos, como señalé, que 
si se eliminaba podría haber una mala interpretación 
en el futuro. 


Este es solo un ejemplo, porque, como se puede 
apreciar en el comparativo que la Secretaría ha pre- 
parado, en cada artículo hubo modificaciones. Una de 
ellas fue eliminar la referencia a la localización; por 
lo tanto, se suprimió el artículo 5” del proyecto origi- 
nal y, a su vez, se modificó el literal A) del artículo 4%, 
que determinaba el bien jurídico, incluso mencionan- 
do las calles específicas en que se emplazaría. La idea 
es crear una Unidad Alimentaria de Montevideo con 
determinados objetivos y cometidos que se establecen 
en los primeros artículos, pero los aspectos de loca- 
lización y de administración particular e individual 
competen a ese organismo. Si bien reconocemos el 
trabajo que durante tres años realizó la Intendencia 
con el Poder Ejecutivo para elaborar este proyecto de 
ley, una cosa es la solución global y otra es el marco 
legal que se le está dando en cuanto a sus cometidos, 
sus objetivos, su ordenamiento, quiénes son sus au- 
toridades y cómo se insertan los diferentes actores 
sociales que ya estaban en el Mercado Modelo. Había 
que contemplar a los productores rurales de Montevi- 
deo y del interior y, en este último caso, marcar dife- 
rentes zonas para que no hubiera una concentración 
sobre un determinado producto o sobre un lugar de la 
ciudad, sino que la representación de los productores 
fuera lo más amplia posible. En el Mercado Modelo 
-futura Unidad Alimentaria de Montevideo- se pro- 
cesan productos de todo el país y no era bueno que 
quedaran representados solo los productores rurales 
de Montevideo, que los hay y muchos porque, junto 
con los del departamento de Canelones, representan 
más de un 65% de la producción que allí se comer- 
cializa. La idea era que también se contemplara a los 
demás productores, porque incluso, en el caso de la 
naranja, por ejemplo, se produce mayoritariamente 
en el norte del país. 


Por otra parte, en algunos aspectos y artículos, la 
Comisión se enfrascó en discusiones importantes y 
finalmente logró algunos consensos. Por ejemplo, la 
expectativa era que las decisiones que la Unidad Ali- 
mentaria tomara en el futuro pudiera trasmitirlas, in- 
cluso, a aquellos que no iban a estar en el Directorio. 
Entonces, en el artículo 10 se dispone que el Direc- 
torio convocará a un Consejo Consultivo, que en un 
principio estaba integrado solamente por un miembro 
-lo que generaba una situación dispar, porque podía 
haber una falta de compromiso de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo respecto a ese Consejo Consulti- 
vo-, pero ahora podrán participar en él las diferentes 
organizaciones de la zona, así como el Alcalde y los 
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Concejales correspondientes. ¿Por qué? Porque ellos 
tienen un impacto en la zona que no hay que des- 
preciar, incluso pensando en el desarrollo futuro del 
lugar. En algunos casos ese impacto será bueno y de 
pronto en otros no será tan positivo; incluso, en el 
caso del oeste del país no tenemos idea del desarro- 
llo que se generará en esa zona. Personalmente creo 
que la experiencia va a ser positiva, pero podemos 
tener dudas con respecto a si la infraestructura -que 
es buena y por eso se generan localizaciones allí- será 
o no suficiente. De manera que habilitamos a que el 
Alcalde y los Concejales, así como las organizaciones 
sociales y los productores, puedan participar de este 
Consejo Consultivo, donde se va a hablar del presu- 
puesto y, sobre todo, de las futuras inversiones. 


A continuación, vamos a referirnos a cada uno de 
los artículos. Los primeros detallan cuáles son los ob- 
jetivos, porque pensamos que esta Unidad Alimenta- 
ria de Montevideo, que sustituye al Mercado Modelo y 
se va a localizar en otro lugar del departamento, tiene 
fines más amplios; pero, a la vez, tiene más contro- 
les y se genera una institucionalidad que el Mercado 
Modelo no tenía. Quiero recordar que muchas veces, 
incluso, había impedimentos legales muy fuertes y se 
debía pasar por el andamiaje burocrático de la propia 
Intendencia. 


Uno de los aportes de los Legisladores del Partido 
Nacional -que puede no ser sustantivo, pero que hace 
a los aspectos legales- refiere al propio ordenamien- 
to de los artículos, porque la Comisión que trabajó 
y los integrantes de la Intendencia que elevaron el 
proyecto no tienen práctica parlamentaria. El punto 
se podrá discutir, pero ellos ordenaban los artículos 
de diferente forma y en la Comisión coincidimos -más 
allá de que para algunos el tema puede ser menor o 
no tan importante- con la propuesta que plantearon 
los representantes del Partido Nacional, sobre todo 
con la sustentada por el señor Senador Gallinal. Para 
nosotros este es un aspecto importante que hace a 
la técnica legislativa, y creemos que ser exigentes al 
respecto no está de más. En el nuevo ordenamiento, 
el artículo 1% establece la declaración de interés na- 
cional y el artículo 2* dispone la creación de la Uni- 
dad Alimentaria como Persona de Derecho Público 
no Estatal. 


En el artículo 3” se establecen los cometidos de 
esta Unidad Alimentaria, tema en el que se trabajó 
mucho y en el que, luego de exponer sus razones y 
fundamentos, la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo retiró todas sus objeciones, más allá de algunas 
palabras que estaban en inglés y que cambiamos al 
idioma español. Este aspecto parece menor, pero en- 
tendemos que es esencial cuidar nuestro idioma, so- 
bre todo en el Parlamento. 
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En el artículo 4% se explica la forma en que se 
van a llevar adelante los cometidos detallados en el 
artículo 3%. En los artículos 5% y 6” se establecen las 
autoridades: el Directorio y la Mesa Directiva, y quie- 
nes serán sus integrantes. Quiero mencionar un as- 
pecto que quizás para algunos sea menor pero para 
mí es muy importante: le dimos un orden jerárquico 
al miembro designado por el Poder Ejecutivo, para 
que tenga la misma calidad que los miembros titula- 
res -o sea, Presidente y Secretario- designados por la 
Intendencia Municipal de Montevideo; después están 
todos los integrantes del Directorio con representa- 
ciones sociales. En el artículo 7” se señala la duración 
en el cargo que tendrán los Directores y cuál será el 
proceso de designación. El artículo 8” establece cómo 
sesiona, cómo vota y cuáles son las resoluciones de 
ese Directorio. El artículo 9 habla de la Mesa Di- 
rectiva y de sus cometidos. El artículo 10 refiere al 
Consejo Consultivo. El artículo 11 tiene que ver con 
las remuneraciones del Presidente, del Secretario y 
establece que los Directores serán honorarios. Por su 
parte, el artículo 12 refiere a los recursos y en su 
inciso final figura el aporte del Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas. El artículo 13 contiene un elemen- 
to sobre el que se trabajó mucho porque había una 
particularidad establecida por la Intendencia: era un 
detalle, una sofisticación de cada uno de los pasos 
que la Unidad Alimentaria de Montevideo tenía que 
hacer respecto de sus egresos, a fin de incluir en el 
texto cómo iba a pagar la inversión o el capital que la 
Comuna le transfiriera. En realidad, no era menes- 
ter la casuística sobre cómo llevar adelante los gastos, 
sino vincular lo referido directamente al pago de la 
inversión correspondiente. El artículo 14 tiene que 
ver con los contralores financieros y contables, de 
acuerdo con las leyes que incluyen a cualquier perso- 
na de Derecho Público no estatal. El artículo 15 refie- 
re al contralor administrativo y a los recursos que se 
puedan interponer. En el artículo 16 se establece que 
los créditos de la Unidad Alimentaria de Montevideo, 
como cualquier otra persona pública no estatal, serán 
inembargables. Por último, en el artículo 17 se habla 
sobre el régimen de transición. 


Cabe destacar que se trabajó mucho intentando 
identificar el proyecto de ley armado por la Intenden- 
cia Municipal de Montevideo y el Poder Ejecutivo, los 
elementos de transición allí contenidos y los aspectos 
que necesitaban marco legal, porque podía suceder 
que un marco legal invadiera potestades de otros ór- 
ganos de la República, incluso haciéndolo inconstitu- 
cional. Allí se incluían en detalle los pasos que debían 
darse, invadiendo competencias del Gobierno Depar- 
tamental que involucraban resoluciones presentes o 
futuras de la Junta Departamental, para lo cual el 
Senado no tiene potestades. Una cosa es establecer 
en la transición cuáles son los pasos que debe dar la 
Unidad Alimentaria, por ejemplo, una vez recibidos 
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los bienes de la Intendencia Municipal de Montevi- 
deo, y otra es poner en detalle cuándo, cómo y por 
qué, ya que eso no nos correspondía. Además, si el 
Gobierno Departamental lo hacía tardíamente o no lo 
hacía, no había ninguna posibilidad de que esa ley le 
impusiera aspectos que la Constitución ordena muy 
claramente como, por ejemplo, la transferencia de los 
recursos departamentales. 


Quiero destacar que trabajamos con mucho es- 
fuerzo y que, a diferencia de otras oportunidades, no 
voy a solicitar que este proyecto de ley se vote en blo- 
que ni que se suprima la lectura; aunque ello signifi- 
que un esfuerzo adicional de este Senado, voy a pedir 
que se lea. Más allá del reconocimiento público que 
he hecho a la Secretaría, puede haber algún error 
porque fueron muchos los textos que se manejaron; 
entonces, creo que debemos darnos una última ins- 
tancia de lectura. 


Quisiera finalizar diciendo algo obvio: estamos 
convencidos de que este es un buen paso, que la Uni- 
dad Alimentaria de Montevideo es un instrumento 
que va a ayudar a la transparencia en la comercia- 
lización de los productos y que será una herramien- 
ta para el desarrollo nacional. Además, el Mercado 
Modelo -no solo por su emplazamiento y los aspectos 
engorrosos que tenía a nivel jurídico- todavía tiene 
una normativa que no se compadece con un país que 
crece y que quiere tener un nivel de inversión y de 
producción sustanciales. Esta estructura normativa 
da marco a la comercialización de nuestras frutas y 
verduras y, además, permite sumar valores agregados 
a nuestra producción de alimentos para el consumo 
nacional y el extranjero cuando determinados pro- 
ductos, a partir de la industria de envasado -o pac- 
king, como dicen algunos en términos extranjeros-, 
alcancen un volumen muy superior al que tienen. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MICHELINI.- En definitiva, la Unidad 
Alimentaria de Montevideo supone un avance sustan- 
cial respecto al ordenamiento jurídico que tenemos. 
No voy a poner sobre mis hombros virtudes que no 
poseo; este es un trabajo que la Intendencia Munici- 
pal de Montevideo junto con el Poder Ejecutivo, con 
los productores y otros interesados, realizaron para 
intentar modificar -para no decir quebrar- los inte- 
reses que se generan con todos estos cambios. Ellos 
tuvieron la virtud de construir un ordenamiento jurí- 
dico y cuando la Comisión citó a los interesados so- 
ciales todos estuvieron deseosos de que el Senado de 
la República -naturalmente con el trabajo legislativo 
correspondiente- lo votara afirmativamente. Salvo al- 
gún artículo, se contó con la presencia, el aporte y el 
voto de todas las bancadas; es más, ningún integrante 
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vino a la Comisión con la actitud de regirse estricta- 
mente por la disciplina partidaria, sino que se realizó 
un trabajo muy importante. 


Por estas razones me toca -podría tratarse de cual- 
quier otro integrante de la Comisión- recomendar al 
Senado que se vote afirmativamente este marco nor- 
mativo de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


10) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una soli- 
citud de licencia llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Larrañaga solicita licencia a 
partir del día 4 hasta el 9 de octubre de 2010.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 29 de setiembre de 2010. 


Sr. Presidente del Senado 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo 
se me otorgue licencia a partir del día 4 de octubre 
hasta el 9 de octubre inclusive y se convoque a mi 
suplente correspondiente, de conformidad con la Ley 
N* 17.827, artículo 1%, literal C). 


Motiva la misma el hecho de ser parte de la de- 
legación de nuestro país que va a participar en la 
123% Asamblea de la Unión Interparlamentaria y 
Reuniones Conexas que se desarrollarán en Gine- 
bra-Suiza. 

Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente. 


Jorge Larrañaga. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 26 en 28. Afirmativa. 


En consecuencia, queda convocado el señor Ja- 
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vier de Haedo, a quien ya se le ha tomado la promesa 
de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada 
a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Bordaberry solicita licencia por 
el día de la fecha.” 


- Léase. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 29 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por motivos particulares, al amparo 
del artículo 1% de la Ley N* 17.827, de 14 de setiem- 
bre de 2004, sin goce de sueldo, por el día de la fecha. 

Sin otro particular saluda a usted muy atentamente, 


Pedro Bordaberry. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consecuencia, queda convocado el señor Ger- 
mán Cardoso, a quien ya se le ha tomado la promesa 
de estilo. 


11) UNIDAD ALIMENTARIA DE MONTEVIDEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado retoma la 
consideración del único punto del Orden del Día. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


Antes de finalizar mi exposición, el señor Senador 
Lacalle Herrera me solicitó una interrupción. No sé 
si ello es salvable en este momento, pero quiero dejar 
constancia de que es mi voluntad conceder las inte- 
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rrupciones que se me solicitan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a ser flexibles, se- 
ñor Senador. 


Puede interrumpir el señor Senador Lacalle 
Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presiden- 
te: anóteme y, simplemente, cuando sea oportuno, 
formularé la pregunta al señor Miembro Informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya está anotado, señor 
Senador; con dos solicitudes de licencia en el medio, 
la interrupción hubiera quedado un poco forzada. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la pa- 
labra el señor Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: tal vez co- 
rresponda hacer un brevísimo preámbulo antes de las 
reflexiones que voy a plantear. 


En primer lugar, quiero señalar que siempre trato 
de ingresar a esta Sala, al igual que a las Comisiones, 
dispuesto a convencer, pero también a ser convencido. 


En segundo término, respeto profundamente el 
trabajo de la Comisión que elaboró este proyecto de 
ley y que integra, entre otros, mi distinguido amigo, el 
señor Senador Pasquet. 


En tercer lugar, las reflexiones que voy a ha- 
cer tienen, ni que hablar, un carácter constructivo, 
pero este proyecto de ley me deja muchas dudas. 
La primera y la más importante es que si se ne- 
cesita un ente público regulador del mercado de 
los alimentos, no entiendo bien por qué tiene que 
ser de Montevideo, en Montevideo y, prácticamen- 
te, para Montevideo. La mayoría de los alimentos 
en el país se producen fuera de Montevideo; todos 
hemos escuchado a lo largo de años y años cómo 
la producción tiene que venir a la capital a ser co- 
mercializada para luego volver a un lugar muy cer- 
cano a donde se produjo a fin de ser consumida. 
Eso es parte del macrocefalismo que tiene nuestro 
país y creo que este proyecto de ley retoma esa vie- 
ja característica. Me pregunto si los demás depar- 
tamentos del país -Canelones en particular, pero 
también Maldonado, Colonia y Florida- no tienen 
mercados de alimentos que necesiten un ente de 
esta naturaleza. ¿No es esta la oportunidad de en- 
frentar ese tema? A veces lo mejor es enemigo de 
lo bueno, señor Presidente, pero es conveniente 
que reflexionemos sobre ello. 


Por otra parte, este proyecto de ley crea un ente 
público no estatal que tiene un doble vínculo jerár- 
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quico. Por un lado, se comunica con el Poder Ejecu- 
tivo a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y, por otro, en lo que hace a la designación 
de sus funcionarios, a su presupuesto y a una serie 
de aspectos fundamentales, depende -en los hechos 
y no jurídicamente- de la Intendencia de Montevi- 
deo. Me pregunto, señor Presidente, qué pasa si el 
día de mañana la Intendencia de Maldonado decide 
sustraerse de este Instituto y crear el suyo. Lo mismo 
puede ocurrir con Canelones, que es un departamen- 
to que tiene una gran producción de alimentos. De 
manera que ese aspecto también me deja una duda; 
me refiero al vínculo jerárquico con dos estamentos 
distintos del Estado. 


Además, creo -y esta es una preocupación bastan- 
te profunda, igual que las anteriores- que hay com- 
petencias que le son atribuidas a este Instituto, pero 
que ya están asignadas a otras dependencias del Esta- 
do. Por lo tanto, estaremos multiplicando aún más la 
superposición de esas atribuciones. En particular, me 
refiero a la inocuidad alimentaria, que está estableci- 
da en el literal D) del artículo 3%, que textualmente 
expresa: “Controlar la calidad higiénico-sanitaria de 
los alimentos que en ella se comercialicen”. El con- 
trol de la calidad higiénico-sanitaria está establecido 
por ley y le compete al Ministerio de Salud Pública, 
así como a las Intendencias departamentales. Aquí 
estamos creando un tercer locus de control. En épo- 
cas en que el señor Senador Lacalle Herrera fue Pre- 
sidente de la República, me tocó enfrentar en el país 
el rebrote de la epidemia del cólera. ¡Y vaya que fue 
importante y trabajoso coordinar el control de la ino- 
cuidad de los alimentos que se comercializaban en 
distintos lugares, que podían ser vehículo del cólera! 


Insisto en que acá estamos creando un tercer ór- 
gano para ese control, con las dificultades adiciona- 
les que ello implica, porque esta Unidad Alimenta- 
ria de Montevideo no tiene ni los elementos técnicos 
ni la capacidad como para poder manejar ese tema. 
Además, estamos generando una duplicación respec- 
to a un concepto que, en la acepción internacional, 
es muy exacto; me refiero a la expresión “seguridad 
alimentaria”, que está referida en el literal C) del 
artículo 3%. Como perfectamente saben los señores 
Senadores, la seguridad alimentaria consiste en ase- 
gurar el acceso de la mayoría de la población a los ali- 
mentos necesarios para una correcta nutrición, com- 
petencia que en nuestra legislación está asignada, 
entre otros, al Instituto Nacional de Alimentación, 
INDA. De manera que estamos creando competen- 
cias duplicadas, esferas grises que después van a ser 
de difícil resolución. 


Por último, señor Presidente, en ningún lado del 
texto se dice que este instituto tiene competencia 
exclusivamente sobre frutas y verduras. Se habla de 
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los alimentos, pero me pregunto si tiene competencia 
sobre la leche y sus derivados, sobre el producto de 
la pesca y todos sus derivados, sobre los chacinados y 
sobre la carne. ¿Cuál es el ámbito de competencia de 
este instituto que se crea? 


Señor Presidente: por esas razones -y me refiero a 
mi preámbulo-, con el mayor de los respetos hacia los 
integrantes de la Comisión, creo que este proyecto de 
ley no es lo que el país necesita en el año 2010. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Lacalle 
Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
quiero hacer una consulta al señor Miembro Inform- 
ante respecto del literal F) del artículo 6% -sobre el 
que tengo una duda-, para después realizar una con- 
sideración. 


El artículo 6 refiere a la integración del Directorio 
y en su literal F) se expresa: “Un miembro designado 
por los trabajadores vinculados a la actividad de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo en acuerdo con el 
PIT-CNT”. La primera pregunta que quiero formular 
al señor Miembro Informante es si la palabra 
“vinculados” en este caso refiere a los empleados 
de la Unidad Alimentaria, porque creo que cabrían 
dos interpretaciones. ¿Los que van a elegir son los 
empleados que tienen una relación contractual 
laboral de dependencia o la miríada de trabajadores? 
Los que conocemos el Mercado por razones de 
trabajo profesional -que desarrollamos en otra 
época-, sabemos que allí se entrelazan actividades 
y vinculaciones de todo tipo, no siempre legales. El 
señor Miembro Informante asiente con la cabeza, 
pero me gustaría que me aclarara este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Este es un tema que llevó 
muchas horas de discusión; no nos quedamos con la 
primera redacción ni estuvimos todos convencidos 
de que el texto que finalmente aprobamos fuera el 
más feliz. Aclaro que en este caso no se trata de los 
funcionarios que hoy trabajan en el Mercado Modelo 
o que mañana pudieran desempeñarse en la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, sino de trabajadores de 
las diferentes empresas que se relacionan todos los 
días en ese lugar, quienes sin duda tienen elementos 
para aportar. 


Por otro lado, como podrán observar los señores 
Senadores, en la primera redacción se trataba de un 
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representante de los trabajadores vinculados a la ac- 
tividad, pero a propuesta del PIT-CNT. En cambio, en 
el nuevo texto invertimos los términos; antes era el 
PIT-CNT que proponía a alguien que estuviera traba- 
jando en la zona, y ahora es alguien que es designa- 
do por los trabajadores, en acuerdo con el PIT-CNT. 
Quizás la Central de Trabajadores sea un elemento 
de consulta, pero no tendrá la iniciativa para deter- 
minar quién va a estar ahí. Nosotros deseamos que 
los miembros del Directorio tengan una vinculación 
directa con toda la actividad y, en ese sentido, el PIT- 
CNT podría hacer una propuesta que no necesaria- 
mente esté identificando a un representante de los 
trabajadores. También sabemos que la situación de 
los trabajadores, por lo menos al principio, es algo 
compleja; hay cierto informalismo, además de zafra- 
lidad. Entonces, no queremos que la designación sea 
coyuntural y que el PIT-CNT no esté de alguna forma 
vinculado. 


Esos son los dos aspectos que quería aclarar. En 
todo caso, en la discusión particular podremos afinar 
la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Entonces, quie- 
nes estén a cargo de la Unidad Alimentaria van a in- 
gresar a una situación realmente compleja. Quienes 
hemos ido al Mercado en horas de la madrugada -por 
razones profesionales, reitero-, pudimos percibir que 
es un lugar realmente interesante y que hay que co- 
nocer para ver funcionando las entrañas mismas de 
la ciudad. Allí hay vinculaciones de distintos grados 
de informalidad: está el que va a trabajar por un día, 
están los empleados regulares de los camioneros y de 
las empresas que llevan allí los frutos, y también po- 
dríamos incluir a los trabajadores de los productores 
rurales. 


Se puede pensar que es muy fácil venir hoy a leer 
el proyecto de ley y deshacer un hilado. Fui Legislador 
hace mucho tiempo y ya no me acordaba de todo esto, 
pero no hay nada peor que venir a decir a los com- 
pañeros: “¡Pica! Aquí está mal”. Simplemente, deseo 
hacer un análisis para que si alguien algún día quiere 
interpretar la ley, tenga una fuente de interpretación, 
como sostiene el Código Civil, en la discusión de la 
ley. Me atrevo a advertir que si a los trabajadores vin- 
culados a este tema se los ubica formando una red, 
nos sorprendería saber hasta dónde podría llegar, por 
lo que va a resultar difícil hacer las consultas. Esta 
es una advertencia y, repito, no vengo a enmendar la 
plana a nadie. 


Me decía mi estimado colega y amigo, el señor Se- 
nador Carlos Moreira, que este artículo había tenido 
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una mejora. Ahora bien; francamente, creo que los 
trabajadores vinculados a estas actividades no nece- 
sitan la bendición del PIT-CNT. Me parece que hasta 
sería ir contra la autonomía de los trabajadores, que 
mañana pueden elegir a Fulano, pero el PIT-CNT no 
estar de acuerdo y, de esa manera, ejercer una in- 
fluencia lateral sobre la representación verdadera de 
esos trabajadores. Es como si en los incisos D) y E) 
se requiriera el acuerdo de la Cámara de Comercio; 
sería equilibrado. Si de un lado hay una superinten- 
dencia, una tutoría o una condición -la autorización 
del PIT-CNT- para que el acto sea perfecto, también 
tendría que haberla respecto del comercio mayorista 
y minorista. 


Comprendo las realidades políticas, pero no me 
parece que sea bueno expandir al nivel de tener una 
especie de superintendencia, y repito la palabra, que 
quizás no sea jurídicamente exacta. La sensación que 
tengo es que aquí se paga un peaje, se establece una 
influencia de la Central de Trabajadores, que maña- 
na puede ir contra la decisión democrática y perfec- 
tamente legítima de los trabajadores -repito, con el 
problema que va a significar juntarlos y determinar 
cuáles son y cuáles no son trabajadores vinculados-, 
que elegirán a una persona que luego puede no re- 
sultar ser del agrado o de la confianza del PIT-CNT. 
Entonces, este pasa a tener un derecho de veto; antes 
proponía, pero ahora el acto es complejo, porque hay 
una designación que debe tener la venia, la aproba- 
ción o, por lo menos, la no oposición del PIT-CNT. 


De manera que, reitero, me parece -y es muy sim- 
ple mi pregunta- que hay una superintendencia. Creo 
que con decir: “los trabajadores vinculados” está per- 
fecto porque, de otro modo, se produce un desequi- 
librio frente a los otros representantes. Yo estoy en 
contra de que la Cámara de Comercio le tenga que 
dar la bendición a alguien que eligen los comercian- 
tes mayoristas y minoristas que entienden del tema; 
es un ámbito en el que no tiene nada que hacer. En 
todo caso, que se ocupe del comercio en general, de 
la misma forma que el PIT-CNT debe ocuparse de 
los trabajadores en general. Estoy seguro de que a 
algún sindicato del comercio, por ejemplo, no le va a 
gustar que mañana en alguna legislación similar se le 
incorpore la presencia de la Central de Trabajadores. 


En síntesis, el primer punto quedó aclarado, señor 
Senador Michelini, y se lo agradezco. Lo segundo es 
una consideración de carácter político, pero también 
lógica, de la que quiero que quede constancia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una inte- 
rrupción? 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Con gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Miembro Informante, Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: el razo- 
namiento que hace el señor Senador Lacalle Herrera 
ya fue tomado en cuenta por todos los que integra- 
mos la Comisión. El problema es que yo llego a una 
conclusión distinta porque creo que las leyes tienen 
vida propia. ¿Qué quiero decir con esto? Nosotros re- 
cibimos a las diferentes delegaciones de trabajadores, 
quienes estaban más a favor del artículo tal cual ve- 
nía que del actual. Es una cuestión compleja la can- 
tidad de actividades que desarrollan los trabajadores 
y, en ese sentido, hoy sienten que si el PIT-CNT no 
hace la propuesta y los ordena, se quedan sin ponerse 
de acuerdo y, por lo tanto, sin delegado. Entonces, 
ellos estaban más a favor del artículo que finalmente 
modificamos porque pensábamos que si el PIT-CNT 
no hacía la propuesta, los trabajadores se iban a que- 
dar sin delegado, aunque también podía ocurrir que 
propusiera a alguien que estuviera ajeno a quienes 
representaba. El señor Senador Lacalle Herrera se- 
ñalaba que, de alguna forma, con la segunda redac- 
ción se les estaría haciendo utilizar un “andador” y se 
preguntaba si los trabajadores hoy están necesitando 
al PIT-CNT. Yo creo que sí. En el futuro, cuando esas 
organizaciones tengan más experiencia y antigúedad 
y propongan a alguien, seguramente el PIT-CNT lo 
va a convalidar. Entonces, no rechazamos la primera 
redacción, pero no la tomamos en cuenta porque, tal 
como fue propuesto por el PIT-CNT, las organizacio- 
nes prácticamente no existen. 


La segunda propuesta consiste en ayudar a que 
esta iniciativa se canalice y en el futuro, si bien ha- 
brá un planteo formal -en ese sentido, el señor Sena- 
dor Lacalle Herrera tiene razón-, si las organizacio- 
nes tienen más vida y fuerza, será más difícil que el 
PIT-CNT se oponga a quienes ellas propongan con 
su suplente respectivo. En el caso de las otras orga- 
nizaciones, queda claro que tienen más institucio- 
nalidad y antigúedad y que resultan más fácilmente 
identificables; tal vez no se pongan de acuerdo en un 
nombre, pero no necesitan de un marco o de un “an- 
dador” que hoy les permita tener un representante. 
Confieso con sinceridad que cuando concurrieron a 
la Comisión se manifestaron proclives a la redacción 
original del proyecto de ley, que era mucho más dura 
que la que se incluye en el que finalmente fue apro- 
bado, en donde se establece que el miembro será de- 
signado por los representantes mediante un acuerdo. 
Creo que en el futuro, en la medida en que se genere 
una institucionalidad de las organizaciones, esa dis- 
posición perderá fuerza, porque es lo que sucede con 
todas las leyes que son dinámicas. Entonces, con el 
correr de los años quizá sea preciso modificar algunos 
de los artículos de este proyecto de ley y, por ende, el 
literal F) de ese artículo requiera una redacción más 
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compatibilizada con los otros literales, pero en princi- 
pio considero que la redacción que ahora se propone 
es acertada. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- He finalizado mi 
exposición, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: quiero 
pronunciarme en el mismo sentido de la inquietud 
puesta de manifiesto por el señor Senador Lacalle 
Herrera y de la aclaración hecha por el señor Sena- 
dor Michelini. 


Tengo en mi poder el texto original, en que el lite- 
ral E) del artículo 7% -tal como venía y que, después 
de las modificaciones que se introdujeron, pasó a ser 
el 6”- tenía una redacción que fue muy discutida, 
porque decía: “Un miembro representante de los tra- 
bajadores vinculados a la actividad alimentaria en su 
más amplia expresión, a propuesta del PIT-CNT”. En 
ese caso, la Comisión eliminó la “más amplia expre- 
sión”, porque podía quedar comprendida cualquier 
denominación e, incluso, dar lugar al ingreso en un 
fárrago de discusiones sobre si los empleados de la in- 
dustria del chacinado, de la industria frigorífica o de 
las fábricas de pastas estarían incluidos por estar vin- 
culados a la actividad alimentaria en su más amplia 
expresión. La redacción original también incluía la 
expresión “a propuesta del PIT-CNT”, con lo cual los 
trabajadores del Mercado tendrían que esperar a que 
esa organización hiciera la propuesta. Por lo tanto, la 
Comisión modificó esa redacción y finalmente quedó 
de la manera en que ahora figura en el proyecto de 
ley que aprobó. Lo hizo en acuerdo con el PIT-CNT, 
confiando en la madurez de las relaciones laborales 
con los trabajadores para ponerse de acuerdo en la 
designación de un miembro de ese Directorio que, 
por cierto, tiene que ver con su propia actividad. En 
consecuencia, creo que la redacción fue mejorada, 
atendiendo a un criterio de razonabilidad expresado 
en el literal F) del artículo 6*. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: sin duda, 
este es un proyecto de ley muy importante para un 
asunto también importante. 
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En primer lugar, quiero tributar mi reconocimien- 
to a la historia del viejo Mercado Modelo, porque 
cumplió un papel muy trascendente en el país. Entre 
otras razones, por las características del Uruguay sur- 
gió como un asunto municipal. En aquellos años, el 
Estado tenía un rol muy importante en la promoción 
de la seguridad, en particular la alimentaria. Cuan- 
do se creó el Mercado Modelo, también se aprobó la 
ley relativa a Conaprole, que le exigía la designación 
de un representante de la Intendencia Municipal de 
Montevideo. Aquella régie coopérative, que fue un in- 
vento, en realidad estaba destinada a asegurar princi- 
palmente el abastecimiento de leche pasterizada a la 
mayor parte de consumidores del país. Creo que, en 
cierto modo por esa razón, originalmente ese Merca- 
do fue hecho por la Intendencia Municipal capitalina 
porque la mayor parte de la población consumidora 
residía en Montevideo y porque la producción de fru- 
tas y hortalizas estaba concentrada mayoritariamente 
en sus alrededores. 


Entiendo que aquel Estado que creó estas insti- 
tuciones tuvo una larga etapa municipal; posterior- 
mente tuvo lugar la concesión a privados. Podríamos 
preguntarnos por qué un Mercado debe ser resuelto 
por el Gobierno, tratándose de una actividad propia 
de comercialización y producción del ámbito privado. 
Sin embargo, en la etapa en que comenzó a organi- 
zarse sin la participación del Estado -en este caso, 
de la Intendencia Municipal de Montevideo-, aten- 
diendo tanto las necesidades de los consumidores 
como la comercialización de la producción, resulta 
extraño que no se hubieran juntado con eficiencia el 
productor con el consumidor. La última etapa, que 
todos conocemos, está dada por la formación de una 
Comisión Administradora del Mercado Modelo, que 
ha sido cogobernada. 


Si bien los señores Senadores no estamos aquí 
para hacer apreciaciones personales, quiero señalar 
que, cuando joven, las quintas se concentraban en 
los alrededores de Montevideo, y recuerdo que en esa 
etapa pasaba arriba de las jardineras que salían a las 
doce de la noche. Para los niños era muy agradable 
ir arriba de los atados de zanahorias y de nabos que 
teníamos que cosechar a partir del mediodía y lavar 
en la tardecita. En ese entonces, el Mercado Modelo 
ordenaba también las etapas de la producción y eso 
representaba una seguridad para el que trabajaba y 
el que producía. 


Actualmente, la Comisión Administradora del 
Mercado Modelo ha creado el Observatorio Granje- 
ro, que intenta sintetizar la información disponible 
y sirve para las etapas que pueden venir y también 
para evaluar lo que transcurrió, permitiéndole hacer 
proyecciones a los efectos de ordenar la producción. 
Esa es una herramienta a través de la cual se pue- 
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de saber cómo está abastecido, qué superficie está 
plantada y en qué condiciones están las tierras para 
la próxima cosecha de cebollas, de zanahorias o de 
boniatos, a los efectos de garantizar la seguridad en el 
abastecimiento de los alimentos. Me parece que estos 
son elementos propios de la evolución de un Mercado 
que cumplió un papel. 


Ahora bien, creo que este proyecto de ley plantea 
que ese organismo no es solamente un mercado y que 
tampoco es modelo. Entonces, entiendo que es co- 
rrecto considerarlo una Unidad Alimentaria moderna 
porque el Uruguay de hoy lo necesita, tal como lo ex- 
presaba el Miembro Informante. Pienso que en la ac- 
tualidad, los derechos de los consumidores conllevan 
la importancia de la inocuidad de los alimentos, las 
normas de envasado para las que incluso rigen dis- 
posiciones del Mercosur y también internacionales, 
así como la modernización de la operativa, porque se 
necesita una nueva infraestructura ya que este país 
requiere un centro de operaciones que no sea sola- 
mente un mercado. 


Es válida la crítica que hacía el señor Senador 
Solari, en el sentido de que esta Unidad Alimenta- 
ria de Montevideo no sería la encargada de garantir 
la calidad higiénico-sanitaria, porque ese papel está 
asignado a otras reparticiones del Estado. Sin em- 
bargo, pienso que deberá instrumentar la realización 
de esos controles por parte de las autoridades corres- 
pondientes, tema que abordaremos en el curso de 
la discusión particular de este proyecto de ley. Me 
parece que es importante destacar el concepto de 
que no se trata simplemente de una plaza a la que 
llega la producción que luego van a buscar los con- 
sumidores, sino que también es una garantía de los 
controles de los contenidos microbiológicos y libres 
de sustancias tóxicas. 


¿Dónde estará ubicada? Actualmente se producen 
alimentos en diecisiete de los diecinueve departa- 
mentos del país, pero cuando se creó el Mercado Mo- 
delo la papa se cultivaba muy cerca de Montevideo. 
Además, esos alimentos son consumidos en todo el 
Uruguay. Por ejemplo, hoy nos encontramos con que 
en Rivera se consumen cebollas que salen del Mer- 
cado Modelo o que en Blanquillo se comercializan 
zanahorias que también se transportan desde dicho 
Mercado. Estos hechos a veces nos hacen pensar en 
que hay un desorden, porque en Rivera hay suelos 
apropiados para producir hortalizas -como conver- 
sábamos días pasados con el señor Senador Viera-, 
pero es necesario que se lleve la producción en un 
camión desde Montevideo. Además, ahora se llevan 
estos productos a donde se producían originalmente, 
lo que demuestra poca eficiencia energética, pero son 
los pasos hacia el desarrollo que el país está dando. 
Existen experiencias en cuanto a la instalación de 
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mercados locales concentradores como, por ejemplo, 
en Maldonado y en Salto, sin embargo, un mercado 
concentrador no es algo tan fácil de instalar, porque 
tiene que ser viable económicamente y ofrecer todo 
lo que la demanda local solicita. Si no tiene todo lo 
que se requiere, de todos modos tiene que hacer lle- 
gar un camión de Montevideo para que lo abastezca. 
Esto ha representado una tensión entre el desarrollo 
de los mercados locales y el de los centrales. Se va 
a alcanzar el desarrollo a medida que evolucione la 
producción y estos mecanismos. 


En realidad, el hecho de que haya una Unidad Ali- 
mentaria central, de ninguna manera impide que se 
establezcan unidades alimentarias locales, a medida 
que se tomen las decisiones y se procuren los medios 
para organizarlos en forma sostenible. Sería bueno 
que el Mercado Central tuviera una serie de merca- 
dos vinculados a él, porque la importancia de la Uni- 
dad Alimentaria central radica en dar información a 
quienes tratan de hacer un mercado local en los dis- 
tintos lugares del país. De esta manera se informarán 
acerca de dónde pueden salir las producciones, cuá- 
les están disponibles, cuáles son las perspectivas y a 
qué precios se pueden conseguir, ya sea en el país o 
en las cercanías, porque no lo debemos ver solo como 
un instrumento de producción nacional, sino para ga- 
rantizar la alimentación de los consumidores, tanto 
en calidad como en precio. 


Se ha discutido sobre el lugar del departamento 
de Montevideo en que se localizará la Unidad, pero 
esto es cuestión de los montevideanos que tendrán 
el ámbito donde discutirlo. Por un lado, los produc- 
tores quieren un lugar que les facilite la llegada de 
su producción, por su parte los distribuidores buscan 
minimizar los costos de distribución y a las bocas de 
salida les interesa que el emplazamiento esté a mano. 
Es importante destacar que hoy las ferias vecina- 
les de todo el país cumplen un papel fundamental 
aproximando la producción a los consumidores. En 
los países de la región hay organizaciones que llegan 
con las frutas y las hortalizas en forma eficiente a 
los consumidores y ejemplo de ello son Chile, Brasil 
y Argentina. Incluso, el Mercado Modelo ha partici- 
pado en reuniones regionales sobre estos temas que 
tenemos que mejorar, tanto en la buena calidad de la 
mercadería como en su presentación, para que sea 
atractiva. Por lo tanto, contar con una Unidad de este 
tipo, más moderna, nos ayudará a avanzar en estos 
aspectos. 


Por otra parte, es importante mencionar que la 
Unidad Alimentaria es una persona jurídica de De- 
recho Público no estatal y cogobernada, en los dos 
aspectos que esto incluye. Por un lado, que sea no 
estatal subsana un problema que hoy tiene la opera- 
tiva del Mercado Modelo, por la forma jurídica que 


CÁMARA DE SENADORES 


111-C.S. 


hoy lo está gobernando. El hecho de que pueda to- 
mar decisiones rápidas en actividades de comercio y 
contratación -que es lo más alejado de la Administra- 
ción Pública- es muy bueno. Entonces, si le ponemos 
la Administración Pública a esto, estamos colocando 
una herramienta a una estructura sin que sea lo uno 
para lo otro y ese no es el camino. Por lo tanto, me 
parece correcto que sea de derecho no estatal y co- 
gobernado, aunque esto último rige desde hace mu- 
chos años. Me parece que está bien que participen 
los comerciantes mayoristas, representantes de los 
comerciantes minoristas, los productores del Sur, del 
Este o del Norte —por suerte se están desarrollando 
áreas de producción de alimentos en todo el país— y 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, con 
sus competencias. 


Esta es una decisión importante porque el mun- 
do del Mercado Modelo está reclamando algo más 
moderno y más adecuado a las necesidades del país, 
lo que permitirá desarrollar actividades que hoy no 
existen. Ahora bien, ¿esto se aplica solo para frutas y 
hortalizas? Esta es una pregunta que me hago. ¿Qué 
posibilidades hay de aprovechar la estructura central 
existente con los servicios y, por ejemplo, envasar miel 
o empacar huevos? Me parece que es mejor que que- 
de abierta la posibilidad y que la realidad económica 
indique cuáles son las actividades que vale la pena 
instalar en ese entorno. Me parece que va a ser un lu- 
gar importante y central, que ayudará a mejorar la ca- 
lidad del servicio. Ya tendremos tiempo para analizar 
otras posibilidades, pero habrá que tener en cuenta 
que hoy tenemos una serie de actividades producti- 
vas y comerciales que no son muy eficientes porque 
hay muchos eslabones en la cadena de distribución. 
Evidentemente, el funcionamiento de la economía es 
el que marca los caminos, que deberán respetar los 
intereses de los productores, de los consumidores y 
de la sociedad en su conjunto. 


Por los motivos que he expresado, voy a acompa- 
ñar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Gallo. 


SEÑOR GALLO.- Si bien vamos a acompañar este 
proyecto de ley, queremos hacer algunas considera- 
ciones sobre ciertos aspectos mencionados por el se- 
ñor Senador Solari y que retomó el señor Senador 
Agazzi, con respecto al literal D) del artículo 3 que 
habla del control de la calidad higiénico-sanitaria de 
los alimentos que allí se comercializan. Todo el diseño 
del control de alimentos está en marcha a través de 
ordenamientos y legislaciones. No olvidemos que ya 
existen ordenanzas de bromatología en los departa- 
mentos y que en algún momento se trató de hacer 
una ordenanza bromatológica nacional, llegándose a 
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un acuerdo que por lo único que no se ha podido eje- 
cutar es porque algunas de las Juntas Departamen- 
tales no la han refrendado y, por lo tanto, continúan 
con las propias. Dado que ya existen organismos que 
controlan la calidad higiénico-sanitaria, como, por 
ejemplo, el Ministerio de Salud Pública, me da la im- 
presión de que no es necesario ponerlo bajo la órbita 
de la Unidad Alimentaria por lo que en la redacción 
de este literal habría que condicionar este contralor a 
lo que dispongan los organismos ya existentes. Creo 
que esto va a enriquecer y aclarar este aspecto. 


Estoy de acuerdo con lo que dice el señor Senador 
Agazzi en cuanto a no centralizar esta Unidad en fru- 
tas y verduras. Pienso que es correcto que se hable de 
alimentos, porque en el futuro habrá posibilidad de 
abrir otras instancias respecto a otros productos que 
también podrían funcionar en esta área. Por lo tanto, 
salvo la redacción que tiene el literal D) del artículo 
39, que se refiere a la calidad higiénico-sanitaria, que 
no tendría que estar directamente vinculada a esta 
Unidad porque ya existen organismos que de algu- 
na manera regulan este tema, en general estamos de 
acuerdo con el proyecto de ley. Cuando se llegue a la 
discusión particular, vamos a proponer algunas mo- 
dificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Sanabria. 


SEÑOR SANABRIA.- Al estudiar el comparativo, 
surge con claridad el trabajo que ha tenido la Comi- 
sión y celebro fundamentalmente el análisis que ha- 
cía el señor Senador Agazzi sobre el centro y meollo 
de la cuestión, vinculante a los tiempos económicos, 
a las situaciones habitacionales y a los movimientos 
migratorios que hubo en el país. 


Este no es el Montevideo de hace cincuenta años, 
que tenía setecientos mil u ochocientos mil habitan- 
tes, pues actualmente su población asciende a un 
millón y medio. Por suerte, gracias a varias rutas y 
-por qué no decirlo- a la perimetral, en nuestro país 
ha sido posible la circulación de la producción nacio- 
nal y de la importada. Estos dos tipos de producción 
se van a comercializar en la Unidad Alimentaria de 
Montevideo, pero vale la pena señalar que en ciertos 
rubros vamos a tener que esforzarnos para que en 
algunas épocas del año no sea necesario recurrir a 
la importación; no obstante, no debemos olvidar que 
hay un sector muy vinculado a la importación, que es 
el mercado de las flores. 


Provengo de un departamento en el que hemos 
hecho esfuerzos muy grandes para mantener un mer- 
cado agrícola que ha tenido dificultades de sustento, 
aunque no por la falta de mercado, ya que Maldonado 
-en particular, Punta del Este-, se caracteriza por su 
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gran desarrollo turístico. Lo cierto es que desde hace 
veinte años venimos luchando para que se genere 
una corriente de producción local, pero no ha sido 
sencillo. Quizás, el problema sea más profundo y para 
resolverlo, en algún momento, tengamos que echar 
mano a la educación. Recuerdo que hace veinticin- 
co o cincuenta años la comercialización de frutas y 
verduras era mínima y prácticamente no existían los 
grandes mercados porque las ciudades se autoabas- 
tecían con la producción local y las familias se man- 
tenían con su propia producción. Pero en esta era 
modernista y consumista todo esto ha quedado por 
el camino. Por eso pienso que es necesario volver a 
las raíces y que para ello, como dije antes, quizás ten- 
gamos que echar mano a la educación, a efectos de 
generar nuevamente el cariño y el amor por la tierra 
y la producción. No se trata solamente de estimular 
la producción e inversión productiva -tanto intensi- 
va como extensiva- a través de grandes maquinarias, 
sino que también deberíamos apuntar a los pequeños 
emprendimientos. Nuestro país, por ejemplo, en los 
últimos treinta años, ha tenido éxito en la cosecha de 
miel. Sin duda este es un caso que debemos celebrar, 
pues por medio de pequeños y medianos productores 
se ha generado y consolidado una gran producción 
nacional. 


En cuanto a que la Unidad Alimentaria se esta- 
blezca en Montevideo, pienso que es bueno que así 
sea pues, en definitiva, entre el 80% y el 90% de la 
producción agroalimentaria se comercializa en la ca- 
pital -además, sería muy peligroso pretender curvar 
la carretera, por decirlo de esta manera-, y que con 
el apoyo y el ordenamiento del Estado se podrá ge- 
nerar un trabajo coordinado con el resto de los de- 
partamentos. El señor Senador Agazzi hizo referencia 
al nacimiento de Conaprole; pues bien, este es un 
ejemplo de organización y de puesta en marcha de 
un sinnúmero de pequeñas industrias que habían co- 
lapsado, para las que no se encontraban soluciones, 
no solamente respecto a la comercialización, sino 
tampoco para el estímulo de la producción. No hace 
tantos años que en Montevideo, durante el invierno, 
se mezclaba leche en polvo con leche fresca para po- 
der llegar a los quinientos mil litros de leche que se 
consumían. Actualmente, por suerte, el país produce 
en el entorno de los tres millones de litros diarios, 
con lo cual no solamente se genera el autoabasteci- 
miento de leche y productos lácteos, sino también un 
superávit de exportación muy importante. Se seña- 
ló, con acierto, que en aquel momento se comenzó 
a trabajar con un delegado del Poder Ejecutivo, uno 
de la Intendencia Municipal de Montevideo y otro del 
Banco de la República Oriental del Uruguay. En de- 
finitiva, también en aquella oportunidad, el Estado 
puso mucho dinero para posibilitar la compra de esas 
pequeñas industrias y generar una unidad productiva 
que hoy goza de una buena salud, diría, feliz salud, 
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para el bien de la economía del país. Además, más 
allá de que Conaprole mantiene su organización en el 
régimen cooperativo, ello no obsta a que la actividad 
privada pueda realizar otros emprendimientos, como 
los que se están haciendo. Esto me lleva a pensar que 
con la aprobación de la iniciativa que estamos con- 
siderando no se impide ninguna posibilidad privada 
de generar otros centros de distribución que puedan 
competir -por cierto, todos sabemos que la competen- 
cia siempre es buena-; y, además, es evidente que en 
el interior de la República diez camiones distribuyen 
mejor la producción que una planta física porque van 
directamente a los grandes expendedores. 


En definitiva, creo que esta Unidad Alimentaria va 
a dar lugar no solo a una capacidad y una comodidad 
mejores para la distribución de frutas y verduras en 
el país, sino también al estímulo de la producción, 
entre otras cosas, porque el hecho de comercializar 
en forma rápida y segura va a provocar una mayor 
producción en el país y a incentivar el consumo. En 
este sentido, pienso que las Intendencias tendrán un 
papel fundamental -al igual que la Unidad Alimenta- 
ria y la Intendencia Municipal de Montevideo-, a la 
hora de generar una coordinación nacional junto con 
los organismos vinculados al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca que promocionan la producción 
nacional, lo que sin duda la favorecerá. El país tiene 
mucho para hacer en materia de producción de las 
pequeñas y medianas empresas, particularmente en 
lo que tiene que ver con la horticultura, la fruticul- 
tura y demás, que constituyen una gran fuente tanto 
ocupacional como cultural. Hoy en día la mayoría de 
las familias del Uruguay se ha acostumbrado a vivir 
solamente por el camino del dinero y no en el de la 
producción, ya sea en el fondo de la casa, en el terre- 
no de enfrente o en la chacra. Es así que los propios 
productores, debido al consumo, han sido inducidos 
a producir exclusivamente el rubro que mayorita- 
riamente se define como producción sustentable en 
un establecimiento y, en consecuencia, todos van a 
comprar a la ciudad lechugas, huevos y tomates. Esto 
refleja un problema cultural y para resolverlo el país 
deberá generar las condiciones que teníamos y que 
hemos perdido; sin duda, reitero, para eso tendremos 
que echar mano a la educación. 


Por estos motivos, además de otros, vamos a votar 
afirmativamente este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista 
de oradores, tiene la palabra el señor Senador Pas- 
quet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: desde ya 
adelanto que voy a votar afirmativamente este pro- 
yecto de ley, que es el resultado de un dilatado tra- 
bajo de la Comisión de Constitución y Legislación. 
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Por cierto, la característica de dilatada no garantiza el 
acierto de la labor cumplida, pero demuestra que se 
encaró el tema con seriedad, tal como corresponde y 
no puede ser de otra manera. 


En primer lugar, no estamos inventando nada, 
sino proveyendo de instrumentos jurídicos actuales 
para cumplir una vieja función que ha venido reali- 
zando hasta hoy la Comisión Administradora del Mer- 
cado Modelo, creada hace varias décadas -tal como lo 
recordaba el señor Senador Agazzi- y que hoy requie- 
re una puesta a punto. 


Precisamente, como la Unidad Alimentaria de 
Montevideo sustituirá a la vieja Comisión Administra- 
dora del Mercado Modelo, en el artículo 18 del pro- 
yecto de ley original se prevé el régimen de transición 
con el que se operará esta sustitución. Esta iniciativa 
no pretende innovar en la relación y la dinámica en- 
tre Montevideo y el interior, y ello es resultado de la 
realidad económica, tal como también lo mencionaba 
el señor Senador Agazzi. Nada impide en este proyec- 
to de ley que los productores de cualquier punto del 
país traigan su mercadería a la Unidad Alimentaria de 
Montevideo y tampoco que los compradores de cual- 
quier punto del país adquieran allí la mercadería que 
deseen. Será la realidad económica la que determi- 
ne la conveniencia y la posibilidad de que así ocurra. 
Mientras tanto, hay un gran mercado que atender 
-el montevideano- y una función que cumplir, la del 
abasto. Es natural, en consecuencia, que esta Unidad 
que se crea tenga una vinculación con la autoridad 
departamental correspondiente, que no es otra que 
la de Montevideo. Esto no implica excluir a nadie ni 
establecer ninguna clase de barrera o dificultad en 
el tráfico entre Montevideo y el resto del país, sino 
reconocer el hecho de que ese es el principal merca- 
do que se debe abastecer. Esta es la razón por la que 
se establecen esas vinculaciones con la Intendencia 
Municipal de Montevideo, a cuyo ámbito corresponde 
la Comisión Administradora del Mercado Modelo que 
funciona hasta hoy. 


No es exacta la apreciación según la cual la Uni- 
dad Alimentaria de Montevideo estaría sometida a 
una doble jerarquía: una respecto del Poder Ejecutivo 
y otra de la Intendencia Municipal de Montevideo. No 
existe tal cosa. Lo que se crea es una persona de De- 
recho Público no estatal y, como tal, no estaría some- 
tida a jerarquía alguna. Prueba de ello es que el régi- 
men de recursos contra las decisiones que adopte esta 
Unidad está establecido en el artículo 16 del proyecto 
de ley original. Acá no hay una instancia jerárquica 
superior, pues se va del ámbito de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo al Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil, tal como lo determina el régimen general y co- 
mún para las personas de Derecho Público no estatal. 
De modo que no existe ninguna doble jerarquía. En 
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el lenguaje jurídico, la expresión “jerarquía” tiene un 
significado preciso, por tanto, la Unidad Alimentaria 
de Montevideo no está sometida a ninguna jerarquía, 
ni del Poder Ejecutivo ni de la Intendencia Municipal 
de Montevideo. Reitero: es una persona de Derecho 
Público no estatal, acorde con las características que 
tiene esta clase de entidades, que fueron estudiadas 
a fines de la década del cincuenta por nuestro primer 
administrativista, el doctor Sayagués Laso. Por tanto, 
esta Unidad no se aparta del molde general común a 
todas las personas de Derecho Público no estatal. 


Por otra parte, quiero hacer referencia a algunas 
consideraciones que se han hecho acerca de los co- 
metidos de la Unidad Alimentaria de Montevideo y de 
la eventual superposición de algunos de ellos con los 
de otros organismos públicos. El artículo 3% de este 
proyecto de ley establece los objetivos y finalidades 
que debe perseguir esta Unidad que se crea por ley y 
se debería leer en correlación con el artículo 4%, que 
es el que determina las atribuciones y los instrumen- 
tos de que va a disponer esta Unidad para alcanzar 
los fines mencionados en aquel. Si se leyeran estas 
dos disposiciones en forma articulada, en mi opinión, 
desaparecerían muchas de las dudas que se han ma- 
nifestado en Sala. Esto no quiere decir que no se pue- 
da mejorar el texto para que otorgue las seguridades 
que se crean convenientes, pero, de todas maneras, 
creo que así como está se podría votar con tranquili- 
dad. En particular, el literal D) del artículo 3% estable- 
ce que uno de los cometidos de la Unidad Alimentaria 
de Montevideo será controlar la calidad higiénico-sa- 
nitaria de los alimentos que en ella se comercialicen. 
Si a partir de esta referencia se entiende que puede 
haber superposición o, eventualmente, colisión con 
los cometidos de otras entidades públicas, este literal 
se debería leer en correlación con el literal C) del artí- 
culo 4%, que determina como atribución de la Unidad 
la de establecer “la tipificación y condiciones que de- 
ben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia”. Esta redacción es muy amplia, ya que 
se refiere a “tipificación y condiciones”, pero no espe- 
cifica dichas condiciones. Por eso, cuando la Unidad 
Alimentaria de Montevideo determine las condicio- 
nes que deban satisfacer las mercaderías desde cual- 
quier punto de vista -higiénico-alimentario, sanitario 
o el que fuere-, no podrá hacerlo a su libre arbitrio o 
como se le ocurra, sino de conformidad con la norma- 
tiva nacional y departamental vigente en la materia. 
Ese es el marco en el que se debe mover y dentro del 
que podrá adoptar las providencias que le parezcan 
necesarias. 


En síntesis, no advierto colisión alguna entre la 
competencia de los organismos nacionales y la que 
va a tener esta persona de Derecho Público no estatal 
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que se crea mediante esta ley, aunque, insisto, esto 
no implica que no pueda mejorarse la redacción para 
tratar de satisfacer los planteamientos efectuados 
por algunos señores Senadores. De todas maneras, 
me parece que el texto propuesto contempla adecua- 
damente y tiene la necesaria articulación entre los 
cometidos y atribuciones de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo y las competencias de los organismos na- 
cionales y departamentales que existen en la materia. 


En consecuencia, voy a votar con tranquilidad este 
proyecto de ley, tanto en general como en particular. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lis- 
ta de oradores, tiene la palabra el señor Senador Da 
Rosa. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: hemos 
acompañado este proyecto de ley en la Comisión de 
Constitución y Legislación, tal como lo haremos aho- 
ra en el Senado, convencidos de que se realizó una 
discusión profunda, responsable y abierta del conjun- 
to del articulado. Incluso, se introdujeron modifica- 
ciones importantes a la redacción original con el fin 
de mejorarla, de hacerla más eficaz y de adecuarla a 
las circunstancias que se pretenden regular. Debo se- 
ñalar que algunos de los argumentos, de las razones 
y de las preocupaciones que hoy expresó en Sala el 
señor Senador Solari, también fueron expuestos en 
Comisión. Nos generaba dudas el hecho de que a pe- 
sar de que esta institución se define jurídicamente 
como una persona de Derecho Público no estatal -to- 
dos sabemos que esto implica un alto grado de auto- 
nomía respecto de cualquier organismo del Estado-, 
buena parte de la producción de alimentos que se co- 
mercializan a través del Mercado Modelo proviene no 
solo de las zonas rurales del departamento de Mon- 
tevideo, sino de todo el país. De la misma manera, 
nos pesaba el hecho -como ciertamente dijo el señor 
Senador Agazzi- de que muchos de los productos que 
son comercializados en el ámbito del Mercado Mode- 
lo, en realidad son consumidos por la población de 
todo el territorio nacional. En definitiva, lo que no 
entendíamos era por qué razón se debía mantener 
una preeminencia -que se consagra en el proyecto 
de ley- de la Intendencia Municipal de Montevideo y 
por qué no de un organismo del Gobierno Nacional, 
como podría ser el Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca. Creemos que debería ser así, entre otras 
cosas, por lo que se establece en el artículo 6%, que 
refiere a la integración del Directorio. Allí se señala, 
en forma reiterada, que los miembros del Directorio 
serán designados o convocados por el Intendente de 
Montevideo. Por ejemplo, el literal C) habla de tres 
miembros designados por organizaciones representa- 
tivas de productores vinculadas a la actividad, orga- 
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nizaciones que serán convocadas por el Intendente 
de Montevideo para nominar candidatos; el literal D) 
se refiere a un miembro designado por las organiza- 
ciones representativas del comercio mayorista, que 
serán convocadas por el Intendente de Montevideo 
para nominar candidatos; y el literal E) menciona a 
un miembro designado por organizaciones represen- 
tativas del comercio minorista, que también serán 
convocadas por el Intendente de Montevideo para 
nominar candidatos. En realidad, todas estas disposi- 
ciones consagran una preeminencia institucional de 
la Intendencia Municipal de Montevideo; no estricta- 
mente jerárquica, pero sí institucional. 


Las razones por las cuales terminamos aceptan- 
do esta redacción que establece esta preeminencia 
son dos. La primera de ellas, es la siguiente. Esta fi- 
gura jurídica que se crea, la Unidad Alimentaria de 
Montevideo, es una continuación, en los hechos, de 
la vieja Comisión Administradora del Mercado Mode- 
lo. Si bien es cierto que la costumbre no es fuente 
de Derecho, todos sabemos que los antecedentes y 
el peso que tiene una construcción lograda a través 
de tantos años, como la Comisión Administradora 
del Mercado Modelo, deben necesariamente incidir 
a la hora de legislar. Quiere decir que no tenemos 
que guiarnos exclusivamente por criterios institucio- 
nales o piedeletristas, sino que también debemos te- 
ner en cuenta las costumbres y el ámbito en que se 
ha desarrollado esta construcción a lo largo de estos 
años. Por lo tanto, la institución que se crea mediante 
esta iniciativa no es otra cosa que una derivación de 
aquella, una especie de prolongación en el tiempo. 
La segunda razón que influyó en nuestra aceptación 
es la que señalaba hace un momento el señor Sena- 
dor Sanabria. No podemos negar -porque la realidad 
así lo indica- que, más allá de que buena parte de 
la producción proviene de todo el país y de que su 
comercialización también se realiza en todo el país, 
el gran centro consumidor está enclavado en Mon- 
tevideo. Evidentemente, ese es un elemento que no 
se puede desconocer; por algo esta institución tiene 
este asiento físico y se establece específicamente que 
la ubicación física estará en terrenos que determina- 
rá y proporcionará la Intendencia de Montevideo, en 
acuerdo con la Junta Departamental. 


En función de las razones que recién señalaba el 
señor Senador Solari -que, indudablemente, tienen 
su peso- y de las que hemos expuesto, quedó consa- 
grado el régimen institucional de esta figura tal como 
está establecido en este articulado y como fue votado 
por los integrantes de la Comisión. Cabe destacar que 
todos los aspectos fueron tenidos en cuenta y pesa- 
ron en la consideración, sobre todo los vinculados al 
procedimiento de elección de las autoridades del Di- 
rectorio que, obviamente, es el centro de poder más 
importante dentro de la figura jurídica que se crea. 
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Creo que también es importante señalar que en el 
proyecto original se consagraba expresamente la ubi- 
cación física de esta Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo. Se definía y delimitaba el predio o ámbito terri- 
torial dentro del departamento de Montevideo donde 
sería instalado. La Comisión entendió -a mi criterio, 
con acierto- que esto no tenía que ser materia legis- 
lativa, es decir, consagrado en la ley, sino que debía 
dejarse librado a que el Gobierno Departamental de 
Montevideo -o sea, la Intendencia Departamental y 
la Junta Departamental- reglamentara y dictaminara 
de acuerdo a la normativa del departamento y de los 
intereses que estén en juego, dentro del área de cre- 
cimiento de la ciudad de Montevideo. 


Señor Presidente: todas estas razones nos llevan 
a acompañar el proyecto de ley, sumado al hecho de 
que esta normativa viene a ser una consagración de 
una vieja aspiración planteada en los tiempos en que 
formábamos parte del Congreso de Intendentes. Allí, 
junto con otros señores Intendentes de la época, apo- 
yamos decididamente el propósito de impulsar figuras 
jurídicas y una legislación que amparara la posibili- 
dad de asociaciones entre las entidades, capitales, pa- 
trimonios o bienes públicos, con bienes y aportes del 
sector privado. Todo esto como forma de potenciar y 
mejorar el funcionamiento de determinados servicios 
que, desarrollándose exclusivamente en el área del 
sector público, no se encuentran acompasados a las 
posibilidades o exigencias que los tiempos contem- 
poráneos reclaman. Se trata de una vieja aspiración 
que, incluso, fue votada por unanimidad por lo menos 
en dos o tres oportunidades por el Congreso de Inten- 
dentes y que encuentra en esta ley una materializa- 
ción concreta. 


Todas estas razones, sin perjuicio de alguna modi- 
ficación que pueda ser incorporada en Sala, tendien- 
te a mejorar la redacción, hacen que acompañemos 
este proyecto de ley. 

Muchas gracias. 

12) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otra so- 
licitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 
“La señora Senadora Moreira solicita licencia des- 
de el día 5 de octubre hasta el día 7 de octubre, in- 


clusive.” 


- Léase. 


116-C.S. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 29 de setiembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito licencia desde el día lu- 
nes 5 de octubre hasta el día 7 de octubre inclusi- 
ve. Motiva dicha solicitud la invitación que recibiera 
para participar como expositora en el II Encuentro 
de Científicos Sociales organizado por la Facultad de 
Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacio- 
nal de Cuyo (Argentina) y FLACSO. 


Solicito dicha licencia al amparo del literal D) del 
artículo 1% de la Ley N” 17.827. Solicito también se 
convoque a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente, 
Constanza Moreira. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la licencia 
solicitada. 


(Se vota:) 
- 17 en 18. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Eduardo Muguruza, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


13) UNIDAD ALIMENTARIA DE MONTEVIDEO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: con el fin 
de coincidir con las expresiones aquí vertidas por los 
demás integrantes de la Comisión, debo decir que se 
ha trabajado mucho en el análisis de este tema. Se 
han recibido delegaciones representativas de todas 
las actividades vinculadas a esta Unidad Alimentaria 
de Montevideo: representantes del comercio mayo- 
rista y minorista, cadenas de supermercados, pro- 
ductores y trabajadores. No escuchamos ninguna voz 
que se alzara en contra de esta iniciativa que llevaron 
adelante algunos integrantes de la Comisión a través 
de la propuesta de la Intendencia Municipal de Mon- 
tevideo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Da Rosa.) 
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Considero que se trata de un avance relevante en 
la realidad actual, con un Mercado Modelo que ha sido 
superado por la época y que cuenta con una localiza- 
ción absolutamente inadecuada. Trasladar el actual y 
obsoleto Mercado Modelo de su emplazamiento signi- 
fica, bajo cualquier criterio, un progreso. Sin duda, la 
localización de esta Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo es competencia del Gobierno Departamental de 
Montevideo, y creo que fue positivo excluirlo de este 
proyecto de ley porque no le corresponde al Parla- 
mento hacerlo. Insisto, se trata de una competencia 
típicamente departamental porque el ordenamiento 
territorial le corresponde al Gobierno Departamental, 
por lo que creo que fue correcto hacer una modifi- 
cación al proyecto, expresando que será el Gobierno 
Departamental de Montevideo el que delimite el lu- 
gar donde se emplazará esta Unidad Alimentaria. En 
estos días, todos hemos escuchado que hay vecinos 
de la zona en la que se proyecta localizar la Unidad 
que se han alzado contra la iniciativa; sin duda, siem- 
pre estos cambios generan apoyos y reclamos. Los 
que hemos sido gobernantes departamentales sabe- 
mos muy bien que emplazar determinados empren- 
dimientos, sobre todo cuando generan circulación de 
personas, bienes o camiones, da lugar a resistencias a 
lo que puede ser un cambio a lo que son las costum- 
bres, muchas veces apacibles, de un medio eminen- 
temente rural. Por lo tanto, este será un debate que 
tendrá que darse en el ámbito correspondiente, que 
es el de la Intendencia de Montevideo. Pero que el ac- 
tual Mercado Modelo debe ser trasladado de su actual 
emplazamiento histórico es un hecho. En ese sentido, 
vienen a mi memoria las ruinas del Mercado Agrícola, 
esa bella construcción de la calle José L. Terra. De 
niño, mi padre se dedicaba a comercializar frutos del 
país y recuerdo haber venido incontables veces a este 
Mercado Agrícola que hoy está en ruinas. ¡Ojalá se 
convirtiera en testimonio de lo que fue una sociedad 
que ya no existe! Pero no podemos ser melancólicos; 
debemos adecuarnos a la nueva realidad. 


Aquí se ha planteado muy bien por parte del señor 
Senador Solari que llevar esto a un proyecto de ley 
sería adoptar una visión macrocefálica, capitalina y 
montevideana. Pero la realidad es la realidad; en este 
país las cosas siguen siendo así. Por ejemplo, muchos 
alimentos se producen en Rivera, se comercializan en 
Montevideo y vuelven a aquel departamento. ¡Es así! 
¡Es muy difícil cambiar todo esto! 


(Ocupa la Presidencia el señor Astori.) 


El departamento de Colonia que, junto con San 
José, es líder en la producción de queso artesanal 
-existen ferias departamentales de queso artesanal-, 
comercializa ese producto en el departamento pero 
luego viene a Montevideo y muchas veces termina, 
por ejemplo, en Maldonado, que es uno de los gran- 
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des mercados nacionales, sobre todo en el verano. 
Esta es la realidad que se vive y me parece que mejo- 
rarla siempre es algo positivo. En este caso creo que 
se han perfeccionado algunos artículos, lo que va a 
significar un avance en el tema. 


Por otro lado, se señalaron algunos puntos especí- 
ficos como, por ejemplo, el que tiene que ver con el 
inciso D) del artículo 3 que hace referencia al con- 
trol de la calidad higiénico-sanitaria de los alimentos. 
Quiero aclarar que esta iniciativa trata de los alimen- 
tos que comercializa la Unidad Alimentaria de Mon- 
tevideo y no en otros lugares del departamento. En 
ese sentido, considero que la norma es correcta aun- 
que pueda significar una triplicación de los controles. 
Quienes fuimos Intendentes Municipales -como los 
señores Senadores Da Rosa, Chiruchi y Nin Novoa- 
sabemos que en este tema lo que agrega no daña. 
Cuando fui Intendente Municipal viví un hecho muy 
luctuoso porque se dieron cuatro casos de botulismo 
por la producción de alimentos en forma artesanal, lo 
que provocó el fallecimiento de dos personas y otras 
tantas gravemente enfermas. Por eso considero que 
todo lo que se agregue con relación al control y a la 
calidad higiénico-sanitaria de los alimentos está bien. 
No por ello estamos desconociendo las facultades que 
en ese tema tienen el Ministerio de Salud Pública, los 
Gobiernos Departamentales y -como agrega el señor 
Senador Solari- el Latu, que también posee compe- 
tencia en esta materia, sobre todo en lo que se refiere 
al comercio exterior. Insisto en que el control higiéni- 
co y sanitario de los alimentos es fundamental, sobre 
todo si tenemos en cuenta que estamos hablando de 
frutas y hortalizas que se comercializan en un circui- 
to no del todo formal, como son las ferias vecinales de 
Montevideo donde, incluso, se escapa al control bro- 
matológico de la propia Intendencia. Se trata de un 
comercio donde, como dije, hay mucha informalidad, 
por lo que considero correcto que se haga un nuevo 
control de lo que va a ir a las ferias vecinales. Sin per- 
juicio de esto, los señores Senadores Solari y Gallo se- 
ñalaron que querían agregar que este control se haga 
en coordinación con el Ministerio de Salud Pública, 
los Gobiernos Departamentales y las demás autorida- 
des competentes en materia de control bromatológi- 
co. Quiero decir que el país tiene un gran atraso en 
esto porque no hay una legislación uniforme en mate- 
ria bromatológica. La ordenanza nacional que existe 
no se aplica en muchos departamentos. Si se fuera 
absolutamente riguroso en su aplicación, mucha de 
la producción artesanal quedaría fuera de la norma. 
Por tanto, no es tan fácil su aplicación irrestricta. Lo 
cierto es que los diecinueve departamentos del país 
todavía no han logrado unificar las ordenanzas bro- 
matológicas y el control no se da de igual manera en 
todos lados. En los departamentos donde hay mayor 
comercialización, como en Maldonado, hay una apli- 
cación más estricta de la norma y eso se debe tam- 
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bién a razones fiscales porque la tasa bromatológica 
genera el ingreso de recursos. Reitero que el control 
de la calidad higiénico-sanitaria es un gran problema 
nacional, donde ni siquiera hay uniformidad en la le- 
gislación y mucho menos en las estructuras adminis- 
trativas que existen en los departamentos, algunos de 
los cuales son extremadamente débiles. Por lo tanto, 
me parece que debemos poner énfasis en este punto 
ya que es un problema muy importante para la salud 
de la población, y por eso considero conveniente rea- 
lizar el agregado al que hice referencia. 


La declaración de interés nacional de la promo- 
ción, facilitación e información de las operaciones de 
comercialización y distribución que figura en del artí- 
culo 1%, es de carácter muy general y me parece muy 
importante. Considero que transparentar los precios, 
realizar la tipificación y modernizar la comercializa- 
ción agroalimentaria, es un avance fundamental y 
hay que trabajar muchísimo en esto para apoyar la 
propia producción nacional. Si se tiene un conoci- 
miento cabal de los precios de mercado, a veces se 
pueden evitar intermediaciones innecesarias que 
paga el productor nacional o el consumidor. En oca- 
siones eso que está en el medio, sin necesidad de que 
esté allí, termina pagándolo, como dije, el productor 
o el consumidor. Por lo tanto, modernizar el sistema 
con una información adecuada diaria, es importante. 
Ya Benito Nardone se refería a esto en sus audiciones 
partidarias. Recuerdo que mi padre decía -y aclaro 
que era intermediario- que desde que apareció la ra- 
dio Spica y Benito Nardone y Corso hablando de los 
precios de los productos, los negocios no fueron tan 
buenos. Por eso señalo que facilitar la información y 
actualizarla es adecuado. 


En síntesis, estimo que el proyecto de ley está muy 
bien y con mucho gusto lo vamos a acompañar. Asi- 
mismo, pienso que si agregando algunos conceptos 
llegamos a un consenso para que lo aprueben todos 
los señores Senadores, lo debemos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: sin duda, es- 
tamos ante la adecuación de un marco legal para la 
comercialización de distintos productos provenientes 
del agro. Pero lo que me interesa remarcar es que esta 
iniciativa ha sufrido un proceso intensamente partici- 
pativo desde su misma construcción y posterior envío 
al Parlamento por parte de la Intendencia Municipal 
de Montevideo. En este sentido, la iniciativa tuvo mu- 
chas consultas previas realizadas por la Intendencia 
y cuando llegó a la Comisión también hicimos varias 
consultas a diversas delegaciones y escuchamos sus 
propuestas e inquietudes. Asimismo, los integrantes 
de la Comisión, de distintos partidos políticos, cuando 
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interactuamos tuvimos un muy buen relacionamien- 
to para llegar a los acuerdos que finalmente se expre- 
san en este proyecto de ley. 


Por otra parte, esta iniciativa establece elementos 
muy sustanciales desde el punto de vista de la par- 
ticipación de distintos actores sociales, ya sea desde 
el ángulo de la integración del Directorio -que tra- 
dicionalmente es así desde la antigua Comisión Ad- 
ministradora, pero se refuerza y moderniza aquí-, 
como también desde una figura nueva, como es el 
Consejo Consultivo, que nos parece muy importan- 
te. Esto permite que el Directorio se comunique con 
el conjunto de las organizaciones, no solamente con 
las que están directamente vinculadas, sino también 
-en virtud del alto impacto urbanístico que este em- 
prendimiento tiene- con los Municipios, los Alcaldes 
y todas aquellas personas que de una manera u otra 
puedan verse afectadas por la actividad de este com- 
plejo. De esta manera, sin lugar a dudas, van a poder 
participar e integrarse a esta actividad. 


Por otro lado, nos parece interesante ver la doble 
vertiente que existe. En las intervenciones que escu- 
ché atentamente, se hizo hincapié en la parte interna 
de la comercialización. Si bien ese es un hecho bási- 
co y el Mercado Modelo tiene fundamentalmente esa 
atribución, creo que debemos ampliar nuestra mira 
hacia el nuevo papel que puede tener esta Unidad 
Alimentaria modernizada y estandarizada para salir 
al exterior con productos de la granja uruguaya, que 
es uno de los mayores déficits que tenemos. Pienso 
que esto debe estar vinculado a proyectos más estra- 
tégicos que hacen a la Administración Nacional de 
Puertos y a otras infraestructuras que están proyec- 
tadas para posibilitar, con mayor rapidez y seguridad, 
la salida de los productos del sector hacia el exterior. 


Por otro lado, nos parece importante todo lo que se 
planifique en torno a incorporar valor agregado a las 
producciones, básicamente, de la granja uruguaya. 
Por ello, entendemos importante todo lo que signifi- 
que un incremento en la productividad. Estaríamos 
hablando de elementos que van a permitir mejorar y 
acelerar los procesos, a fin de lograr una producción 
con alto valor agregado, que es el sueño que todos 
los uruguayos tenemos para salir del mundo de las 
commodities o de las materias primas con bajo valor 
agregado que se exportan. Este proceso se llevará a 
cabo con un bajo costo social, que es una de las pre- 
ocupaciones que tenían los trabajadores; concreta- 
mente, querían saber cuántos podían llegar a quedar 
por el camino porque se habla de eliminar o dismi- 
nuir de gran forma a los changadores que cargan tres 
o cuatro cajones. Si bien estos operarios realizan esa 
tarea con gran solvencia por la práctica que tienen, 
con el correr de los años esta labor mella su físico. 
Se ha venido dando un proceso de interacción -que 
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ya lleva más de una década-, en el que se ha conver- 
sado muchísimo sobre estos temas y, por suerte, se 
realizarán cursos de capacitación que van a permitir 
mejorar la calidad de la fuerza de trabajo que, desde 
nuestro punto de vista, sigue siendo uno de los pun- 
tos centrales en todo este proceso de intermediación 
y comercialización. 


A nadie escapa el enorme impacto urbanístico que 
tendrá esta nueva Unidad Alimentaria para nuestra 
capital. Sin duda alguna, estaremos asistiendo -como 
quizás ocurrió cuando se inauguró el antiguo Merca- 
do Modelo- a un proceso de alto impacto en las rela- 
ciones urbanísticas de Montevideo. Es un gran de- 
safío que implica tener en cuenta y analizar no solo 
los elementos propios de la Unidad Alimentaria y su 
locación, sino todo el entorno que debe ser planifica- 
do, a fin de evitar los naturales y lógicos temores que 
existen. Nadie puede minimizar el tema o desconocer 
los temores que puedan tener los vecinos de la zona 
acerca de los procesos que puedan estar acompañan- 
do esta instalación. Por ello, para tranquilidad de ese 
grupo de gente, quiero hacer referencia al Mercado 
Agrícola, que desde hace un largo tiempo está sien- 
do objeto de un importante proceso de actualización, 
modernización y recuperación, así como también 
todo el entorno que estaba tugurizado, abandonado 
y copado por bandas peligrosas, cuyos vicios sociales 
son muy conocidos. Ese sitio se ha ido recuperando 
y podemos decir que hoy el Mercado Agrícola es un 
centro rodeado por una zona que vuelve a adquirir 
pujanza desde el punto de vista urbanístico. Por eso, 
decimos que si se adoptan las medidas necesarias y 
no solo se ve la Unidad en sí misma, sino también 
el entorno al cual va a beneficiar, los vecinos debe- 
rían estar confiados y participando de otras instancias 
-porque así se lo permite el Consejo Consultivo-, que 
es el espíritu general que anima al Gobierno Depar- 
tamental, que ha tenido en cuenta las necesidades y 
aprensiones de los habitantes del lugar. 


Era cuanto tenía para manifestar, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más Legis- 
ladores anotados, le devolvemos la palabra al Miem- 
bro Informante, señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: voy a 
pedir que se vote en general el proyecto para luego 
ordenar el trabajo. Como existe un gran consenso, 
salvo en algunos artículos que tendrán modificacio- 
nes, creo que se podría suprimir la lectura de los ar- 
tículos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 
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- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
- En discusión particular. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: dado 
que el artículo 1% refiere a la declaración de interés 
nacional, que debería ser no solo para este proyecto, 
sino para otros, vamos a pedir su desglose y que este 
artículo se envíe nuevamente a la Comisión de Cons- 
titución y Legislación. Luego de que la Comisión lo 
analice, volvería al Senado como una declaratoria de 
interés nacional para todos los efectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Senador Mi- 
chelini está proponiendo que se envíe el artículo 1% 
nuevamente a Comisión, por lo que estaríamos des- 
glosando el proyecto de ley. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
desglose y que el artículo 1? sea enviado a la Comi- 
sión de Constitución y Legislación. 


(Se vota:) 

- 26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
- Léase el artículo 2*. 

SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: dado 
que hay un consenso importante y que las modifica- 
ciones se harán en los artículos 3% y 4%, vamos a pe- 
dir la supresión de la lectura de los demás artículos. 
Asimismo, en el inciso final del artículo 14 se omitió 
la expresión “de Montevideo,” luego de: “Unidad Ali- 
mentaria”, por lo que llegado el momento propondre- 
mos esa modificación. En resumen, solicito que se 
suprima la lectura, salvo de los artículos 3%, 4* y 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud 
formulada por el Miembro Informante. 


(Se vota:) 

- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 2*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
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- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 3% del proyecto sustitutivo venido 
de la Comisión. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 3”.- La Unidad Alimentaria de Monte- 
video tendrá los siguientes cometidos: 


Crear y mantener las condiciones jurídicas y fí- 
sicas de infraestructura, equipamientos y servicios, 
para facilitar y desarrollar el comercio, la distribución 
de alimentos y las actividades vinculadas a nivel ma- 
yorista. 


Promover la eficiencia de la cadena de acopio, dis- 
tribución y logística para dichos productos, realizan- 
do las coordinaciones que sean necesarias con el área 
de producción y sus organizaciones representativas. 


Contemplar los objetivos sociales bajo los prin- 
cipios de servicio público, de garantía de calidad y 
seguridad alimentaria, así como contribuir en la con- 
solidación de la soberanía alimentaria. 


Controlar la calidad higiénico-sanitaria de los ali- 
mentos que en ella se comercialicen. 


Promover el desarrollo de actividades vinculadas 
a la producción de alimentos que generen sinergias 
positivas, agregación de valor, economía de escala, 
menores costos de transacción y economías logísti- 
cas, así como procurar la más amplia coordinación 
entre los gobiernos departamentales que coadyuve a 
tales objetivos. 


Proyectar y definir el desarrollo de actividades 
complementarias a las de comercialización, tales 
como logística, servicios de frío, centros de acopio y 
distribución, envasado de alimentos, plantas de pro- 
cesado de cuarta gama, entre otras. 


Instrumentar y llevar a la práctica la información 
sobre precios y volúmenes de los rubros que se co- 
mercialicen en el marco de sus actividades. 


Promover actividades de capacitación en los ru- 
bros de comercialización de productos agroalimenta- 
rios y control sanitario de los mismos. 


Promover la democratización del acceso a la in- 
formación, tendiendo a mejorar la competitividad y 
productividad de los operadores, a través de la incor- 
poración de nuevas prácticas resultantes del avance 
de las tecnologías de la información y las comunica- 
ciones, (TIC). 
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Recopilar y difundir información sobre flujos de 
oferta, demanda y precios, así como promover el co- 
mercio exterior para equilibrar dichos flujos. 


Proyectar y desarrollar planes de capacitación e 
investigación en áreas científicas vinculadas a las ac- 
tividades de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


Promover la capacitación y perfeccionamiento de 
los agentes vinculados al sector en coordinación con 
los organismos nacionales de investigación y asisten- 
cia técnica. 


Colaborar en la promoción y difusión de la ali- 
mentación saludable, junto a otros organismos públi- 
cos y privados.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: vamos a 
proponer que se vote todo el artículo excepto el literal 
D), porque hay un texto alternativo que consideraría- 
mos posteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el artículo 3% del proyecto sus- 
titutivo venido de la Comisión, excepto el literal D). 


(Se vota:) 
- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En consideración el literal D) del texto venido de 
la Comisión. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: solicito 
que se considere el texto propuesto por los señores 
Senadores Solari, Gallo y quien habla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase la propuesta alter- 
nativa para el literal D) del artículo 3. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “D) Controlar la calidad higiénico-sanitaria de 
los alimentos que en ella se comercialicen de acuerdo 
con la normativa bromatológica del Ministerio de Sa- 
lud Pública, de los Gobiernos Departamentales y de 
otros organismos correspondientes.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que corresponde 
votar en primer lugar el texto llegado de la Comisión 
y luego el alternativo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
literal D) del artículo 3% con la redacción venida de 
la Comisión. 

(Se vota:) 

- O en 22. Negativa. 


Se va a votar ahora la redacción alternativa del 
literal D) del artículo 3% que se acaba de leer. 


(Se vota:) 
- 22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: simplemente 
quiero dejar constancia de que la referencia a “otros 
organismos correspondientes” incluye otros tipos de 
controles que no son solo del Ministerio de Salud Pú- 
blica. Por ejemplo, en el caso de la comercialización 
de quesos tiene que intervenir el Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4% del 
texto venido de la Comisión. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 4%.- Para el cumplimiento de sus come- 
tidos la Unidad Alimentaria de Montevideo tendrá las 
siguientes atribuciones: 


Administrar, con las más amplias facultades, los 
predios que determine el Gobierno Departamental de 
Montevideo, con el régimen jurídico que este defina. 


Dictar su reglamento de funcionamiento. 


Establecer la tipificación y condiciones que de- 
ben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia. 


Llevar el registro de operadores, tomando como 
base el ya confeccionado por la Intendencia de Mon- 
tevideo. 
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Formar el registro de usuarios de Actividades 
Complementarias de la comercialización mayorista 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


Ofrecer servicios de administración, manteni- 
miento de instalaciones, higiene y seguridad. 


Fijar los precios de las locaciones, arriendos y, en 
general, el costo de los servicios que se presten en el 
cumplimiento de sus cometidos. 


Definir las áreas de actividad y la estructura de la 
organización interna. 


Establecer relaciones de cooperación recíproca y 
convenios con instituciones públicas y privadas, na- 
cionales o extranjeras u organismos internacionales 
o regionales. 


Determinar y aplicar las sanciones pertinentes por 
infracciones a las normas regulatorias establecidas en 
los reglamentos de funcionamiento de las áreas de su 
competencia. 


Ejecutar las sanciones pecuniarias que imponga, a 
cuyos efectos los testimonios de las resoluciones fir- 
mes constituirán título ejecutivo. 


Contratar el personal, el cual se regirá por el de- 
recho privado. 


Formular el reglamento que regirá las relaciones 
de trabajo. 


Celebrar convenios de pago para el cobro de san- 
ciones que aplique, cuando lo considere conveniente. 


Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes.” 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


En este caso, se han recibido dos propuestas al- 
ternativas. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Voy a proponer que se vote 
todo el artículo 4” excepto el literal C) y luego consi- 
deremos el texto sustitutivo y el aditivo, que pasaría a 
ser el literal F). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de 
la palabra, se va a votar el artículo 4%, excepto el 
literal C). 
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(Se vota:) 

- 22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el texto sustitutivo propuesto para el literal C>. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “*C) Establecer la tipificación y condiciones que 
deben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia, incluida la normativa bromatológica.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, corresponde votar en primer lugar el literal 
C) del artículo 4” con el texto que viene de Comisión. 


(Se vota:) 
- 0 en 21. Negativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar ahora 
el texto alternativo propuesto en Sala para el literal 
C) del artículo 4”. 


(Se vota:) 
- 20 en 21. Afirmativa. 


Hay una propuesta de aditivo que, de acuerdo al 
texto llegado a la Mesa, seguiría al literal E). 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que se lea la pro- 
puesta firmada por el señor Senador Agazzi y por 
quien habla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el aditivo que se 
ha hecho llegar a la Mesa. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Ofrecer servicios de acondicionamiento, trata- 
miento post-cosecha, clasificación y envasado para 
los productos que comercialicen en la Unidad.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si los señores Senadores me permiten, creo que 
habría que realizar dos modificaciones: agregar el 
pronombre “se” antes del vocablo “comercialicen”, e 


122-C.S. 


incluir el nombre completo del organismo, es decir, 
“Unidad Alimentaria de Montevideo”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
texto del aditivo con las modificaciones indicadas. 


(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El aditivo que se acaba de votar se convertirá en 
el literal F) del proyecto que vamos a aprobar, por lo 
que habrá que modificar correlativamente todas las 
letras que identifican los siguientes literales de este 
artículo. 

En consideración el artículo 5%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 6”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 18 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: no he votado 
el artículo 6” por las razones que fueron expresadas 
por el señor Senador Lacalle Herrera. En efecto, en 
el literal F) se dice: “en acuerdo con el PIT-CNT”, 
en tanto que en los demás literales no se mencionan 
grupos de interés que pueden estar representados 
por miembros del Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el ar- 
tículo 7*. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 8%. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 9%. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 10. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 11. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 20 en 21. Afirmativa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: con re- 
lación al artículo 11, hemos creído conveniente esta- 
blecer una similitud, en materia de remuneraciones 
o asignaciones mensuales, con otras figuras aplicadas 
en otras empresas públicas no estatales, particular- 
mente vinculadas al sector agropecuario. Tanto en los 
casos del Inac, del Inale, del Plan Agropecuario, como 
del INIA hay un sistema de remuneración similar a 
este, aunque debe haber otras empresas públicas no 
estatales que tengan el mismo régimen de asignación 
mensual para sus Directores. Nos parece convenien- 
te tender a la unificación de criterios en materia de 
remuneraciones, aun en estas empresas que, no sien- 
do estatales, son públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el ar- 
tículo 12. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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En consideración el artículo 13. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 14. 

SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Miembro Informante. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: en el 
tercer inciso del artículo 14, donde dice: “Unidad 
Alimentaria”, debería decir “Unidad Alimentaria de 
Montevideo”. Supongo que este error obedece a un 
problema de digitación; por tanto, se podría leer el 
texto con esta corrección y luego votar. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Léase el artículo 14 con 
la corrección propuesta. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 14.- Contralor Financiero y Contable.- 
La fiscalización de la gestión financiera del organis- 
mo, se regirá por lo establecido en el artículo 199 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redac- 
ción dada por el artículo 146 de la Ley N* 18.046, de 
24 de octubre de 2006, en lo pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio económico será 
el 31 de diciembre de cada año. El Directorio fijará la 
forma y fecha de los balances y del cierre del ejercicio 
y su publicidad. 


Al fin de cada ejercicio, la Unidad Alimentaria de 
Montevideo remitirá a la Intendencia el balance de 
ejecución por el ejercicio anterior.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Preferiría votar primero 
negativamente el texto que vino de la Comisión y lue- 
go votarlo con la modificación propuesta. 


SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- En el mismo sentido de lo que 
acaba de señalar el señor Senador Michelini acerca 
de que habría que referirse a la “Unidad Alimentaria 
de Montevideo”, creo que no sería redundante expre- 
sar que “remitirá a la Intendencia Departamental de 
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Montevideo”, etcétera, porque “la Intendencia”, sola- 
mente, es una expresión ambigua. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar el texto tal como vino de Comi- 
sión. 

(Se vota:) 

- 0 en 21. Negativa. 

Se va a votar el texto con las modificaciones pro- 
puestas, según las cuales el último inciso quedaría 
de la siguiente manera: “Al fin de cada ejercicio, la 
Unidad Alimentaria de Montevideo remitirá a la In- 
tendencia Departamental de Montevideo el balance 
de ejecución por el ejercicio anterior”. 

(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 15. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 16. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 17. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que será remi- 
tido a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1%- Créase una Persona de Derecho 
Público no Estatal bajo la denominación de “Unidad 
Alimentaria de Montevideo”. En sus relaciones ins- 
titucionales se comunicará con el Poder Ejecutivo 
a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. 
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Artículo 2%.- La Unidad Alimentaria de Montevi- 
deo tendrá los siguientes cometidos: 


A) Crear y mantener las condiciones jurídicas y 
físicas de infraestructura, equipamientos y servicios, 
para facilitar y desarrollar el comercio, la distribución 
de alimentos y las actividades vinculadas a nivel ma- 
yorista. 


B) Promover la eficiencia de la cadena de acopio, 
distribución y logística para dichos productos, reali- 
zando las coordinaciones que sean necesarias con el 
área de producción y sus organizaciones representa- 
tivas. 


C) Contemplar los objetivos sociales bajo los prin- 
cipios de servicio público, de garantía de calidad y 
seguridad alimentaria, así como contribuir en la con- 
solidación de la soberanía alimentaria. 


D) Controlar la calidad higiénico-sanitaria de los 
alimentos que en ella se comercialicen de acuerdo 
con la normativa bromatológica del Ministerio de Sa- 
lud Pública, de los Gobiernos Departamentales y de 
otros organismos correspondientes. 


E) Promover el desarrollo de actividades vincu- 
ladas a la producción de alimentos que generen si- 
nergias positivas, agregación de valor, economía de 
escala, menores costos de transacción y economías 
logísticas, así como procurar la más amplia coordi- 
nación entre los Gobiernos Departamentales que 
coadyuve a tales objetivos. 


F) Proyectar y definir el desarrollo de activida- 
des complementarias a las de comercialización, tales 
como logística, servicios de frío, centros de acopio y 
distribución, envasado de alimentos, plantas de pro- 
cesado de cuarta gama, entre otras. 


G) Instrumentar y llevar a la práctica la informa- 
ción sobre precios y volúmenes de los rubros que se 
comercialicen en el marco de sus actividades. 


H) Promover actividades de capacitación en los 
rubros de comercialización de productos agroalimen- 
tarios y control sanitario de los mismos. 


I) Promover la democratización del acceso a la in- 
formación, tendiendo a mejorar la competitividad y 
productividad de los operadores, a través de la incor- 
poración de nuevas prácticas resultantes del avance 
de las tecnologías de la información y las comunica- 
ciones (TIC). 


J) Recopilar y difundir información sobre flujos de 
oferta, demanda y precios, así como promover el co- 
mercio exterior para equilibrar dichos flujos. 
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K) Proyectar y desarrollar planes de capacitación 
e investigación en áreas científicas vinculadas a las 
actividades de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


L) Promover la capacitación y perfeccionamiento 
de los agentes vinculados al sector en coordinación 
con los organismos nacionales de investigación y asis- 
tencia técnica. 


M) Colaborar en la promoción y difusión de la ali- 
mentación saludable, junto a otros organismos públi- 
cos y privados. 


Artículo 3*.- Para el cumplimiento de sus come- 
tidos la Unidad Alimentaria de Montevideo tendrá las 
siguientes atribuciones: 


A) Administrar, con las más amplias facultades, los 
predios que determine el Gobierno Departamental de 
Montevideo, con el régimen jurídico que este defina. 


B) Dictar su reglamento de funcionamiento. 


C) Establecer la tipificación y condiciones que de- 
ben satisfacer las mercaderías que se comercializan 
a través de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de 
acuerdo con la normativa nacional y departamental 
en la materia, incluida la normativa bromatológica. 


D) Llevar el registro de operadores, tomando 
como base el ya confeccionado por la Intendencia de 
Montevideo. 


E) Formar el registro de usuarios de actividades 
complementarias de la comercialización mayorista de 
la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


F) Ofrecer servicios de acondicionamiento, trata- 
miento post-cosecha, clasificación y envasado para 
los productos que se comercialicen en la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo. 


G) Ofrecer servicios de administración, manteni- 
miento de instalaciones, higiene y seguridad. 


H) Fijar los precios de las locaciones, arriendos y, 
en general, el costo de los servicios que se presten en 
el cumplimiento de sus cometidos. 


I) Definir las áreas de actividad y la estructura de 
organización interna. 


J) Establecer relaciones de cooperación recíproca 
y convenios con instituciones públicas y privadas, na- 
cionales o extranjeras u organismos internacionales 
o regionales. 


K) Determinar y aplicar las sanciones pertinen- 
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tes por infracciones a las normas regulatorias esta- 
blecidas en los reglamentos de funcionamiento de las 
áreas de su competencia. 


L) Ejecutar las sanciones pecuniarias que impon- 
ga, a cuyos efectos los testimonios de las resoluciones 
firmes constituirán título ejecutivo. 


M) Contratar el personal, el cual se regirá por el 
derecho privado. 


N) Formular el reglamento que regirá las relacio- 
nes de trabajo. 


O) Celebrar convenios de pago para el cobro de 
sanciones que aplique, cuando lo considere conve- 
niente. 


P) Adquirir, gravar y enajenar toda clase de bienes. 


Artículo 4%.- La Unidad Alimentaria de Monte- 
video estará dirigida por un Directorio y una Mesa 
Ejecutiva. 


Artículo 57.- El Directorio estará integrado de la 
siguiente forma: 


A) Dos miembros titulares, Presidente y Secreta- 
rio General, que serán designados directamente por 
el Intendente de Montevideo. 


B) Un miembro designado por el Poder Ejecutivo 
a propuesta del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. 


C) Tres miembros designados por organizaciones 
representativas de productores vinculadas a la activi- 
dad de la Unidad Alimentaria de Montevideo, de las 
regiones en que desarrollan su producción Norte, Sur 
y el departamento de Montevideo. Las mismas serán 
convocadas por el Intendente de Montevideo para no- 
minar candidatos. 


D) Un miembro designado por las organizaciones 
representativas del comercio mayorista vinculadas a 
la actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos. 


E) Un miembro designado por organizaciones re- 
presentativas del comercio minorista vinculadas a la 
actividad de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 
Las mismas serán convocadas por el Intendente de 
Montevideo para nominar candidatos. 


F) Un miembro designado por los trabajadores 
vinculados a la actividad de la Unidad Alimentaria de 
Montevideo en acuerdo con el PIT-CNT. 
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G) Un miembro designado por organizaciones 
representativas de los operadores instalados en la 
zona de actividades complementarias de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo. Las mismas serán convo- 
cadas por el Intendente de Montevideo para nominar 
candidatos. 


Artículo 6”.- Los Directores de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo serán designados por 5 (cin- 
co) años, pudiendo ser reelectos por una única vez 
por igual período por parte de la Intendencia de Mon- 
tevideo, salvo el del Poder Ejecutivo que será desig- 
nado por este. 


A efectos del procedimiento de designación a que 
refiere el artículo 6” de la presente ley, será de apli- 
cación lo dispuesto por la Ley N” 18.104, de 15 de 
marzo de 2007. 


Conjuntamente con la designación de los miem- 
bros titulares, y por el mismo procedimiento, se desig- 
nará igual número de suplentes, quienes desempeña- 
rán el cargo en ausencia temporal o permanente del 
titular respectivo. 


Artículo 7*.- El Directorio sesionará con un mí- 
nimo de 6 (seis) miembros y adoptará resolución por 
mayoría de presentes. 


El Presidente tendrá doble voto en caso de empa- 
te, aun cuando este se hubiese producido por efecto 
de su propio voto. 


No obstante, las resoluciones referidas a gastos 
o inversión, a la incorporación o cese de personal y 
a aspectos que refieren a la política institucional de 
la empresa, deberán contar con el voto conforme del 
Presidente o del Secretario General si aquel estuviera 
ausente. 


Artículo 8*.- La Mesa Ejecutiva estará integrada 
por el Presidente y el Secretario General del Directo- 
rio y un Director elegido entre los representantes de 
los literales C) a G) del artículo 6” de la presente ley. 
Su función será ejecutar las decisiones del Directorio 
en la administración cotidiana de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo. Adoptará, asimismo, las medidas 
de urgencia que fueran indispensables ante situacio- 
nes graves e imprevistas, dando cuenta de inmediato 
al Directorio. 


Artículo _ 9%.- El Directorio convocará a todas 
las organizaciones vinculadas a las actividades de la 
Unidad Alimentaria de Montevideo que estén debi- 
damente acreditadas ante la misma, a conformar un 
Consejo Consultivo por lo menos una vez al año. Tam- 
bién podrán participar del Consejo Consultivo las or- 
ganizaciones sociales de la zona que se acrediten, así 
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como el Alcalde y los Concejales correspondientes. 


El Presidente del Directorio de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo pondrá en conocimiento del 
Consejo Consultivo el proyecto de presupuesto, su 
evaluación posterior, los planes de desarrollo, la ela- 
boración o modificaciones del reglamento operativo y 
todos aquellos temas de carácter social, económico y 
productivo de interés para los participantes de dicho 
Consejo. 


El Consejo Consultivo, a propuesta del Directorio 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo aprobará su 
reglamento de funcionamiento. 


El Consejo Consultivo podrá adoptar decisiones 
por mayoría de votos, pero estas no serán vinculantes. 


Artículo 10.- El Presidente de la Unidad Alimen- 
taria de Montevideo recibirá las asignaciones men- 
suales líquidas previstas para los Subsecretarios de 
Estado y, el Secretario, el 85% (ochenta y cinco por 
ciento). 


Los restantes Directores de la Unidad Alimentaria 
de Montevideo y los integrantes del Consejo Consul- 
tivo serán honorarios, pudiendo percibir solo viáticos 
por las actividades a las que sean convocados o de- 
signados. 


Artículo 11.- Serán recursos de la Unidad Ali- 
mentaria de Montevideo: 


A) El producido por concepto de locaciones, con- 
cesiones, tarifas, precios, canon y otras contrapres- 
taciones, por el uso u ocupación de espacios dentro 
o fuera del área de comercialización mayorista, en la 
forma que determine el Directorio. 


B) Todo otro ingreso que se produzca en el marco 
de la prestación de servicios incluidos entre los come- 
tidos de la empresa. 


C) Las herencias, legados y donaciones que acep- 
te el Directorio. 


D) El producido de las multas y sanciones que 
aplique. 


E) Las transferencias que le efectúe la Inten- 
dencia de Montevideo dentro de los 5 (cinco) pri- 
meros años de creación de la Unidad, que sean re- 
queridas y justificadas para nuevas instalaciones y 
para capital de trabajo, estarán sujetas a reintegro 
en los términos establecidos en el artículo 13 de la 
presente ley. 


F) Los derechos que sobre los predios indicados 
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en el literal A) del artículo 4% de la presente ley, le 
otorgue el Gobierno Departamental. 


Sin perjuicio de lo establecido en los literales an- 
teriores, la Unidad Alimentaria de Montevideo podrá 
emitir obligaciones negociables destinadas al finan- 
ciamiento de sus proyectos de inversión, conforme a 
lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley N* 18.627, de 
2 de diciembre de 2009. Asimismo, estará facultada 
para constituir los fideicomisos previstos en la Ley 
N* 17.703, de 27 de octubre de 2003, según corres- 
ponda. 


Artículo 12.- Las partidas correspondientes a las 
nuevas instalaciones y a las transferencias para capi- 
tal de trabajo que haya efectuado la Intendencia de 
Montevideo dentro de los 5 (cinco) primeros años de 
creación de la Unidad, deberán ser reintegradas en 
los plazos y por los montos que sean acordados entre 
las dos partes. 


Artículo 13.- Contralor Financiero y Contable..- 
La fiscalización de la gestión financiera del organis- 
mo se regirá por lo establecido en el artículo 199 de 
la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en la redac- 
ción dada por el artículo 146 de la Ley N* 18.046, de 
24 de octubre de 2006, en lo pertinente. 


La fecha de cierre de su ejercicio económico será 
el 31 de diciembre de cada año. El Directorio fijará la 
forma y fecha de los balances y del cierre del ejercicio 
y su publicidad. 


Al fin de cada ejercicio, la Unidad Alimentaria de 
Montevideo remitirá a la Intendencia Departamental 
de Montevideo el balance de ejecución por el ejerci- 
cio anterior. 


Artículo 14.- Contralor Administrativo.- Contra 
las resoluciones del Directorio procederá el recurso 
de reposición que deberá interponerse dentro de los 
10 (diez) días hábiles contados a partir del siguien- 
te a la notificación del acto al interesado. Una vez 
interpuesto el recurso el Directorio dispondrá de 
30 (treinta) días hábiles para instruir y resolver el 
asunto. 


Denegado el recurso de reposición, o vencido el 
plazo sin pronunciamiento del Directorio, el recu- 
rrente podrá interponer, únicamente por razones de 
legalidad, demanda anulatoria ante el Tribunal de 
Apelaciones de lo Civil de Turno correspondiente. 


La interposición de la demanda anulatoria debe- 
rá verificarse en plazo de 20 (veinte) días hábiles si- 
guientes a la denegatoria expresa o ficta. La demanda 
solo podrá ser interpuesta por el titular de un derecho 
subjetivo o de un interés directo, personal y legítimo. 


29 de setiembre de 2010 


El Tribunal fallará en única instancia. 


En caso de que la resolución emane de una depen- 
dencia del Directorio, corresponderá la interposición 
conjunta del recurso de reposición y el jerárquico en 
subsidio. El órgano inferior contará con el mismo lap- 
so indicado para el Directorio para instruir el asunto. 


Artículo 15.- Los créditos de la Unidad Alimenta- 
ria de Montevideo serán inembargables. 


Artículo 16.- Régimen de Transición.- 


A) Habrá un Directorio de Transición de la Unidad 
Alimentaria de Montevideo, integrado por tres miem- 
bros, Presidente, Secretario y Tesorero, designados 
por el Intendente de Montevideo, que se regirá por 
las siguientes normas: 


1) Desde la entrada en vigencia de la presente ley 
hasta la fecha del cese de actividades del Mercado 
Modelo, el Directorio de Transición deberá coordinar 
con la Comisión Administradora del mismo. 


Será responsabilidad del Directorio de Transición 
realizar todas las actividades necesarias con el objeto 
de facilitar la integración de las autoridades definidas 
por los artículos 5% y 6” de la presente ley. 


2) A partir de la fecha del cese de actividades de 
la Comisión Administradora del Mercado Modelo, sus 
competencias pasarán automáticamente al Directorio 
de Transición, a los efectos de garantizar la continui- 
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dad de los servicios. 


3) Este Directorio de Transición tendrá las mis- 
mas competencias y atribuciones que fueron defini- 
das en los artículos 3* y 4% de la presente ley. 


4) Las decisiones que adopte este Directorio re- 
querirán mayoría simple de sus miembros, debiendo 
contar necesariamente con el voto conforme del Pre- 
sidente. 


B) Las empresas que a la fecha de promulgación 
de la presente ley, estén instaladas en la zona de res- 
tricción y registradas ante la Comisión Administrado- 
ra del Mercado Modelo, tendrán prioridad al momen- 
to de solicitar su radicación en similares instalaciones 
de la Unidad Alimentaria de Montevideo, en las con- 
diciones que esta determine.” 


14) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos a considerar, se levanta la Sesión. 


(Así se hace, a la hora 11 y 59 minutos, 
presidiendo el señor Astori y estando presentes los 
señores Senadores Agazzi, Cardoso, Chiruchi, 
Couriel, Da Rosa, Fonticiella, Gallo, Heber, 
Lorier, Martínez, Michelini, Moreira (Carlos), 
Moreira (Constanza), Nin Novoa, Pasquet, 
Rubio, Sanabria, Solari, Tajam, Topolansky y 
Xavier.) 
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